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MEMORIAL 
en la reclamación establecida por el muy reverendo JoséSadoc Ale-

r o
a a u e con°smn° C a t ° 1 Í C ° r ° m a a 0 d e l A r z . o b i s P ^ o de San Francia-

Z'JnkfZ?^tuye uaacorporacion sola ó pnrsonalidad moral, se-
gún lo determinado por la ley vigente del Estado de California 

El Eev. Tadeo Amat , obispo católico roma-
no de Monterey en el E s t a d o de California, también 
consti tuyendo una sola corporacion y persona mo-
ra l , conforme á la misma ley; 

Y el reverendo Eugenio O'Connell , obispo cató-
lico romano de Grass Valley, en dicho Es tado de 
California, también una sola corporación y persona 
moral conforme á la ley expresada. 

Contra la Repúbl ica de México, en nombre y re-
presentac ión de la Iglesia católica apostólica roma-
na del E s t a d o de California, del clero y personas 
legas de la misma Iglesia, y de todas las demás per-
sonas que de una manera efectiva, ó aún posible 
tuvieren derecho á la administración y gobierno de' 
ella, ó de cualesquiera otras que resultasen intere-
sadas en los beneficios resul tantes ,dó las propieda-
des y fondos que en la misma reclamación se ex-
presan. 



/éwzsÉd\ 4 
. líos,'e^pi'ésádos reclamantes respetuosamente ma-
nifiestan: Que la Repúbl ica de México t iene que 

- respQn4éil'4^1ayIglesia católica romana del Es tado 
de una gran suma de 

^ é ^ i ^ e ^ é x c é d é ; según las mejores n 
, J noticias que 

h a ^ f t o d í d o conseguirse, de un millón setecientos 
mil pesos 'en oro, moneda corriente metálica de los 
Estados-Unidos , por la pa r t e perteneciente á la di-
cha Iglesia católica de California de los réditos adeu-
dados desde el 2 de Febrero de 1848 sobre el capital 
del ^'Fondo piadoso de las Californias," que se in-
corporó en el tesoro nacional de México en virtud 
del decreto de 24 de Octubre de 1842 expedido por 
el Presidente provisional de dicha Eepública, y por 
el cual al incautarse del capital se prometió pagar 
el rédito, á razón de seis por ciento al año, desde 
aquella feclia en adelante. 

Agregan los reclamantes que en la época de la 
cesión del presente Es tado de California á los" Es-
tados-Unidos, y ántes de ella, el mencionado Es ta-
do ele California formaba par te del terr i torio y do-
minios de la República Mexicana, siendo sus habi-
tantes ciudadanos de dicha República, y estando 
sujetos a l gobierno de la misma. Que la religión 
católica, apostólica romana era la única reconocida 
y establecida en dicha Eepública y la profesada 
por sua habitantes; y que el Derecho canónico, que 
es el derecho de la Iglesia, estaba en observancia 
en dicha República, y constituia una pa r t e del de-
recho vigente en la misma, como también lo es del 
derecho español y lo fué en la época en que México 
era una provincia dependiente del reino de Espa-

ña, sujeta á la corona española, y gobernada por 
un virey de la misma nacionalidad. 

Que según el Derecho canónico, y las leyes de Mé-
xico, la Iglesia católica fes reconocida como un cuer-
po moral ó corporacion; y cada diócesis y parro-

^ ° a S a d e r e l i § i 0 a ' y e I obispo de 
t e n i d 0 ^cons iderado l ó j 0 

pe sonas morales, enyos derechos se suceden ¿ p e r -
petuidad, capaces de demandar en juicio y seí-de-
mandadas y de adquirir , usar, d isfrutar y t rasfer ír 
á otros el dominio en las cosas y toda, otra clase de 
deieenos y propiedades, de la misma manera que 
as demás corporaciones lo hacen. Cada obispo en 

la mencionada Iglesia está oficialmente encargado 

f S U d Í < 5 c e S Í S ' desembol-
sar y distribuir todas las sumas de dinero, y ad-
ministrar odos los bienes, dedicados á.los uJos p t ' 

l i l Í ? m a n e , j a d ° S É Z M * d 0 « órdenes re-
f d e K t : e S t f S - Ú ° í r a eclesiásti-ca üe la misma Iglesia. 

Quercon anterioridad á la cesión de l o q u e hoy 
* l o s EstadOs^Unidos 

« c a r o m í : 
t 7 B a j a - C a l l f o r n i a («amadas enconiunto 

«Las Californias«) estaba constituida en un obispa-
do, a cuya cabeza se hal laba un obispo, que eTel 
— d o Francisco García Diego, 
México, y que estableció su residencia en Monte-
rey, eapital del terr i torio de la Alta-Cal ífnrn ! • s s l ' t m ^ 
establecida en la ciudad de México, puesto que la 



Iglesia de California formaba pa r t e de la Iglesia 
católica de la República de México, siempre en co-
munión con la Iglesia de Roma. 

Que por virtud del t ra tado de Querétaro y de la 
cesión antedicha en favor de los Estados-Unidos , 
la Iglesia de la Alta-Cal i fornia dejó de formar pa r -
te de la Iglesia de la República de México, pa ra 
agregarse y convertirse en miembro de la Iglesia 
católica romana de los Estados-Unidos, dejando 
sus individuos residentes en California de ser ciu-
dadanos mexicanos para volverse ciudadanos délos 
Estados-Unidos . 

Que la expresada Iglesia católica de los Es t ados -
Unidos está bajo el gobierno de un sínodo nacio-
nal, compuesto de los arzobispos y obispos de di-
cha Iglesia, dentro de los límites de los mismos Es-
tados, y que de t iempo en t iempo se reúne y cele-
b ra sus sesiones en la ciudad de Balt imore del Es-
tado de Maryland, permaneciendo en unión con la 
Iglesia mexicana, y las demás católicas de todos los 
países del globo en comunion y dependencia de la 
Iglesia católica presidida por el obispo de Roma. 

Que según el Derecho canónico, ley de dicha Igle-
sia católica, apostólica romana, y conforme á los 
Es ta tu tos y Cánones del antedicho sínodo nacional 
de los Estados-Unidos, los bienes de las Iglesias 
católicas en las diferentes diócesis en que los Es ta -
dos-Unidos están divididos, así como todas las fun-
daciones y propiedades dedicadas á usos piadosos, 
han de ser y son manejados y administrados por los 
obispos, dentro de sus diócesis respectivas. 

Que el gobierno de la Iglesia católica del Estado 

de California, de conformidad con las leyes expre-
sadas, está confiado al arzobispo de San Erancisco, 
que es el metropolitano, y á los obispos de Monte-
rey y Grass Yalley, que son sufragáneos del ante-
rior, y toda la suma de dinero así debida por la Re-
pública de México á la antedicha Iglesia católica ro-
mana de California, es exigible por los tres prelados 
ántes expuestos, y á ellos se les debe pagar, por cu-
ya razón comparecen ahora como reclamantes en 
nombre y representación del clero y pueblo de sus 
respectivas diócesis, y de la Iglesia de California 
que está por ellas constituida. 

Que como todos los preceptos, reglas y disciplina 
de la-Iglesia católica romana de California dispo-
nen como se ha dicho que la administración de las 
temporalidades de la misma de cualquier clase que 
sean, y el manejo de todos sus bienes y propieda-
des corresponda á los obispos, los reclamantes se 
incorporaron respectivamente para constituir cada 
uno una sola corporacion y persona moral, en cum-
plimiento de la ley vigente en el Estado de Califor-
nia. 

En consecuencia, José S. Allemany se incorporó 
en forma bajo la denominación de «Arzobispo Ca-
tólico romano de San Francisco.»—Tadeo Amat 
ba jó la de "Obispo católico romano de Monterey"— 
y Eugenio O'Connell, bajo la de "Obispo católico 
romano de Grass Valley." 

Que estas tres diócesis comprenden todo el Es tado 
de California; y que esta reclamación se formula en 
nombre y representación de dicha Iglesia católica 
romana de California, como un cuerpo, y de todos 



y cada uno de sus miembros, así como también de 
los paganos no convertidos que existen dentro de 
los límites de su jurisdicción, y cuya conversión al 
cristianismo ha sido y es uno de los fines que mas 
ansiosamente se proponen. 

Que la época y lugar en que se originó la recla-
mación, y los hechos en que la misma está funda-
da, así como las circunstancias que la acompañan, 
son como siguen: 

L a mencionada Iglesia católica romana de las Ca-
lifornias, ántes y en la época cle'lá ccsion de la Al-
ta-Cal i fornia á los Estados-Uñidos , poseía una 
grande cantidad de bienes, así raices, como mue-
bles, dentro del terr i torio mexicano; y esta r iqueza 
se habia aglomerado "por las contribuciones hechas 
por diferentes individuos y sociedades que se pro-
ponían la propagación de la fé católica entré los ha-
bitantes del terr i torio y también para el sosteni-
miento del culto y clero de la misma Iglesia. 

E l conjunto de estos bienes era lo que se llamaba 
el "Fondo piadoso de las Californias" y la forma-
ción, existencia é historia de este fondo constituye 
una pa r t e conocida de la historia de España, de 
México y de California, que se encuentra diseminada 
en diferentes obras históricas, reconocidas como au-
ténticas, y dignas de crédito. P a r a mayor comodi-
dad de la honorable comisión, los reclamantes han 
formado una sucinta y breve compilación de todos 
estos hechos, refiriéndose á las expresadas autori-
dades, y lo acompañan como apéndice de este me-
morial, suplicando se considere como una par te 
de él. 

Que en la fecha del 24 de Octubre, de 1842 y al-
gún tiempo ántes, el cuidado y manejo del expresa-
do "Fondo piadoso" estaba y habia estado entre las 
manos del gobierno de México, el cual se hal laba 
en posesion de todos los bienes y de las escrituras, 
t í tulos y documentos da todas clases relativos á los 
mismos. Es t a administración y tenencia por cuenta 
ajena de lo que pertenecía á la Iglesia católica, la 
ejercía el gobierno de México por medio de emplea-
dos determinados y especiales. 

E l gobierno provisional de la República con el 
fin de simplificar este manejo, determinó por el de-
creto de 24 de Octubre de 18á2, que todas las pro-
piedades se vendiesen, y que reducidas á dinero, in-
gresase este en el .erario público, prometiendo que 
pagaría un rédito sobre dicha suma á razón del 
seis por ciento anual. E n cumplimiento de este 
decreto se hicieron las ventas de la mayor pa r t e de 
esos bienes, y el capital perteneciente al "Fondo 
piadoso" vino así á parar á manos de la República 
de México que tomó posesion de él bajo la promesa 
expresada de pagar ínteres. 

Ese capital importó de dos á t res millones de pe-
sos en moneda de México, equivalentes á la misma 
suma en oro de los Estados-Unidos de América. 

Siendo el "Fondo piadoso" una propiedad de la 
Iglesia de las dos Californias, Alta y Baja , y estan-
do dedicado á la propagación de la fé católica en 
ámbos territorios, hubiera sido preciso dividirlo 
cuando la California Alta se separó del dominio 
de México y se anexó á los Estados-Unidos. E s t e 
hecho y la consiguiente separación de las jurisdic-



ciones eclesiásticas; junto con el cambio de ciuda-
danía de los habitantes, debió hacer necesario un 
repar to proporcional de los intereses ó réditos que 
resultasen deberse despues del t ra tado de Queré-
taro. Pero éste repar to no se hizo; y los reclaman-
tes pretenden y proponen que se haga tomando por 
base las respectivas poblaciones. Bajo cualquier 
sistema de distribución proporcional que sé adopte 
y que sea justo, la par te correspondiente á la Igle-
sia de la Alta-California no puede ser menor que 
los siete décimos del todo. 

l iada se ha pagado despues del 2 de Febrero de 
1848, por cuenta de los réditos vencidos y adeuda-
dos conforme á la ley ó decreto de 24 de Octubre 
dé 1842; y la Iglesia de la Alta-Cal i fornia ni ha per-
cibido esas sumas que le correspondían, ni estas se 
han aplicado en manera alguna al uso á que debían 
destinarse. 

La totalidad de la porcion correspondiente á la 
Iglesia mencionada de la Alta-California permane-
ce todavía insoluta entre las manos del gobierno, 
y se debe á los reclamantes en representación de 
sus diócesis respectivas, y de los fieles de ellas, á 
fin de que puedan aplicarlas á los usos piadosos y 
religiosos á que el «Fondo» se destinó desde el prin-
cipio por los fundadores y donantes. Un resúmen 
de la ascendencia y otros pormenores relativos á 
esto «Fondo piadoso» hasta donde pueden calcular-
lo ahora los reclamantes, se acompaña con este me-
morial. La reclamación actual se hace para cobrar 
esos réditos caídos. 

El obispo Diego, ántes nombrado, murió en 30 de 

Abril de 1846. Su silla permaneció Vacante por al-
gún tiempo, á consecuencia dé la guerra con los Es-
tados-Unidos y del estado de trastorno en que se 
hallaba México. Durante ese tiempo fué gober-
nador del obispado el vicario capitular Rev. José 
González. E l 30 de Junio de 1850, despues de la 
cesión de la Alta-California á los Estados-Unidos , 
el Rev. José S. Allemany fué consagrado obispo de 
Monterey, como sucesor de Francisco García Die-
go; y su diócesis se extendía á todo el Estado de 
California. 

E n Jul io 29 de 1853 dicha diócesis se dividió; y 
los límites de la de Monterey se redujeron á aquella 
pa r t e del Estado que cae debajo de los 37 grados y 
13 minutos de lat i tud Norte, y se extiende por el Es -
te hasta el Rio Colorado. L a porcion que quedó al 
Norte de aquel paralelo se erigió en un arzobispa-
do, quedando San Francisco constituida en una Se-
de Metropolitana. E l expresado José S. Allemany 
fué entonces trasladado á esta Sede, y el Rev. Tadeo 
Amat nombrado simultáneamente obispo de Mon-
terey en lugar suyo. 

E n 3 de Marzo de 1868, el arzobispado de San 
Francisco se dividió también; y lo que quedó al Nor-
te de los 39 grados de lat i tud Norte, extendiéndose 
por el Es te hasta la frontera oriental de Nevada, se 
erigió en un obispado distinto, que se denominó de 
Grass Yalley, y á cuya Sede se proveyó con el nom-
bramiento del Rev. Eugenio O'Connell, hasta én-
tóncés obispo de Tlaviopolis in partibus infidélium, 
y vicario apostólico, &c. Es te prelado ha quedado 
así constituido obispo de esta diócesis. 



Los expresados obispos de Monterey y Grass 
V a U e y respectivamente son sufragáneos del arzo-
bispo de San Francisco; y ellos son las autoridades 
legítimas y legítimamente constituidas d e l a l g l e s i a 
católica, apostólica romana en el Es tado ^ Cali-
fornia, que es la misma que se denominaba de la 
Alta-California ántes de la cesión á los Es t ados -
Unidos, y fué gobernada por el obispo Francisco 
García Diego, de quien los reclamantes arzobispo 
y obispos, son los legítimos sucesores, habiéndose 
cambiado por virtud del t ratado de Queretaro la 
ciudadanía política y la nacionalidad de la Iglesia 
y de siis miembros. 

' Qué dicha Iglesia católica romana en todo el 
mundo reconoce fidelidad y obediencia; en materia 
ciVÍÍ hácia el gobierno y autoridades de ésta clase 
constituidas en cualquier Es tado ó país en que exis-
ta- y t i ene el domicilio y ciudadanía que correspon-
de á aquella nación á quien debe fidelidad. La dicha 
Iglesia católica romana de California está compues-
ta de ciudadanos de este Estado, y al mismo tiem-
po que está unida por los vínculos de la unidad 
religiosa á la Iglesia universal, t iene su domicilio y 
ciudadanía en el Es tado de California, y está some-
tida como corporación á las leyes de dicho Es tado . 
P o r esta razón los reclamantes creen que deben in-
sistir en que se la considere c o m o ciudadana del 
Es tado de California y de los Estados-Unidos, aten-
dido el verdadero espíri tu é intención de la Con-
vención de 4 de Jul io de 1868, qué estableció esta 
comision, cuyo carácter tuvo dicha Iglesia desde el 
2 de Febrero de 1848, fecha del t ratado de Queré-

taro, ó por lo menos desde 9 de Setiembre de 1850 
en que el Es tado de California fué admitido en la 
Union de los Estados-Unidos . 

Los dichos reclamantes José S. Alemany, Tadeo 
Amat y Eugenio O'Connell son, individualmente, 
ciudadanos naturalizados de los Estados-Unidos; 
cada uno de ellos ha sido y está incorporado como 
una sola corporacion según se h a indicado ántes, de 
acuerdo y en obedecimiento á las leyes del Es tado 
de California dictadas en la materia, y cada una dé 
dichas corporaciones á que pertenecen separada-
mente los referidos reclamantes debe ser reputada 
como ciudadana de los Estados-Unidos, de confor-
midad con la verdadera inteligencia de la mencio-
nada Convención. 

Ni dichos reclamantes, ni alguno de ellos, ni nin-
guna persona por cuenta ó en provecho suyo ó de 
la referida Iglesia, ni nadie con derecho al todo Ó 
par té de la cantidad reclamada, han recibido suiña 
alguna de dinero, ni otro equivalente ó indemniza-
ción, á cuenta de la expresada reclamación. 

E l importe íntegro de la reclamación que aquí 
se establece pertenece á estos reclamantes como fi-
deicomisarios, según ántes se ha manifestado. H á 
de entenderse, sin embargo, que la par te de intere-
ses aumentados al capital de dicho «Fondo piadoso» 
desde 2 de Febrero de 1848, que justamente corres-
pondan á la Baja-Cal i fornia , pertenece á Iglesia 
católica de Baja-Cal i fornia , y debe percibirse por 
el obispo de aquella diócesis. Si dicho obispo ha 
recibido alguna pa r t e de esos intereses, y cuál sea 
esta, los reclamantes ciertamente no lo saben; esta 



reclamación, solo es referente á aquella porcion de 
dichos intereses que se vea que deben corresponder 
justa y proporcionalmente á la Iglesia del Estado 
de California. 

L a refer ida reclamación, fué, por lo que hace á 
lo principal de su contenido, presentada ántes del 
1? de Febrero de 1869 (es decir, el 22 de Jul io de 
1859), al departamento de Es tado de los Es tados -
Unidos, por carta que al honorable Lewis Cass, en-
tónces secretario de Es tado de los Estados-Unidos, 
dirigió Mr. John T. Doyle, de Nueva-York, con el 
carácter de apoderado de los espresados arzobis-
po de San Francisco 'y obispo de Monterey, cuya 
jurisdicción se extendía en aquella época á todo 
el Estado de California en virtud de no haberse to-
davía erigido el obispado de Grass Valley. 

E s imposible á los reclamantes producir ningún 
dociimento original en apoyo de su referida recla-
mación, porque los originales d e todos los docu-
mentos relativos á ella solo se encuentran en los ar-
chivos del gobierno mej icano y de sus varios de-
partamentos, oficinas y empleados. Y las copias de 
esos, originales que estuvieron en poder del obispo 
Diego durante el tiempo que medió entre su nom-
bramiento como tal obispo y la publicación del ci-
tado decreto de 8 de Febrero de 1S42, fueron saca-
das por dicho gobierno de México y sus empleados 
de poder de un Sr. Pedro Ramírez, agente y apode-
rado del mencionado obispo, poco tiempo despues 
de expedido el referido decreto. 

E n apoyo de su derecho como arzobispo y obis-
pos para reclamar, y exigir de la República de Mé-

xico los intereses atrasados sobre la propiedad de 
dicho «Fondo piadoso» y sus productos, según se h a 
pretendido, los reclamantes se permiten llamar la 
atención hácia los siguientes precedentes que pro-
porciona la historia mexicana y han sido sanciona-
dos por la misma República de México. 

^Despues de la conquista de las islas Fi l ipinas en 
1564, el hecho de haberse organizado en México la 
feliz expedición que con ese objeto se preparó y de 
estar mandada por oficiales procedentes de aquel 
vireinato, fué causa de que se estableciesen íntimas 
relaciones entre Nueva-España y las meiicionac.as 
islas, relaciones que luego se estrecharon mas á con-
secuencia del comercio que se sostenía entre las Fi-
lipinas y la madre patr ia , del cual México también 
se aprovechaba. Resultado de esto fué la creación 
de un fondo, levantado por medio de contribuciones 
en México, y destinado á la propagación de la fé ca-
tólica en aquellas islas. 

Los reclamantes no están perfectamente entera-
dos de los pormenores referentes al origen é histo-
r ia de dicho fondo, por lo cual prefieren descansar 
en los datos auténticos que puedan en cualquier 
t iempo conseguirse. Respecto á su carácter general 
y á los objetos á que se aplicaba, dicho fondo era 
análogo al «Fondo piadoso» de las Californias. 

Sus productos, hasta la separación de México de 
la dominación española, fueron periódicamente re-
mitidos á las autoridades eclesiásticas de aquéllas 
islasí. Poco despues de la declaración de la índépén -
dencia mexicana, el gobierno de esta nación se a p o -
deró de las propiedades ;dé dicho fóndo, y se probi-



bi<5 que se hiciesen nuevas remesas de productos. 
Es te embargo se levantó posteriormente; pero Mé-
xico se apropió dos haciendas pertenecientes a l 
fondo; de manera que quedaron debiéndose á las 
misiones de Filipinas el valor de las expresadas ha-
ciendas y una. indemnización por las rentas que de-
jaron de entregarse, y esto fué objeto de represen-
taciones diplomáticas dirigidas á México por Espa-
ña, despues de haber esta reconocido la indepen-
dencia de dicha potencia. Es t a s negociaciones 
d ie íonpor resultado la Convención de 7 de Noviem-
bre de 1844, por la cual la Eepúbl ica de ^léxico se 
obligó á pagar al presidente de las misiones de las 
islas Filipinas:—que era la autoridad superior de 
ellas y por lo tanto la que tenia derecho á recibir 
la suma—la cantidad de $ 115,000 en que se con-
vino fijar el valor de la propiedad, y $ 30,000 
mas como indemnización, ó pago de los réditos adeu-

\ dados. E l total de ¡$ 145,000 habia de imponerse á 
ínteres, á razón del 6 por ciento anüal hasta su ex-
tinción, hipotecando especialmente á este objeto 
algunas rentas del Estado. 

E l texto del t ra tado puede encontrarse en la pá-
gina 516 de la "Coleccion de t ra tados con las nacio-
nes extranjeras, leyes, decretos y órdenes que for-
man el derecho internacional mexicano,» publicada 
en México en 1854. 

E n la reclamación que según se ha dicho, se pre-
sentó al departamento de Es tado de los Es t ados -
Unidos en 22 de Jul io de 1859, no se incluyeron 
perjuicios, ni intereses de que es deudor el gobier-
no de México por haberse apropiado y aprovécha-

do de los bienes, dinero y demás de que se compo-
nía el «Fondo piadoso.» 

Al presentar este memorial dichos reclamantes 
no renuncian sino que expresamente se reservan el 
derecho de reclamar de cualquier gobierno que pue-
da considerarse responsable, el importe ó valor pr in-
cipal de los bienes y dinero que constituían el «Fon-
do piadoso,» y que recibió y se apropió el gobierno 
de México. 

P o r el M. Eev. Joseph Alemany, arzobispo cató-
lico de San Francisco. 

E l Eev. Thadeus Amat, obispo católico de.Mon-
terey. 

E l Eev. Eugene O'Connell, obispo católico de 
Grass Yalley. 

Su apoderado, H-ugh P. GaMagJter. 

Distr i to de Columbia.r—Condado de Washington. 
Sépase que en 28 de Diciembre de 1870, dia de la 

fecha, compareció ante el infrascri to notar io públi-
co del condado y distrito mencionados, Hugh P . 
Gallagher, quien habiendo prestado el juramento 
debido dijo: que es el apoderado de los reclamantes 
expresados en el anterior, memorial; que los hechos 
á que se hace referencia en dicho memorial y de los 
cuales se manifiesta a l l í enterado, son ciertos y vei> 
daderos; y que según su leal saber y entender tam-
bién son ciertos aquellos que se aseguran como fun-
dados en el dicho dé otros; agregando, ademas, que 
los referidos reclamantes están ausentes del distr i-
to de Columbia.—Edm. F. Brown, notario público. 



ANEXO á que se refieren el precedente memorial é 
historia, y en que se manifiesta, hasta donde lo saben 
los redamantes,, las diferentes clases de bienes que 

i eomponian el «Fondo piadoso,» incluyendo las fincas 
... rústicas y Urbanas, y. las rentas de ellas, los créditos 
. contra la hacienda, pública por préstamos hachos al 

_ Estado,.dinero empleado en hipotecas y asegurado 
.->•-• con, otras garantios, de. 

BIENES-RAICES. 
» ' ' r1,... (i-.' , ' ! ' 1 " ' 

Las casas númá. 11 y 12 de la ca-
lle de Vergara, con accesorias, y el 
jardín del callejón de los Betlemi-
tas, vendido todo á censo enfitéuti-
co á D. IgnacioLoperena y D. Fran-
cisco Arbeu, por el cánon ó renta 
annal de $ 3,500 00 conforme á la 
escritura de 30 de Enero de 1841 
por ante el escribano público D. Ma-
nuel García Homero. Lós herederos 
de D i Jose fa Paula Arguelles tienen 
derecho de percibir la cuarta pa r -
t e de esta renta; y así el «Fondo pia-
doso» solo: recibirá. . . .$ 2,625 00 

L a hacienda llamada «de Ciénega 
del Pastor.» L o s h e r e d e r o s de la 
Sra . Arguelles tienen también dere-
cho á la cuarta par te de las rentas 
de esta finca, que importan $17,100. 

Al frente $ 2,625 00 

Del frente. . . .$ 2:625 00 
E l «Fondo piadoso» solo recibe por 
año . 12,825 00 

La hacienda «San Pedro de Ibar -
ra.» Su renta ascienda á „ 2,000 00 

Las haciendas «San Agustín de 
Amóles,» «El Custodio,» «San Ignacio 
del Buey» y «La Baya.» Sus ren-
tas suben á. . . . . . . 12,705 00 

HIPOTECAS, &C. 

Los herederos de D. José María 
Barr ientes hipotecaron su hacienda . 
«Santa Lugarda» y otras por la su-
ma de 42,000 pesos, con el ínteres 
de 5 por ciento al año. . .„ 2,100 00 

La sociedad de Bevillas y C% hi-
potecaron su hacienda «Arroyozar- . . . 
co» por 40,000 pesos con el ínteres 
de 6 por ciento 2,400 00 

D. Luis Vázquez también hipote-
có su hacienda «San José Muzio» por 
t res mil pesos, con el ínteres de 5 
por ciento 150 00 

CRÉDITOS ACTIVOS DEL "FONDO 

PIADOSO." 

Veinte mil pesos que debe el go-
bierno desde la época de l a domi-
nación española. 

A la vuelta. . . 34,805 00 



De la vuelta. . .$ 34,805 00 
Los intereses al 5 por ciento se 

pagaron.hasta 1812: y desde enton-
ces se debe de capital e intereses 
(hasta el 30 de. Abril de de 1842). .„ 49,166 54 

También debe el gobierno 201,856 
pesos 75 centavos, cuyos intereses á 
razón de 5 por ciento se pagaron 
puntualmente hasta 1812. .El capital 
junto con los intereses debidos im-
por ta . . . . . i . , , 496,291 09 

Debeasimismo el gobierno la can-
t idad de 162,618 pesos 3 7 | centavos, 
reconocidos por el antiguo tribunal 
del consulado, en 1810. Se pagaron 
los intereses has ta 1820; y lo adeu-
dado entre capital é intereses su-
be á . . . . . . . . . . . 369,143 62 

E l Colegio de Jes i i i tasde San Gre-
gorio debia al «Fondo, p i a d o s o » 
$38,500 00, con el interés de 3 por 
ciento. E l gobierno se apoderó délos 
bienes de dicho colegio y está obli-
gado á; pagar aquella suma .ó intere-. --
ses. H a s t a 1811 estos se pagaron 
puntualmente: todo lo debido im-
por taba el 30 de Abril de 1842. . .„ 73,342 04 

E n 1825, en cumplimiento de un 
decreto del gobierno se depositaron 
en la casa de moneda .„ 68,160 37£ 

Al frente . / - . 1.056,103 66J 

Del frente . . 1 
E n 20 de Octubre de 1829 man-

dó el gobierno que el «Fondo piado-
so» pagase siete mil pesos 

En cumplimiento de la ley de 19 
de Setiembre de 1836, el «Fondo pia-
doso» tuvo que desembolsar „ 

En títulos de una deuda del go-
bierno -

L a herencia dé Di Dolores Reyes, 
difunta, debe al «Fondo piadoso» la 
cantidad de „ 

D. J u a n de Dios Navarro es deu-
dor de 

La herencia de D. Esteban Yelez 
Escalante, difunto, debe „ 

Las • hi jas del general C O S Í O son 
deudoras de 

D. Manuel Pr ie to debe „ 
D a Agustina Montenegro debe. . .„ 
D. Ramon<¡Yesíiz debe 

Total. . . 
Debe agregarse á lo que antecede: 
Dinero recibido por el gobierno, 

apar te de las ventas efectuadas y 
procedente de los legados y donacio-
nes hechas al «Fondo piadoso» por 
D'.1 Josefa de Arguelles, ascenden-
te á . . ; . . . * . . . ' Á 

056,103 66f 

7,000 00 

3,000 00 

15,973 62£ 

9,850 00 

13,000 00 

33,782 50 
[ - -./-I" g 

325 00 
316 00 
193 00 

13,997 40 

1.188,346 19 

r\c. Su:¡S &ÚC 
681,946 00 

Total general,: . ..$ 1.870,292 19 



tw, ' f ' » • ; T r1 'i- .. . . 
Núra. 493.—</. >9. Áleniany y otros, contra la República 

Mcxicana.—Alegato en favor ele México. 
DO 000 7 '.'t. n if "j oaio •([ <•.• 
Reservando todas las demás pruebas y excepcio-

nes y el derecho de presentarlas, sin admitir las 
alegaciones que contiene el memorial, la República 
Mexicana propone que sea desechada esta reclama-
ción por las siguientes razones: 

1. Porque el acto de incorporacion de los peti-
cionarios no les da el derecho de reclamar propie-
dad que se halla fuera de los límites del Es tado de 
California. 

2. Porque los peticionarios no demuestran tener 
ínteres ni t í tulo alguno en el Fondo piadoso de que 
se t ra ta . 

3. Porque, los peticionarios tuvieron un recurso 
legal en los tr ibunales mexicanos, cuyo recurso de-
bían haber adoptado, y agotado ántes de presentar-
se aquí. 

4. Porque los daños-de que se quejan fueron cau-
sados ántes del mes de Febrero de 1848 por lo cual 
esta comision no tiene jurisdicción pa ra conocer de 
ellos.— G. Cushing. 

Fundamentos del alegato. 

E l memorial expone que la República Mexicana 
debe una gran cantidad de dinero á la Iglesia cató-
lica romana, del Es tado de California, cuya canti-
dad asciende á $1.700,000, por la par te que cor-
responde á dicha Iglesia de California, del ínteres 
devengado desde el 2 de Febrero de 1848, sobre el 

capital de un fondo conocido por «El Fondo piado-
so de las Californias,» cuyo fondo se dice fué incor-
porado al tesoro nacional de la República de Mé-
xico, por un decreto del presidente interino de di-
cha República, de fecha 24 de Octubre de 1842, 
sobre cuyo capital se comprometió á pagar por el 
mismo decreto el ínteres de 6 por ciento anual. 

Es t á presentada la reclamación á nombre del ar-
zobispo y obispos del Estado de California, per te-
necientes á la Iglesia católica romana, quienes re-
claman á nombre y con el carácter de corporacion, 
según las leyes del Estado de California. 

Las excepciones se fundan en lo siguiente: 
1. L a ley del Es tado de California, ba jo cuyo 

amparo reclaman los peticionarios, solamente for-
mó la corporacion individual de ellos con el objeto 
limitado de cuidar la propiedad actual de la Igle-
sia católica en California, que existe y es capaz de 
posesión verdadera: y no los formó en corporacion 
individual con el objeto de promover probables re-
clamaciones en países extranjeros. 

La ley de California á que se acogen los peticio-
narios, como corporacion individual, dice á la le t ra 
lo que sigue: 

«Siempre que las condiciones, reglamento y dis- \ 
ciplina de alguna corporacion ó sociedad religiosa 
ó Iglesia lo requieran para la administración de sus ) 
temporalidades ó para el arreglo de sus bienes y 
propiedades, entóneos será legal para el pr incipal ] 
obispo ó sacerdote de la misma convertirse en cor-
poracion individual.» 

Esjta ley de corporacion solamente confirió al 
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obispo ó sacerdote el derecho de representar la 
Iglesia en lo que toca á la propiédad que' le per te-
nece dentro de aquel Estado. 

"Si hay propiedad de la Iglesia en ese Estado, el 
obispo ó sacerdote de la misma puede erigirse; en 
corporacion individual y encargarse de la repet ida 
propiedad. E s xjorporacioñ local . : Su jurisdicción 
solamente abraza la propiedad que se halla dentro 
del Es tado. 

L a ley de corporacion en que se funda este caso, 
es análoga á la que concede administración. Auto-
riza á una persona á que se encargue de la propie-
dad comprendida en la jurisdicción; pero no con-
fiere autoridad sobre la propiedad fuera de la juris-
dicción si tuada eii un país extracj ero. 

2. L o s peticionarios no han demostrado tener ín-
teres legal en el «Fondo piadoso de California.» 

No han presentado ningunos papeles, t í tulos ni 
testamentos que demuestren el origen de este fondo 
y el derecho que tienen á él . No bas ta probar que 
el «Fondo piadoso délas Californias» existió en una 
época y que el gobierno mexicano se lo apropió. 

Deben ir mas léjos y probar que los que dieron 
este fondo lo dispusieron de tal manera, que ahora 
pertenece á^la Iglesia católica d®»California. Sobre 
este importantísimo punto no nos dan ningunos in-
formes. 

Parece que este fondo procedió de las limosnas 
que recogieron los padres jesuítas en tiempos re-
motos, al establecer sus misiones en California. 
(Yéase el pequeño resumen de la historia del «Fon-
do piadoso de Calif ornia»"anexo al memorial) y fué 

empleado en convertir á los indios de aquel pa ís . 
E l Fondo piadoso fué administrado por los jesuítas -
hasta el año de 1767, en que fueron desterrados del 
terr i torio mexicano. Parece ademas: que despues 
del destierro de los jesuítas las misiones de Cali-
fornia fueron puestas bajo el cargo de los frai les 
dominicos. Subsecuentemente se expidió un decre-
to del rey, de Abril 18 de 1770, por el cual manda-
ba qué la mitad de dichas misiones fuese confiada 
á los padres dominicos; en virtud de lo cual, des-
pues de un convenio aprobado por el virey, las mi-
siones de la Baja-Cal i fornia fueron confiadas á los 
padres dominicos y las de la Al ta-Cal i fornia á los 
franciscanos. 

Aparece, ademas, que al desterrar á los jesuítas, 
el rey ordenó que todas las temporalidades de la 
órden que se hallaban en sus dominios fuesen em-
bargadas. 

Has ta aquí, parece que el «Fondo piadoso» per-
teneció originalmente á los jesuítas para sus empre-
sas misioneras en California, suponiendo que su 
misión estaba debidamente autorizada por las leyes 
de la Iglesia católica. Debe notarse respecto de es-
te punto que una reclamación algo parecida á esta 
fué la causa de un pleito judicial en los tribunales 
mexicanos, como por el año de 18 i 0, promovido por 
un f ra i le dominico que se llamaba Padre Moran, en 
el cual, según D. Manuel Payno, el abogado defen-
sor demostró que esta no era propiedad eclesiásti-
ca: que el establecimiento de la «obra pía» no esta-
ba autorizado por el Papa y que habia cesado en 
México la existencia legal d© las misiones de Fili-



pinas. (México y sus cuestiones financieras por 
Manuel Payno, pág. 183.) 

Puede inferirse por el mismo motivo que el «1 on-
do piadoso» nunca fué propiedad eclesiástica y que 
la «obra pía» en este caso no fué autorizada por el 

salvamos esta dificultad, es claro que el Pondo 
piadoso pertenecía á los jesuítas- como apoderados 
de los indios de California. r . .' 

Parece evidente que la actual Iglesia católica de 
California no tiene ningún derecho sobre este fon-
do por la naturaleza de su origen. Es te fue simple-
mente de limosnas que se entregaron á los jesuítas 
para que estableciesen misiones entre los indios de 
California. ;E1 fondo pertenecía á los jesuítas en 
depósito para que convirtieran á l a religión cristia-
n a d los indios. Los peticionarios no pretenden te-
ner ningún título por algún acto de los jesuítas ni 
tampoco manifiestan ninguna intención de que han 
de aplicar el fondo á su objeto original, el de con-
vertir á los indios ó difundir la religión cristiana 
entre ellos. No presentan ni poseen título_ alguno 
de los apoderados originales,los jesuítas ni propo-
nen administrar el fondo para provecho de los m-

^ P o r consiguiente, no tienen los peticionarios nin-
gún derecho al'fondo de que se trata, excepto el que 
puedan'tener del gobierno mexicano. • 

E l caso de los peticionarios en este sentido es co-
mo sigue: Alegan que en 1836 se erigió un obispa-
do en las Californias, y el Congreso mexicano por 
una ley del 19 de Setiembre de 1836, estableció una 

dotacion de $6,000 para la mitra que así se fundó, y 
concedió la administración del Fondo piadoso á la 
persona que ocupa el puesto actualmente. E n 1842 
se annló la ley de 19 de Setiembre de 1836 en la 
parte que confiaba la administración del Fondo pia-
doso al obispo por un decreto del presidente San-
ta-Anna, y se administró de nuevo por el Estado. 
E n Octubre de 1842 el fondo fué capitalizado por 
otro decreto de Santa-Anna. L a mayor parte de la 
propiedad perteneciente al fondo, fué vendida, en-
trando su producto á la tesorería nacional, por lo 
cual el gobierno se hizo deudor al fondo. 

E l obispo de California protestó contra el último 
decreto mencionado, por violar sus derechos y la 
ley de 1836. El resultado de esta protesta fué que 
en 18á5, despues de que toda la propiedad pertene-
ciente á este fondo había sido vendida, como debe 
suponerse, el Congreso mexicano expidió un decreto -
por el cual se concedía de nuevo al obispo de Cali-
fornia el cuidado de las propiedades del fondo que 
aún no habían sido vendidas. 

Por consiguiente solamente pueden reclamar los 
peticionarios conforme á los decretos arriba men-
cionados. 

Al examinar estos decretos vemos que el primero 
de estos, expedido el 19 de Setiembre de 1836 sola-
mente nombraba al obispo de California administra-
dor del «Fondo piadoso.» 

Sostenemos que esta circunstancia no dió al obis-
po ninguna parte ó Ínteres en dicho fondo, mas que 
el de obrar como administrador del mismo,, mién-
tras que durase su nombramiento. Esta ley f i é anu-



lada por Santa-Anna; y el resultado fué que ya el 
obispo no era administrador del fondo. E l único Ín-
teres que tenia en el repetido fondo era como su 
administrador, según el referido decreto del 19 de 
Setiembre de 1836. 

Al abrogarse dicha ley cesó todo el derecho ó in-
terés que podia haber tenido en el referido fondo. 
Tal disposición era como cualquiera otra ley del 
Congreso mexicano que nombrase á una persona es-
pecial para que administrase una propiedad espe-
cificada. L a persona nombrada era solamente un 
agente pa ra el asunto relativo, y expuesta á ser des-
ti tuida según lo creyese conveniente el gobierno me-
xicano. Y así fué destituido por la revocación de la 
ley do 19 de Setiembre de 1835 verificada por San-
ta-Anna. 

E n cuanto á la ley del 3 de Abril de 1845, que 
nombra al obispo administrador de lo que resta del 
«Fondo piadoso,» nombra al «obispo de las Califor-
nias,» Alta y Baja-Cal ifornia . Ninguno de los pet i -
cionarios corresponde á esta descripción. Uno és 
arzobispo de la Alta-California y los otros dos son 
obispos de ot ras porciones de la misma. P o r consi-
guiente, ninguno délos peticionarios puede ser com-
prendido bajo la expresión del último decreto men-
cionado. 

Debe notarse ademas que el referido decreto del 
3 de Abril de 1845, solamente pone bajo la adminis-
tración del obispo los bienes del fondo que no ha-
bían sido vendidos; pero no aparece por ninguna de 
las pruebas presentadas qué existieran bienes per-
tenecientes al fondo, sin vender, en Abril de 1845, 

Si ninguno de los bienes del fondo existia sín ven-
d e r á n esa época, entóneos la ley del 3 de Abril de 
1845,• no; tenia sobre qúe recaer ni trasfirió nadfr. 
- 3. Los peticiona! ios no.agotaron sus recursoslg-
galés. Si lospeticionarios tupieron un derecho iegai 
como apoderados de dicho ..«Fondo piadoso,» fu# su 
deber haber reclamadlo ése derecho en los t r i ^ i a * 
les de México. SÍ al hacer esto el t r ibunal mas alto 
de México, ante el cual, hubiesen presentado el ca-
so, hubiera, rehusado, hacer justicia á los peticiona-
rios, entonces habrían tenido razón de presentarse 
aquí. 
- i .La reclamación del «Fondo piadoso» hecha por 
los .peticionarios podia haber sido decidida por los 
tribunales, mexicanos de una manera especial. Si 
los peticionarios tenían derecho de recibir dicho 
f ondo como apoderados, entónces los t r ibunales de 
México.en donde existia el fondo y en donde exis-
tían sus bienes raíces, eran los que podían determi-
nar sobre el caso. Según el informe de Manuel Pay-
no sobre «Cuestiones financieras» presentado como 
prueba por los peticionarios á páginas 249 291 
aparece claramente que los individuos pueden de-
mandar al gobierno mexicano. No habia nada que 
les impidiese hacer valer sus derechos ante los tr i-
bunales de México. Ciertamente no puede imagi-
narse otro caso mejor que este, que pudiera some-
t e r se mas propiamente á los tribunales mexicanos 

Las principales cuestiones que nacen respecto de 
las caridades hechas en México, y el efecto del des-
c e r r ó d e los jesuítas, que eran los apoderados ori-
ginales del «Fondo piadoso;» el origen y naturaleza 



precisa de dicho fondo; a qué grado estaba sujeto 
á la legislación del gobierno mexicano; el efecto 
que tendría sobre esas propiedades el hecho de que 
la Alta-California se habia vuelto terr i tor io extran-
jero; y el efécto de que las misiones dé los indios 
fueron suprimidas en California, todas necesitaban 
especialmente-la decisión de los tr ibunales mexica-
nos. También era materia especialmente adaptada 
á los tr ibunales de México determinar los derechos 
legales que tuviesen los peticionarios al fondo de 
que se t ra ta . Todas estas son cuestiones del mayor 
Ínteres, y dependen de la jurisprudencia de México. 
Los tribunales mexicanos eran, pues, á los que cor-
respondía considerar y decidir estas cuestiones. 

E n vista de estas diferentes consideraciones sos-
tenemos con confianza que los peticionarios no es-
tán en apt i tud de presentarse á esta comision pues-
to que no han agotado sus recursos legales. 

4. Los perjuicios á que se refiere este caso, fue-
ron cometidos ántes del t ra tado de Guadalupe Hi-
dalgo en 1848. L a comision por consiguiente, no 
tiene jurisdicción sobre esta reclamación. 

L a reclamación estaba tan completa y tan llena 
en 1848, como en la presente época. E r a una recla-
mación que debia haberse presentado á la junta de 
comisionados americanos que se formó bajo ese tra-
tado. Es t a comision no puede tomar conocimiento 
de ninguna reclamación que pudo haberse presen-
tado ante aquella junta. 

Debe notarse que los peticionarios solamente re-
claman los réditos sobre el «Fondo piadoso,» desde 
Febrero 2 de 1848. Fe ro sostenemos que no pueden 

evitar de esta manera el obstáculo á la jurisdicción 
de la comision, debido á que la reclamación se ori-, 
ginó ántes del mes de Febrero de 1848. En 1848 la 
reclamación existia tan claramente como ahora, s^ 
es que la Iglesia ,cat#ic¡a romana de California ter-, 
nia algún derecho contra la República Mexicana á 
causa del «Fondo piadoso.» L a reclamación estaba 
lista para ser presentada. Siendo este :el; caso no 
puede ahora tomarse en consideración. Suponga-
mos que en 1848 los peticionarios tenían una recla-
mación que tuvo p o r origen un contrato part icular , 
digamos un convenio escrito. Si el contrato no s e 
hubiese presentado entóneos, no podría presentarse 
ahora para el pago de los réditos que se hubiesen 
acumulado desde 1848. Los peticionarios piden los 
réditos desde 1848; pero no puede permitírseles por-
que estos réditos son solamente un incidente del" 
principal, que era el objeto de la reclamación en 
1848. u e & M b t éaB^Bóí'qo-íq *6q ,oi \ 

No pudiéndose admitir la reclamación porque no 
fué presentada con arreglo al t ra tado de 1848, los 
réditos que ahora se piden y que -provinieron de 
aquel principal, dejaron de existir con la muerte de / 
ese mismo principal.—C. Cushing. 

Comision mixta americana y mexicana.—Reclamación 
del arzobispo y obispos de California por rentas del 
Fondo piadoso, 

eb «o jeJ . M a í f y o a;£»s;%ií'-XIOÍOMO^JTOÍJÍÍ anú é-irttt 
Se alega, según veo, que la reclamación del arzo-

bispo y obispos de Californias por las rentas del Fon-



do piadoso, no debe presentarse á los comisionados 
nombrados conforme á la Cónvenoion d e 4 de Jul io 
dé 1868; que- dichos comisionados no tienen juris-
dicción para conocer de-ella; po ique no debe consi-
derarse en la clase de casos determinados en-el ar-
tículo primero; q u e las palabras in jur ias á las per-
sonas ó propiedades, que se usan en ese artículo, de-
ben tomarse restrictivamente, y qué ningúna recla-
mación que no esté literalmente contenida en el es-
pír i tu de él, podrá ser juzgada por esta comision. 
Despues de una madura reflexión; no puede admi-
tir la aplicación de esta objeción. 

L a cuestión de que sré- t ra ta es sobre la interpre-
tación de la Convención, y encierra las proposicio-
nes siguientes, á saber: 

1? Que las palabras «injurias á las personas ó pro-
piedades» deben interpretarse muy estrictamente; y 

2? Que la fa l ta de pago de una cantidad de dine-
ro, por propiedades tomadas por el soberano, de la 
pertenencia del subdito, sin el consentimiento de es-
te último, y las que se comprometió expresamente 
á pagar aquel £tl adjudicarlas, no és una injuria á la 
persona ó la propiedad, según el sentido de esas pa-
labras, así interpretadas. 

No creo que dichas proposiciones puedan soste-
nerse con buen éxito. 

Primero, respecto del modo de interpretar la Con-
vención: 

Respetuosamente manifiesto que este caso no ad- . 
mite una interpretación limitada ó técnica. Lejos de 
contener estipulaciones opresivas ó aun rigurosas 
para algunas de las partes, la Convención es eminen-

temonte justa ó igual en todos sus preceptos. Es uno 
de esos pactos internacionales conocidos solamente 
en los t iempos modernos (y el f ru to de la civiliza-
ción cristiana moderna), que está pura y simple-
mente basada en la justicia. Los soberanos no pue-
den ser procesados; y por lo mismo el derecho es 
tanto mas imperfecto y defectuoso contra ellos, cuan-
to que es imposible obligarlos in invitum. De aquí 
es que en muchos casos hay denegación de justicia 
de par te de aquellos cuyo mas alto deber es admi-
nistrarla y garantizarla. Solo en los tiempos moder-
nos han acostumbrado los Estados soberanos y es-
pecialmente aquellos que gozan de gobiernos repu-
blicanos, abandonar esta prerogativa de soberanía 
y someterse á la jurisdicción de tribunales especiales 
de este género. Es ta es una concesion eminente á 
las necesidades de la justicia; se desprenden tempo-
ralmente, por conveniencia propia, de los mas altos 
atributos de soberanía, y dan su consentimiento, 
quo ad lioc, pa ra convertirse en subditos. Ninguna 
consideración ménos elevada podría justificar ó pro-
ducir tal abdicación del derecho soberano. Pero de 
esta virtud puede decirse, mulato nomine: 

«No ceremony that tot he great belongs, 
Not the kiug's cromi, ñor the deputed sword, 
The Marshal 's truncheon, ñor the Judge 's robe, 
Become them with one half so good a grace. 
As just/ice does.» 

La presente Convención, y todos los pactos inter-
nacionales de esté carácter, son el f ru to de ese mag-
nánimo sentido de just icia que «debería entronizar-
se en los corazones de los reyes;» y que está llama-



do á ser el fundamento de nuestras formas de go-
bierno republicano. 

P o r consiguiente todas las observaciones de los 
escritores de derecho público, con respecto á la li-
beralidad y rect i tud de la interpretación aplioable 
á cláusulas de un carácter benéfico <5 favorable, en 
los tratados, son eminentemente aplicables á la Con-
vención de que aliora me ocupo. Hablando de este 
punto, dice Vattel en el libro I I , cap. XVII : 

«Cuando se trata de cosas favorables 'se debe dar á 
los términos toda la extensión de que son susceptibles se-
gún el uso común, y si un término tiene muchos significa-
dos, debe preferirse el mas amplio: porque la equidad 
debe ser la regla de conducta de todos los hombres, 
siempre que el derecho perfecto no sea determinado 
y conocido exactamente en sus términos. Cuando el 
legislador ó las par tes contratantes no hayan ex-
presado su voluntad en términos precisos y perfec-
tamente determinados, se presume que han querido 
lo mas equitativo.» (Sec. 307.) 

«En filatería de cosas favorables, los términos del ar-
te deben tomarse en toda la extensión que tienen, no so-
lamente siguiendo él uso ordinario, sino también como 
términos técnicos, si el que habla comprende el arte d 
que esos términos pertenecen, ó si se guia por los con-
sejos de personas que entienden dicho arte.» (Ib. svb. 2). 

«Los t ra tados de todas clases, dice el canciller 
Kent, cuando se celebran por autoridad competente 
yon tan obligatorios para las naciones como lo son 
los contratos privados para los individuos; y deben 
recibir una interpretación clara y liberal, conformo 
á la intención de las partes contratantes, debiendo 

observarse con la mas escrupulosa buena fé. Su sig-
nificado debe establecerse por las mismas reglas de 
construcción y de razonamiento que empleamos en 
la interpretación de los contratos privados.» (Comm, 
vol. I , p. 174). 

«La justicia, dice el profesor Lieber, tan vital-
mente importante en todoS los negocios políticos 
domésticos, no lo es menos en los internacionales. 
Los tratados descansan esencialmente en la buena 
fé, porque no hay ningún poder superior que juzgue 
á las par tes y que las refrene á la obediencia; como 
los t ra tados internacionales cubren generalmente 
una grande esfera, es natural encontrar que el len-
guaje humano, en la mayor pa r t e de los casos, no 
sea suficientemente exacto para excluir toda inter-
pretación infiel. Por tanto no hay autoridad que nos 
diri ja para obrar bien, sino la justicia misma que 
existe en nuestros corazones; y podemos descansar 
confiadamente en el hecho de que nada da mas dig-
nidad á una nación, y por consiguiente nada facili-
ta mas todas sus comunicaciones internacionales, ni 
extiende sus beneficios á sus ciudadanos en el ex-
t ranjero que por cualquier motivo hayan salido, ya 
sea en busca de salud, de conocimientos (5 por pía-
cer, como la justicia acostumbrada y tradicional en 
los negocios internacionales.» (Etica política, libro 
3, pár rafo VIII ) . 

P o r lo mismo, siendo la convención un pacto tan 
eminentemente justo, igual y perfecto en sus esti-
pulaciones, favorable en toda la extensión de la pa-
labra , como dice Vattel, y el f ru to de la civilización 
moderna respecto de las represalias y de las guer-



ras imperfectas de la edad pasada, debe interpre-
tarse con.el mismo espíri tu de justicia, l iberalidad 
y magnanimidad pon que fué concebida. Interpre-
ta r tales pactos por reglas estr ictas ó técnicas apli-
cadas á los estatutos penales ó rigurosos, ó. aun á 
los contratos onerosos, seria violar su espíri tu y 
destruir su utilidad. Especialmente quedarían fue-
r a de lugar supuesto que se t ra ta entre gobiernos 
que se fundan en el conocimiento claro del derecho 
humano, en los vastos principios de la l ibertad y de 
la igualdad, como sucede en la cuestión presente. 
E n tales casos puede aplicarse indudablemente la 
máxima «qui hceret in literá, Imret in cortice.» 

Tampoco es admisible la objecion .de que alguna 
de las par tes contratantes haya tenido ventaja so-
bre la otra por una mera forma de palabras ó por 
el cambio de la expresión aparentemente sencilla, 
pero bajo la cual so ocultaba alguna interpretación; 
y mucho ménos podemos admitir por esta causa nin-
guna intención favorable para una de'ellas, respec-
to de la otra. 

P o r lo mismo no puede aplicarse ninguna regla 
de interpretación peculiar á las leyes de cual-
quier país, porque siendo la interpretación de los 
t ra tados materia del derecho universal, es igual-
mente aplicable á todos los pactos y entre todas las 
potencias. Siendo soberanas las par tes contratan-
tes no tienen ley alguna que las salve de la que exis-
te en la naturaleza de las cosas. 

Por estas y otras consideraciones semejantes creo 
que en la interpretación de este instrumento debe-
r ían observarse las reglas siguientes: 

1. Debe establecerse la sustancia del arréalo en 
que se ha convenido, así como el modo propuesto 
para lograr su objeto; y habiéndose determinado 
esto claramente, no debe permitirse que cualquiera 
falta de precisión en la fraseología empleada, con 
referencia á los detalles, nulifique ó altere el objeto 
principal que se ventila. 

2. También deben tenerse presentes al t ra tarse de 
su interpretación, las circunstancias que precedie-
ron e indujeron á la adopcion de la Convención; sien-
do también de la mas alta importancia los resulta-
dos que puedan emanar de cualquiera interpreta-
ción propuesta Ex mlecedentibv« et consecuentibus op-
ítrna fit mterpretatio. 

Vuelvo á citar á Vattel: 

''Toda interpretación que nos lleve al absurdo debe des-
echarse; o en otros términos, no se puede dar á n £ -
gun acto un sentido de donde se siga alguna cosa 
absurda, pues es necesario in te rp re ta r l a 'de mane-
i a que se evite ese defecto. (Seo. 282) ***» 

«La regla que hemos mencionado e ¡ de necesidad 
absoluta; y debe seguirse aun cuando no Laya ni ós-
curidad ni equivoco en el lenguaje, en el texto de la 
ley o del t ratado, considerado en sí mismo. Pues es 
preciso observar que la incertidumbre del sentido 
que se debe dar á una ley 6 á un tratado no depen-
de solamente de la oscuridad d de algún otro defecto 
de la expresión, sino también de los límites del es-
pir i tu humano, que no sabría prever todos los ca-
sos y todas las circunstancias, ni abrazar todas las 
consecuencias de lo que se ha declarado ó prome-



tido, y en fin, de la imposibilidad de entrar en este 
inmenso detalle. 

Las leyes y los t ra tados no pueden enunciarse si-
no de una manera general; y la interpretación debe 
aplicarlas en casos part iculares conforme á la in-
tención del legislador ó de las par tes contratantes. 
No se puede presumir en ningún caso que liayan 
querido llegar al absurdo. P o r tanto, cuando sus 
expresiones, tomadas en su sentido propio y ordi-
nario, conduzcan á él, debe desviárseles de ese sen-
tido tanto cuanto sea necesario para evitar el ab-
surdo.» 

3. Habiéndose escrito la Convención por duplica-
do y en dos idiomas, cualquiera oscuridad ó ambi-
güedad en uno de los textos, puede explicarse por 
medio del otro. Si de los dos textos, las expresio-
nes do uno están en mas armonía con el objeto prin-
cipal propuesto en la Convención, que las del otro, 
debe aceptarse el primero, supuesto que en él se ex-
presan mejor las intenciones de las altas par tes con-
t ra tantes . La interpretación de pa labras part icula-
res debe ser tal, que sea posible poner en armonía 
ambos textos. 

La justicia de estos principios me parece eviden-
te por sí misma. E n vista de ellos, no creo que la 
interpretación de la convención de que se t rata , pre-
sente ninguna dificultad seria respecto del punto en 
cuestión. 

1. Ex Antecedentibus. 

Antes de la guerra de 1846 entre los Estados-
Unidos y México, habían sido presentadas varias 

reclamaciones por ciudadanos de las dos repúblicas 
respectivamente contra cada uno de los dos gobier-
nos. Al terminar esa guerra por el t ra tado de Gua-
dalupe Hidalgo, los Estados-Unidos compraron en 
efecto cierto terr i torio de México, por la suma de 
$18.250,000 de los cuales retuvieron aquellos 
$3.250,000, para indemnizar las reclamaciones de sus 
ciudadanos contra México y se nombró una comi-
sión para que examinara y arreglara dichas recla-
maciones, garantizándose los Estados-Unidos su 
pago de los fondos así reservados. Habiéndose con-
venido esto para el pago de dichas reclamaciones 
y habiéndose despojado á México del dinero que le 
pertenecía, el cual se puso en manos de los Es ta -
dos-Unidos, la pr imera de estas potencias quedó, 
en consecuencia, eximida de ellas, como la eximió 
el artículo 14 del t ratado de Guadalupe Hidalgo, y 
habiendo asumido el cargo los Estados-Unidos, 
el compromiso de hacer el pago era coextensivo á 
ellos. 

Las demandas que la última de estas potencias 
se comprometió á pagar, fueron precisamente dé las 
que quedó libre la otra. 

Despues de la conclusion del t ra tado, aparecieron 
nuevas reclamaciones del mismo carácter por he-
chos subsecuentes, y los ciudadanos de cada repú-
blica solicitaban la interposición de sus respectivos 
gobiernos respecto del otro para ser indemnizados. 
En el trascurso de veinte años que pasaron despues 
del t ra tado de Guadalupe Hidalgo, dichas reclama-
ciones se multiplicaron, y finalmente, en 1868, se 
convino por la Convención de que nos ocupamos 



tido, y en fin, de la imposibilidad de entrar en este 
inmenso detalle. 

Las leyes y los t ra tados no pueden enunciarse si-
no de una manera general; y la interpretación debe 
aplicarlas en casos part iculares conforme á la in-
tención del legislador ó de las par tes contratantes. 
No se puede presumir en ningún caso que liayan 
querido llegar al absurdo. P o r tanto, cuando sus 
expresiones, tomadas en su sentido propio y ordi-
nario, conduzcan á él, debe desviárseles de ese sen-
tido tanto cuanto sea necesario para evitar el ab-
surdo.» 

3. Habiéndose escrito la Convención por duplica-
do y en dos idiomas, cualquiera oscuridad ó ambi-
güedad en uno de los textos, puede explicarse por 
medio del otro. Si de los dos textos, las expresio-
nes do uno están en mas armonía con el objeto prin-
cipal propuesto en la Convención, que las del otro, 
debe aceptarse el primero, supuesto que en él se ex-
presan mejor las intenciones de las altas par tes con-
t ra tantes . La interpretación de pa labras part icula-
res debe ser tal, que sea posible poner en armonía 
ambos textos. 

La justicia de estos principios me parece eviden-
te por sí misma. E n vista de ellos, no creo que la 
interpretación de la convención de que se t rata , pre-
sente ninguna dificultad seria respecto del punto en 
cuestión. 

1. Ex Antecedentibus. 

Antes de la guerra de 1846 entre los Estados-
Unidos y México, habían sido presentadas varias 

reclamaciones por ciudadanos de las dos repúblicas 
respectivamente contra cada uno de los dos gobier-
nos. Al terminar esa guerra por el t ra tado de Gua-
dalupe Hidalgo, los Estados-Unidos compraron en 
efecto cierto terr i torio de México, por la suma de 
$18.250,000 de los cuales retuvieron aquellos 
$3.250,000, para indemnizar las reclamaciones de sus 
ciudadanos contra México y se nombró una comi-
sión para que examinara y arreglara dichas recla-
maciones, garantizándose los Estados-Unidos su 
pago de los fondos así reservados. Habiéndose con-
venido esto para el pago de dichas reclamaciones 
y habiéndose despojado á México del dinero que le 
pertenecía, el cual se puso en manos de los Es ta -
dos-Unidos, la pr imera de estas potencias quedó, 
en consecuencia, eximida de ellas, como la eximió 
el artículo 14 del t ratado de Guadalupe Hidalgo, y 
habiendo asumido el cargo los Estados-Unidos, 
el compromiso de hacer el pago era coextensivo á 
ellos. 

Las demandas que la última de estas potencias 
se comprometió á pagar, fueron precisamente dé las 
que quedó libre la otra. 

Despues de la conclusion del t ra tado, aparecieron 
nuevas reclamaciones del mismo carácter por he-
chos subsecuentes, y los ciudadanos de cada repú-
blica solicitaban la interposición de sus respectivos 
gobiernos respecto del otro para ser indemnizados. 
En el trascurso de veinte años que pasaron despues 
del t ra tado de Guadalupe Hidalgo, dichas reclama-
ciones se multiplicaron, y finalmente, en 1868, se 
convino por la Convención de que nos ocupamos 



r , 

40 

aliora en que se reuniera otra comision mixta con 
el objeto ele que las arreglase. 

E l objeto de esa Convención fué asegurar ol pago 
' de todas las reclamaciones privadas presentadas por los 

ciudadanos de ambos países respectivamente, que se 1m-
yanoriginado despues de la fecha del primer arreglo, es 
decir, desde el 2 de Febre ro de 1848, en que se cele-
bró el t ratado de Guadalupe Hidalgo. Las reclama-
ciones que conforme á dicha Convención deben ar-
reglarse y pagarse no son solo dé una especie de-
terminada, sino todas las contenidas en el art'. 5", en 
que los Estados-Unidos convienen considerar el 
cumplimiento de esta Convención como la satisfac-
ción completa de todas las reclamaciones de sus 
ciudadanos contra México, de cualquiera clase que 
sean, provenidas desde el 2 de Febrero de 1848. 

Siendo, pues, el objeto del t ra tado que tales re-
clamaciones queden arregladas y pagadas, y siendo 
un preliminar necesario que esta comision debe exa-
minarlas ántes de su pago, se sigue que tales recla-
maciones, aun cuando no estén consideradas en la 
Convención, deben presentarse y considerarse por 
esta comision. . 

IT, Ex Corisequqntibus. 
- ' > j ; t¡<. . * ! ' ; : ! ' ' ¿ 0 1 V t'IJJ'.' '. '• ¡Ve! fíí 

De otra manera, se seguiría este extraordinario 
resultado involuntario; que México está absoluta-
mente eximido, conforme á la Convención, de todas 
las reclamaciones de cualquiera clase que sean, de 
ciudadanos de los Estados-Unidos contra el prime-
ro de dichos países, conforme al arreglo hecho pa ra 

pagar solamente luía par te de ellas; no considerán-
dose de esta manera todas á prorata sino solamente * 
aquéllas que provienen de la categoría de injurias á > ; : 

la persona ó á la. propiedad conforme á la cons- , 
truccion limitada y puramente técnica que se ha pre- * 
tendido dar á esas palabras en el texto inglés de la / : 

Convención. J-t. ( 

Las objeciones respecto de esta consecuencia son ' ' 
obvias. Indudablemente no fué ese el objeto de la 
Convención. México no aparece en ella pidiendo que 
se le exima de una pár te de sus obligaciones. Tal 
pretensión es incompatible con su grandeza y con 
la íntegridad^escrupulosa que corresponde á una na-
ción poderosa. E n dicho pacto se compromete á 
pagar todas las demandas que tengan contra ella 
los ciudadanos de los Estados-Unidos , teniendo, 
por otra parte, en favor de los suyos reclamaciones 
contra este país, á cayo fin se ha hecho un arreglo 
de conipensacion internacional. 

Todas- sé khan de pagar equitativamente quedan-
do completamente arregladas, y el convenio de com-
pensación de una de las partes con la otra es un 
detalle de pura conveniencia. 

E s un principio general que el gobierno que exi-
me á otro del pago de demandas hechas por sus ciu-
dadanos, se Obliga por este motivo á reportarlo. Al 
descargar á México de la presente reclamación, co-
mo lo han hecho evidentemente, según la Conven-
ción, los Estados-Unidos, ó han dispuesto lo conve-
niente para la prueba y admisión de esta reclama-
ción ante este tribunal, ó han dejado de hacerlo 
y entónces han asumido la obligación de pagarla sin 



reclamar nada de México. ¿Cúal de estas dos con-
secuencias es mas conforme con el espír i tu de la 
Convención? es indudable que seria necesario inter-
pretar las expresiones mas inequívocas pa ra que 
produjeran el último resultado. 

III. De los dos textos. 

L a objecion está fundada exclusivamente en el 
texto inglés del t ratado, y está basada en dar á las 
palabras «procedentes de injuria* á sus personas o pro-
piedades» contenidas en él, un sentido altamente res-
trictivo, al cual se refiere p o r una interpretación 
semejante, la expresión «así como cualesquiera otras 
reclamaciones» (aswell as any otber such claims,) 
que se encuentra en seguida en la misma oracion; por 
consiguiente tendrían el mismo efecto que si estuvie-
ran repetidas las supuestas palabras restrictivas, y 
la frase diria «todas las reclamaciones*** proce-
dentes de perjuicios á sus personas ó propiedades, 
*** que liayan sido presentadas y que aun esten 
pendientes, y pesquiera otras reclamaciones proce-
dente* de injurias á sus personas ó propiedades, que se 
presentaren (all claims*** arising f rom injuries 
ío their persons or property,*** which b a v e b e e n 
presented,. and yet remain unsettled, and di other 
claims arising from injuries to their persons or proper-
ty which may be presented, &c.» Pero el texto espa-
ñol no justifica esta interpretación; sus palabras 
son- «que cualesquiera otras reclinaciones qufi se presen-
taren &c.» Si las palabras «procedentes de luju-
rias á sus personas <5 propiedades» y «creclamacio-

nes semejantes» (such claims) que ¡siguen se usaron 
con el objeto de describir una clase par t icular de 
reclamaciones, que debieran considerarse especial-
mente, ¿es posible que se hubieran omitido en el tex-
to español las palabras restrictivas que se han apli-
cado? ¿No se habría puesto mejor «cualesquiera 
otras reclamaciones de la misma dase?» E n efecto, 
tomando solo el texto inglés, si se estudió un arre-
glo tan peculiar ó irregular, como se advierte, ¿se 
habría confiado enteramente en la sola pa labra 
«such,» que se hal laba en la última par te de la. frase? 
¿no habr ía sido mas natural para los negociadores 
de la Convención, .si tal hubiera sido su intento, de-
cir «y cualesquiera otras reclamaciones de la misma 
dase y carácter que se presentaren?» Y obsérvese 
que aquí la palabra such habría sido necesaria en el 
texto inglés, sin embargo de que se hubiera amplia-
do de esta manera; porque dicha palabra es necesa-
r i a para indicar el carácter de las reclamaciones, 
como presentadas por ciudadanos de un país contra 
el gobierno de otro. 

Ademas, no habia objeto alguno en extinguir solo 
un grupo de reclamaciones pecuniarias contra cual-
quiera de las dos partes . Una demanda que no en-
cierra otra cuestión mas importante que la de pesos 
y centavos no seria tan digna de ser considerada 
por un alto tribunal de justicia internacional como 
este, porque proviene do un perjuicio (imjury) á la 
propiedad, como si proviniera de embargo (taking) 
ó detención (detention) ilegales de la misma propie-
dad. Un buque americano que encontrándose ^ n 
aguas mexicanas, fuese incendiado y echado á pi-



que por una bater ía de la costa, presentaría, por su-
puesto, un caso de perjuicios de que debería cono-
cer esta comision; pero supongamos que las autori-
dades mexicanas hayan tomado posesiou de él pací-
ficamente, y que por consiguiente h a y a n privado de 
él al propietario, sin violencia y sin injuriarlo en lo 
mas mínimo ¿seria posible que se rechazara por es-
t a eomision la demanda de compensación que se 
presentase? 

E n t a l caso habría seguramente alguna buena ra-
zón para que entre los gobiernos se hiciese una dis-
tinción peculiar de dos casos que encierran iguales 
violaciones del derecho privado, admitiendo el uno 
y rechazando el otro. Pe ro no puedo sospechar cuál 
sea esa razón, y por consiguiente me veo impelido 
á buscar alguna otra interpretación de los términos 
«perjuicios á sus personas ó propiedades» que no 
sea la significación popular de estas palabras. 

Y la encuentro en el significado legal de las mis-
mas palabras, que es indudablemente, el sentido que 
se presume debe usarse en toda ley <5 t ra tado. L a 
propiedad conforme á la ley, significa el derecho que 
tiene el hombre á lo que le pertenece. Jacobs lo de-
fine como «el mas alto derecho que puede tener el 
hombre á cualquiera cosa; entendiéndose por ese 
derecho el que se tiene á los terrenos ó heredadesy 

á los efectos ó bienes muebles que de ninguna ma-
nera están á la merced de otro hombre.» 

Burr i l l la define como «el derecho en virtud del 
cual pertenece á uno una cosa,» añadiendo, ueste es 
el sentido estricto y legal de la palabra, como en las 
expresiones «propiedad en los terrenos, propiedad 

en las heredades;» cosas que se consideran según la 
ley, no como propiedad, sino como objetos de la 
propiedad. Escriche in terpreta el equivalente de 
propiedad que se usa. en el texto español, sustan-
cialmente de la misma manera: «El derecha dé gozar 
y disponer libremente de nuestras cosas, en cuanto las le-
yes no se opongan.» Esta voz tiene dm acepciones: tan 
pronto expresa el derecho en sí mismo (que también se 
llarm dominio) y tan pronto significa la misma cosa en 
que se tiene el derecho. (1) 

In jur ia (injury) en derecho corresponde á injuria 
en latin; quidqukl est contra jus. Cualquiera viola-
ción <5 denegación del derecho es una injuria (injury) 
conforme á las leyes civiles y comunes, y ningún 
perjuicio, por grande que sea, es injurioso si no"va 
acompañado de tal violacion 6 denegación. Muchos 
ejemplos de esta naturaleza ocurren á cada paso á 
los abogados, tales como la f rase ordinaria damnum 
absque injuria; las excepciones que presentan en el 
tr ibunal, aun en las acciones estr ictamente ex con-
tractu (como tratándose de deuda, convenio ó con-
trato en que el-demandado comienza siempre por 
defender el perjuicio y la injuria, la réplica «de in-
juria suaprop>ria,» &c., y otras semejantes que les 
son familiares. 

En derecho civil la regla es la misma: «Gcnerali-
ter injuria dicitur, omne quod non jure f¿t.» Ins t I V 
4. Véase también Dig., lib. I X , t i t . I I . ad legem aquí 
ham. «En sentido lato, se llama injuria todo lo que 

(1) Véanse tus respectivos diccionarios de legislación in verbo. 



es contra razón y justicia; quod non jure fit.» (Escri-
che, Dic., verb. injuria.) 

Véamos lo que dicen los canonistas: «lujuria au-
tem generaliter dicitur omne id quod non jure fit. 
(Inst. de injuria in princ. et canonista) cominuniter 
in cap. «Statuimus,») quam obren omne illud dicitur 
injuria quo jus alterius oft'enditur nec fiere potest 
nisi injuste; violentia enim superaddit injurias yin, si-
ne impetum ut notant communiter doctores,» &c. 
(Ferrari , Bibliotbeca, &c. verb. consevatores, ar t . 
H , núm.4.) 

«Nota ex pr . inst. b. t. injuriara tr ipl ici ter accipi: 
1? pro oinno eo quod non jure fit; 2? p ro damno cul-
pa dato, sicut in lege aquilia; 3? Speciuliter pro con-
tumelia,» &c. (Maschat, Institutiones canonices, Lib . 
Y., tit . X X X VI, de injuriis et damno dato.) 

Los comisionados nombrados pa ra compilar las 
leyes y la práctica en el Es t ado de Nueva-York en 
cuyo estudio dedicaron algunos años pa ra perfeccio-
nar y distinguir las expresiones legales, no lian en-
contrado palabras mas generales en el idioma in-
glés para expresar la violación del derecho que las 
usadas en el texto inglés de la Convención, es decir, 
las de injurias á las personas ó propiedades. (1) 

(1)" \ 12. Una injuria es de dos clases: 1? & la persona, 2? á. la 
propiedad. 

§ 13. Las injurias ó. la propiedad consisten en privar al posee-
dor del beneficio de ella, lo <¡uo se consigue embargándola y retenién-
dola, deteriorándola 6 destruyéndola. 

g 14. Cualquiera otra injur ia es & la persona.» 
(Código de procedimientos civiles del Estado de Nueva-York, 

edición completa, &o. Albaay, 1850. pág. 11. 

De acuerdo con este precepto la expresión con-
tenida en el texto español de la Convención solo cor-
responde á los términos que estamos considerando 
Las palabras usadas son: «reclamacionesprocedentes de 
perjuicios sufridos en sus personas ó en sus propieda-
des.» Ya he llamado la atención sobre la definición 
legal de propiedad que corresponde estrictamente al 
significado legal de la pa labra inglesa property, y 
que significa el derecho que se tiene á la cosa que es 
objeto de ese derecho. L a palabra perjuicios indica 
aun mas claramente lo mismo. 

. E » p c h e contiene una extensa discusión sobro el 
significado legal de esta palabra, la cual puede ser-
virnos en este caso, por cuyo motivo me refiero á 
ella. E n resumen, entiendo que su conclusión es es-
ta: «Menoscabos, pues, o perjuicios, son lo mismo 
que privación de ínteres, d¿ utüidad, de provecho de 
ganancia ó de lucro. Así que daños y perjuicios 'de-
berán ser la pérdida que se sufre, y la ganancia que 
se deja de hacer por culpa de otro: damnum emer-
gens, et lucrum cessans, ó como dice el juriscon-
sulto Paulo, quantum mihi abest, quantumque lucrari 
potui.» (Diccionario de Legislación, &c. verb. Daños 
y perjuicios.) 

En este sentido está usada continuamente dicha 
palabra en las leyes, decretos españoles, &c. 

«De hecho, apenas creo que la objecion presenta-
da aquí, pudiera ocurrir á cualquiera que solo le-
yese el texto español. Ciertamente hay ambigüedad 
en el, como en la de si las palabras acón posteriori-
dad á la celebración, &c,» se refieren á «perjuicios su-
fridos» <5 á «reclamaciones presentadas;» ó de si los 



per juic ios deben haber regultado desde el 2 de Fe-
brero de 1848, ó las reclamaciones deben haber si-
do presentadas desde aquella fecha. Pero habién-
dose aclarado aliúnde esta ambigüedad y habiéndo-
se establecido la intención de l imitar la acción de 
la comision respecto de los perjuicios sufr idos des-
de aquella fecha, la f rase debe leerse:» perjuicios su-
fridos en sus personas ó en sus propiedades, por autori-
dades déla República Mexicana; conposterioridadálace-
lebración del tratado de Guadalupe Hidalgo,» &c. Dan-
do á estas palabras , y especialmente á las «sufridas 
en,» su propia fuerza, soy de opinion que l a f rase 
completa y literalmente traducida al inglés, debo 
leerse: «damages sustained suico the date of tho trea-
ty of Guadalupe Hidalgo, in their persons or t l ieir 
r ights of property, proceeciing f rom wrougful acts 
or omissions of the authorit ies of México» (perjui-
cios sufridos desde la fecha del t ra tado de Gua-
dalupe Hidalgo, en sus personas ó derechos de pro-
piedad, procedentes de actos injustos ú omisiones 
de las autoridades de México). Los perjuicios su-
fr idos desde esa fecha son los que deben indemni-
zarse;.y .al entender perjuicios en el sentido que da 
á dicha palabra Escriche, como «lucrum cessans» ó 
«quantum lucrari potui,» no. encuentro motivo pa ra 
dudar que la detención injusta y continua de esta 
propiedad y de su valor, presenta un caso "que está 
contenido en la letra del texto español; y como esto 
no es mas que la justicia exacta de la cuestión, debo 
juzgarse, según los principios do interpretación ci-
tados ántes, que tal es el significado de la Con-
vención. 

Si se hubiera celebrado un contrato igual á este 
entre personas privadas y bajo circunstancias seme-
jantes, no veo el motivo por qué un tribunal pudie-
ra vacilar para decir que la presente reclamación 
estaba comprendida en el arbitramento. Y entiendo 
que las mismas reglas rigen la interpretación de es-
t a clase de pactos internacionales que son aplica-
bles a los contratos de particulares, con la máxima 
adicional de que la dignidad de las partes contra-
tantes prohibe absolutamente la suposición de que 
alguna de ellas espere ú obtenga alguna ventaja in-
justa de la forma de expresión <5 de otros términos 
técnicos. 

En este supuesto debe observarse, ademas, que si 
hubiera una diferencia sustancial en el significado de 
los dos textos, regirla necesariamente el español, por-
que siendo este el idioma de México, se presume que 
¿aya comprendido la Convención en el sentido que ella . 
expresa. 

Por estas y otras razones semejantes, creo que la 
presente reclamación y aun cualquiera otra presenta-
da por un ciudadano de alguna de las dos repúblicas 
contra el gobierno de la otra, cuyos bechos sean pos-
teriores al 2 de Febrero de 1848 y q u e esté fundada 
solamente en la privación ó infracción injusta de los 
derechos legales de la propiedad,_debe conocer de ella 
este tribunal; y q u e las palabras «arising from injuries 
to their persons or property» del texto inglés y las del 
español «procedentes de perjuicios sufridos en sus per-
sonas 6 en sus propiedades;» se usaron deliberadamen-
te por las partes contratantes y fueron empleadas en 



8a sentido legal con el fia de comprender eh la Con-
vención todas las reclamaciones procc.léntes solamente 
de perjuicios privados. Que la intención fué distinguir 
por una parte las reclamaciones por daños é compen-
saciones, procedentes de una mera violacion del dere-
cho privado evidente y por la otra las que estuvieran 
complicadas ea cuestioaes del derecho y del deber in-
ternacional y en contacto con la beligerancia, la neu-
tralidad, &c., nacidas de las guerras intestinas en que 
han sido envueltos ambos países. 

Supongo a priori y como altamente problabie, que 
no se tuvo intención de someter á este tribunal las re-
clamaciones de esta última clase; pues estas son natu-
ralmente objeto de una negociación separada, que de-
be tratarse entre los dos gobiernos, de acuerdo con las 
estipulaciones mutuas al efecto, contenidas en el artí-
culo 21 del tratado de Guadalupe Hidalgo. Pero las 
reclamaciones procedentes solamente de violaciones 
del derecho privado, ocupan una esfera diferente, y en 
mi concepto estas son las que se sometieron al arbitra-
mento. 

Que la reclamación que ahora se considera pertene-
ce en todo á la última clase, no me parece dudoso. 

No obstante la sencillez de la prueba, el cómputo 
del monto de esta reclamación se ba hecho conforme á 
las prevenciones contenidas en el decreto de 1842, sin 
embargo de que esto es indudablemente erróneo 6 inde-
bido. La enajenación de la propiedad y la incorporacion 
de sus productos al tesoro nacional, fué totalmente in-
vitum. El obispo se opuso y protesté; pero sin prove-
cho alguno. El déépojo primitivo fué perjudicial (in-
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San Francisco, Marzo 7 de 1871. 
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Alégalo en/m'or de la República Mexicana. 
El arzobispo y obispos de la Iglesia católica de la 

Alta-California, han sometido á la comision mixta, 
creada por la Convención de 1? de Julio de 1868 en-
tre México y los Estaios-TJnidos de América, una 
reclamación contra la República Mexicana, importan-
te mas de $ 1.700,000 en oro, por la parte que pre-
tenden pertenece á dicha Iglesia, de los intereses ven-
cidos desde el 2 de Febrero de 1848, al 6 por ciento 
anual, sobre el capital que representaba el «Fondo pia-
doso de California» incorporado en el tesoro nacional 

de México. . 
Supuesto el estado de dicha reclamación, el agento 

de México pide á la comisión mixta que la deseche, 
p¿r las razones que expondrá en el cuerpo del pre-
sente alegato, despues de hacer una breve reseña his-
térica y determinar el verdadero carácter de las misio-
nes de las Californias y del «Fondo piadoso» que les es-
taba destinado, cuyos preliminares son importantes 
para la recta inteligencia y resolución de las cuestiones 
que comprende esta reclamación, tan complexa y ex-
traordinaria como interesante. 

CAPITULO I . 

Reseña histórica de las misiones. 

1 Muy poco tiempo despues de la completa ruina 
del antiguo imperio mexicano, Hernán Cortés empren-
dió la conquista de la Baja-California. Hizo vanas 

tentativas para lograrla, pero sin buen éxito: repitié-
ronlas otros sujetos durante siglo y medio con L a l r ¿ \ 7

d * e T e S a
 H e g Ó á 8Cr d G c l a i a d a - f a Í 

zable Mandóse ademas suspenderla por entonces, en 
. cumplimiento de Real Cédula de 22 de DiciembrI' de 

¿ f j a S 1 q u e d d C e r r a d « el vasto campo de las Cali-
quista! P a r a n U e V a S e X P , 0 r a c ¡ o n e 8 J - s a y o s de con-
¿ t « f * e m b a r g o , se ofrecieron dos jesuítas, loa pa-
dres Salvatierra y Kühn para tomar á su cargo la re-duc„0n de c a l i f o r n i 0 8 ) q y o ] e g • ¿ 

por m dlos diferentes de los empleados ántes. Pidie-
ron ] a s , . a 8 ^ p r o v . ^ 

tas, á la audiencia de Nueva-Galicia, al virey de Mé 
xico.y al mismo rey de España. El p r o p i a ! 
no poder p o r 8 Í o l o d e t e r m i 
pendió 1 e t l c l o n p o r d c o n c e p t o g e ^ J 

imposible la conquista. 
3. Despues de diez años de inútiles instancias lo-

graron del virey la licencia en calidad de por ahora 
y á reserva de la aprobación del rey. ' 

Por esta licencia, de 5 de Febrero de 1697, se con-
c e d a d l o s jesuítas la entrada en la C a l i f o r ^ 
as expresas condiciones de tomar posesion da U «er-

ra en nombre de la corona de España, hacer de limos-
na los gastos de la entrada y reducción, y n o g ^ 
la Re 1 Hacienda ni librar contra ella sin especial per-
miso, del rey. Al mismo tiempo se les facultó para'p . 
der llevar 4 su costa soldados que los custodias! 
nombrarles cabo y removerlo dando cuenta al virey 
enarbolar banderas, hacer levas y elegir justicias para' 



Alégalo en/m'or de U República Mexicana. 
El arzobispo y obispos de la Iglesia católica de la 

Alta-California, han sometido á la comision mixta, 
creada por la Convención de 1? de Julio de 1868 en-
tre México y los Estados-Unidos de América, una 
reclamación contra la República Mexicana, importan-
te mas de $ 1.700,000 en oro, por la parte que pre-
tenden pertenece á dicha Iglesia, de los intereses ven-
cidos desde el 2 de Eebrero de 1848, al 6 por ciento 
anual, sobre el capital que representaba el «Fondo pia-
doso de California» incorporado en el tesoro nacional 

de México. . 
Supuesto el estado de dicha reclamación, el agento 

de México pide á la comisión mixta que la deseche, 
p¿r las razones que expondrá en el cuerpo del pre-
sente alegato, despues de hacer una breve reseña his-
tórica y determinar el verdadero carácter de las misio-
nes de las Californias y del «Fondo piadoso» que les es-
taba destinado, cuyos preliminares son importantes 
para la recta inteligencia y resolución de las cuestiones 
que comprende esta reclamación, tan complexa y ex-
traordinaria como interesante. 

CAPITULO I . 

Reseña histórica de las misiones. 

1 Muy poco tiempo despues de la completa ruina 
del antiguo imperio mexicano, Hernán Cortés empren-
dió la conquista de la Baja-California. Hizo vanas 

tentativas para lograrla, pero sin buen éxito: repitié-
ronlas otros sujetos durante siglo y medio con L a l r ¿ \ 7

d * e T e S a
 H e g Ó á 8Cr d G c l a i a d a - f a Í 

zable Mandóse ademas suspenderla por entonces, en 
. cumplimiento de Real Cédula de 22 de DiciembrI' de 

¿ f j a S 1 q u e d d c e r r a ^ el vasto campo de las Cali-
formas para nuevas exploraciones y ensayos de con-

d r ; - « f * e m b a r g o , se ofrecieron dos jesuítas, loa pa-
dres Salvatierra y Kühn para tomar á su cargo la re-
duc„0n de californios, que les parecía hacedera 

fon Z t ° r e n t e S dG 108 e m P ] e a d 0 S * * Pidie-ron , a s , . a 8 ^ p r o v . n ^ 
tas, á la audiencia de Nueva-Galicia, al virey de Mé 
xico.y al mismo rey de España. El p r o v e í a ! esP n d i ó 
no poder p o r 8 Í o l o d e t e r m i 

^ e n d u 1 a petición por el concepto que se tenia, d e ser 
imposible la conquista. 

3. Despues de diez años de inútiles instancias lo-
graron del virey la licencia en calidad de por ahora 
y á reserva de la aprobación del rey. ' 

Por esta licencia, de 5 d e Febrero de 1697, se con-
c e d í á los jesuítas la entrada en la California ZTo 
as expresas condiciones de tomar p a s i ó n da U Z 

ra en nombre de la corona de España, hacer de limos-
na los gastos de la entrada y reducción, y n o g ^ 
la Re 1 Hacienda ni hbrar contra ella sin especial per-
miso d e l rey. Al mismo tiempo se les facultó p a r a l , , 
der llevar 4 su costa soldados que los custodias» 
nombrarles cabo y removerlo dando cuenta al virey 
enarbolar banderas, hacer levas y elegir justicias para' 



el buen gobierno de las reducciones. (Anexo núm. 1.) 
4. Autorizado en esta forma, encaminóse el padre 

Salvatierra á su destino, y puso el pié en el puerto de 
San Dionisio el 19 de Octubre de 1697, acompañado 
de un cabo, cinco soldados y tres indios. 

En obedecimiento de la órden del virey tomó pose-
sión del territorio en nombre del monarca de las Es-
pañas, y dió principio á sus trabajos apostólicos, ar-
reglando al mismo tiempo lo mejor que pudo el go-
bierno del presidió que estableció allí con el nombre 
de L'óréto. De ésta suerte, su caritativo celo, valor y 
prudencia extendieron los dominios del Soberano y 
los de la Iglésia católica, en una parte de la Penínsu-
la, habitada por tribus de salvajes. [Anexo núm. 2.] 

5. A su ejemplo, otros jesuítas adelantaron despues 
de él la conquista temporal y espiritual, que es la de-
nominación que se daba á las misiones. La compañía 
de Jesús llegó así á erigir y administrar basta diez y 
siete misiones, cuyo número se redujo á catorce en el 
año de 1768, que las dejó á causa de su expulsión de 
los dominios españoles, ordenada por real decreto de 
27 de Febrero del año anterior. [Anexos númB. 3 y 4.] 

6. Todas las misiones fundadas por la Cótapañía es-
taban déntro de los límites de la Bája-California. 
Aunque en los últimos años se habían infernado al-
gunos misioneros en la parte que se llamó despues 
Nueva ó Alta-California, empeñados en hacer allí 
nuevos establecimientos, su deportación no les permi-
tió ver coronados sus afanes.-La misión mas 'avanzada 
al Norte, que dejaron, érala nacier e de Santa María, 
debajo del 31° de latitud, y por lo mismo* fuera del lí-

mite de la Alta-California reconocido por el tratado 
de Guadalupe Hidalgo. [1] 

7. Los padres del colegio evangélico de San Fer-
nando de México, sucedieron en las misiones á los je-
suítas por disposición del virey, acordada con el visita-
dor general de Nueva-España y aprobada posterior-
mente por el rey con la modificación de que las divi-
diesen con los religiosos dominicos. Continuaren la 
administración de las ya constituidas en la misma for-
ma que lo habían hecho sus predecesores, sin variación 
alguna, conforme á las órdenes que de México lleva-
ban, y fundaron otras y las gobernaron en los propios 
referidos términos. [Anexo núm. 5, párrafos 24 á 27 
y 47.] 

8. Las primeras misiones de la Alta-California fue-
ron obra suya. La mas antigua, de San Diego, fué 
erigida por el evangélico Fray Junípero Serra en 16 
de Julio de 1769. [2] [Anexo núm. 5, párrafos 9 

y 1 1 ] 
9. Por el año 1771, pretendieron los dominicos do 

México tomar parte en las conquistas, para lo cual 
habían obtenido una real cédula en que se mandó en-
tregarles una ó dos misiones con frontera de gentiles. 
A este fin el virey les previno se pusieran de acuerdo 
con los fernandinos, y entretanto alcanzaron nueva cé-
dula del rey, para que entre ellos y los otros religiosos 
se repartieran las misiones de las Californias, como que-

[1 ] Clavijero, Historia do la Baja-California, lib. 4?, \ 16. 
[2 ] Troncoso, apéndice á Clavijero, Historia de la Bája-Cali-

jornia. 



da dicho. Convinieron ambas parte3 en que los domi-
nicos recibirían las de la Península, inclusa la de 
San Fernando de Velicata en la frontera, y los reli-
giosos del Colegio apostólico retendrían las de la Al ta -
California; convenio que aprobó y coafirmó el virey 
en junta de guerra y real hacienda celebrada el 30 de 
Abril de 1772, con cuya fecha expidió el decret pa-
ra su cumplimiento. [Anexo núm. 6, párrafo 9.] 

10. Al declararse México independiente de Espa-
ña, no hizo innovación alguna en el carácter, objeto 
y gobierno de las misiones. 

11. Solo algunos años despues, el congreso general 
de los Estados-Unidos Mexicanos mandó secularizar-
los por sus decretos de 17 de Agosto de 1833 y 16 
de Abril de 1884. Por esta providencia, los re-
gulares que las dirigían tomaron en adelante el lugar 
de curas interinos, que conservaron hasta la anexión 
de la Alta-California á la Union americana, cuya fe-
cha se ha fijado por leyes y sentencias do los tribuna-
les de los Estados-Unidos de América, en 7 de Julio 
de 1846. [1] 

12. Es de advertirse que por decreto de 19 de Se-
tiembre de 1835, del congreso general de la Repúbli-
ca, se habia erigido el obispado do las Californias, 
para cuya mitra fué consagrado el presidente ge-
neral de las misiones, Fray Francisco García Diego. 

(1) Memorias del Ministerio de Justicia de México correspon-
dientes á, esta época.— An act to ascertain and settle the prívate 
Land Claim in the Statejof California, Marchj3d 1851, sec. 14—Pal-
mer v. United States & United States v. Yorba, (Brightly's Federal 
Digest., 1789-1868, vérb. Land, 50G & 507). 

Este prelado las administró en lo sucesivo en su carác-
ter de ordinario, por virtud de la secularización de-
cretada, según se ha visto, por el poder legislativo de 
México. 

13. Separada la Alta de la Baja-California y so-
metida á la obediencia de un nuevo soberano, dejó de 
existir la Iglesia católica mexicana de las Califor-
nias. [1] Los bárbaros, cuya reducción á la vida civil 
y al cristianismo, por autoridad y bajo la obediencia 
del gobierno mexicano, tuvieron siempre por objeto las 
misiones de la Alta-California, pasaron á ser subdi-
tos de los Estados-Unidos de América, en virtud del 
tratado de paz firmado en Guadalupe á 2 de Febrero 
de 1848. [2] 

CAPITULO I I . 

Carácter eminentemente -político de las misiones. 

14. En los siglos XV y siguientes, la propagación 
de la fé era considerada como la obra mas meritoria 
de los príncipes cristianos. Fernando é Isabel, lo mis-
mo que sus sucesores, que tenían el antonomástico 
dictado de Católicos, tomaron grande empeño en la 
conversión espiritual de los gentiles del Nuevo-Mundo. 
Sin embargo, el triunfo de la religión era un móvil 
secundario de los católicos monarcas, y el fin princi-

(1) Memoria del Ministerio de Justioia, aHo 1819, -pág» 22. 
[2] Art. 1 1 . 



pal de sus conquistas, el aumento de su poder, por la 
extensión de sus dominio? y aumento do riquezas ma-
teriales. 

La historia del descubrimiento y conquista de Mé-
xico, no atribuye á estas empresas un espíritu señala-
damente religioso. El derecho de conquista, que la ley 
de las naciones ha legitimado por necesidad en todos 
tiempos, jamas so proclamó paladinamente por los so-
juzgadores de los pueblos. En la época de que se tra-
ta, era paliado con el servicio de la religión; así es 
que las expediciones aprestadas para la conquista se 
componían de aventureros armados y de sacerdotes 
misioneros. 

15. Los religiosos que acompañaron á Hernán Cor-
tés dieron por su parte á la conquista de México los 
visos de una magnífica misión. Los inútiles esfuerzos 
repetidos durante siglo y medio para subyugar la Ba-
ja-California, fueron secundados también de sacerdo-
tes, para quienes no eran otra cosa que misiones, con-
siderados como á ellos les tocaba, por el lado de la 
religión. 

1G. La obra encomendada al fin á los jesuítas tenia 
el mismo carácter de conquista; solo que habia de ser 
ejecutada principalmente por los mas famosos campeo-
nes del catolicismo. Iban ellos investidos con la auto-
ridad de un soberano de la tierra, y sin el permiso y pro-
tección <J(e éste no les era dable predicar el Evangelio 
entre los gentiles de las Californias. [1] 

17. Misión y conquista eran una misma cosa bajo 

(1) Ley 2?, tí t , 6?, lib. 1?, Recop. de Ind. 

distintos aspectos. En las reales órdenés y licencias 
que tratan de ellas, y en los escritos de los misione-
ros, abundan las pruebas de esta observación. 

Así como el monarca excusaba con el deseo de la 
propagación del cristianismo su sed de imperio y de 
tesoros terrenales, así también los jesuítas aceptaron 
el encargo de conquistadores en gracia del servicio á 
la religión en que habia de redundar (pár. 20). Mas 
no por esto puedo ser dudoso que aquellos misioneros 
y sus sucesores fueron verdaderos ministros de la mo-
narquía española y del gobierno mexicano indepen-
diente, en todo lo que concornia á los medios y fines 
temporales de la empresa que se les habia confiado. 

18. En todo tiempo se ha considerado como asunto 
muy principal de los gobiernos el fomento de la reli-
gión. Si el gobierno de México autonómico no heredó 
de los monarcas españoles el renombre de católico, sí 
profesó e l catolicismo como religión exclusiva del 
Estado hasta el año de 1857. Por tanto, las misiones 
de las Californias, aun bajo el aspecto meramente es-
piritual, debían su origen á una razón de alta política, 
constituían un ramo de la administración pública y ' 
tenían por fin el desempeño de un importante servicio 
nacional. 

19. Todas las disposiciones régias para la prosecu-
ción do les descubrimientos y reducción de las Cali-
fornias, demuestran el carácter eminentemente político 
de las misiones [Anexo núm. 7]. Son especialmente 
notables las reales cédulas de 6 de Julio de 1719 y 13 
de Noviembre de 1744. Por la primera, se encargaba 
á los jesuítas el descubrimiento de un puerto para la 



Nao de Filipinas; y refiere el padre Clavijero [1], que 
empeñados en ejecutar las estrechas órdenes que al 
intento recibieron del virey, despues de varias diligen-
cias infructuosas, los padres Sistiaga y Helen halla-
ron tres puertos cómodos y provistos de agua y leña. 

En la segunda de las citadas cédulas se desarrolla 
tal plan de operaciones para la conquista material ba-
jo la dirección de ios jesuítas, que si no hubiera otros 
antecedentes, bastaría solo este documento á determi-
nar la naturaleza de la empresa encomendada á aque-
llos misioneros. [Anexo núm. 8.] Por lo demás, ya 
se ha visto indicada con toda claridad [pár. 3], en la 
licencia que les dió el virey para ir á la California, con-
cediéndoles el gobierno temporal de las misiones. 

20. «Lo que en este gobierno puede causar extra-
ñeza,» dice el padre Yenegas, distinguido historia-
dor de estas misiones [2] «es que el capitan y soldados 
estén subordinados al padre superior jesuíta 
«El padre Salvatierra, como hombre sesudo y experi-
mentado en aquellas provincias [las del Noroeste de 
México], sabía fundadamente su constitución, y des-
de luego conoció que no podía medirse la empresa que 
meditaba de la reducción de la California por las re-
glas que las de otras regiones de Europa y aun de la 
misma América. Penetró bien que seria inútil y vano 
todo trabajo, miéntras no estuviese á su mandato el 
capitan y el-presidio, y que era imposible lograr el fin 
de la conquista espiritual, si no se tojaaba este medio 
temporal, aunque tan enojoso y pesado. Convencido de 

(1) Hisíoria de la Baja-California, lib. 3?, § 10. 
2) Noticia de la California y do su conquista, parte 8? \ 12. 

esto, no emprendió su obra espiritual hasta tener ase-
gurado es te lase , que él juzgaba ser el primero 
• 0 o m P a f i l a diente y conoce bien éuán cargosa le es 
esta superioridad y cuidado temporal; p e r o 1» sufre 
como medio único para lograr su fin espiritual. Por 
otro lado, no una, sino muchas veces se ha deliberado 
sobre este punto en el Supremo Consejo de las Indias 
y ante su alto ministerio, y siempre, despues de pon-
deradas de uno y otro lado las cosas, han resuelto los 
reyes padre é hijo, que se mantenga el gobierno estable-
cido y que los padres tengan la superioridad que des-
de el principio tuvieron, como se ve en la cédula de 4 
de Diciembre de 1747 

«El capitan del presidio, como que también lo es del 

s m o h r / . C T 8 d e C a J Í f ° r n Í a ' t Í 6 n e e D t ^ a jurisdicción 
obre lo. barcos todos y gente de mar, con la misma 

subordinación á los padres.» 

S ™ ? ^ T 0 d e r e c h ° d e s o b e r a » í a que la coro-
na de Espafia había instituido las misiones y concedi-
do su dirección á los jesuítas, las quitó do las manos 
de estos, las confió á los padres fernandinos y domi-
nicos, y ordenó que no se hiciera alteración en su go-
bierno. Por un acto contrario en el ejercicio de su so-
beranía, pudo dar á la institución una forma diversa 
y hasta suprimirla. JRjus est tollere cnjm est condere. 

4¿. La potestad con que el Congreso de la Repú-
blica independiente modificó mas tarde las misiones, 
secularizándolas, fué la misma que habia ejercido el 
soberano español al arreglarlas como mejor le plugo 
para el servicio del Estado. Ello, por lo mismo, no fué 
«na cosa extraña para nadie. Los misioneros, sécula-



rizadas las misiones, aceptaron el cargo de curas in-
terinos, y solo pidieron que se les asegurase la corres-
pondiente cóngr.ua, (Anexos núms. 9 y 10.) 

23. De esta manera queda demostrado, que las mi-
siones'de la Alta-California, miéntraa fué mexicana, 
se gobernaron por las leyes españolas y mexicanas 
emanadas de la autoridad política, y conservaron el 
carácter esencialmente politi*?«? de su origen, constitu-
c ión y ob je to«! tH¡-, z n \ obirf e i e . v on t i efe éak>ai9b 
•fdüJéo iMnoidoa-íe a%a»tnm o?. e u p . o y d ù à i f . u q 

C A P I T U L O I I I . 

Bienes dótales de las misiones.. 
sT) f j rdü i r ' o u p oraoo ¿oiliigoiq !s?>. ft:;hq¿"> »21 

24. La Compañía de Jesus dió principio á la con-
quista de California con el producto de las limosnas 
que reunieron los padres Salvatierra y Ugarte, á prin-
cipios del año 1697, y del mismo modo la llevó ade-
lante por algún tiempo, sin gravámen de las Reales 
cajas, que era una de las condiciones contenidas en la 
licencia que la autorizó. 

25. Pero en 1700 ya babia gran dificultad para la 
manutención del presidio de Loreto,-pues las limosnas 
contingentes se habían hecho escasas y tardías: así lo 
manifestó el padre Salvatierra en un largo memorial 
que dirigió al Real acuerdo en Io de Marzo de dicho 
año, implorando el patrocinio real para que pagase el 
presidió como pagaba los demás de las fronteras. [1] 

26. Conociéndose en la corte él infeliz estado de la 

(1) Venegas, obra citada, parte 3,? \ 4? 

conquista por fal ta de socorro, expidió Felipe V en 17 
de Julio dé 1701 varias cédulas para remediarlo, man-
dando en una de ellas que se pagasen anualmente de 
lá Real Hacienda seis mil pesos para fomentar las mi-
siones. 

Por otra cédula de 26 de Setiembre de 1703 se man-
dó añadir siete mil pesos al situado de seis mil, orde-
nado por la anterior citada, y que se diese á los jesuí-
tas el sínodo anual de trescientos pesos por misión, 
con otros auxilios de importancia [Anexo núm. 11.] 

27. Por este tiempo el marques de Villapuente pro-
metió fundar desde luego tres misiones, y otra D. Ni-
colás de Arteaga y su esposa D? Josefa Vallejo. Una 
había sido dotada permanentemente por la congrega-
ción de los Dolores, de México, con diez mil pesos, im-
puestos al 5 por ciento anual; y á semejanza de esta, 
cuantas misiones se fhndaron despues estaban dota-
das con el principal de diez mil pesos. 

El virey D. Fernándo de Lancáster Noroña y Sil-
va, que comenzó á gobernar en 1711, promovió las 
misiones de la Península con largas limosnas de su 
propio caudal y con otras que solicitó de sujetos po-
derosos de México, y por su testamento de 28 de Ma-
yo de 1717, bajo el cual falleció, mandó darles cinco 
mil pesos para que se distribuyesen á disposición de 
los jesuítas. 

28. Tales fueron los auxilios pecuniarios con que 
contaban las misiones el año de 1716. Hasta entónces 
los caudales de las ya fundadas no habían sido entre-
gados á la Compañía; los fundadores los conservaban 
en su poder y pagaban los réditos anuales; que comen-



zaron á correr para cada una desde la fecha de su es-
tablecimiento. De este modo era muy precaria la con-
dición de las misiones, habiendo sucedido que la quie-
bra del rico mercader D. Juan Bautista López hiciera 
perder á una de ellas el capital con que debia quedar 
dotada. x • f • v?.>... . . . , . , í : 

29. Por estas consideraciones el padre Salvatierra 
pidió y obtuvo en el año 1717, licencia para recibir los 
capitales y emplearlos en fincas de campo, lo cual hizo 
por medio del padre Romano, procurador de las mi-

ob esupi£ta ío ogoiaiíotso i c ' l .T£ 
Esta licencia fué indispensable, .porque la Compañía 

de, Jesús era incapaz de adquirir-bienes temporales, y 
fué otorgada á los misioneros de las Californias, en con-
sideración á que eran meros administradores y noca;,, 
sitaban poder disponer en esta calidad, do los bienes 
con que contaban las misiones. [ i ] 

30. Desde luego quedaron asegurados los bienes de 
las misiones como sigue: en unos terrenos do grande 
extensión, que se compraron al capitan D. Manuel 
Fernandez de Azuna; aunque por haber sido los com-
pradores el padre José de Barba, rector del Colegio 
de San Gregorio, y el procurador de las misiones de 
California, cada uno por el establecimiento que res-
pectivamente le habia dado su representación, no es 
posible saber qué parte do dichos terrenos correspon; 
dia á l a s segundas [anexo núm. 12]: sobre los bienes 
. u;- H OÍTf i'b lo ;9íioic*nt 8«I aadai i -o 

[1 ] Venegaa, obra citada, par te 8?, 6 y 11. Alegre, His-
toria de la CoropaSia de Jesús de 1» ;ErQy;racíade ^eTa-í)8|>aH%r. 
UW^baaon v ' a i m » BoJU&i-eo¿ri«fM«a v raima ra na 

en general del colegio de jesuítas San Ildefonso ae 
Puebla, por $ 54,000 [Anexo núm. 13]; y q u ¡ z á t a m _ 
bien sobre otros bienes y fincas, aunque no se tiene 
noticia de la especie de contratos que al efecto se hu-
biesen celebrado, ni ha sido posible hallar otros ins-
trumentos públicos ó noticias de ellos, que las" relati-
vas á los que quedan indicados. 

31. Has ta el 8 de Julio de 1735, fué cuando la 
marquesa de las Torres de Rada y el marques de Vi-
llapuente otorgaron escritura de donacion de la ha-
cienda San Pedro de Ibarra y sus anexas á la Compa-
ñía de Jesús y á favor de las misiones que tenían á su 
cargo en la California, y de las que en adelante ad-
ministraran, no solamente de la Nueva-España, sino 
también M «Universo Mundo,» según ,1o.dispusieran 
los jesuítas, ¿ llegada la vez de que dejasen las de la 
California. [Anexo núm. 14.] . 

32. Tal fué el origen" y constitución del «Fondo 
piadoso de Californias,» que consistía: 19, e n consos, 
2?, en fincas, 39, en ganados y aperos de las mismas. 

33. Cuando fueron expulsados dichos regulares, el 
Rey ocupó sus temporalidades ubicadas dentro de 'sus 
dominios, y entre ellas se incluyó el «Fondo piadoso 
de las Californias.» Este, sin embargo, se administró 
en adelante por separado, y sus productos continua-
ron invirtiéndose en los objetos de su institución por 
oficiales civiles de la corana. [Anexos 5 y 6.] 

34. Tuvo todavía el fondo un considerable aumen-
to proveniente del caudal mortuorio de D? Josefa Pau-
la de Argiielles. Esta señora ordenó en su testamento 
que se cumpliera el encargo que habia hecho al padre 



Carrillo, de la Compañía de Jesús, para queuna-muy 
considerable parte de su hacienda se diese á los jeauitas 
que se empleaban eu la Nueva-E paña en la conver-
sión de infieles, para alimentar á misioneros apostóli-
cos. Habiéndose vuelto litigiosa la ejecución del tes-
tamento, el, juez general de bienes de difuntos sen ten-i 
ció que se cumpliese la manda en las misiones de la 
NuévtX-Espafia á disposición del rey, quien habia su-
cedido á los jesuítas en todos sus derechos á bienes 
de temporalidades y en los de patronato [Anexos nú-
meros 3 y 15.] La audiencia de México reformó la 
sentencia en grado de revista, pero dejando subsisten-
te el empleo de la parte respectiva del caudal «preci-
samente en la conversión de infieles en este reino.... 
á disposición de su majestad, é quien privativamente 
corresponde.» Este fallo, confirmado por el Consejo 
de Indias en grado de segunda súplica, causó ejecU* 
toria,'y en su cumplimiento e! Rey dispuso, que la apli-
cación de la manda piadosa se hiciera á las misiones 
de las Californias, por su órden de 16 dé Marzo de 1793 
[Anexos 16, pág. 6; 17, pág. 1, y 18, págs. 8 y 5.] 

No ha podido determinarse con exactitud el, valor 
de los bienes legados para las misiones por la Sra. Ar -
guelles. En un informe que dió á 23 de Agosto de 
1871 el escribano de Guadalajara D< Juan Riestra, 
se asegura que la totalidad del caudal mortuorio im-
portaba mas de $ 800,000, y que los inventarios de 
estos bienes se remitieron á España. Mas, partiendo 
de e3te dato, puede suponerse que la parte adjudicada 
á las misiones de las Californias, .nq bajaría de 
$ 250,000 [Anexo núm. 19.] 

35. E n el mismo año, 1793, el fondo, sin contarlos 
bienes de la Sra. Agüelles, era de$828,936, que pro-
ducían una renta anual de $55,177. Con ella se man-
tenían treinta misiones en ambas Californias, que cos-
taban § 22,5 50j so hacían los gastos de-refacción y 
administración del fondo, valuados en $ 23,000, y el 
sobrante había que reservarlo' para la fundación de 
un colegio para misioneros. [Anexo núm. 6, párrafo 
último.] ,0 

3 36, No consta que el fondo hubiera tenido en ade-
lante; mngun aumento, y sí es incuestionable que se 
disminuyó notablemente en el curso de los tres siguien-
esdecenios. La guerra de independencia de México 
e hizo sufrir muy grandes pérdidas, y al consumarse 

la emancipación, las fincas de campo que le pertene-
cían quedaron casi arruinadas y poco productivas por" 
taita de reparación y por la destrucción de los gana-
dos que habia en ellas. [1 ] 

f i J V g e s t o s en consolidación, eran 
en 1825, de $631,056, y las fincas consistían en las 
haciendas de «Ibarra,» «San Agustín de los Amóles,,, 
«el Buey», «la Valla y la Ciénega,» de la que tres cuar-
tas partes correspondían al fondo, y en dos casas sitas 
en la ciudad de México, de las que también fie perte-
necían tres cuartas partes. Hé aquí todos los bienes 
que formaban el fondo cuando el gobierno indepen-

6 d e . ^ c o sucedió al de España en los derechos 
j que este había adquirido con relación al mismo fon-/ 

(1) Memoria del Ministerio de Justicia, afío de 1825. 
t 2 J Memoria de Justicia, 1825. 



38. El gobierno mexicano siguió aplicando á lf e 
misiones de las Californias los réditos del capital con-
solidado y los productos de las fincas que quedan re-
feridas. 

39. Cuando erigió la mitra de las Californias, dis-
puso lo siguiente: «Se pondrán á disposición del nue-
vo obispo y de sus sucesores los bienes pertenecientes 
al Fondo piadoso dé Californias, para que los admi-
nistren é inviertan en sus objetos ú otros análogos, 
respetando siempre la voluntad de los fundadores;» (1) 

40. El obispo de las Californias administró en con-
secuencia dichos bienes hasta el 8 de Febrero de 1842', 
en que, por decreto de la misma fecha, le retiró esa fa-
cultad y la reasumió el gobierno. 

El estado que entórices guardaba el fondo consta 
I en un itíforme de 5 de Febrero que D. Pedro Ramírez 

dió al ministerio de justicia, y por él se r e que las trés 
cuartas parte3 de la hacienda de la Ciénega estaban 
embargadas y mandadas vender por sentencia judicial, 
para pagar una deuda que se calculaba no quedaría 
cubierta con el producto de la venta. (Anexó núm. 20.) 

41. Por fin, dejó el fondo de existir como especial 
por decreto de 24 de Octubre de 1842, concebida en 
los términos siguientes: 

«Art. 1° Las fincas rústicas y urbanas, los créditos 
activos y demás bienes pertenecientes al Fondo pia-
doso de California, quedan incorporados al erario na-
cional. 

«Art. 2o Se procederá por el ministerio de hacien-
;; í'hmX. &í> ¿hsiaiaüi! l$b'*:•>•• ¡nalí (t) 

.r'.'?! " oii 'üí, «b > iKOfsl<• [2j 
(1) Decreto de 19 de Setiembre de 1886, ar t . tíí 

da á la venta de las fincas y demás bienes pertenecien-' 
tes al Fondo piadoso de California por el capital que 
representen al (3 seis por ciento de sus productos anua-
les, y la hacienda pública reconocerá al rédito del 
mismo 6 por ciento el total producto de estas enaje-
naciones.» 

42. Aunque los reclamantes creen que la hacienda 
pública de México recibió' como dos millones de pesos 
á consecuencia de este decreto, se puede asegurar que 
no fué así, atendiendo: 1?, á que-el. fondo en su esta-
do de mayor prosperidad no debió contar sino con po-
co mas de un millón de pesos (párrafos 34 y 35): 29, 
á que sufrió grandes quebrantos durante la guerra de' 
independencia; y 39, á que la venta de los bienes que 
quedaban sin enajenarse, no era posible que produje-
ra el mismo valor que ellos tuviesen. 

Aquí es oportuno también hacer notar la exagera-
ción de la demanda de los reclamantes, pues la ponen 
por mas de $1.700,000, importe de réditos vencidos 
desde el 2 de Febrero de 1848. al § por ciento sobre' 
el capital que representaba el fondo cuando fué incor-
porado en el tesoro nacional de México. 

CAPITULO IV. 

Cuestiones de derecho público. 

43. Loa derechos alegados por la Iglesia de la Al ta -
California, á una porcion de los bienes destinados 
á las misiones de las Californias, no han podido tener 
su origen, qí conservarse hasta el momento en que el 



38. El gobierno mexicano siguió aplicando á lf e 
misiones de las Californias los réditos del capital con-
solidado y los productos de las fincas que quedan re-
feridas. 

39. Cuando erigió la mitra de las Californias, dis-
puso lo siguiente: «Se pondrán á disposición del nue-
vo obispo y de sus sucesores los bienes pertenecientes 
al Fondo piadoso dé Californias, para que los admi-
nistren é inviertan en sus objetos ú otros análogos, 
respetando siempre la voluntad de los fundadores;» (1) 

40. El obispo de las Californias administró en con-
secuencia dichos bienes hasta el 8 de Febrero de 1842', 
en que, por decreto de la misma fecha, le retiró esa fa-
cultad y la reasumió el gobierno. 

El estado que entórices guardaba el fondo consta 
I en un itíforme de 5 de Febrero que D. Pedro Ramírez 

dió al ministerio de justicia, y por él se ve que las trés 
cuartas parte3 de la hacienda de la Ciénega estaban 
embargadas y mandadas vender por sentencia judicial, 
para pagar una deuda que se calculaba no quedaría 
cubierta con el producto de la venta. (Anexó núm. 20.) 

41. Por fin, dejó el fondo de existir como especial 
por decreto de 24 de Octubre de 1842, concebida en 
los términos siguientes: 

«Art. 1° Las fincas rústicas y urbanas, los créditos 
activos y demás bienes pertenecientes al Fondo pia-
doso de California, quedan incorporados al erario na-
cional. 

«Art. 2o Se procederá por el ministerio de hacién-
;; í'hmX. &í> ¿hsiaiaüi! l$b'*:•>•• ¡nalí (t) 

.r'.'?! " oii 'üí, «b > iKOfsl<• [2j 
(1) Decreto de 19 de Setiembre de 1886, ar t . tí? 

da á la venta de las fincas y demás bienes pertenecien-' 
tes al Fondo piadoso de California por el capital que 
representen al (3 seis por ciento de sus productos anua-
les, y la hacienda pública reconocerá al rédito del 
mismo 6 por ciento el total producto de estas enaje-
naciones.» 

42. Aunque los reclamantes creen que la hacienda 
pública de México recibió' como dos millones de pesos 
á consecuencia de este decreto, se puede asegurar que 
no fué así, atendiendo: 1?, á que-el. fondo en su esta-
do de mayor prosperidad no debió contar sino con po-
co mas de un millón de pesos (párrafos 34 y 35): 29, 
á que sufrió grandes quebrantos durante la guerra de' 
independencia; y S?, á que la venta de los bienes que 
quedaban sin enajenarse, no era posible que produje-
ra el mismo valor que ellos tuviesen. 

Aquí es oportuno también hacer notar la exagera-
ción de la demanda de los reclamantes, pues la ponen 
por mas de $ 1.700,000, importe de réditos vencidos 
desde el 2 de Febrero de 1848. al § por ciento sobre' 
el capital que representaba el fondo cuando fué incor-
porado en el tesoro nacional de México. 

CAPITULO IV. 

Cuestiones de derecho público. 

43. Los derechos alegados por la Iglesia de la Al ta -
California, á una porcion de los bienes destinados 
á las misiones de las Californias, no han podido tener 
su origen, qí conservarse hasta el momento en que el 



territorio de aquella pasó al dominio de los Estados-
Unidos de América, sino ert virtud del derecho políti-
co y administrativo, ó lo que es lo mismo, en vir tud 
del derecho público interior de México, del ctlal for-
maba una rama el canónico. La trasmisión de aquellos 
derechos á dicha Iglesia tampoco habria podido Veri-
ficarse de otro modo, que como se hallasen définidos 
por las leyes mexicanas. 

44. Entienden los juristas por . derecho público de 
un país, el conjunto de las"leye? que afectan las rela-
ciones é intereses de un Órden superior al de los que 
pertenecen á personas privadas. 

45. Para convenir en que la constitución y subsis-
tencia del fondo fueron del dominio del derecíüfr públi-
co, basta considerar que la mente de los fundadores 
fué contribuir á la reducción de tribus bárbaras bajo 
la obediencia del rey y de la Iglesia católica: que las 
personas jurídicas llamadas misiones fueron, como to-
das las de su género, creaturas de la ley. pública-(1) 
con un fin altamente político y social; y que la admi-
nistración de los bienes con que fueron dotadas estaba 
en manos de una corporación pública [la Compañía de 
Jesús,] que la recibió y desempeñó en ejercicio de fun-
ciones pertenecientes privativamente al Soberano. Ade-
mas, el derecho mixto eclesiástico y profano que invo-
can los mismos reclamantes, no es otra cosa que el de-
recho público. 

46. Atendiendo á la mente de los bienhechores que 
dispusieron de su propiedad para cooperar al fin dé las 

(1) 2. Kent's Com. 275. 

misiones, el fondo pertenecía á la clase de bienes co-
nocidos en el derecho con el nombre de causas ú obras 
pías. Convendrémos con los reclamantes en considerar 
á las misiones como á un usufructuario ó fideicomi-
sario¡{cestuteque trust], por causa de donacion intervivo?' 
legado ó fideicomiso, y por la concurrencia de todos 
estos títulos q.ue, según se ha visto, dieron causa á la 
adquisición de los bienes, del'fon do en provecho de las 
misiones. Mas con esto no so define bien todavía la 
naturaleza jurídica del fondo en el terreno del derecho 
publico. Pá.ra comprenderla en toda ' su importancia, 
es indispensable resolver las cuestiones siguientes: 

1? CUESTION. 

-"4-; flDO <jfc-í¡;. :í¡;iapo nofco,';q .©rr .olnonn.^v.-; •• ' i; 

Si el fondo filé por su constitución una propiedad 

eclesiástica. 
"- na.ioq JoiJ&titeokto rMOuiqoiq ofi i9Jo¿iao 

47. Los prelados reclamantes parece qüe quieren 
sostener que el fondo era propiedad eclesiástica; por-
que tratando dé fundar sus pretendidos derechos á él, 
asientan que el derecho canónico confiere al ordinario 
ú obispo de la diócesis el dominio (ownership) y admi-
nistración de todas las propiedades eclesiásticas, para 
aplicarlas á los objetos de su institución; y á propósi-
to de esto:, citan algunos decretos conciliares. Pero 
tal alegación no es oportuna, porque presupone la pro-
piedad eclesiástica; y el fondo, cuya institución se hi-
lo sin la intervención de la autoridad eclesiástica, con 
caudales que no eran propios de iglesias, ni productos 
de rentas episcopales, ni de. los que en el lenguaje de 



las leyes españolas se denominaban espiritualizados 
(1), nunca fué propiedad de la Iglesia, y sí estuvo re-
putado siempre entre los bienes temporales 6 profa-
nos. Ademas, el derecho canónico no puede prevale-
cer en este caso sobre, las leyes civiles,.suponiendo que 
las contrariase, lo cual no sucede en este caso. 

48. En ninguno de las noticias históricas que tene-
mos, y que en su lugar quedan consignadas (§§ 24 y 
siguientes), consta la intervención de la ,autoridad 
eclesiástica para la institución del fondo. Las licen-
cias concedidas al padre Salvatierra por los ^superiores 
de la Compañía para encargarse de las misiones y so-
licitar limosnas, y mas tarde para formar con estas un 
fondo permanente, no pueden confundirse con la in-
tervención canónica que ejercen el Papa y los obispos, 
y que habría sido necesaria para dar á la obra pía el 
carácter de propiedad eclesiástica por su constitución. 
Dichas licencias levantaron solamente la prohibición 
que tenian los misioneros para adquirir bienes tempo-
rales, y fuera de ellas nada tuvo que hacer la Compa-
ñía, ni ménos la Iglesia católica, como autoridades, 
para la creación de la obra pía, '.i-' r 

49. Esta no perdió en ningún tiempo su carácter de 
laica, porque los bienes de que se componía, se con-
servaron siempre en la clase de temporales. 

El real decreto de 27 de Febrero de 1767, que 
mandó ocupar las temporalidades de la Compañía 
en los dominios españoles, fué el título con que la co-

(1) Ley 23, tít. 5?, lib. 1?, Ñov. Recop. 

roña tomó á su cargo la administración directa del 
fondo, en el concepto de profano. Los regulares que 
sucedieron á los jesuítas, ni aun tuvieron, como estos, 
su administración, que continuó á cargo de oficiales 
legos. El gobierno mexicano, que la concedió despues 
al obispo de las Californias por un decreto, se la reti-
ró para reasumirla él mismo, como ántes la tenia, por 
otro decreto, y por uno nuevo, en fin, mandó incorpo-
rar el fondo en el tesoro nacional. 

50. De este breve exámen aparece claramente: 1?, 
que el Fondo piadoso de las Californias no fué en su 
origen una institución canónica: 2?, que el rey de Es-
paña lo ocupó entre las temporalidades de la Compa-
ñía: 3?, que el gobierno español y el mexicano que 
le sucedió, lo conservaron y administraron, y dispu-
sieron de él como de bienes temporales: 4?, que el 
obispo de las Californias lo administró por comision 
del gobierno; y 5-, que esta comision fué retirada por 
el mismo que la habia concedido. 

51. Los reclamantes no desconocen estos hechos; 
mas parece que disputan su legalidad, invocando la 
voluntad de los fundadores y las disposiciones del de-
recho canónico. 

52. Pretenden que dos de los mas liberales bienhe-
chores, la marquesa de las Torres de Rada y el mar-
ques de Villapuente, hicieron donacion de sus bienes 
con el principal objeto de atender á la manutención 
y decencia del culto divino, y de aquí infieren que 
quisieron dotar á la Iglesia de las Californias. Mas 
esta interpretación es contraria á la mente expresa de 
dichos fundadores. 



Es verdad que indicaron el concepto referido en la 
escritura de donacion, mas acompañado de estos otros 
que declaran las palabras siguientes «Esta dona-
cion hacemos á dichas misiones, fundadas y 
por fundar en las Californias, así para la manutención 
de sus religiosos, ornato y decencia del cuitó divino, 
como para socorro que acostumbran á los naturales ca-
tecúmenos y convertidos, de alimentos y vestuarios por 
la misma (probablemente miseria) de aquel país: de 
tal suerte, que si en los venideros tiempos con el fa-
vor de Dios, en las reducciones y misiones fundadas, 
hubiere providencia de mantenimientos cultivadas sus 
tierras sin que se necesiten llevar de estas tierras mi-
niestras, vestuarios y demás necesarios, se han de apli-
car los frutos y esquilmos de dichas haciendas de (á) 

nuevas misiones y en el caso de que la Sagrada 
Compañía de Jesús, voluntariamente ó precisada, de-
jase dichas misiones de Californias, 6 lo que Dios no 
permita, se rebelan aquellos naturales apostatando de 
nuestra Santa fé, é por otro contingente, en ese caso 
ha de ser á arbitrio del reverendo padre provincial que 
á la sazón fuere de la GompaMa de Jesús de esta Nuc-
va-España el aplicar los frutos da ddchás haciendas, 
sus esquilmos y aprovechamientos, para otras misiones 
de lo que falta que descubrir de esta Septentrional 
América ó para otras del Universo Mundo, según le 
pareciere ser mas del agrado de Dios Nuestro Señor; 
y en tal manera que siempre y perpetuamente se con-
tinúe el dominio y gobierno de dichas haciendas en la 
Sagrada Compañía de Jesús y sus prelados jggfsm 
que jueces algunos eclesiásticos ni seculares, tengan la 

mas mínima intervención.... ambos otorgantes quere. 
mos que en tiempo alguno se inculque ni por ningún 

juez eclesiástico ó secular se entrometa á saber si se 
cumple la condicion de esta donacion, pues nuestra 
voluntad es que en esta razón (no) haya lugar ninguna 
pretensión, y qm cumpla ó 710 cumpla la Sagrada 
Compañía con el fin de las misiones, en esta materia 
solo « Dios Nuestro Señor tendrá que dar cuenta.» 

De esta disposición tan terminante no puede la Igle-
sia derivar derecho alguno de propiedad en las referi-
das fincas 6 sus frutos y ni aun el de administrarlas en 
su propio nombre. La interpretación que dan los re-
clamantes á la intención de los expresados bienhecho-
res es, pues, de todo punto arbitraria. 

53. La propiedad eclesiástica tiene su fundamento 
y garantía en las leyes del Estado. 

San Agustin dice: [1] "Perjura Regum possidentur 
possessiones.» El auditor de cámara en el palacio apos-
tólico, Juan de Palomar, comentando estas palabras en 
el concilio de Basilea, se expresaba así: [2], omne 
dominium eorum bonorumquee dicuntur bona fortunce, 
a jure humano est: unde quisque possidet quod possi-
det, ¿nonne a jure humano? Habet ergo Ecclesia domi-
nium á jure hutnano.» 

51. E l obispo de Culiacan, D. Lázaro do la Garza 
y Ballesteros, despues arzobispo de México, decia acer-
ca de la propiedad eclesiástica [3]: «Adquiere el do-
nunio verdadero de una cosa el que tiene derecho cier-

[1] Opera, trast. G in Joannem n6m. 23. 
[2] Oración contra los embajadores bohemios. 
[3] Opúsculo, 1817, núms. 21 y 27. 



to y justo para exigirla y la recibe del que la debe y 
tiene derecho cierto y potestad para darla. Si este tí-
tulo por el que uno exige no está aprobado por el de-
recho humano, no podrá el que tal título tenga deman-
dar en juicio, así como tampoco podrá llamarse ante 
la ley pública dueño de lo que recibe sin título apro-
bado por ella el derecho humano pudo reconocer 
ó nó reconocer este derceho de la Iglesia, pudo prote-
gerlo ó resistirlo » 

55. Las leyes de la Iglesia católica no formaban par-
te del derecho público vigente en México ántes de su 
independencia y despues hasta la separación de la Igle-
sia y del Estado en 1859, sino en cuanto no menosca-
baran las regalías y el patronato, y previo el pase del 
gobierno. [1] 

D. Melchor de Macanaz, fiscal del consejo de Casti-
lla, en un informe de 19 de Diciembre de 1713, decia: 
"...según lo resuelto por el Señor rey D. Alonso el X I 
en la era do 1386, por los señores Reyes Católicos en 
el año de 1499 y 1505; por el Sr. D. Felipe I I en el 
de 1567; por el Sr. D. Felipe I I I en el de 1611, y nue-
vamente por auto del consejo de 1° de este mes, 
en España solo se deben determinar los pleitos, dudas 
y dificultades por las leyes que dichos señores reyes 
nos han dado, y S. M. las debe explicar; y según otras 
leyes del reino, se ven muchos capítulos del concilio do 
Trento explicados, y en las materias temporales y ju-
rídicas gubernativas y contenciosas, no podemos seguir 

[1] Leyes 1?, tít. 3, lib. 2, Nov. Recap.; 55, tít. 7, lib. 1? y 1? 
y siguiente, tit. 9, lib. 1?, ltecop. de Ind.—Leyes constitucionale» 
3?, art . 53, y 4?, art . 17. (Diciembre 30 de 1836.)] 

otras leyes, ni las de los concilios y cánones en otras 
materias que no sean las que tocan á la fé y religión.,» 

56. Mas en el presente caso no ha habido razón pa-
ra que las leyes eclesiásticas y las de la monarquía es-
pañola entraran en conflicto. Es verdad que los cáno-
nes dan á los ordinarios el derecho privativo de poseer 
administrar y aplicar á su destino las propiedades 
eclesiásticas pertenecientes á sus respectivas diócesis-
mas en el caso de que se trata, no tenían lugar estas 
disposiciones. (§ 47) Por lo mismo, la corona de Espa-
ña se apoderó del fondo y lo administró de propia au-
toridad, y lo que es mas, hizo todo esto sin contradic-
ción del jefe de la Iglesia universal, y á ciencia y pa-
ciencia de los prelados de la Iglesia mexicana. 

57. Clemente XIV, al extinguir la Compañía de 
Jesús seis años despues de su extrañamiento de los 
dominios españoles y ocupacion de sus temporalidades 
por el rey, léjos de contrariar esta última providencia 
fundó la supresión de la Compañía, entre otros muchos 
motivos, en la acumulación de bienes temporales que 
poseía contra sus propios estatutos. Tomó tan graves 
determinación urgido, seguñ la historia enseña, por las 
enérgicas instancias de los monarcas que se coligaron 
para exterminar á los jesuítas, distinguiéndose por su 
influencia el Rey Católico. Sabia perfectamente que las 
temporalidades de los religiosos expulsos habian sido 
ocupadas por este monarca, y s e abstuvo de pronunciar 
una sola palabra de reprobación contra este paso, que 
juzgó seguramente legal. Trató expresamente de las 
misiones que desempeñaban aquellos regulares, mas 
solo para extinguirlas, indicando que se reservaba pro 



Veer en adelante acerca de tan importante ministerio 
de la religión. (Anexo nóm. 21.) Si las de la Califor- . 
nia hubieran sido meramente espirituales, ó dependido 
de la Iglesia, entonces habrían concluido. Subsistie-
ron sin embargo, porque eran empresas principalmen-
te políticas mantenidas por el Estado. 

58. La Sede pontificia, ni entóneos ni en tiempo al-
guno reclamó contra la ocupacion de los bienes que 
administraban los jesuítas y se destinaban á aquellas 
misiones, como habría tenido obligación de hacerlo, si 
la hubiera reputado una usurpación de los derechos 
de la Iglesia. Su silencio, en tal caso, fué el recono-
cimiento del derecho que asistía al Soberano espafio!. 
Qui tacet consentiré videtur [1]. 

59. Los concilios tridentino y mexicano 39 fulmina-
ron censuras, no solo contra los que, sin atender á las 
reglas do la Iglesia, ocuparan sus bienes, sino también 
contra el clérigo que consintiera en ello. Sin embargo, 
las órdenes religiosas y el primero y único obispo de 
las do3 Californias, no solo respetaron la conducta del 
gobierno que retenia en sus manos y administraba el 
fondo, y exigia á los misioneros cuentas de la inver-
sión de sus productos, sino recibieron por delegación 
de la misma autoridad los bienes destinados á las mi-
siones, en la medida que ella se los ministraba, y le 
rindieron sin resistencia las cuentas de su distribución 
siempre que les impuso este deber. (Anexos números. 
5, 6, 9, 10, 22, y 23.) 

60. Y no se diga que esta aquiescencia de la Igle-

[ 1 ] Reg. 48 ¡n 6? Decretalium. 

sia mexicana solo arguye olvido y abandono de las 
obligaciones de sus pastores, impuestas por los cáno-
nes y decretos Conciliares; porque miéntras dichos pas-
tores se abstenían de disputar al gobierno sus atribu-
ciones sobre el «Fondo piadoso» de las Californias, le 
reclamaban enérgicamente los derechos que sobre otros 
bienes, de incuestionable propiedad eclesiástica, se ha-
bía arrogado de propia autoridad por leyes de 31 de 
Agosto de 1843 y 13 de Enero de 1847. El mencio-
nado obispo de Culiacan se expresaba así con motivo 

de ellas: « la potestad secular no puede apropiarse 
las jurisdicciones, derechos, bienes, &c., de la Iglesia, 
ni impedir de modo alguno el uso, percepción, &c., á 
aquellos á quienes por derecho pertenezca tam-
poco los prelados podrán sujetar sus iglesias, ni los 
derechos y bienes de ellas á las disposiciones, regla-
mentos, &c., que dé la potestad secular, por prohibír-
selo el Concilio general de Lyon, celebrado bajo el 
pontificado del Sr. Gregorio X 

" Todas las iglesias de la República han ma-
nifestado al supremo gobierno, que no le darán ra-
zón alguna de los bienes de sus respectivas pertenen-
cias.» [1] 

61. De esta última aserción se infiere rectamente 
que la Iglesia misma de las Californias, al reconocer 
la autoridad del gobierno sobre los bienes de las mi-
siones, al no protestar contra su ingerencia en la ad-
ministración de los mismos bienes, se hallaba léjos de 
considerarlos propiedad eclesiástica. 

[1] Opúsculo, 1847, núms. 74 y 100. 



62. Ya se lia visto que el fondo no era, por su origen 
ni por su institución, propiedad de la Iglesia. 

Para dejar enteramente resuelta esta cuestión, con-
viene tener presentes, por último, estos dos hechos que 
no admiten discusión y sus consecuencias: 

63.—I o Los jesuítas fueron incapaces de adquirir 
la propiedad, porque su institución se lo prohibía, y 
así no se concibe cómo hubieran podido trasmitirla á 
sus sucesores en las misiones, incluso el obispo de las 
Californias. Nemo potest plusjuris transferre in alium 
quarn sibi eompetere dignoscatur. [ I ] . Con esto que-
da destruido el argumento fundado en los derechos de 
sucesión, que. parece tratan de invocar los reclaman-
tes para dar al fondo el carácter de propiedad ecle-
siástica. 

64.—2? Las misiones de las Californias no consti-
tuían una Iglesia, porque les faltaba la erección ca-
nónica, el diocesano y otros esenciales requisitos. Tu-
vieron como único título legal de su existencia los de-
cretos de la Corona, y su gobierno fué independiente 
del ordinario eclesiástico, hasta su secularización de-
cretada por un congreso mexicano, en la que tampoco 
intervino la autoridad eclesiástica. Luego aun conce-
diendo que las misiones hubieran tenido título de pro-
piedad en los bienes que se les destinaron, de aquí no 
se seguiría que estos eran eclesiásticos. 

[1] Reg. 79 in 6? 

2? CUESTION. 

Si él fondo se convirtió por el decreto de 19 de Setiem-
bre de 1836 en propiedad de la Iglesia de las Cali-
fornias. 

65. Los reclamantes juzgan que la erección canó-
nica del obispado de las Californias se hizo en consi-
deración del decreto de 19 de Setiembre de 1836, por 
el que el gobierno mandó entregar al nuevo obispo y 
á sus sucesores el «Fondo piadoso» de las Californias: 
que este decreto es un contrato celebrado eon la San-
ta Sede, que no pudo rescindirse por voluntad de uno 
solo de los contrayentes; y que los bienes en cuestión 
pasaron por este irrevocable título á ser propiedad de 
la expresada Iglesia. 

66. El citado decreto únicamente cometió al pastor 
do dicha Iglesia la administración de los bienes del 
fondo, para que los invirtiese en sus objetos expresos 
ó presuntos, según la voluntad de los fundadores. La 
sola administración de una propiedad no muda la na-
turaleza de esta: así es que, si ántes de pas^r dichos 
bienes á la administración del obispo de las Califor-
nias no eran eclesiásticos, lo cual queda demostrado, 
tampoco lo fueron despues en virtud del repetido de-
creto. 

67. Se asegura que este era irrevocable sin la con-
currencia del Pontífice Romano, atendiendo á que fué 
una condicion que determinó el establecimiento de la 
Iglesia de las Californias, y por tanto un verdadero 
contrato bilateral. Este raciocinio viene á tierra con 



solo hacer notar que no se futida en prueba alguna. 
Los que lo hacen tendrían que presentar el concorda-
to que debía haber precedido á la erección de dicha 
Iglesia y contuviese la disposición de que se trata, 
para que e3ta fuese la expresión genuina do un con-
trato. 

6S. Nadie ignora que to Ja estipulación entre la San-
ta Sede y un Estado soberano se extiende en un ins-
trumento formal que tiene la denominación de concor-
dato. Si el Papa no exigió que se consignara en esta 
forma, no parece que tratara de ligar al gobierno me-
xicano de una manera irrevocable á poner en manos 
del obispo de las Californias y sus sucesores los bienes 
en cuestión. 

69. Por el contrario, esta providencia fué tomada 
por parte de la República de México sin mengua do 
su soberanía, lo cual os evidente, puesto que fué obra 
de un decreto por su propia naturaleza revocable, co-
mo lo son todos los actos de los soberanos cuando no 
se ligan con otro ú otros por medio do un tratado. 

70. Si prescindiendo por un momento do la forma 
y prácticas observadas en las relaciones entre la Igle-
sia y el ^Estado para ajustar contratos, discurrimos 
como los reclamantes, haciendo conjeturas sobre la 
eficacia que tendría para mover el ánimo del Papa á 
la erección del obispado de las Californias, la promesa 
de dotar al obispo, seria mas razonable suponer que 
el Santo Padre tomó esa determinación, fiando en que 
el gobierno aseguraría al nuevo prelado y á sus suce-
sores, por el tiempo que fuera necesario, la congrua 
que les señaló en el artículo 4" y el auxilio para los 

gastos d e j a mitra, á que se refiere el 5o del citado de-
creto. Estos artículos se hallan concebidos en los tér-
minos siguientes: 

«4? Al efecto (de la erección de la mitra) se le acu-
dirá [al obispo] del erario público con seis mil pesos 
anuales, m.éntras el obispado no cuente con rentas su-
ncientes.» 

«5? Durante las mismas circunstancias se le auxilia-
rá del propm erario con tres mil pesos para la expedi-
ción de las bulas y traslación á su silla episcopal,, 

. üs tas mismas concesiones no constituyeron un 
contrato; pudieron ser muy bien una condicion bajo la 
cual s e erigiera el obispado, y lo mas que pudo suce-

l u e l l f , § V U m p l í m Í e D t 0 ' suprimiera 
aquella Iglesia. Esto es lo único que en derecho pro-
h n Z t ? , m 7 e n t ° e n ^ gobierno mexicano 
hubiese retirado á la mitra de las Californias el auxi-
1.0 nacional que tenia directa y exclusiva aplicación á 
su sostenimiento. 
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objetos diferentes del que tiene la cóngrua eptcopal , 
no parece acertado colocarla ni aun entre l J v v J n n [ 
as condiciones de que dependiera la erección de aque-

lla mitra El artículo 6? del repetido decreto, c o p i a r e n 
f-a parte p á , 39), no indica de modo alg'uno la ideá 

^ que se destinase el fondo ó sus p r o d u c t á soste-

al o b i i r , 1 ' 8 3 ! ; 1 6 1 4 P U G 8 e x P r e s a m e n t e impuso 
a obispo la obligación de invertirlos en «sus objetos ú 
otros análogos, respetando siempre la voluntad de los 
fundadores»: ni usó de las palabras dominio, propiedad 
<5 siquiera derecho, para explicar lo que con id i a a 



diocesano, sino únicamente la de administración, cuan-
do dijo: «se pondrán á disposición del nuevo obispo y de 
sus sucesores, los bienes pertenecientes al «Fondo pia-
doso» de las Californias para que los administre.» 

73, Si esta disposición del decreto, despues de acep-
tada por el obispo de las Californias, puede conside-
rarse como un contrato, sin duda alguna habría cons-
tituido el de mandato que se define: Oonventio qua is 
qui quid rogatur, procuratoris animo id se recipit gra-
tuito daturum faeturumve. 

No podría hallarse en el derecho otra teoría de con-
trato, que cuadrase mejor á la especie de convención 
que se supone celebrada entro el gobierno mexicano y 
la Iglesia, por el artículo citado del decreto y su acep-
tación. 

74. Si discurrimos sobre la teoría del mandato, con-
vendremos en que este es por su propia naturaleza 
revocable, y revocable á voluntad del mandante y aun 
contra la del mandatario. Recte quoque mandatum 
contractum, si dum ad Jiuc, integra res sit, revocatum 
fucrit, evaneseit. [1]. Extinctum est mandatum fini-
ta volúntate. [2]. Estos principios son lo3 mismos que 
están consignados en el derecho de las partidas [3]. 

(íDos razones puede haber, dice un expositor del 

derecho español [4], para que no se cumpla escru-

pulosamente el principio de que nadie, sin el consen-

t í ] \ 9, tít. 27, lib. 3. Inst. [2] Lex. 12, l 16, tít. 1?, lib. 17, Dig. 
[3] Tít. 12, p. 5? 
[4 ] Gutierrez Fernandez, Códigos espaBoles, ar t . 1?, § 4?, 

Sec. 4?, cap. 1?, lib. 4? 

timiento del adversario, puede separarse de la obliga-
ción, una vez constituida. El mandato tiene.por obje-
to el Ínteres del mandante, y cada cual es dueño do 
renunciar á su beneficio. Ademas, como acto de con-
fianza, debe cesar cuando el mandante"pierda la que 
depositó en el mandatario.» 

La revocación puede ser expresa ó tácita, y la segun-
da se demuestra por el nombramiento de un nuevo 
mandatario:Posímore procuratore constituyo, prior ta-
cite revoeatus intelligitur. 

75. Estos conceptos no fueron contrariados por el 
apoderado mismo del obispo de las Californias, cuando 
reclamaba del gobierno el cumplimiento de los objetos 
que se habían propuesto los fundadores do la obra pía 
de las misiones, y combatia á los compradores de los 
bienes en que ella consistía, que trataban de sostener -
la propiedad del Estado. 

76. D. Juan Nepomuceno Rodríguez de San Mi-
guel, que era el apoderado á que se ha hecho alusión, 
presentó un ocurso á nombro del obispo .en 24 de No-
viembre de 1843 [anexo núm. 24] pidiendo, no el cum-
plimiento de un concordato con la Santa Sede; no la 
administración del fondo, como correspondiente de de-
recho á su poderdante, ni la revocación de los decre-
tos que la habian restituido al gobierno, autorizándo- . 
lo aun para vender los bienes de que se componía el 
fondo; sino que se enterasen «con la posible exactitud 
y religiosidad, los réditos correspondientes á los bie-
nes de las expresadas misiones.» En su escrito recono-
ció explícitamente que se había «puesto á cargo del 
supremo gobierno la administración del Fondo piadoso 
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de las Californias,» en virtud del decreto de 8 de Fe-
brero de 1842, y hasta hizo valer la parte expositiva 
del de 24 de Octubre del mismo año, que habia man-
dado incorporarlo al erario nacional y aplicar sus ré-
ditos á las misiones. 

77. En sus «Rectificaciones de graves equivocaciones 
en que inciden los señores terceros poseedores del Fon-
do piadoso de Californias,» publicadas en 1.845 (anexo 
núm. 25), hacia estas declaraciones importantes: 

«Ni el prelado dp Californias, ni sus apoderados á su 
nombre han alegado ni soñado alegar propiedad del 
reverendo obispo, ni de la mitra en esos bienes: el re-
verendo obispo jamas ha alegado ni reclamado su pro-
piedad, sino los respetabilísimos derechos de las misio-
nes y los piadosos objetos de su fundación, lamas lau-
dable y recomendable y la de mas grande Ínteres para 
las Californias y para cualquiera Departamento á que 
se aplique. 

«El reverendo obispo no tiene, ni ha tenido preten-
sión ninguna: de sus manos se arrebataron los bienes 
que una ley dictada bajo el sistema republicano habia 
puesto en sus manos: ha elevado su voz al Congreso, 
para que vuelva la vista sobre la justicia de este acto 
y sus consecuencias; ha instruido con los documentos 
y alegatos que manifiestan el origen y objeto de ese 
fondo: si pues el Congreso declara que obró bien el go-
bierno de Taeubaya, y que son los bienes nacionales, 
allí han terminado los deberes del reverendo obispo » 

«No creo que soy yo mas representante del obispo en 
esos.que no son intereses de su mitra. que lo es un 
diputado por su Departamento; » 

78 Pues que el gobierno de los Estados-Unidos de 
América ha presentado y apoyado la reclamación del 
arzobispo y obispos de la Alta-California, fundada en 
sus pretendidos derechos á los bienes del referido fon-
do no sera fuera del caso manifestar aquí que por eje-
cutorias de los tribunales de este.país se ha resuelto en 
oiterentes ocasiones: 

Que por las leyes de México, las autoridades pú-
blicas de la Alta-California tenian facultad de hacer 
concesiones de las tierras de las misiones. [1] 

- Que por la secularización de la propiedad terri-
torial de las misiona, decretada en 18-33 y 1834 di 
cha propiedad qued«5 sujeta á enajenación, de la mis-
ma^suerte que las otras partes del dominio pübli-

^ Que jamas adquirió titulo alguno á las tierras 
de misiones la Iglesia de la California. [3] 

s i t fado , S U e r t ? ? a n C 0 M ° 1 0 3 b i e n e s d e niisiones, 
Mtuados en el territorio de la Alta-California, y los 
pretendidos derechos de aquella Iglesia en ellos. ¿Pre-
tenderían los Estados-Unidos que fuesen contrarias 
a las reglas establecidas por sus tribunales, las que hu-
bierande aplicarse con relación á los mismos preten-
didos derechos sobre bienes ubicados fuera de los lími-

[3] Id. ibid. 512. 



tes do. la Alta-California en territorio mexicano, que 
estuvieron en otro tiempo destinados á aquellas misio-
nes? Esto seria la mas injustificable inconsecuencia. 

3? CUESTION. 

Propiedad nacional del fondo. 

79. Queda suficientemente demostrado que nunca 
tuvo la obra pía de las misiones el carácter de. propie-
dad eclesiástica. La consecuencia inmediata que de 
aquí se desprende es, que los bienes de que ella se for-
mó pertenecen á la clase de profanos* 

80. Mas para asignarles en esta categoría con toda 
precisión su carácter jurídico, es indispensable fijar 
previamente en el mismo terreno del derecho: 1?, el de 
las misiones, señalando el papel que en ellas hicieron 
las tres entidades. distintas que hemos hallado en el 
curso de este escrito, á saber: el gobierno, los misione-
ros y los gentiles de las Californias: 2 o La naturale-
za y efectos legales de los actos que dieron causa á la 
constitución del Fondo piadoso, considerando las rela-
ciones jurídicas que se establecieron entre las tres en-
tidades referidas y los fundadores de la obra pía. 

81. La historia de las misiones manifiesta que ellas 
fueron el medio adoptado por el soberano de la Nue-
va-España para extender su dominio sobre eVpaís^des-
conocido de las Californias y sus habitantes, á título 
de conquistador; y para llenar el deber de reducir á sus 
nuevos subditos á la vida civil y religiosa, como cum-
plia á un soberano católico. Por esto, después de en-

tirar en las consideraciones que fluyen do la reseña his-
tórica, se ha podido sentar con toda seguridad, que las 
misiones eran ur-a empresa eminentemente política, ob-
servando que la misma conquista espiritual, como se 
llamaba á uno de los fines de esta empresa, era un em-
peño del gobierno y redundaba en beneficio de la re-
pública. 

82. Los monarcas españoles habían encomendado la 
conquista á oficiales suyos y á otros sujetos del esta-
do seglar, que no pudieron darle cima. La Compañía 
de Jesús se ofreció á prestar este servicio, y el rey 
aceptó su ministerio. Al efecto, la revistió de autori-
dad y le dictó reglas para el desempeñó de tan impor-
tante cargo del Estado, sin gravámen de la real ha-
cienda. Esta recapitulación brevísima del origen que 
tuvieron las misiones de las Californias, basta á deter-
minar su naturaleza jurídica. 

83. Se tiene que buscar la fórmula y estudiar los 
elementos y efectos de muchos actos jurídicos pertene-
cientes al orden público en el Derecho Civil; porque allí 
so hallan confundidas gran parte de las leyes que ar-
reglan las relaciones privadas de los ciudadanos con 
las que se refieren á los negocios del Estado; porque el 
derecho romano, que ha merecido llamarse la razón 
escrita, como el de las Partidas que lo copió casi siem-
pre, tiene título para resolver, y de hecho resuelve las 
mas arduas cuestiones del derecho público, y porque 
la misma justicia natural, sancionada por las leyes po-
sitivas, que es objeto del derecho privado, lo es tam. 
bien del público. 

84. Lo que se ha dicho (§ 73) respecto á la especie 



de contrato entre el gobierno y el obispo de las Cali-
fornias, se puede repetir aquí tratándose de definir ju-
rídicamente el acto por el cual qüedó la Compañía de 
Jesús encargada de las misiones. 

Tenemos en el ofrecimiento y aceptación de este ser-
vicio, el duorum vel plurium in idem placitum con-
ssnsus, que el Derecho Romano pone como esencial 
condicion de las convenciones. La que hubo.entre el 
rey de España y la Compañía do Jesús, constituyó un 
contrato, por el que la segunda se encargó gratuita-
mente (sin gravámen de la real hacienda), de dirigir 
los negocios que le cometió el primero: conventio qua is 
qui quid rogatur procuratoris animo id se recipit gra-
tuito, daturum facturumve. 

Hé aquí la definición del mandato, que ántes hemos 
visto, con cuyo nombre se formuló por el Derecho Ci-
vil aquel contrato y pasó al de las Partidas. Un man-
dato fué, pues, el título jurídico de las misiones, y 
mandato especial, porque solo comprendió certum gc-
nus causarum. 

85. Como tal contrato, produjo deberes perfectos: 
ab initio voluntatis, expostfacto necessitudinis. De aquí 
se siguen dos consecuencias importantes: 1? Que la 
obligación contraída por los misioneros no debe confun-
dirse con los servicios de benevolencia que una perso-
na consiente en prestar á otra por amistad, sin impo-
nerse compromiso alguno. 2? Que los misioneros nada 
pudieron hacer en su calidad de mandatarios, sino w c 
curatoris nomine. [1] 

[1 ] Gutiérrez Fernandez, Códigos Españoles, pár . 1? y art. 1?, 
pár , 2?, Sección 4% cap. 1?, lib. 4? 

86. Las leyes españolas, como las romanas, distin-
guieron varias especies de mandatos, según las perso-
nas en cuyo provecho se celebraban; siendo uno de 
ellos el que se contraía en utilidad del mandante y de 
un tercero. Mandatum contraJdtur quinqué modis: si-
ve sua tanturn gratia aliquis tibi mandet, sive sua et 
Uta, sive aliena tantum, sive sua et aliena, sive tua et 
aliena. 

87. El encargo que los misioneros recibieron para 
desempeñar las atribuciones del soberano en órden á la 
reducción y civilización catóiiqa de los gentiles de las 
Californias, fué mandato en utilidad del mandante y 
un tercero; esto es, del soberano y de los gentiles. La 
ley de Partida define esta clase de mandatos, y expli-
ca sus efectos en los términos siguientes: ' 

«La tercera manera de mandamiento es cuando man-
da facer un orne á otro alguna cosa por pro de sí mis-
mo y de otro tercero alguno. E esto seria como si di-
jese: Mándote que recibas las cosas que avernos yo é 
fulan en tal lugar ó que compres tal viña ó que fagas 
tal cosa para mí é.para él, ó que. entres fiador por nos, 
ó que le mande facer otra cosa semejante. Ca si aquel 
á quien mandó facer esto recibe el mandado tenudo es 
de lo cumplir bien é lealmente. E si alguna cosa pe-
chare ó despendiere aquel que recibió tal mandamien-
to por razón del, tenudo es de gelo pechar todo aquel 
que gelo mandó facer. Ótrosi, el otro á quien nombró 
en el mandado debe y dar su parte, si lo que así pe-
chó entró en pro del é si aquel que recibió el mandado 
fizo algún engaño en aquello que ovo de facer.ó dere-
cabdar, ó por su culpa viene daño ó menoscabo en ello, 



tenudo es de lo pechar á aquel de quien recibid el man-
dado.» 

88. Aunque se dijera que los misioneros tonian que 
hacer é hicieron algo mas de lo que el rey les encarga-
ba, como era ejercer el ministerio propio de la religión, 
para lo cual no necesitaban el poder especial del sobe-
rano, su empeño no por eso dejaria de ser un manda-
to. Este se ejecutaría, si se quiere, con mas favorables 
condiciones de las que podrian exigirse en rigor con-
forme al poder, caso previsto en el derecho, no para 
desnaturalizar el contrato, sino ántes bien para reco-
mendar su desempeño á la aprobación del mandan-
te. [1] 

Por lo demás, si la conquista temporal era el prove-
cho del rey, y la conquista espiritual era la utilidad 
de los gentiles y de los neófitos; el mandato, como de 
la cuarta clase (3? según las leyes de Partida.), com-
prendió en toda su extensión el legítimo ejercicio del 
ministerio religioso. Diligenter fines mandati cuslo-
diendi ¡unt. [2] 

Por último, es necesario no perder de vista que las 
misiones de las Californias no pudieron hacerse sino 
mediante la licencia y auxilio material del poder civil.. 
(§§ 2, 16 y 20.) 

89. Veamos ya el lugar que ocupaban respectiva-
mente las personas interesadas en las misiones: el go-
bierno, el de mandante en cuyo servicio se celebró el 
contrato: los misioneros, el de mandatarios, procurado-

[1 ] Ley 5* pár . 5?, D. de Mand. 
[2 ] Ley 5* D» Mand. 

res ó administradores de negocios ajenos; y los genti-
les por conquistar y convertir á l a religión, el de ter-
ceros, en cuyo beneficio se habia de ejecutar el man-
dato. 

90. Una de las estipulaciones de este contrato, con-
signada en el instrumento que recibieron los padres 
Salvatierra y Kühn á nombre de la Compañía de Je-
sús (§ 3), y que fué verdaderamente el poder que les 
otorgó el soberano de España, era la de solicitar li-
mosnas para ejecutar el contrato sin gravámen de la 
real hacienda. 

Dichos padres recibieron, pues, •proeuratoris nomine 
las primeras limosnas de los bienhechores, y mas tarde 
las subvenciones del gobierno. La constitución del fon-
do propiamente dicho, que data del año 1717 (pár. 29 
á 32), no pudo ser otra cosa que una providencia ad-
ministrativa, en virtud del poder con libre administra-
don concedido por el soberano de España. 

91. Los actos por los cuales pasaron los bienes des-
tinados á las misiones, á la administración de la Com-
pañía, se reducen á donaciones Ínter vivos y disposicio-
nes de última voluntad (pár. 46); todos ellos títulos le-
gales para trasmitir la propidad, como por su medio la 
trasmitieron los fundadores de la obra pía, sin reser-
varse el derecho de reversión ú otro alguno. Así lo de-
muestra la historia y lo confirman los instrumentos 
públicos que han podido obtenerse do las fundaciones 
(párrafos 27, 31, 34 y 52). Los segundos comprenden 
en verdad la mayor parte de los bienes en cuestión. 

92. Los bienhechores particulares coadyuvaron á la 
empresa del gobierno, mas rio ocuparon el lugar de 



ning'unar de las tres personas morales arriba especifica-
das [pár. 89]. No el del mandante, porque ni dieron 
el poder jurídico de hacer ías misiones, ni estaba en 
su mano revocarlo ó alterarlo: no el del mandatario, 
porque jamas obtuvieron ellos el poder; ni el de la ter-
cera persona, como se comprende claramente. Sin em-
bargo, dueños de sus bienes, pudieron contribuir <5 no 
con ellos á la fundación de las misiones, y al hacerlo 
tuvieron el derecho de poner condiciones para la ad-
ministración y empleo de su propiedad. 

Usaron efectivamente de este poder legal, y la Com-
pañía de Jesús, al aceptar sus oblaciones con el título 
de mandataria que tenia, y dentro de los términos de 
su autorización, obligó sin duda al gobierno, su cau-
sante, á respetar la intención de los donantes en los 
mismos términos qué ella quedó obligada. Así lo re-
conocieron siempre el sobe rano de España y su suce-
sor el gobierno mexicano. 

93. «El mandatario desempeña un ofició de buena 
fé, y solo tiene derecho á lo3 honorarios convenidos, 
en caso de haberlos. Si la operacion ha producido ma-
yores beneficios de los qüe"o& esperaban, ó su indus-
tria ha hecho la cosa mas productiva de lo que se creia, 
debe tener presente que trabajaba por otro.» [1]. 

Este otro por quien recibieron las donaciones los je-
suítas, fué el soberano en su calidad de mandante [2] . 

[1] Gutierrez Fernandez. Cól . esp., art . 1?, § 2?, Sec. 4%. 
cap. 1?, libro 4? 

f 3 '] Según Poulo, Ex mandato apud eum, qui mandalum suscepit, 
nihil remanera oportet (Ley 20 D. de Mand); y Ulpino aüade.- De-
bere eumpriestarequantum cumqueemolumcntumsensit [Ley 10, $ 3, ib}» 

Los donantes trasmitieron á los misioneros procn-
ratoris nomine sus bienes,, con los derechos de po-
seerlos, aprovecharlos y disponer de ellos, bajo la sola 
condicion de aplicar sus .productos á la propagación 
de la fé entre los gentiles de las Californias, ó de otras 
regiones, al arbitrio de los donatarios. 

94. No cabe duda, por lo mismo, en que los donata-
rios adquirieron una verdadera propiedad sobre los 
bienes de aquellos fundadores, no obstante el gravá-
men con que los recibieron. 

«En cuantas definiciones han dado los códigos ó ir.-
ventado los autores, prevalece el pensamiento de ha-
cer compatibles las facultades inherentes al dominio 
con las limitaciones indispensables para el uso pruden-
te de las cosas» [1]. En esto mismo concepto define la 
propiedad ó dominio el Código de las Partidas [2]. 

La obligación impuesta por los fundadores do la 
obra pía, de aplicar sus frutos á las misiones, limitó 
el dominio sobre los bienes con que fué instituida, pe-
ro no la propiedad trasmitida al donatario. 

95. Luego quien adquirió verdaderamente la pro-
piedad de dichos bienes, fué el soberano de la nación, 
que en su calidad de mandante fué también el dona-
tario. De este modo, se puede Concluir con toda segu-
ridad, que el Fondo piadoso de Californias fué de pro-
piedad nacional desde su origen. 

96. Se ha pretendido desconocer esta consecuencia 
jurídica sosteniéndose que quien adquirió la propiedad 
originariamente, fueron las misiones eo nomine, y ' a l 

[1] Gutierrez Fernandez, Cód. esp., art . 9, cap. 2?, lib. 2o 

[2] Ley 1% tít. 28, Par t . 8* 



mismo tiempo se han confundido bajo esta denomina-
ción el mandatario y el tercero en cuyo beneficio se 
arregló el mandato. 

97. Semejante pretensión, contraria como se acaba 
de ver á las prescripciones del derecho, se halla ade-
mas destituido de razón por dos circunstancias de otro 
género que arriba quedan explicadas. 
° Es la primera, que los jesuítas fueron incapaces por 
sus propios estatutos de adquirir propiedad de bienes 
temporales, y no pudieron trasmitirla á los misioneros 
que se les subrogaron [párrafos 29, 57 y 63]. 

La segunda es, que á las misiones especiales de las 
Californias, ora se comprenda en ellas al mandatario 
y al tercero, ó solo á este último, no se concedió mas 
que el usufructo, y eso sin derecho perfecto, según 
quedará evidentemente demostrado en la resolución de 
la cuestión siguiente, que por su importancia merece 
ser tratada aparte. 

CUESTION. 

Cfravdmen de las rentas nacionales d favor de las 
.misiones. 

98. liemos convenido en considerar á la obra pía 
como la institución de un fideicomiso de cosas singu-
lares. [pár. 46] . 

Aunque el derecho español de acuerdo con el roma-
no dió por causa á todo fideicomiso el testamento, tam-
bién. las donaciones inter vivos, en su gran variedad, 

reciben á veces las formas y producen los efectos do 
aquella institución, «porque el donante es àrbitro de 
señalar el límite y cuantos efectos quiera á su libera-
lidad. Los códigos modernos tratan bajo la misma se-
rie las donaciones y los testamentos, seguramente por 
la analogía que ofrecen ambos actos, mas perceptible 
todavía cuando uno y otro tienen por objeto la bene-
ficencia» [1], 

99. Por lo mismo, tanto el derecho civil como el ca-
nónico, equiparan con los fedeicomisos las obras pías 
procedentes de actos inter vivos y profesan el mismo 
respeto á la intención de los fundadores que á la de 
los testadores. A la verdad, ninguna denominación 
cuadra mejor que la de fideicomiso á la especie do 
obras pías á que perteneció el fondo .de las misiones, 
para señalar los efectos jurídicos de su institución. 
Nos es tanto mas cómodo considerarlo así, cuanto con-
venimos en ello con los reclamantes. 

100. Comenzamos por conceder á las misiones el 
carácter de fedeiconíisarios, cestuis que trust. Pero des-
de luego debe advertirse que hablamos de misiones en 
general, y no especialmente de las californianas. Est is 
fueren ciertamente objeto de la liberalidad de los bien-
hechores, mas no ellas solas ni eo nomine invariable-
mente, lo cual es necesario no perder de vista para de-
terminar hasta dónde les ha asistido algún derecho pa-
ra reclamar los productos del fondo de que se alimen-
taban. 

101. No hay noticia de que alguno do los fundado-

[1]. Gutierrez Fernandez, Cod. esp. Sec. 3?, cap. 2o, lib. 
9 



res dejase sus bienes para todas y cada una de las 
misiones de las Californias, necesaria y exclusiva-

/ mente. 
La marquesa de las Torres de Bada y el marques 

de Villapuente donaron una gran parte de sus bienes 
para las misiones de las Californias, ó «para otras mi-
siones de lo que falta por descubrir de esta septentrio-
nal América ó para otras del Universo Mundo,» al ar-
bitrio de la Compañía de Jesús, á cuyo cargo fuese el 
gobierno de dichas misiones y de la provincia de la 
Nueva-España, según se ha visto en otra parte [§ 52]. 

D? Josefa Paula de Arguelles fué otra de las prin-
cipales fundadoras, y dejó sus bienes «para que los je-
suítas de ese reino [Nueva-España] alimentasen mi-
sioneros apostólicos que se empleasen en la conversión 
de infieles; por lo cual el fallo ejecutoriado que decla-
ró cuál habia sido la voluntad de dicha señora, quiso 
que sus bienes tuviesen aplicación «precisamente en la 
conversión d¿ infieles en este Reino á disposición 
de su majestad» (pár. 34). 

El virey D. Fernando de Lancáster y Noroña, que 
como se ha dicho en otra parte (pár. 27) legó cinco 
mil pesos á las misiones de Californias, quiso que se 
distribuyeran «á disposición de los padres que se ha-
llaren en ellas-,» por lo que no fué condicion necesaria 
que se aplicasen á las de la Alta, ni á todas las de la 
Baja-California, ni á la totalidad de unas y otras ne-
cesariamente. Y nótese bien que fué el único funda-
dor de quien se tiene noticia que dejara bienes preci-
samente para misiones de las Californias. 

102. No tenemos otras escrituras de donaciones á 

los misioneros de las Californias, porque ó no las hu-
bo, ó nadie sabe dónde están. 

La de venta de terrenos en la jurisdicción de Gua-
dalcázar (pár. 30) hecha al colegio de San Gregorio 
y al procurador délas misiones de la Compañía de Je-
sús, no indica la procedencia del dinero con que se 
compró aquella propiedad, ni la parte que representa-
ban en ella las misiones. 

103. Mas á falta de otros datos, tenemos el testi-
monio del apoderado del obispo y presidente de las 
misiones Fray Francisco García Diego. El sabia quo 
las de las Californias no tenian título exclusivo ni es-
pecial para percibir los productos del fondo, y asegu-
raba que su poderdante también así lo comprendía. 
Estos conceptos se deducen de aquellas palabras de 
un escrito suyo que hemos extractado en otro lugar 
(pár. 77): «El Reverendo obispo jamas ha alegado ni 
reclamado su propiedad, sino los respetabilísimos de-
rechos de las misiones y los piadosos objetos de su 
fundación, la mas laudable y Ha de mas grande Ínteres 
para las Californias, y para cualquier departamento d 
que se aplique.» Es de advertirse que en la división 
política del territorio mexicano á la fecha del citado 
escrito (10 de Diciembre de 1845), los antiguos Esta-
dos de la Federación habian sido trasformados en de-
partamentos [1] Se ve, pues, que el mismo apodera-
do del obispo daba testimonio de la facultud del go-
bierno para aplicar las rentas del fondo á las Califor-
nias, ó á cualquier otro departamento, y de aquí se 

[1] Bases de la org. pol. de la Rep. Méx., 1843, artg. 3 y 4. 



sigue que en su opinion las misiones de las Californias 
no tenian un derecho exclusivo ni irrevocable para re-
clamar en su provecho aquella aplicación. 

104. Por lo tanto, la denominación de Fondo pia-
doso de las Californias, 110 significaba que el des • 
tino de la obra pía fuera invariable y privativa-
mente el fomento de las misiones de la Alta y B a j a -
Californias, por la terminante voluntad de los fun-
dadores, sino solo la aplicación que los jesuitas y 
despues el gobierno por sí mismo habían hecho en fa-
vor de ellas, de bienes cuyo objeto era promover en 
general la conversión de los gentiles de cualquiera 
parte del territorio mexieano (y del Universo Mundo), 
al arbitrio del soberano ó de los misioneros en su ca-
lidad de mandatarios del mismo. Esta determinación 
podia ser alterada hasta privarse de todo auxilio á las , 
misiones de las Californias, con tal que se invirtieran 
los productos del fondo en otras misiones. 

105. Si la voluntad de los fundadores es la ley en 
este caso, como no puede ménos de reconocerse, las mi-
siones de las Californias no tuvieron nunca eo nomine 
derecho exclusivo y especial para reclamar los pro-
ductos del fondo que el gobierno les habia destinado 
usando de su arbitrio y no de un modo irrevocable. 

106. La antigua división de los derechos en perfec-
tos é imperfectos, á que corresponden deberes análo-
gos, nos dala explicación y nos suministra la fórmula 
de las relaciones jurídicas establecidas á causa del 
fondo entre las misiones en general y las de las Cali-
fornias, por una parte, y el gobierno de la República 
por la otra, 

«El derecho perfecto es aquel que está acompaña-
do de la facultad de constreñir á los que no quie-
ren satisfacer la obligación correspondiente; y el de-
recho imperfecto es el que se halla destituido de la fa-
cultad de estrechar 'al obligado. La obligación perfec-
ta es la que produce el derecho de exigir; la imperfec-
ta no da á otro mas que el de rogar. 

«Se comprenderá ahora sin dificultad por qué es im-
perfecto siempre el derecho, cuando la obligación cor-
relativa depende del juicio de aquel en quien se halla. 
Porque si en este caso se tuviese el derecho de cons-
treñir,.no dependería ya del obligado resolver cómo ha 
de obedecer las leyes de su propia conciencia» [1 ] 

107. El gobierno, pues, tenia obligación perfecta, 
impuesta por la voluntad de los fundadores, de em-
plear los bienes de ellos que adquirió, en la conver-
sión de infieles á la fé católica dentro de sus dominios: 
luego el derecho perfecto solo podia asistir á la uni-
versalidad de las misiones. 

108. El mismo,gobierno tenia la facultad de aplicar 
los bienes á tales ó cuales misiones, según lo estimara 
debido: su obligación de fomentar á unas con exclusión 
ó postergación de otras, según las circunstancias, seria 
solo imperfecta: luego las misiones de las Californias, 
aptas para pedir el beneficio que á ellas especialmen-
te habia otorgado á discreción el obligado, no podian 
ejercer en su demanda ma3 que un derecho imper-
fecto. 

[1 ] Vattel, Le Droit de Gens, pár . 18. 



C A P I T U L O Y. 

Cuestiones de derecho internacional. 

109. El derecho público de México, relativo á las 
cuestiones que hemos procurado resolver, se halla de 
acuerdo con el que rige en todos los países civiliza-
dos. 

Aun cuando así no fuera, solo las leyes mexicanas 
deberían ser consultadas para decidir cuáles eran los 
verdaderos objetos de la obra pía de las misiones [1] 
y qué derechos conservaban los individuos y corpora-
ciones domiciliados en la Alta-California, en su cali-
dad de mexicanos, en el momento de trasferirse el do-
minio sobre el territorio de ella, á los Estados-Unidos 
de América. 

110. «Todos los actos pasados y todos los contratos 
que se hayan celebrado con arreglo á las leyes del 
país en que hayan tenido lugar, son válidos aun en 
otro que se rija por leyes distintas, y según las cuales 
estos actos <5 contratos no podrían tener eficacia algu-
na. Los celebrados con infracción dela3 leye3 del país 
en que hayan tenido lugar, no son válidos en ninguna 
parte,» [2] 

\ - • 1 . 
[1] The question of tlie requisito certíiinty in the o b j e c t s o f a 

oharitable devise is to be determined by the local law. Loring v. 
Marsh. Brightly 's Federal Digest, 1838—1870 verb. Cliarity 1, 
pag. 48. 

[2 ] Calvo, Der . int . teór. y práct., pá r . 172, citando á Fcelix, De-
mangeat, Whcaton, Yattel y otros. 

Este principio del derecho público de las naciones 
ha sido observado por los legisladores y tribunales de 
los Estados-Unidos de América, en las cuestiones que 
se han suscitado sobre derechos adqniridos conforme á 
las leyes de las distintas naciones que han cedido ter-
ritorios á dichos Estados [1] 

Con relación á la Alta-California y á sus misiones 
en particular, constantemente han aplicado el princi-
pio las autoridades de la Union americana y las de' 
Estado (pár. 78). [2] 

111. Por lo mismo, toda .cuestión de derecho in-
ternacional que se ventile sobre derechos que se 
alega existían ya cuando la Alta-California pasó al 
dominio de los Estados-Unidos de América y se tras-
mitieron con él á la Union americana, al Estado de 
California, ó bien á personas públicas ó privadas exis-
tentes en su territorio, se habrá de resolver con arre-
glo á la legislación de México, vigente al tiempo de la 
trisíacion del dominio, en todo lo relativo á la consti-
tución, naturaleza y efectos de los derechos reclama-
dos, y según el derecho internacional establecido en-
tre los dos países en lo conccrniontc á su trasmisión. 

112. Bajo el primer aspecto, croemos haber alegado 
las razones suficientes para concluir, que los preten-
didos derechos del arzobispo y obispos de la A l t a -
California en representación de aquellas misiones, no 

Y Y ¡ Í T
B l ? h , 1 / ! F e J e r a l D i « « t » 1'89-1868, verb. French tilles 

¿ .XIII y Spanish titles XXIV. 
[2] Ley del Congreso de los Estados-Unidos, de Marzo 3 de 

18o , citada en el pár . l l . - B r i g h t i y ' s Federal Digest, 1789-1868 
verb. Mexican titles XXV. ' 



6Í CUESTION. 

Eztmcion de las misiones de la Alta-California. 

113. Las misiones perdieron el carácter nacional 
de su creación, luego que quedaron sometidas al nue-
vo soberano. El derecho público Ínter,or de México 
n o pudo ya sostenerlas en su calidad do instituciones 
extranjeras con que deberían haber continuado. [1] 

1 U . Tenian por objeto la reducción de los barba-
ros á la religión y autoridad política dominantes en 
México. Suponían indisputablemente la soberanía de 
la Répública sobre el país habitado por aquellos bar-
baros, y también la obligación de civilizarlos según la 
doctrina católica. Sin el ejercicio del poder supremo, 
lo primero seria legalmente impracticable, y la propa-
ganda del catolicismo á cargo del gobierno, tenia por . 
límites los mismos de su autoridad sobre el territorio 
nacional y los habitantes do él. La soberanía de Mé-
xico no podia extenderse fuera del país, y sus deberes 
religiosos se hallaban circunscritos dentro del alcan-

10* 

SOn reclamables por no ser perfectos. Pasamos ahora 
á examinar si estos derechos imperfectos quedaron sub-
sistentes despues do la enajenación del territorio de la 
Alta-California, que México se vio forzado á hacer a 
favor de los Estados-Unidos do América. 

m Ohio and Mississippi R.R. Co.v. WheeUr-.Farnumv.Blackso-
ne Canal Co: Warren Manufacturing Co v. Etna Insurance. Brightly, 
Federal Digest, 1189-1868, verb, corporations I I I . 28. 

ce de ella.' Cesó de hecho el 7 de Julio de 1846, y de 
derecho el 2 de Febrero de 1848 en la Al ta -Ca l i f j r -
nia [1] y desde entónces, carecieron de razón las mi-
siones para ser sostenidas por la nación mexicana, y 
como instituciones mexicanas llegaron á su término, 
por haber quedado rotos los lazos que las unian con 
el antiguo soberano. [2 ] 

115. Así, pues, privada la República de sus dere-
chos de soberanía sobre el territorio y tribus bárbaras 
de la Alta-California, y libro de toda obligación aun 
imperfecta de civilizarlas, su solicitud debió contraer-
se en adelante, como sucedió en efecto, á mantener y 
fomentar las misiones de gentiles subsistentes dentro 
de los nuevos límites de su territorio. El ministro de 
negocios eclesiásticos, en su Memoria leida anto las cá-
maras del Congreso general, en las sesiones de los dias 
15 y 16 de Enero de 1849, se expresaba en los térmi-
nos siguientes, que comprueban lo que se acaba de 
decir: 

. " L a Raja-California debe ser ahora objeto de 
singular cuidado y protección de los poderes supremos, 
tanto en el órden civil como en el eclesiástico, porque, 
desmembrado aquel territorio en virtud del tratado de 
Guadalupe Hidalgo, la parte que nos ha quedado re-
clama disposiciones especiales para su administración, 
y evidentemente no puedo formar ella sola el obispado 
que se habia erigido por decreto de 19 de Setiembre do 

[1] Ley del Congreso de los Estados-Unidos citada en el 3 11 
Sec.^14 ;de la Ley-Tratado de Paz de Guadalupe Hidalgo, a r t s . 

[2] Bluntschli, Droit intern., Cod. 47. 



dió la propiedad de los bienes públicos si tuados en dicho 
terr i tor io mas de n ingún modo la de aquellos que,por 
su ubicación 6 procedencia quedaron fue ra de los indi-

cados límites- . 
120 E l derccbo internacional enseña que en los ca-

sos de'cesion de una provincia ó pa r t e del terr i tor io, los 
bienes inmuebles dest inados á obje tos públicos, como 
edificios ó establecimientos públicos, fundac iones pia-
dosas, &c., son del Es t ado en cuyo terr i tor io estar. si-
tuados ó en q u e se encuent ra su cent ro principal L1 j . 

121. Bas ta dar una ojeada á la enumeración que 
bemos hecho (pars . 30 , 34 y 37) de los bienes que 
componían el fondo, pa ra comprender que todos ellos 
per tenecían & la categoría de bienes p u e b l e s . Incor -
porados despues en el tesoro nac iona l de México, este 
e ra el centro pr inc ipa l de las r en t a s que sus t i tuyeron 
sus productos. 

122 . As í , pues, los bienes con que podían contar 
las misiones de la A l t a - C a l i f o r n i a án tes de su extin-
ción, eran una p a r t e de las r en t a s públ icas de la nación 
mexicana , que el gobierno les habia destinado. S> los 
Es t ados -Un idos tuviesen el derecho de percibir las , es- -
t e derecho seria el resul tado de la consti tución de una 
r en t a pe rpe tua de las que eran f r e c u e n t e s ^ las ant i-
guas relaciones de los Es tados europeos L - J - I V I A S L » 

constitución de u n a r en t a pe rpe tua in ternacional fué 
s iempre efecto de una ccnvencion expresa , y no puede 
comprenderse de otro modo su existencia. No necesi-
tamos detenernos & mani fes ta r que no existe tal con-

m BluntsohU, Droit intern. , coil. 56. 
[ 2 ] Calvo, Der . int. , §133. 

vención entre México y los Estados-Unidos de Amé-
rica. 

123. Por lo demás, si la obligación de aplicar una 
parte de las rentas nacionales de México á las misio-
nes de la Alta-California no era exigible, por corres-
ponder á un derecho imperfecto, tampoco podría ser-
lo por los Estados-Unidos en representación do dichas 
misiones. 

124. Esta observación seria igualmente aplicable á 
la iglesia de la Alta-California, si pudiera concedérsele 
la misma representación que ha querido arrogarse; fue-
ra de que esta pretcnsión no tiene fundamento só-
lido. 

125. Ocioso fuera examinar si, conforme al derecho 
meramente canónico, la Iglesia de la Alta-California 
fué la'continuacion de-la Iglesia ántes mexicana de las 
Californias, erigida en 1836; si quedó constituida ipao 
jure dentro de sus actuales límites sin necesidad de 
nueva provision canónica, á pesar del desmembramiento 
tan considerable de la antigua diócesis; ó si por el con-
trario, cesó de existir la antigua Iglesia, y la actual 
de la Alta-California fué de nueva institución. 

Cumple solo á nuestro intento hacer notar, que la 
Iglesia de las Californias dejó de existir como corpora-
cion pública on virtud dol tratado de Guadalupe Hi-
dalgo, y que la de la Alta-California no tuvo ningún 
carácter legal como corporacion, sino desde el 22 de 
Abril de 1850, en virtud del estatuto de esa fecha del 
Estado do California, enmendado en 4 de Mayo de 
1852. Antes de aquella fecha la mitra de Monterey 
no tenia sér legal, puesto que todo cuerpo moral unU 



110 
t a ñ o ó colegiado es c rea tura de la ley local y la ley 
mexicana hab ia dejado de sostenerla [1 ] . 

126 . L a erección meramente canónica d e la iglesia 
de las Cal i fornias le habr ía dado t í tu lo , den t ro do la 
Ig les ia universal , en el órden religioso; mas no habr ía 
bas tado p a r a que ella obtuviese el reconocimiento del 
soberano del país . P o r eso se ins t i tuyó dicha Igles ia 
en vir tud do un decreto del Congreso mexicano. X es-
to q u e se verificaba en u n a nación oficialmente cató-
lica, es lo mismo-que establecen las leyes de los Es -
t a d o s - U n i d o s pa ra el reconocimiento de u n a corpora-
cion por la ley pública, según se h a declarado por re-
pet idas ejecutorias, de acuerdo con el derecho publico 

de todas las naciones [ 2 ] , 
127 L a ley mexicana por sí sola no podía pro teger 

l a subsistencia de dicha Igles ia dentro de los E s t a d o s -
Unidos de Amér ica , porque n inguna corporación exis-
te legalmente fue ra de loa l ímites de la soberanía que 
l a creó [3 ] . . . 

128. Lé jos de modificarse por el derecao internacio-
nal este principio respecto de dicha Igles ia , el poder 
soberano de los Es t ados -Un idos rechazó, como se h a 
visto la par te del a r t ículo 9 del t ra tado de Guadalupe , 
que garan t izaba la subsistencia de las corporaciones 
religiosas (pár . 117) y la f racción final del mismo ar-
t ículo , que estaba r edac tada en estos términos: 

«Finalmente , las relaciones y comunicaciones de los 

católicos existentes en los predichos territorios, con 
sus respectivas autoridades eclesiásticas serán francas, 
libres y sin embarazo alguno, &c.» 

129. No puede ser mas concluyente la prueba "do 
que la Iglesia antigua de las Californias dejó de exis-
tir legalmente dentro de los Estados-Unidos de Amé-
rica, y que la de la Alta-California no nació como cor-
poracion jurídica, sino hasta el aüo de 1850, en virtud 
del estatuto citado arriba, del Estado de California. La 
consecuencia indeclinable es, que esta Iglesia no es 
continuación de la antigua de las Californias, á que dió 
existencia legal la ley mexicana de 19 de Setiembre 
de 1836. 

130. Aunque á virtud de su incorporacion civil, 
efectuada en 1850, debiera reputarse, como quieren 
los reclamantes, sucesora en los derechos de la Igle-
sia mexicana de las Californias, eri la parte corres-
pondiente á su diócesis actual, no pudo adquirir acción 
alguna á las rentas que estaban destinadas ántes á las 
misiones de la Alta-California. 

131. Queda suficientemente demostrado que el Fon-
do piadoso de las Californias no fué nunca propiedad 
eclesiástica [párs del 47 al 78]: que las misiones eran 
una cosa distinta de la Iglesia de las Californias [pár. 
64]: y que las de la Alta-California quedaron tam-
bién suprimidas »1 .perder su nacionalidad originaria 
[párs. del 113 al 117], 

132. Por otra parte, ya se ha visto [párs. 39, 40, 
70 y siguientes]: que el diocesano de las Californias 
habia recibido únicamente la administración de las 
rentas del fondo destinado á las misiones, ó en otros 



términos, que la tenia en su calidad de mandatario dol 
gobierno mexicano, en sustitución de los antiguos mi-
sioneros, que babian celebrado un verdadero contrato 
de'mandato. 

133. Este contrato se acabó naturalmente luego que 
dejó de existir la dicha Iglesia tal como fué creada por 
decreto del Congreso mexicano. Mandatum solvitur 
morte. Es ley de este contrato, que el poder del man-
datario no pasa á sus herederos, por ser un cargo per-
sonal de confianza del mandante [1]. 

134. Por lo mismo, aun en la hipótesis insostenible 
de ser la actual Iglesia de la Alta-California conti-
nuación de la primitiva de que formaba parte, seria 
preciso considerar que la ruptura del vínculo nacional 
es una especie de muerte civil, comparable siempre en 
BUS efectos jurídicos á la natural. Y nótese bien que 
la. disolución de este vínculo entre la nación mexicana 
y la Iglesia de la Alta-California, es nada ménos que 
el título que ésta ha alegado para poder presentarse 
ante la comision mixta demandando á México. 

135. Mas en cualquier caso, ¿qué cosa seria la ma-
teria de la reclamación? Es necesario repetirlo una 
vez mas: un derecho imperfecto, insostenible por lo 
tanto en el foro externo. La nación mexicana no debe 
nada á los reclamantes. Sus rentas, que aplicaba en 
otro tiempo á las misiones de la Alta-California, las 
destinó despues á las restantes de gentiles dentro de 
EU territorio desmembrado. Así tenia que ser según 

[ 1 ] Gutierrez Fernandez, Códigos esp., ar t . 8?, sec. 4?, cap 

1?, lib. 4? 

derecho, supuesta la mente de los fundadores. La ex-
clusión del beneficio de las misiones que, si no se hu-
bieran extinguido, habrían continuado como una ins-
titución extranjera para México, seria el ejercicio do 
la facultad otorgada al fiduciario por los fundadores 
de la obra pía para destinar sus bienes á las misiones 
que quisiera [párs. 100 y siguientes]. Quijuri tuo uti-
tur neminem leedit. 

71 CUESTION. 

Convención española del de Noviembre de 1844.— 
Refutación del argumento sacado de ella. 

136. La fuerza de los argumentos desenvueltos has-
ta aquí contra la pretensión de los reclamantes, no se 
desvirtúa por la alegación de la conducta que observó 
la República Mexicana en la devolución de los bienes 
pertenecientes á las misiones de Filipinas. 

137. Los frailes dominicos tenían á su cargo estas 
misiones ántes de la independencia de México, y para 
la manutención y fomento de ellas poseían cuantiosos 
bienes, gran parte de los cuales se hallaban ubicados 
en territorio mexicano. Hecha la independencia, el 
gobierno sucesor de los reyes de España se apoderó 
de dichos bienes, que estaban dentro de su jurisdic-
ción; y despues de haber dispuesto de ellos de diferen-
tes maneras, dió en 14 de Octubre de 1836 á los mi-
sioneros de Filipinas, el derecho de venderlos y sacar 
del país su producto. 

138. Por este tiempo negociaba con España un tra-
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tado do paz y amistad cuya conclusión interesaba al-
tamente á México, que veía en ella el sello solemne 
del reconocimiento de su independencia por parte de la 
antigua metrépoli; y deseando llegar á esté resultado, 
no escaseé los sacrificios pecuniarios que exigía el go-
bierno español paia llevar al cabo la negociación pen-
diente. Bajo estas circunstancias, el Congreso mexi-
cano se apresuró á devolver á las misiones de las Fi-
lipinas, y á otros subditos españoles, las propiedades 
que habian sido ántes declaradas nacionales. 

139. Allanadas así las dificultades de este género, 
se ajustó con España el anhelado tratado de paz que 
se firmó en Madrid el dia 28 de Diciembre de 1836, 
esto es, dos meses y medio despucs de la fecha citada 
arriba, del decreto que maudó entregar los bienes de 
las misiones de Filipinas á los dominicos de aquella pro-
vincia. 

140. La influencia que este arreglo y otros de la 
misma especie con diferentes súbditos de España, tu-
vieron en la conclusión del tratado, está bien manifies-
ta en los artículos 3" y 7° del mismo. Estipulóse en el 
3° que la autoridad pública no pondría ningún obstá-
culo legal á los españoles en los derechos que pudie-
ran alegar por razón de herei cía, sucesión ó cualquier 
otro título de adquisición de los reconocidos por las le-
yes del país, y en el otro artículo se cuidó de consig-
nar estos conceptos: «En atención á que la República 
Mexicana, por ley de 28 de Junio de 1824, de su 
Congreso general, ha reconocido voluntaria y espon-
táneamente como propia y nacional toda deuda con-
traída sobre su erario por el gobierno español de la 

metrópoli y por sus autoridades miéntras rigieron la 
ahora-independiente nación mexicana, hasta que del 
todo dejaron de gobernarla en 1821; y q u e a d 

no existe en dicha República confisco alguno de. pro-
Piedades que pertenezcan d sübditos espacies, Ja Re-
pública Mexicana y S. M. Católica, por sí y sus here-
deros y sus sucesores, de común conformidad ¿ e m ^ 
de toda reclamación, &c.» 

141. En presencia de tales antecedentes, se puede 
asegurar que la devolución á las misiones de Filipinas 
del derecho que habian tenido sobre bienes que se ha-
llaban dentro del territorio de la Nueva-España fué 
una verdadera transacción entre el gobierno mexicano 
y el soberano de quie^ era sucesor. 

142. Los misioneros dispusieron, á consecuencia de 
este arreglo, de los expresados bienes, como dueños 
(te ellos. 

Habiendo el gobierno mexicano arrendado en 1829 
unas haciendas de las misiones á D. Felipe Neri del 
Barrio, el dominico Fray José Servin de la Mora con 
poder mas ó ménos bastante, las vendió despues al 
general D. José María Cervantes; mas otro fraile 
agente y apoderado de la provincia del Santo Rosa' 
rio de Filipinas, bien conocido en la historia financie 
ra de México por el "Padre Moran," desconoció la au-
toaidad del vendedor, y puso pleito al comprador para 
reivindicar dichas fincas ante los tribunales mexicanos 
Por motivos que no es del caso referir, intervino el 
ministro de España en el negocio, dándole carácter di-
plomático, y el gobierno mexicano llegó á celebrar con 
dichos ministro y apoderado de las misiones, la injusti 



l i e 
ficable convención de 7 de Noviembre de 1844, por la 
que se obligó á pagar ciento quince mil pesos en que 
se estimó el valor de las haciendas, y treinta mil pesos 
por vía de indemnización. Este a r r e g l o diplomático 
ha sugerido al arzobispo y obispos de la Alta-Cahfor-
nia el argumento con que han procurado robustecer 
el flaco fundamento de su reclamación [1J. 

143. Sa l t a á la vis ta la d i spar idad en t r e ambos ca-
sos que conduce á consecuencias legales muy d ive r jas . 
T ra t a r émos de hacer la mas sensible por medio del si-
guiente pa ra le lo . . . . 

144. Las misiones de Filipinas subsistieron despues 
de la separación de México de su metrópoli: las de la 
Alta-California se extinguieron al dejar de formar par-
te de la nación mexicana. 

Las primeras conservaban su primitivo carácter na-
cional, y las segundas lo perdieron. 

Los bienes que unas reclamaban les pertenecían en 
propiedad reconocida por una ley positiva (la de 14 de 
Octubre de 1 8 3 6 - p á r . 137); más los que á nombre de 
las otras se demandan, jamas han estado en su domi-
nio ni tuvieron ellas nunca mas que un derecho im-
perfecto á una parte de los frutos de los mismos bienes. 

Los títulos de propiedad que aquellos alegaron, fue-
ron una transacción ajustada con el gobierno mexica-
no v un tratado público concluido entre el represen-
tante de su soberano y el gobierno de México; siendo 
así que estas no se hallaban favorecidas por ley ni por 

m México and her finanoial queslioa« by M. Payno, P 4g. 81 
y siguientes. Prueba de los reclamantes. 

ningún arreglo con su pretondido deudor, ni puede aho-
ra invocarse para tal intento el tratado de Guadalupe 
Hidalgo, sin que resulte el argumento contraprodu-
centem. 

El padre Moran era legítimo representante de las 
misiones de Filipinas, reconocido por el gobierno me-
xicano; miéntras los prelados de la Alta-California ca-
recen de toda representación de las extinguidas misio-
nes cuyo nombre invocan. 

México, al independerse de Espafia, adquirió terri-
torio y derechos de soberanía, de los que pudo renun-
ciar algunos ménos importantes á favor de su antiguo 
soberano, on cambio de su consentimiento y amistad; 
al desprenderse de la Alta-California, por el contra-
rio, perdió territorio y todo su dominio en él; y si se vió 
forzado á justificar un despojo en ahorro de mayores ma-
les, seria inicuo que todavía se le exigiera mayor sacri-
ficio del que expresamente se le impuso en el tratado de 
cesión. La regla de derecho odia restringí, favores decet 
ampliari, justificaría una interpretación extensiva del 
tratado de paz con España á favor de esta potencia, 
que fué la que perdió; miéntras que restringe rigurosa-
mente la interpretación del tratado con los Estados-
Unidos, en cuanto á los derechos que se les traspa-
saron. 

Por último, los mismos reclamantes reconocen que 
hubo una convención internacional ad hoc para satis-
facer las pretensiones del representante de Espafia en 
favor de las misiones de Filipinas; mas no pueden ale-
gar un título semejante en apoyo de su reclamación". 

145. Al proponer por ejemplo el caso de las-misio-



nes de Filipinas, seguramente no midieron la enorme 
distancia que hay entre él y el de las misiones de la 
Alta-California, ni imaginaron que serviría para po-
ner mas en relieve las tachas de su reclamación. 

É» CUESTION. 

Convención de de Julio de 1868.—Incompetencia 
de la comision mixta. 

146. Las razones aducidas hasta aquí demuestran la 
injusticia de la reclamación y la falta de investidura 
jurídica del arzobispo y obispos de la Alta-California 
para hacerla; peto hay otras todavía para que la co-
mision mixta la deseche. 

147. El Fondo piadoso de Californias, ó las rentas 
que en su lugar se destinaron á las misiones, eran bie-
nes de la República al tiempo de trasmitirse á los Es-
tados-Unidos de América los derechos de soberanía so-
bre el territorio y los habitantes déla Alta-California. 
Dichos bienes no pudieron perder ese carácter por efec-
to de aquella trasmisión, y no se hallaría ni ha preten-
dido nadie que hubiese otro motivo para que se muda-
ra su naturaleza. 

148. La propiedad de bienes y rentas nacionales en 
casos de cesión entre distintos soberanos, se trasmite, 
cuando así procede de derecho, al cesionario del terri-
torio. Por consiguiente, si el derecho á las rentas des-
tinadas ántes al sostenimiento y propagación de las 
misiones de la Alta-California se hubiese trasferido á 
álguien,por virtud de la cesión, lo habría adquirido la 
Union Americana. 

149. Supongamos por un momento que esto se veri-
ücó, y en gracia del argumnnto concedamos á los re-
clamantes la representación necesaria, que ni aun han 
pretendido tener, del derecho de los Estados-Unidos á 
redamar los expresados bienes. ¿Seria la comision 
m.xta creada por la Convención de 4 de Julio de 1868, 
competente para conocer de este asunto y decidirlo? 
seguramente que no. 

Sus únicas atribuciones como tribunal de equidad 
entre los dos países que la instituyeron, son las con-
tenidas en la citada Convención. Puede, según ésta, 
resolver cuestiones suscitadas por corporaciones, com-
pañías ó individuos particulares, ciudadanos de una de 
las dos Repúblicas, procedentes de perjuicios sufridos 
en sus personas ó en sus propiedades, por causa de 
autoridades de la otra República; mas no cuestiones 
en que se hallen directamente interesadas las mismas 
altas partes contratantes, por versarse en ellas dere-
chos privativos de una soberanía desconocidos ó per-
judicados por la otra. La facultad de conocer de las 
primeras le está expresamente delegada, miéntras la 
jurisdicción indispensable para decidir las segundas no 
le ña sido concedida en manera alguna. 

150 Veamos ahora si la comision seria competente 
para fallar esta reclamación, en la hipótesis de que 
pertenezca á la Iglesia de la Alta-California, ya en 
su propio nombre, ya en el de las misiones existentes 
dentro de su diócesis, dado caso que no se hubieran 
extinguido. 

151. La corporacion que estuviese principalmente 
interesada (la Iglesia ó las misiones), habría adquirido 



la nacionalidad americana, precisamente por una de 
las dos siguientes causas, á saber: por el mero hecho de 
haber conquistado los Estados-Unidos la Alta-Cali-
fornia, ó por naturalización posterior conforme al tra-
tado de Guadalupe. 

152. En el primer extremo, su nacionalización dataria 
del dia de la conquista, fijado por los Estados-Unidos, 
según se ha visto en otra parte [pár . 11], en 7 de Ju-
lio de 1846. Desde entónces y durante los dos años 
que siguieron hasta el 2 de Febrero de 1848, la cor-
p oracion habría tenido derecho ¿reclamar del gobierno 
de México las rentas que le estaban señaladas y le 
fueron retiradas para siempre. En tal caso, el origen 
de su reclamación seria anterior al 2 de Febrero de 
1848, fecha del tratado de Guadalupe, y la comision 
no podría admitirla: primero, porque así se estipuló 
en la fracción final del art. 2? de la Convención de 
1868; y segundo, porquo los Estados-Unidos exone-
raron definitivamente y para siempre á la República 
Mexicana do todas las reclamaciones no decididas que 
puedan haberse originado ántes de firmarse el tratado 
de Guadalupe, según se estipuló en el ar t . 14 del 
mismo. 

153. Si la nacionalización fué posterior al tratado 
y do conformidad con él, hasta el momento de efec-
tuarse, la corporacion conservaba el carácter mexica-
no. La privación de las rentas reclamadas ahora y el 
perjuicio consiguiente, los habría sufrido una corpora-
cion mexicana; y según la Convención de 1868, no son 
reclamablcs contra México ante la comision mixta, mas 
que los perjuicios sufridos por corporaciones, compa-

ñías ó individuos de nacionalidad americana en sus 
personas ó propiedades, es decir, 
* * . americanas, lo cual supone coincidencia 7 1 

de la "nao 7" f f * * " * J°8 P e ^ Í C Í 0 S * « 
Dará rnftl i a m e i ' Í C a n a ' Ú n Í C a <*ue aptftud 
pa a reclamarlos contra el gobierno mexicano. 

texto d e t r l n t e I Í g e n C Í a ' ^ q U S 8 6 P r e 8 t a d 0 P° r «í «1 texto de la Convención, tiene en su apoyo graves con 
sideraciones. Ninguna nación t o l e r a r a n ! sus 
pms ciudadanos hicieran valer contra ella la acc on de 

dad de'éste° N T ^ ' ™ l a " " y de éste. No hay razón alguna para que un sebera-
no considere como daños causadosá laspersonas ó n . 
tereses que tiene obligación de proteger, los que u 
fneron personas ó propiedades que'le eL entlZlt'e 
extrañas al tiempo de recibirlos. La conducta contr i 
n a que observó Napoleon I I I , reclamando com a g a 

1 2 1 * M l t \ f r a D C e S 1 0 3 Perjuicios de qut se 

es te no tenia la nacionalidad francesa, debe ser v ha 
- d o justamente condenada, y solo puede expl /arse 
por el empeño que el ex-emperador tenia de acumu a r 

pretextos para llevar á cabo su atentatoria « te rve -
cion en los negocios interiores de México. 

P E D I M E N T O . 

155. El gobierno mexicano, por medio de su agente 

a 



I-? P o r n o fundarse en un d e r e c h o perfecto, esto es, 
acompañado de la facultad de reclamar. 

2«? por haberse extinguido las misiones de la Al ta-
California. . , i »1 

8" Por no tener derecho alguno la Iglesia de la Al-
ta-California en su propio nombre, ni en representa, 
cion ajena, á las rentas nacionales destinadas en otio 

tiempo á las expresadas misiones. 
49 Porque esas rentas quedaron legítimamente con-

sagradas á las misiones subsistentes dentro _ del terri-
torio mexicano, con exclusión de cualesquiera otras 
corporaciones de nacionalidad no mexicana. 

59 Porque el gobierno de los Estados-Unidos de 
América, único que habria adquirido el derecho de re-
clamarlas, no puede ser oido por esta comision. 

60 Porque la reclamación habria tenido origen án-
tes del 2 de Febrero de 1848, y estaria fuera de la 
Convención de 1868. 

7° Porque la comision no puede admitir reclamacio-
nes mexicanas contra el gobierno mexicano. 

89 Finalmente, por todas las demás razones consig-
nadas en este alegato, y por las expuestas para que se 
desechara el presente caso, en la mocion hecha por el 
Hon. Mr. Cushing en 24 do Abril de 1871. 

Así lo espera el suscrito, de la rectitud é ilustración 
de los c o m i s i o n a d o s . — » « ^ Azpíroz. 

Z f 7 7 r U S P ° y l 0 S °hÍ"P0S de ^fomia, Jo. 
Zuna. AUmanyy S°GÍ0S> o™»« República Me-

p i f c É e s ^ T ^ f ° k R e i 5 Ú b H c a 

S c,ue s e f ' f f Q e S t a r e c I a m a c i ^ es análogo 

É f S í S S S S S É 

mmm 
que le c o á c t e l e « f i Z T T ^ T ^ 



I-? P o r n o fundarse en un d e r e c h o perfecto, esto es, 
acompañado de la facultad de reclamar. 

2«? por haberse extinguido las misiones de la Al ta-
California. . , i »1 

8" Por no tener derecho alguno la Iglesia de la Al-
ta-California en su propio nombre, ni en representa, 
cion ajena, á las rentas nacionales destinadas en otio 

tiempo á las expresadas misiones. 
49 Porque esas rentas quedaron legítimamente con-

sagradas á las misiones subsistentes dentro _ del terri-
torio mexicano, con exclusión de cualesquiera otras 
corporaciones de nacionalidad no mexicana. 

59 Porque el gobierno de los Estados-Unidos de 
América, único que habria adquirido el derecho de re-
clamarlas, no puede ser oido por esta comision. 

60 Porque la reclamación habria tenido origen án-
tes del 2 de Febrero de 1848, y estaria fuera de la 
Convención de 1868. 

7° Porque la comision no puede admitir reclamacio-
nes mexicanas contra el gobierno mexicano. 

89 Finalmente, por todas las demás razones consig-
nadas en este alegato, y por las expuestas para que se 
desechara el presente caso, en la mocion hecha por el 
Hon. Mr. Cushing en 2 4 do Abril de 1871. 

Así lo espera el suscrito, de la rectitud é ilustración 
de los c o m i s i o n a d o s . — » « ^ Azpíroz. 
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que le o o a e t C ^ e Z 2 2 I T T ^ T ^ 



impresa de ese documento, con BU traducción reB-

s e V e r , ^ ¡ ^ S É t 

flñ la Compañía de Jesús, las Hacas y ^ f 
, i , A r t o\ fipelara v garantiza que «dan a en cuestión (pág. á) declara ^ f u ndadas 

las misiones de la & Califor-

'é&s&zissm, 
dido á la donacion es « P a ^ X n t e s e funden en las 

• s e s B S g g s f c a 

S s f e r s s s s í s » 
" S * i £ » Í ' » • « • • T T » ? . : 

donados; y á la verdad eran depositarios en quienes 
los donantes teman ilimitada confianza, y á qu enes 
quisieron investir con los mas amplios p o d r e s Te 
ro es incontestable, que las misiones d í c S f S 
ya existentes ó las que se fundasen en lo sucesivo 

fructo de la donacion, y por consiguiente derecho 
á lo beneficios y al goce de los fondos. CuatuTera 
cambio de los depositarios por muerte, disoluc on 

Z «6' P ° d r Í a a l t 6 r a r ¿ derecho al' 
beneficio de los cestuis que trust. Este es un px^nd 
pío de derecho universal y por consiguiente dPe W 
radez, y nunca se ha negado ni ñor • 
México r fuese ¿ A l . Z Z p ^ Z e Z 
al deposito respectivo. Al contrario c u L T l f 
roña española decretó la e x p u l s é ' 
y se apoderes de las propiedades del drden C o n o ' 
ci<5 expresamente el oarácter A* x -t l e c o n ° -
el .Fondo piadoso« y 
sitano, reemplazando á los primeros a g r i a d o s " 

ñ o l a e n M ^ e o . C^L^^Z^Z 
diente y soberano en su propio territorio, reempla-
z a Españaen las propiedades y e n el d e S t o 
y continuó igualmente administrándolos como " 
simple depositario. Estos li-cho* l 

te, me basta citar tan solo la memoria sobre l a T 
cienda pública contenida en las Pandectas Hisjmiw-" 



, v „ , O. wáa. 167 y siguientes) y o l a r f . Mexicanas ¿ m e x icano do 

1 % s e „ 0- del a ga ,vo l . 1832 y 33, p í g . 

1 1 « » í¡>. .«. fe estos docmn ¡ a ^ 

1 d f e d e r d f a r « ^ " f ' ^ f d e s p n e s de enu-

m 6 I a r y clasificar los dr o r e j e s ^ 
pública, los diTersos ¿ e r e c t o s i V 
L i oomo su to-riia en los 
m i t ida á la madre pa n a y la que «tu-
gastos del viremato, lega i una « ^ 
lada - r a m o s a g e n o g W en ' ^ a l g u n o . 

Respecto á" estot la explicación del t e s to 

« • ^ . « S f f l » M 8 I S T E 0 S M 

, T b n d o P«do B o de OaM,orara b*„o <cuy ̂  ^ 

^ i r c X r d t : X ; u L e d i c i ó n de SU es-

( 1 ) Lo que ee de otro. Dio. d. SUvfi. 

tado en Noviembre 6 de 1792; el montó total de los 
valores en existencias y en bienes raíces era 828,936 
pesos 8. 8. 

Sigue luego un balance de ingresos y egresos du-
rante los cinco años anteriores, que a r ro ja en faVor 
de los ingresos un saldo ds $ 8,477 3 rs. 0 gs.$ luego 
lee lo siguiente: -

"Este sobrante anual debe aplicarse d la fundación, 
de un colegio que sirva de descanso á los misioneros se-, 
gun la voluntad del citadlo marques. Se hallaban ya jun- \ 
tos $ 100,000; pero fué preciso invertirlos en varias \ 
obras de la hacienda de Arroyomrco." 

Que este reconocimiento por la corona, del ver-
. dadero carácter de ese fondo, no era simplemente 

un favor, debido á la piedad del monarca ó á su 
buena voluntad, sino un resultado de la aplicación 
del derecho español, y que era considerado como 

: tal derecho, puede probarse con el informe sobre ' 
el estado de las misiones de la Península, enviado 
por el padre Palou al padre guardian de los fran-
ciscanos, y contenido en los "documentos para l a ; 
his toria de México, 4a serie," vol. VI, Párs . 137— 
179, ya citados. 

Es te último documento tiene un valor part icular 
por su fecha y las circunstancias en que fué redac-
tado. La orden para la expulsión de los jesuítas de 
los dominios españoles no fué puesta en v i g o r e n 
Californias hasta Febrero de 1768. Las misiones 
quedaron desde entonces én poder de los francisca-
nos, quienes reemplazaron á los misioneros expul-
sos poco despues de su par t ida , y tan pronto como 
lo inopinado del suceso, la distancia de las misiones 



y las dificultades de la s i tuación lo permit ieron. No 
habiendo mediado arreglo alguno entre los jesuí tas 
y sus sucesores en las misiones, es tos no pudieron 
recibir informe alguno respecto de las misiones que 
se les babian encomendado, no encontraron archi-
vos ni correspondencias que pudieran suminis t rar-
les datos, y tuvieron que luchar con tales dificulta-
des du ran te cierto t iempo. 

Luego que los nuevos misioneros comenzaron á 
funcionar con algún orden, el p a d r e Rafae l Yerger , 
guardian 6 superior de los f ranciscanos, escribió al 
p a d r e Pa lou , pres idente de los misioneros una car-
ta , pidiéndole algunos informes minuciosos concer-
nientes á ellas, y l lamando la atención de su corres-
ponsal hacia diversos puntos de ín teres especial . 
(Documentos, &. supra, vol. VI , p . 136.) 

E s t a ca r ta aparece fecliada en 1? de J u n i o de 
1771. E n respuesta , el p a d r e Pa lou , con fecha 12 do 
Feb re ro de 1772, incluye un informe detal lado de 
las circunstancias de cada misión, y hace no ta r di-
versas necesidades comunes á todas; y despues de 
instar porque se le enviaran recursos, añade (p: 
175): todo esto puede hacerse «sin pedi r u n solo 
centavo al tesoro real , pues hay buenas fincas p a r a 
el objeto y que pertenecen en propiedad á estas misio-
nes. H e encontrado un documentó sin firma que da 
cuenta de dichos bienes, y del cual inserto á vd. co-
p i a po r lo que pudie re convenir: aunque sin cono-
cer todavía el or igen de este documento, tengo mo-
tivos p a r a a t r ibuir lo á los comisarios que estaban 
en el colegio de San Andrés , de esa ciudad, hácia el 
t iempo de la expulsión de los p a d r e s misioneros, y 

en ese colegio pueden encontrarse otros papeles que 
den mejores informes, pues ahí es taba ins ta lada la 
agencia general de las misiones.» 

Copia en seguida el pape l citado, que no tan solo 
carece de firma, sino que está aparentemente incom-
pleto, pero en el cual se encuentra un resumen de 
los recursos financieros de las misiones. Enumera 
las donaciones en dinero, que ascendían á $179,000, 
de los cuales $62,000 consti tuían lo que y a se hab iá 
real izado de la donacion hecha po r la duquesa de 
Gandía , en corroboracion de las aserciones de Cla-
vijero. También designa los fondos y efectos exis-
ten tes en la época de la expulsion, lo que se elevaba 
á un segundo total de $199,033, y una l is ta de prés-
tamos y crédi tos per tenecientes al fondo, es t imados 
on $12y,600. Y despues de resumir: 

Tota l de l i m o s n a s . . . . 179,000 0. 0. 
Total de existencias. . . 199,033 0. 1. 
Total de prés tamos . . . 26,600 0. 0. 

Total de totales. . $ 501633 0. 1. 

Cont inúa así: «Ademas de estos capi ta les existen 
las fincas de Ibarra (el adminis t rador) , que en los 
años ordinarios producen una renta de $20,000, l i-
bres de todo gasto y á los cuales deben añadi rse las 
ren tas de las haciendas de Arroyozarco> 

Comentando este documento el padre Pa lou llega 
á la conclusión de que cuando tuvo lugar la expul-



sion de los jesuítas, los bienes de las misiones con-
s is t ían solamente en. las y a mencionadas fincas de 
I b a r r a y de Arroyozarco (las pr imeras donaciones 
del marqués de Vil lapuente y las o t ras compra-
das con los fondos de las- misiones según refiere V e-
neo-as en su h i s to r i a (par te segunda, sec. I ) , y las 
«existencias» y «préstamos» y a señalados ascendien-
do estos úl t imos á '$ >25 633 0 . 1 , y añade: «ya verá 
vd. s i do estas grandes sumas y de las ren tas de di-
chas fincas no se podr ía asignarnos alguna cosa p a -
r a vest i r á estos pobres indios, no solo á los ya con-
vert idos, sino á los que todavía no lo es tán, y que 
viven al Norte de California hasta Monterey, pues asi 
pueden ser a t ra ídos á nues t ra san ta fé católica, co-
mo fué el objeto de los donadores.» 

P a r a r e fu ta r cualquiera duda que p u d i e r e susci-
ta rse sobre la ident idad de los fondos en cuestión 
con el Fondo piadoso do Cal i fornia , t an to como pa -
r a la ul ter ior dilucidación de la p rop iedad de sus 
beneficios, nos refer imos a\ documento t i tulado: ¿Re-
flexión sobre el Fondo P iadoso de las MMpntes »por 
el padre Pa lou , y que puede verse en la pág. o99de 
los documentos, vol. V I antes ci tado. 

E s t e documento no t iene fecha , pe ro es de toda 
evidencia que debe haber sido escri to poco despues 
del 19 de Ju l io de 1773, desde el cual comenta un 
informe de D . Fernando Mangino, d i rector del Fon-
do hác ia aquel la época. Compara el informe del d i -
rec tor con el documento ántes mencionado, y. que 
encontró en una de las misiones de California, y 
sugiere las explicaciones necesar ias p a r a hacer con-
cordar las di ferencias aparentes: termina así: 

«Con estas explicaciones me parece que el docu-
mento sin firma y el informe del d i rec tor están con-
cordes entre sí.» 

Algunas de l a s explicaciones p ropues t a s por el 
p a d r e Pa lou , indican que los empleados reales ha-
bían hecho uso del Fondo piadoso encontrado en 
las misiones p a r a pagar las t ropas , po r lo cual la 
corona se hab ía hecho deudora de esas cantidades. 
E l reconocimiento de esta deuda f u é p ron tamente 
rec lamado por los padres franciscanos, en posesion 
entónces 'de las misiones del A l t a -Ca l i fo ru ia . U n a 
«representación» del pres idente de las misiones, una 
répl ica del fiscal, un «informo del director general de 
tempora l idades y Fondo piadoso» y otros muchos 
documentos re fe ren tes al mismo objeto f u e r o n pre-
sentados á una «junta de guer ra y real hacienda,» 
reunida en México po r Bucareli , el virey, en Ju l io 
8 de 1773; el texto de su determinación consta en el 
mismo volumen ya citado, pp . 589 á 594. Anexo á él 
está el decreto vireinal de Ju l io 29 de 1773. Es tos 
documentos p rueban claramente que el Fondo p ia -
doso, el mismo de que venimos hablando, tuvo su 
pr incipal origen en las donaciones ele var ios indi-
viduos, confiadas á los jesuí tas y adminis t radas po r 
ellos, en las compras que se hicieron en Arroyozar -
co; y cuando p o r su expulsión pasaron á poder de 
la corona, fueron consideradas y adminis t radas co-
mo un depósito de bienes enteramente ajenos á la 
tesorer ía real , po r un empleado que se llamó «Di-
rec tor general de los Fondos piadosos de la Cal ifor-
nia» y que las misiones t an to en la Al ta como en la 
Ba ja -Ca l i fo rn ia , és tas encomendadas á los domíni-
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eos y las pr imeras á los f ranciscanos, fueron reco-
nocidas como usuf ruc tua r ias del depósi to. 

A este mismo efecto llamo la atención L ic ia el 
membrete del gran virey Revil lagigedo, enviado al 
duque de Alcudia en Abr i l 12 de 1783, de ta l lando 
los sucesos de Cal i fornia y del depar tamento de San 
Blas de 1768 á la fecba. U n a copia que Cárlos M. 
Bus tamante certifica h a b e r sacado él mismo de los 
originales de los archivos, puede encontrarse en su 
suplemento á los «Tressiglos de México durante el go-
bierno español,» de Cavo, &. (Yol. 3, pág. 112 e t seg.) 
E n el p á r r a f o 9 dice así: 

(Ojo á la pág . 11.) 

«Los pá r r a fos 10 y 11 p rueban claramente que el 
término «California» comprendía toda la Costa que 
E s p a ñ a l lamaba suya hácia el Nor t e (hasta los con-
fines de la América Septentr ional . ) 

«El 16°, que las misiones de San Diego y Monte-
rey fue ron establecidas, «sufriendo estos gas tos los 
F o n d o s piadosos que dejaron fincados.» 

«El 17?, que los gastos en los t r aba jos de la sal 
en San Blas (mucho t iempo ántes dest inados por la 
corona p a r a ayuda de las misiones y cuya adminis-
t rac ión era po r cuenta de las arcas reales) hab i an 
excedido de las ent radas , y sido cubier tas po r la te-
sorer ía , aunque el mismo F o n d o piadoso h a b i a con-
t r ibuido á erogarlos.» 

«En el p á r r a f o 200, el cuidado y preservación del 
Fondo piadoso, y de las Sal inas de Zapoti l lo, es tán 
designados como dos de los pun tos especialmente 

13'á 
recomendados «para que no se grave la-real hac ien-
da con la nueva atención de misiones de Cal i fornias 
y p a r a que el p roduc to l íquido dé las sales le ayude 
á sopor ta r los gastos del Depar tamento de marina,» 
ios pá r r a fos núms. 237 y siguientes insisten sobre es-
t a recomendación y explican lo que has ta entónces 
se hab ia hecho en el par t icular : discuten la p ropo-
sicion de vender los bienes ra íces del Fondo p iado-
do y sust i tuir los con otros, mencionando (párrafo 
238) especialmente las haciendas de I b a r r a y Ar ro -
yozarco ; en el p á r r a f o 2 Í5 se asegura que las fincas 
rús t icas del Fondo piadoso de las misiones de Ca-
l i forn ia es taban valuadas en $527,700, y que los ca-
pi ta les p res tados i r regularmente ascienden á . . . 
$188,500; en todo $711,500 que colocados á un Ínte-
res de 5 p o r ciento produci r ían $35,000, pagándose 
así cada año, poco mas de $22,000 como salarios de 
los misioneros y quedando un sobrante anual de do-
ce á t rece mil pesos p a r a continuar la fundación de 
nuevas misiones en la costa y suf ragar los gastos do 
viaje de los misioneros y los trasportes.» 

Así , pues, hemos descr i to ya his tór icamente ó 
identificado el Fondo p iadoso desde que comenzó 
con las donaciones car i ta t ivas recogidas por los pa -
dres Salvat ier ra y Ugar te , en 1697, según refiere 
'V enegas (vol. 2, pág. 12.) 

L o encontramos ya agraciado con la compra de 
bienes ra íces en 1716 (vol. 2, pág. 230) mencionán-
dose especialmente la hacienda de Arroyozarco. 
Mejorado po r las munificentes donaciones del mar-
ques de Yil lapuente y de la marquesa de Torres de 
Bada , en 1735, y mas t a rde por la de la duquesa do 

i 



Gandía, constituyendo todas un fondo para el sos-
tenimiento de la Iglesia en California y en benefi-
cio de los misioneros por todo el t iempo que con-
servasen este carácter como cuerpo religioso aun 
cuando sus t rabajos misionarios cesasen, porque 
las bondadosas intenciones de los donantes no fue-
ron limitadas por ninguna estrecha interpretación 
de la pa labra misiones. E l acta de donacion ex-
presó distintamente el sostenimiento y la dignidad 
del mito divino, como uno de sus principales ob-
jetos, y dispone que los fondos se continúen aplican-
do á sostener la Iglesia aun despues de la conversión 
de todála California á la fe católica prueba que desde 
entónces se liabia tenido ya en cuenta la idea de 
que los trabajos de carácter estrictamente misiona-
rio podrían cesar. 

Hemos mostrado, cómo sus depositarios primit i-
vos fueron despojados del fondo asumiendo la coro-
na su administración en 1768; y cómo fué reconoci-
do el depósito y administradas las propiedades pol-
la corona como bienes en depósito, bas ta la inde-
pendencia de México; reemplazóla entónces en su 
administración México bas ta el año de 1836 en que 
pasó á manos del obispo recientemente electo de la 
diócesis; reasumida por el gobierno en 1842, en es-
te mismo año todas sus propiedades fueron vendi-
das y capitalizadas por el soberano depositario, 
que se comprometió á pagar perpetuamente un ín-
teres anual de 6 por ciento sobre diebo capital, de 
manera que México reconocía expresamente el de-
pósito basta que California se separó de su domi-
nio. Insistimos en que este depósito no h a sido 

nunca destituido ni denegado, y exigimos de México 
que cumpla con su compromiso. 

E l proyecto de vender los bienes raíces é invertir 
sus productos en otro giro, no era nuevo en 1842. 
El membrete de Kevillagigedo ya citado, expresa que 
desde el tiempo en que los empleados reales toma-
ron posesion de los bienes, comenzó su dilapidación. 

E r a obvio que los bienes raíces productivos no 
podrían estar encomendados á oficiales de hacien-
da: la venta y la inversión de los fondos habia sido 
propuesta ya en 1790 (página 237) y de nuevo en 
1793; una venta parcial en que entró la hacienda de 
Arroyozarco fué verificada á principios de este si-
glo y varias veces estuvo á punto de tomarse la 
misma disposición respecto á las demás propieda-
des, hasta que fué efectivamente practicada por el 
gobierno de Santa-Anna en 1812. 

. P e r o n i e n l o s Proyectos de venta del siglo ante-
rior, ni en los que se hicieron en el presente hubo 
uno solo que propusiera confiscar los bienes, ó dis-
t raer sus productos de los objetos ó empleos á que 
los habían destinado los donantes. Al contrario las 
proposiciones de venta discutidas en el membrete 
de Kevillagigedo, están todas basadas en la idea 
de que los empleados del gobierno no son los mas 
ídoneos para administrar bienes como los del Fon-
do piadoso, que necesitaban el celo de un propieta-
r i o ; ^ con la mira de evitar los peculados y dilapi-
daciones, casi siempre inseparables del manejo de 
tales propiedades por empleados del gobierno pro-
puso vender los bienes raices, ó invertir todo el 
fondo en capitales colocados á ínteres, 
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capital recibido por cuenta del fondo, <5 po i 
t a 'de sus propiedades. d i s c n s i 0 n , añadiré 

I r a s inéditas, y que m n g u n a ^ nx J P 
ellos, se 
S ° W e r r T o W n s L t i f o que nunca se ha de-
S t — de México, bas ta la p . e -

« en consideración la 

T J l o místico, se 
^ o t d e ' l o s obispos y el clero, ademas del cuer-

po laico que obedece á su gobierno bajo la potes-
tad de la Sede Romana. 

E n todos los países donde hay establecida una re-
ligión , es considerada como corporacion. En los Es -
tados-Unidos, la absoluta independencia que hay 
entre la religión y el Estado, ha sido causa de que 
este ignore la existencia de aquella como corpora-
cion, porque el Estado, no teniendo comunicaciones 
oficiales con ella, no puede conocer sus doctrinas, 
disciplina, ni organización. Pero las leyes han pres-
crito, en todos los Estados, á mi juicio", que el cuer-
po de creyentes de cualquiera religión pueda orga-
nizarse como mas conveniente crea. Una congrega-
ción particular, ó las autoridades constituidas de 
todo cuerpo religioso, pueden reunirse en cualquie-
ra pa r t e de los Estados-Unidos, como mejor con-
venga á las reglas de su disciplina especial. En Ca-
lifornia las congregaciones part iculares ó las socie-
dades religiosas pueden hacer lo mismo y cuando 
las leyes propias, á que están sujetas, autoricen á sus 
empleados ú oficiales á manejar determinados bie-
nes, estos empleados constituyen por sí solos una 
corporacion. 

Constituyendo, pues, los obispos de California una 
corporacion, se hallan en el mismo caso que los mi-
nistros de la Iglesia anglicana en Inglaterra , ó los 
ministros diáconos, &c., de la D. R. Iglesia en Ho-
landa, &c. Resulta de aquí que gozando de los bie-
nes de sus respectivas Iglesias, representan también 
al cuerpo místico del cual son autoridades. 
_ E 1 derecho canónico, que hace ley en la Igle-

sia (y es par te de la ley en España y en México) 



concede al ordinario obispo de cada diócesis la pro-
piedad y administración en depósito de todas las 
propiedades eclesiásticas pertenecientes á l a dióce-
sis que gobierna, exceptuando las que ya pertene-
cen á determinadas corporaciones ú órdenes reli-
giosas. Al ser expulsados los jesuitas de España, 
la administración de los bienes que tenian en depó-
sito pasaba naturalmente á los obispos de las di-
versas diócesis, prescindiendo la corona de encar-
garse de ellas, medida que se juzgó necesaria duran-
te algún t iempo por la-extensión y la variedad de 
las propiedades que tan repentinamente quedaban 
vacantes, la unidad de la corporacion expulsada y 
la diversidad de objetos que estaban á su cargo. 
Pero conforme á la ley española ó mexicana, y mas 
aún á la de todo código civilizado, los obispos se-
guian siendo autor idad legitima para pretender á la 
administración de esos bienes ó pedir la aplicación 
de los fondos á estos eclesiásticos (1). 

E n vista de estas consideraciones, los obispos de 
la Iglesia, aunque no formasen cuerpo, son las per-
sonas aptas para pedir conforme á sus atribuciones, 
y ante un tr ibunal internacional, que México cum-
pla con los deberes que se impuso en el decreto de 
1842. E l cuerpo laico es demasiado numeroso para 

[1], En una obra titulada la República Mexicana en 1840, 6 
sea directorio general de los Supremos Poderes y las principales 
autoridades, corporaciones y oficinas de la naoion, que tiene se-
gún parece un carácter oficial, impresa en México en 1815, en-
cuentro en la subdivisión «Parte eclesiástica,» pág. 16, una breve 
noticia del Fondo Piadosa de la cual son un extracto los pasajes 
siguientes: (ojo á la pág. 18). 

presentarse ante el tribunal; basta que comparezcan 
los peticionarios en nombre da todos para evitar 
que sea denegada la justicia. ¿Quién tan idóneo co-
mo los obispos, ó las principales autoridades ecle-
siásticas bajo cuyo gobierno está ese cuerpo, y cu-
yo especial deber es velar por la aplicación de esos 
fondos? 

Los reclaman con el carácter de depositarios na-
turales, aún independientemente de su derecho pa-
ra administrarlos y manejarlos cuando estén reco-
brados. Los tribunales equitativos lian reconocido 
siempre este principio y los tribunales internacio-
nales no pueden ménos que acatarlo. 

- i e s t a b l e c i m i e n t o s de las misiones subsistie-
ron aun , COK»« la l ey d e secu la r i zac ión , n o 
podr-a oab&i L en que el presidente de las mi-

- u p e d i r l a devolución de este 
depósito. Jua. xCj cularizacion dispuso que las 
misiones se convirtiesen en pueblos y susti tuyó al 
clero regular (franciscanos en la Alta y dominicos 
en la Baja-Cal i fornia) , con el secular que hizo 
cargo de ellas. Estando las órdenes regulares de la 
Iglesia bajo el gobierno de sus respectivos superio-
res, en tanto que el clero secular está bajo el de los 
obispos de la Iglesia, un cambio como el antedicho, 
sobre todo en provincias tan remotas, implicaba 
necesariamente la creación de un obispado, y el 
traspaso correspondiente de. las temporalidades per-
tenecientes al cuerpo general en favor del obispo. 
Así es que encontramos en la ley que autorizó la 
creación de la nueva diócesis de California (proce-
dimiento que requería la aquiescencia de la Santa 



Sede y del gobierno mexicano), un precepto que 
atribuye expresamente al nuevo obispo la adminis-
tración del Fondo piadoso. ATo se especifica ahí el 
objeto á que serán aplicados sus productos—ya estaban 
determinados por las cláusulas del depósito, decla-
radas por los fundadores al crearlo, y ningún poder 
en México podia intervenir legalmente en este asun-
to; pero como la aplicación de las rentas á objetos 
eclesiásticos, concernía necesariamente al obispo, es 
lógico.deducir que él era el depositario. 

Sin duda la entrega de este depósito y la seguri-
dad que existia que seria honradamente administra-
do fué una de las consideraciones que tuvo en cuen-
ta la Santa Sede, y podemos con toda seguridad 
creer que el asentimiento del P a p a á 
cesis, cuando fué invitado á ello, constíteyé-a» con-
t ra to entre México y él, como padre de todos los fie-
les, y en virtud del cual la Iglesia de California ad-
quirió todos los atributos de la inviolabilidad. Esta 
consideración fué presentada por el obispo Diego 
al gobernó mexicano en una de sus protestas con-
f ia la ley; pero nos abstenemos de discutirla aquí 
porque esto nos llevaría fuera 'de nuestro propósito 
y alargaría innecesariamente este alegato. Eecorda-
mos sin embargo que México tenia el incontestable 
derecho de suspender al obispo comó depositario y 
asumir él mismo este carácter, y no fué otra cosa lo 
que hizo el decreto de Febrero de 1842. 

Pero este decreto no afectó ni podia afectar en 
nada al objeto á que estaba destinado el «Fondo pia-
doso,» objeto que ni las mismas autoridades ecle-
siásticas podían desvirtuar, y que era el sostenimien-
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intereses del «Fondo piadoso,» eran pagaderas al 
obispo, en representación d é l a Iglesia de su dióce-
sis. Un pago en dinero por cuenta de una reclama-
ción, implica una responsabilidad por su total, bt 
ese pago se hizo á un individuo, á su demanda, y 
especialmente si esto tuvo l u g a r en v a n a s ocasio-
nes, es admitir su derecho á esa demanda, y ese de-
recho no puede negarse en presencia de este t r ibu-
nal P a r a poner en evidencia que dichas órdenes de 
pago en favor del obispo, implicaban un reconoci-
miento de su derecho, insertamos á continuación un 
specimen de esos documentos: 

(Ojo á la página 21.) 

Así pues, el caso presentado en este alegato es el 
siguiente: poseyendo México el «Fondo piadoso» de 
California bajo depósito y p a r a uso y beneficio 
de la Iglesia católica de California; siendo al mismo 
tiempo soberano y depositario, y teniendo asi pleno 
poder sobre el fondo depositado, y exento de ser lle-
vado ante los tribunales, determina formalmente 
apropiarse todos los bienes y propiedades en pro-
vecho suyo, sustituyéndolos con la obligación de 
pagar , de ahí en adelante, nn Ínteres anual de seis 
por ciento sobre ese capital. E s al mismo tiempo 
comprador y vendedor, fija el precio y tasa el ínte-
res sin consultar al depositario «cestui que trust.» 
Es te no tiene poder pa ra resist irse á ese procedi-
miento, todo lo que puede hacer es pedir el cumpli-
miento de la promesa que, sin su consentimiento, 
ha reemplazado á sus propiedades reales y efecti-

vas. Sus principales representantes, reconocidos uná 
y otra vez por México, comparecen aquí solicitando 
que se cumpla la obligación susodicha; si ellos no son 
idóneos para hacerlo, no es fácil saber quiénes lo 
sean. 

E n el caso análogo de los fondos de las misiones -
de i<iliPmaS, citado en nuestro memorial y tomado 
del derecho internacional mexicano, el presidente 
cío las misiones fué considerado por México y Es -
pana como la persona apta pa ra reclamar y recibir 
las sumas; y como el derecho civil y canónico pre-
valecía en ambos países, y debe haber sido conoci-
do por ambos negociadores, la analogía resulta con-
cluyante en contra de México. Los obispos de la 
Iglesia guardan la misma posicion que el refer ido 
presidente de las misiones. 

Encontramos otro precedente en el decreto del 
Congreso de los Estados-Unidos, para arreglar y 
decidir las reclamaciones sobre terrenos particula-
res en California (de 4 de Marzo de 1851.) Confor-
me á este decreto todas las reclamaciones sobre pro-
piedad de esas t ierras debían ser presentadas y de-
cididas por un tribunal de comisionados especiales 
y si resultaban válidas, debían ser confirmadas y 
concederseles la respectiva patente. L a Iglesia t'e-
nia desde ántes del t ra tado de Querétaro, t í tulos á 
la propiedad de ciertas t ierras. Algunas de ellas 
estaban bajo la garantía del finado obispo Die*o y 
destinadas al sosten de un seminario; otras, al de 
una m i s l o n par t icular anexo á su respectiva Igle-
sia; y en la mayor par te de los casos estaban ocu-

P 0 r l o s l i o n e r o s y consagradas á usos p i a . 



¿osos con anuencia del an ter ior gobierno. E n esa 
p rop iedad fué confirmado el entóneos obispo católi-
co romano de Monterey (como sucesor del obispo 
Die^o) y lo mismo sus sucesores, como un depósi-
to p a r a subvenir á los di ferentes obje tos p iadosos 
á que estaba dest inado; y están a h o r a en fsu poder 
ba jo la pa ten te concedida po r los Estados-XJmdos. 
L o s siguientes extractos están tomados de la opi-
nión de los comisionados que o to rgaron la confir-
mación. 

Caso núm 609. 

E l pet ic ionar io es el obispo católico romano .de 
la diócesis de Monterey , que comprende el E s t a d o 
de California, y con ta l carácter y en . representa-
ción de la Iglesia católica y el pueblo de Cal ifor-
nia , p resenta la siguiente reclamación. Su derecho, 
como obispo, de manejar las p rop iedades per tene-
cientes á la Iglesia , ó consagradas a su uso, esta ba-
sado en las leyes españolas, mexicanas y canónicas, 
en los Es t a tu to s del Sínodo Nacional que se r eúne 
per iódicamente en Ba l t imore y del cual es p a r t e 
const i tuyente esta diócesis; y ba jo la expresa auto-
r ización y en v i r tud de las instrucciones de la Con-
vención Diocesana de los obispos y clero de Cali-
fornia , que le comisionaron p a r a presentar esta re-
clamación en beneficio de dicho pueblo e Iglesia . 
E l pet ic ionario h a presentado también var ios docu-
mentos que demuest ran que en v i r tud de la ley del 
E s t a d o do Cal ifornia , de Abri l 22 de 1850 re fo rma-
d a en Mayo 4 de 1852, él mismo es considerado co-
mo ima corporacion con el nombre y t í tu lo de «Obis-

po de Monterey,» pa ra la adminis t ración de las tem-
pora l idades de dicha Iglesia , y el manejo de sus bie-
nes y propiedades.» 
* * * * * * * 

«Estas decisiones servirán p a r a recapi tu la r los 
pr inc ip ios consignados en todos los l ibros en que so 
discute^ el derecho á las propiedades que t ienen 
un dest ino especial . E n este caso t ienen un v a l o r 
excepcional, po rque definen los pr incipios y hacen 
la aplicación correspondiente á los hechos en cues-
t ión, conforme á las leyes españolas y mexicanas. 
E l l a s muest ran que ahí, t an to como aquí , ba jo nues-
t r a s leyes, el usuf ructo de la propiedad pertenecía á la 
Iglesia, aunque él simple tíhdo de posesion perteneciese 
al Estado; y que la dedicación de ese usufructo consti-
tuía un derecho á la propiedad que no fué nunca violado 
por el soberano anterior, y que ni las conquistas, ni la-s 
revoluciones, ni las cesiones pueden destruir.» 

«La p rop iedad eclesiástica estaba, pues , confor-
me ,á la ley civil, conocida como una clase de p r o -
piedad de nomenclatura legal, gobernada po r reglas 
no apl icables á otros bienes y dest inadas á p ro te -
ger y pe rpe tua r su uso en beneficio del Es tado . 

«Por las leyes de E s p a ñ a tanto como por el dere-
gho canónico que e ra reconocido en todos los domi-
nios españoles, la p rop iedad eclesiástica fué consi-

• de rada como dividida en dos clases: la primera com-
prend ía los bienes l lamados habi tua lmeníe «sagra-
dos,» y que es taban de una manera formal consagra-
dos á Dios, y dest inados á ser ins t rumentos del cul-
to divino. Tales e ran los edificios de las iglesias, 
los cementerios, los vasos sagrados del a l tar , las 



vestiduras, &c. La segunda se componía de propie-
dades de todas clases, que eran poseidas por la Igle-
sia (5 por los ministros que oficiaban en el al tar por 
algún tí tulo temporal y que estaban dedicados al sos-
tenimiento del culto divino y á la manutención délos 
ministros de ese culto. Es tas no son como las pr ime-
ras , consagradas directamente á los objetos divinos; 
pero desde que sirven para? sosten del clero y ser-
vicio de los templos, son consideradas indirecta-
mente como pertenecientes al culto de Dios y pol-
lo mismo da derecho divino. 

E n esta clase estaban incluidas las t ierras ocu-
padas pa ra residencia de los sacerdotes y otros 
edificios necesarios á sus intereses, los jardines y 
los corrales que proveían á los gastos de mesa ó á 
cualquiera de los usos sacramentales de la Iglesia , 
y aquellas cuyas rentas servían á su sostenimiento. 

L a s propiedades que pertenecen á la clase ecle-
siástica solo pueden ser enajenadas en virtud de 
ciertas necesidades, y conforme á los procedimien-
tos prescri tos por el derecho canónico. Esas pro-
piedades eran tenidas como fuera del dominio y tra-
fico de los hombres; en el expresivo lenguaje del de-
recho civil, estaban «fuera del comercio.» Cada igle-
sia debia tener, según su organización, algún capi-
tal pa ra sostenerse, y las propiedades que largo 
t iempo hubiesen estado consagradas á ese uso, eran 
consideradas, si no existia ningún otro t í tulo, como 
adquiridas por donacion ú obsequio; y las propie-
dades debidas al t rabajo de las personas consagra-
das al servicio de la religión, se convertían en pro-
piedades eclesiásticas.—Ferrari Biblio. verb. abhena-

re. I . Sala Mexicano, 2 2 6 , 1 Febrero Mexicano, 267. 
Eseriche, verb. Bienes eclesiásticos. 
* * * * * * * 

Todos los establecimientos de las misiones eran 
totalmente diferentes de la organización eclesiásti-
ca ordinaria de la nación. En ellos la superinten-
dencia y la dirección estaban encomendadas á clé-
rigos que se destinaban al t rabajo especial de las 
misiones y no al clero ordinario. Los f ra i les del co-
legio de San Fernando en Zacatecas, á cuyo cargo 
estaban, fueron reemplazados por el clero secular 
de la Iglesia nacional; los campos de las misiones 
constituyeron una diócesis; el presidente de las mi-
siones cedió el lugar á un obispo; las iglesias de las 
misione« se convirtieron en curatos, y los fieles ave-
cindados en cada parroquia fueron los feligreses del 
cura. 

Resulta de aquí, que si en un principio los esta-
blecimientos misionarios tenían un carácter tempo-
ral, las iglesias establecidas por los misionroes en di-
versos lugares eran consideradas como una funda-
ción á perpetuidad. Esto se consideraba así no tan 
solo por los eclesiásticos sino por los decretos reales 
y por los actos de las autoridades públicas, con cu-
yo apoyo y sanción contaban. Donde habia anexas 
á las misiones t ierras que se habían apropiado y 
usaban los clérigos para objetos evidentemente re-
lacionados con la Iglesia, como los que se conside-
r a n indispensables al servicio de una parroquia, pa-
ra comodidad y manutención del ministro del culto, 
jamas se suscitaba ninguna cuestión de «dedicación» 
d esde el momento que se reconocía su conexion con 



los establecimientos de las misiones. Y si las circuns-
tancias concernientes á las misiones y al uso de esas 
propiedades eran suficientes pa ra que el gobierno 

* respetase su objeto y por actos expresos ó táci tos 
consentía en considerarlos efectivamente como pro-
piedades eclesiásticas, el obispo adquiría derecho a 
admininistr arlas. ., „ 
* * * * * * * * 

«Tal era el estado de las cosas cuando la diócesis 
de California fué establecida, y Francisco García 
Diego, el último presidente de las misiones fue con-
sagrado obispo el 4 de Octubre d é 1840. Comenzo 
á desempeñar los deberes de su ministerio con la 
autorización expresa del gobierno pa ra que los sa-
cerdotes misioneros que se bailasen en las misiones 
continuasen en sus respectivos pixestos con el carác-
te r de curas párrocos. Desde entonces cualquiera 
que baya sido el e s t a d o anterior dé las misiones, de-
ben considerarse como definitivamente susti tuidas 
por el obispo y su clero secular, ó lo que es lo mis-
mo, los antiguos sacerdotes misioneros revestidos 
de este nuevo carácter en las misiones organizadas 

ya en parroquias . * * * * * 
* * * * * * 

«Estas pruebas reunidas nos llevan irresistible-
mente á la conclusion: que ántes del t ra tado de Gua-
dalupe Hidalgo, dichas posesiones fueron solemne-
mente dedicadas al uso de la Iglesia, y las propie-
dades fueron separadas de todo comercio. Esos in-
tereses, por consiguiente, están protegidos por las 

prescripciones del t ra tado, y deben permanecer in-
violables ba jo nuestras leyes.» 

«Se expedirá, pues, en este caso, el respectivo de-
creto de confirmación.» 

E s t a determinación no fué dictada solamente pol-
los instruidos y eminentes jueces que constituían 
aquella comisión. E l i lustre abogado que represen-
ta á México ante este tr ibunal, ocupaba entonces el 
puesto de at torney general de los Estados-Unidos. 
Conforme á la ley en cuestión, todas las determina-
ciones de los comisionados contra los Estados-Uni-
dos eran apelables ante la justicia federal; pero el 
at torney general tenia el derecho de desechar esas 
apelaciones cuando no las considerase bien funda-
das. La apelación respectiva le fué presentada- y 
uno de los actos que demuestran su imparcial idad 
judicial en aquel alto empleo fué, el haber desecha-
do la apelación en el caso ya citado. 

Los edificios, mejoras, &c., que se reclamaban j u n -
tamente con las t ierras de la Iglesia en California 
eran obra de las misiones y habían sido costeadas 
por el í ondo piadaso. Del mismo modo los viñedos 
sementeras, jardines, &c, en cuya posesion se ha-
bía confirmado al obispo, pertenecían al mismo Fon-
do. Si Las propiedades habían sido reclamadas por 
el obispo, ¿por qué no habia de serlo también lo que 
habían producido? 

Con objeto de reforzar este argumento, aprove-
cho la ocasion de repet ir in extenso la analogía que 
este caso tiene con el del Fondo de Jas misiones do 
Filipinas, ya. citado en nuestro memorial. E n su ca-
rácter general y en los objetos á que estaba consa-
grado era semejante al Fondo piadoso de las Cali-

. fornias. Sus rentas habían sido periódicamente ra-



mitidas á las autoridades eclesiásticas de dichas is-
las hasta que México se segregó de los dominios es-

P apÍcoS 'despues de la declaración de independencia, 
las propiedades de ese Fondo fueron confiscadas y 
embargadas por el gobierno mexicano (1) y las re-
mesas fueron suspendidas. E s t e embargo fue des-
pués levantado; pero dos haciendas habían sido ya 
vendidas por México; de manera que su valor, mas 
una indemnización por las rentas ya cobradas que 
se adeudaban aún á las misiones de Fi l ipinas, fue ob-
jeto de varias representaciones diplomáticas de Es-
paña á México, despues del reconocimiento de la in-
dependencia. (2) Es t a s negociaciones terminaron 
en la Convención de Noviembre 7 de 1844, en vir-
t ud de la cual la República Mexicana se comprome-
tió á pagar al presidente de las misiones de Fi l ipi-
nas la suma de $115,000 por valor de dichas propie-
dades, y $30,000 de indemnización; el total , $145,000, 
debia 'ganar un Ínteres de seis por ciento anual has -
t a que se cubriera por completo, debiendo pagarse 
de varias rentas par t iculares que fueron especial-
mente señaladas pa ra tal objeto. 

E l texto del t ra tado puede encontrarse en la «Co-
lección de t ra tados con las naciones extranjeras, le-
yes, decretos y órdenes que forman el derecho in-

(1) Orden de Julio 4 de 1822.~-Coleccion de órdenes y decre-
tos de la Soberana Jun ta Provisional Gubernativa y Soberanos 
Congresos generales, &o., Yol. II , p. 53 . -M6xico , 1829. 

(2) Id . ib. , Junio 19 de 1823, p. 185, id. ib., Noviembre 27 de 

1823, vol. 3, p. 5. 

ternacional mexicano,)) publicada en México en 1854 • 
pág. 516. 

I I I . E n cuanto al argumento de que los obispos 
de California son corporaciones locales y que pol-
lo mismo no pueden reclamar propiepades ó dere-
chos fuera de sus respectivas diócesis, no puedo ad-
mitirlo. Todas las corporaciones son locales en un 
mismo sentido, á saber: que tienen alguna residen-
cia local y derivan sus poderes de alguna ley local; 
pero una puede poseer propiedades y sostener liti-
gios fuera del terr i tor io en que se halla establecida. 
El banco de Inglaterra , sin duda tiene propiedades, 
derechos y créditos en México, lo mismo que ot ras 
muchas corporaciones americanas. Las propiedades 
y los derechos de esos cuerpos se hallan protegidos 
por el derecho y los t ra tados internacionales tanto 
como los de los individuos. 

Si alguna distinción hay que hacer i este respec-
to, entre las corporaciones establecidas para t raba-
jar, y las otras, yo no lo sé. Pe ro ciertamente, si 
bienes pertenecientes á una catedral inglesa estuvie-
sen iibicados en los Estados-Unidos, el obispo de di-
cha iglesia, ó la autoridad diocesana encargada de 
administrar esos bienes, podría hacer reconocer sus 
derechos ante cualquier tr ibunal competente de 
nuestro país, lo mismo que un soberano extranjero 
puede litigar ante un tribunal inglés ó americano 
Tampoco resulta ninguna dificultad de la constitu-
ción del Es tado de California, que autoriza la for-
mación de corporaciones religiosas; porque ese es-
ta tu to no restringe los derechos de la corporacion ' 
una vez formada, para poseer bienes; sino que sim-



plómente señala los casos en que tiene que sujetar 
sus derechos de propiedad á ciertas leyes generales. 

Ademas, esta no es cuestión de leyes sobre cor-
poraciones, ni depende de la extensión del poder 
de una corporacion conforme á la ley del Estado 
que ía crea ó permite su creación. L a queja se for-
mula en nombre de la Iglesia católica de California, 
cuyo cuerpo representan ante este tr ibunal , ya es-
tén incorporados ó no, los obispos de la Iglesia co-
mo sus autoridades legítimamente constituidas. A 
menos que no deba ser la Iglesia de California la 
usufructuar ia del depósito en litigio, es competente 
para reclamar su devolución; y los obispos como 
autoridades constituidas de la Iglesia, ya estén ó no 
incorporados, son las personas aptas para compa-
recer y reclamar en su nombre. 

E n apoyo de estas proposiciones, á saber: que la 
Iglesia era considerada por las leyes españolas y 
mexicanas como un cuerpo constituido, capaz de 
adquirir y de t rasmit i r propiedades; que estaba go-
bernada por el derecho canónico, que consiste en 
las constituciones papales, cánones y decretos de 
los concilios generales con las cláusulas anexas y los 
decretos de los concilios provinciales de cada país; 
f ^ u e este derecho hacia pa r t e del derecho español 
y mexicano, puede recrarrir.se á las autor idades si-
guientes, ademas de las que ya se ci taron en el fa-
llo de los Comisionados de t ierras de los Es t ados -
Unidos: 

Nov. Eecop. Lib . I , tit . 8o, Leyes 5, G y 10. 
Ib . ib., tit . I X . 
Leyes de Indias , lib. 1, tit, 6o, ley 49. 
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Id . id., t i t . Y I I I . j)Císsi')n. 
Sala Méxicano, vol. I , Estudio cuarta ,passim, y es-

pecialmente los capítulos 3 y 4, págs. 175 y 214. 
_ Q u e c a d a obispo en su diócesis representa la Igle-

sia y está encargado del gobierno de dicha diócesis 
y de sus temporalidades, lo dicen: 

Los decretos del Concilio de Trento, secss. 22 
caps. 8 y 9. 

Los decretos del Concilio Mexicano de 1585, lib 
I I I , t í t . 8. 

E n los Estados-Unidos, se halla especialmente 
mandado lo mismo conforme á los decretos del sí-
nodo nacional de Baltimore, que podemos citar: 

Tit . IY. De bonia ecclesiastids. 
IY. Otro argumento alegado en favor de la Re-

pública Mexicana es «que los perjuicios reclamados 
en este caso fueron anteriores al t ra tado de Guada-
lupe Hidalgo en 1848 y por lo mismo no cabe den-
t r o de la jurisdicción de este tribunal. Se dice ade-
mas que esta reclamación era tan completa y moti-
vada en 1848 como hoy mismo. Debia ser presentada 
pues, á la oficina de los comisionados americanos 
según aquel tratado, y la actual comision no puede 
conocer de reclamaciones que hayan sido presenta-
das á otra.» 

Es te argumento es sin duda el verdadero y como 
tal lo acepto. Si la reclamación ha sido presentada 
á la comision americana creada en vir tud del t ra ta -
do de Guadalupe Hidalgo, no debe ser juzgada aquí. 
Pero por lo mismo debe ser también verdad que si 
nuestra queja no fué presentable á aquella comision, 
queda dentro de la jurisdicción de la actual. Que 



pertenece á la úl t ima categoría se prueba con los 
hechos históricos que precedieron al t ra tado de 
Guadalupe Hidalgo, el objeto de este y su lenguaje 
mismo. 

Antes que estal lara la guerra entre México y los 
Estados-Unidos habían estado en vigor dos conven-
ciones celebradas entre ambas pa ra el arreglo de las 
reclamaciones privadas; la pr imera de fecha Abri l 
11 de 1839 y la otra de Enero 30 de 1843. P o r la 
pr imera se convino en organizar una comision que 
resolviese las reclamaciones de ciudadanos ameri-
canos contra México, y la manera de pagar las una 
vez juzgadas. L a comision se reunió, tuvo sus se-
siones en la ciudad de Washington y terminó en Fe-
brero ó Marzo de 1842 después de fallar contra Mé-
xico por valor de $ 2.000,000. Ademas de esto que-
daron pendientes ante ella diez y ocho reclamaciones 
á las cuales el comisionado americano hab ia conce-
dido cerca de un millón de pesos mas; el comisio-
nado mexicano no les habia concedido nada. Es tos 
casos no fueron decididos por el árbi tro barón 
Roene, por fa l ta de tiempo; por el mismo motivo no 
pudieron ser fallados por la comision otros siete 
casos. (1) 

L a buena fé de México quedó solemnemente em-
peñada para decidir oportunamente todas esas re-
clamaciones; y en cuanto á los fallos en su contra el 
gobierno mexicano tuvo opcion á pagarlos al contado 

[1 ] Pava estas afirmaciones me lia guiado la autoridad de Waddy 
Thompson en su «Recollections of México,» cap. 24.^Pueden sin 
duda encontrarse detalles mas completos en los documentos públi-
cos archivados en Washington. 

ó en vales del tesoro por cuenta de derechos aduana-
les. L a Convención de Enero de 1843 solo sirvió para 
prorogar los plazos y arreglar un cambio en la ma-
nera de pagar las reclamaciones ya falladas, com-
prometiéndose los dos gobiernos á celebrar una 
nueva Convención para el arreglo de todas las recla-
maciones pendientes de cada lado. Es t a pfémesa 
fue cumplida por otra Convención negociada en No-
viembre 20 de 1843 que sin embargo no fué ratifica-
da por el senado de los Es tados-Unidos y no llegó 
a tener efecto. Poster iores negociaciones fueron in-
terrumpidas por la actitud hostil de ambos gobier-
nos y finalmente por la guerra. Cuando la guerra 
terminó por el t ra tado de Guadalupe Hidalgo todas 
las reclamaciones, tanto las ya falladas como las 
que estaban pendientes, fueron consideradas en el 
t ra tado de paz. 

Recordando bien estos hechos históricos, convie-
ne inquir ir de qué reclamaciones quedó relevado 
México en virtud de aquel t ra tado y cuáles recla-
maciones quedaron los Es tados-Unidos obligados 
a pagar , para cuyo objeto fué creada la referida co-
mision. 

P o r el artículo 13 los Estados-Unidos se obliga-
ron á pagar todas las sumas debidas por México por 
reclamaciones ya falladas, y México quedó ya rele-
vado de ellas; en esto no puede caber mas que una 
interpretación. 

P o r el artículo 14 México fué relevado de todas 
las reclamaciones de ciudadanos de los Es t ados -
Unidos que no hubieran sido falladas hasta entonces y 
hubiesen sido ocasionadas anteriormente á la fecha 



del t r a t ado (Febrero 2 de 1848) cualquiera que fuese 
su impor t e y y a fuesen ó no acep tadas po r la comision 
que debia crearse; y po r el ar t ículo 15 los E s t a d o s -
Unidos se obligaron á sa t is facer todas las reclama-
ciones de que México bab ia sido relovado por el an-
ter ior ar t ículo bas ta una cant idad que no excediese 
de ^f .250,000. L a validez de es tas reclamaciones 
debia ser discut ida po r una comision especial que 
las decidir ía conforme á cier tas reglas convenidas. 
A mi juicio al leer estos ar t ículos del t r a t a d o uno 
despues de otro, México relevado de pagar y los 
Es t ados -Un idos asumiendo la deuda, son cosas que 
se completan mutuamente . México solo quedaba re-
levado de aquello que los E s t a d o s - U n i d o s se obli-
gaban á pagar , el l ímite de responsabi l idad po r su 
pa r t e , tenia, según me parece, po r obje to pro teger 
á los E s t a d o s - U n i d o s contra aquel las demandas que 
los in teresados hab ían perdido el derecho de pre-
sentar contra México po r no haber las hecho valer 
opor tunamente conforme á las precedentes conven-
ciones. L a s pa labras que no hubiesen sido falladas 
hasta entonces parecen dar á entender cier tas recla-
maciones conocidas, fa l ladas y a ó pendientes; y y a 
hemos demost rado que esas existiau. P e r o es cier-
to que al asumir los E s t a d o s - U n i d o s esa deuda qui-
s ieron l imitarse á reclamaciones y a conocidas con-
t r a México y es tas e ran las de c iudadanos america-
nos que hubiesen sido ocasionadas an te r iormente 
al 2 de F e b r e r o de 1848, incluso por supuesto el pri-
mer dia de ese mes. 

¿Cuál e ra en aquel la fecha el es tado de es ta recla-
mación? lejos de ser una reclamación do ciudadanos 

d p o r ™ » T e n í v o r q d ! ° P ° Í U en 
ees habían sido c i u d a d - ** ^ ^ 6 n t < f e -
Ig les ia da Z Z r n h T , P o r 9 ™ * 

r r el t ^ f f ' mexicano. P o r la í , t o d o c l udadano 
c M y p o l í ü ™ t í £ d e T l r a l a d 0 ' s a cedido, W r d e e /d ¿ " o ^ ** 
« c a n o s y se hicieron • 0 f , s a r O T de ser me-
ce, sus d e m a n d a H o n C d I T ' * S ° í " ^ 
convir t ieron en reclama f í S ° ^ l e r n o de México se 
E s t a d o s - U n M o S " l t " , T, d ° 0 Í U d a c l a n ° a de los 
de la rat if icación de l í r t t £ o 1 8 4 8 ' f e o h a 

t ados -Unídos ni n i i u n o d e Su» ^ T r l 0 S E a ' 
tó reclamación a k Z 7 í ? c l u d a d ™ o s presen-
«Fondo p í a d l » " T P M ' C U B , " a 

bras concernientes al' r„, ' B O / o l a ™ ® t e U» pa la-
son aplicables en este c a Í T * ¡ 

- o deben serlo ! „ ! ' ! „ ' s ' n ° 4»<> es obvio q n e 

reclamación 5 o i a b S d — ^ e * i s t i » ^ 
vado de esta S ^ t T ^ 
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reclamaciones anteriores 
va así t raspasada y j A b ^ M & Í S j i 

l o extinguido en virtud del arreglo p r e c e d e ^ Be 
guramenfe no; hace par te de la 
pertenece tanto como si hubiera s i d o ^ m | r a 
Exactamente lo mismo 
México vendió California A los W ^ J ^ J í . 
vendió eon todos sus derechos, tanto los de 
hi tantes como los de sus corporaciones lueron t ras 
p a s a d o s ' ^ las r e c i a — * 
terri torio ó sus habi tantes 
fueron simplemente convertidas por el 
en reclamaciones de ciudadanos de los Estados 

V T n ahogado de la BepúbHoa Mexicana e n l a 
par te final ¿ su alegato da ^ o s a m e n ^ e g 
reclamación la apariencia de una ^ ^ ^ 
reses de una deuda cuyo capital, por el t rascurso 

nooei p^>r completo y entender mal 
s i 0 n S o nos quejamos de ninguno de 
decretos- al contrario reclamamos en v r tud de ellos 
Reconocemos el derecho de México 4 despojar al 
o b t o o descargo de depositario del «Fondo piado-
po S u m i é n d o l o la nación. Reconocemos su derecho 

para incorporar el «Fondo piadoso» en la tesorería 
nacional, vender sus propiedades, y dar al cesím Tue 
t r m en vez de sns rentas una anualidad perpetua de 
seis por ciento sobre su valor. Pedimos solamente 
que cumpla esa promesa, y el daño de que nos que-
jamos es la fal ta de cumplimiento. 

L a anualidad que se comprometió á pagar debía 
ser pagada anualmente, lo que dejó de hacerse con 
violaeion de sus deberes como depositario, cada 
nueva omision respondía á un aumento de per ju i -

Limitamos nuestra reclamación á las sumas que 
imn ido venciéndose desde Febrero 2 de 1848 poi-
que en cuanto á la deuda atrasada que México te-
nia con la Iglesia en aquella fecha, los perjuicios ha -
bían sido reportados por ciudadanos mexicanos; no 
incumoen por consiguiente á la jurisdicción de este 
t r ibunal . 

Pero en cuanto á los pagos que debieron haberse 
hecho en adelante, el perjuicio lo resintió ya la 
Iglesia de California como corporacion americana; 
la omisión del pago fué un daño infligido á ciuda-
danos de los Estados-Unidos; los perjuicios consi-

1848 P ° r 1 0 í a n t ° d & 1 2 d e ^ r e r o de 

No es difícil que se alegue que el no cumplimien-
to de los deberes que reclamamos no es un periui-
cio (mjury) en el sentido del texto inglés de la Con-
vención de 1868; pero tal pretensión es inadmisible 
Injury en ¿rase legal es la violaeion de m derecho y 
deber' y derecho son términos correlativos; el últi-
mo deriva del primero. Los términos «perjuicios á 



sus personas <5 própiedades» usados en el^ texto in-
glés de la Convención, no se l imitan á daños acom-
pañados de violencia, son equivalentes & la expre-
sión «violacion de sus derechos <5 prop iedades pe r -
sonales.» L a propiedad, en derecho, es el derecho 
que un hombre t iene á lo que es suyo. 

J a c o b s la define como «el mayor derecho que u n 
hombre puede tener á una cosa; usándose este t é r -
mino p a r a el derecho que se t iene á terrenos, mue-
bles, mercancías ó inmuebles que en ninguna mane-
r a dependen de t e rce ra persona.» 

Bur r i l l la define como «el derecho en v i r tud del 
cual una cosa per tenece á una persona,» añadiendo 
«este es el sent ido es t r ic tamente legal de la p a l a b r a 
como en las expresiones, propiedad en tierras, pro-
piedad en muebles; las cosas son consideradas po r la 
ley , no como la p ropiedad sino como los objetos de 
la propiedad.» Esc r i che intexpreta el equivalente 
español propiedad que se u sa en el texto español de 
la Convención, sustancialmente, del mismo modo: 
«e? derecho de gozar y disponer libremente de nuestras 
cosas en cuanto las leyes no se opongan. Esta voz tiene 
dos acepciones; tan pronto expresa el derecho en sí mis-
mo (que también ee llama dominio) y tan pronto signi-
fica la misma cosa en que se tiene el derecho. 

Per ju ic io (Injury) en derecho corresponde a l la-
t ín injuria; quidquid est contra jus. Cualquiera vio-
lación 6 a ten tado al derecho legal es un per ju ic io 
según las leyes civiles comunes, y ningún daño po r 
grande que sea, es injurioso, á ménos que le acom-
pañen la violencia <5 la a rb i t r a r i edad . Todo aboga-
do podr ía i lus t ra r es ta propos ic ion con mul t i tud de 

Según los canonistas: .Injuria autem gonéial i tar 
dioi tur ornne id quod non ju re fit ( i j • 
rra in princ.-et canonis ta ¿ ¿ S ? ? * 
tu imus , . ) quamob rem omne i l l u d d í c T t , ^ • ' 
quod jus a l ter ius offenditur, ne flerit w 
Juste; violentia yero est c u ¿ q u l s v i j » U • • í " " 
mokntía enim superaddi t y ' ' 
u t no tan tcommuni te r d o c t o r é ! 

V tít XXXVT A • • C n s t l t u t l o n e s canólac®, lib. , t i t . XXX"V I , de xnjuris et damno dato.) 
J-<os comisionados encariñados d« ^ r l i f i l , , 

i , r o o e d í m i e i e L i r que t an to so empeñaron en hacer la d e b i d a d M n ' 

o n w t T 6 S P r e S Í ° I e a * * * * Pudiercra en-
oontrar pa lab ras mas generales en el idioma inJés 
rn* « p r e s a r la yiolacion del derecho legal, q u e t s 



usadas en el texto inglés de la Convención, á saber: 
«injuries to person or property.» 

E n armonía con este mismo objeto fué redactado 
el texto español de esta Convención correspondien-
te á los términos discutidos. Las pa labras usadas 
son «redamaciones ;procedentes de perjuicios sufridos en 
sus personas ó en sus propiedades.» Ya be llamado la 
atención hácia la definición legal de propiedad, co-
mo correspondiente al sentido estrictamente legal 
de la pa labra property, y que significa mas bien el 
derecho que la cosa objeto de ese derecho. La pa-
labra «perjuicios» tiene igualmente las mismas acep-
ciones en ambos idiomas. Escr iche t r ae una exten-
sa discusión sobre el sentido legal de esta palabra. 
H é aquí sus propias expresiones: 

(Ojo á la pág. 38.) 

E n este sentido, la pa labra es continuamente usa-
da en los decretos y leyes españolas, etc. 

De hecho el argumento que estoy refutando es en-
teramente inconciliable con el texto español de la 
Convención. 

Sin duda hay una ambigüedad en la inteligencia 
de las palabras «con poster ior idad á la celebración,» 
&c., «los perjuicios sufridos» 6 á «reclamaciones pre-
sentadas,» quedando duda entre si el perjuicio debe 
empezar á contarse desde Eobrero 2 de 1848 ó si la 
reclamación debia presentarse desde aquella fecha. 
Pe ro esta ambigüedad puede aclararse aliunde, y la 
intención de l imitar la esfera ele la comision á per-
juicios resentidos desde aquella fecha, se discierne 
bien en las frases «perjuicios sufr idos en sus perso-

ñas 6 en sus propiedades, por autoridades de la 
República Mexicana, con posterioridad á la cele-
bración del t ra tado de Guadalupe Hidalgo 

Dando á estas palabras , y part icularmente á las 
«sufridos en,» su fuerza propia, me parece que debe 
literalmente traducirse y leerse así en inglés: «da-
mages sustained since the date of the treaty of Guadalu-
pe Hidalgo, in their persons or rights of property pro-
ceeding from wrongfuld acts or omissions of the autho-
rities of México.» 

Esos son los perjuicios, que como sufridos desde 
aquella fecha, deben ser pagados, y entendienelo 
perjuicios en el sentido que les da Escriche, como. 
«lucrum cessans» ó «quantum lucrare potui,» no cabe 
duda que la injusta retención de la anualidad refe-
rida, presenta un caso perfectamente comprendido 
dentro del texto español; y como esto no es mas que 
la estricta justicia del caso, debe, según los princi-
pios generales de interpretación tenerse, como el 
verdadero sentielo de la Convención. 

Si tal contrato hubiese sido celebraelo entre pa r -
ticulares en iguales circunstancias, no creo que hu-
biese tr ibunal alguno que vacilara en comprender 
esta reclamación en el presente arbi t raje . Y creo 
que las mismas reglas gobiernan la interpretación 
de estos pactos internacionales que los contratos 
individuales; debiendo añadirse que la dignidad de 
las par tes contratantes impide absolutamente la su-
posición de tocia ventaja injusta que se pretendiera 
obtener de uno ú otro lado fundándose en una sim-
ple forma de expresión mas ó manos ambigua. 

Debe observarse ademas que si hubiera alguna 



diferencia esencial en la significación de los dos 
tes tos , el español ser ia el que debiera regir , po rque 
siendo el idioma de México, debe suponerse que la 
Convención t iene el sent ido que expresa el texto. 

P o r estas y otras razones, me parece que la pre-
sente reclamación, y por lo mismo toda reclama-
ción presen tada po r cualquier c iudadano de una 
de las repúbl icas contra la o t ra , pos ter ior al pr ime-
ro de F e b r e r o de 1842, y fundada en daños ó pr iva-
ciones in jus tas del derecho legal de prop iedad , de-
be ser conocible an te este t r ibunal , y que las pa-
labras «arising f rom injuries io their persons or proper-
ty» en el texto inglés, y «procedentes de per ju ic ios 
sufr idos en sus personas ó en sus propiedades,» en-
el español, fueron usadas con la misma intención 
po r las a l tas pa r t e s contratantes , y empleadas en su 
sentido legal con el obje to de comprender todas las 
reclamaciones por daños meramente privados; la in-
tención común era dist inguir po r una pa r t e e r t r e 
esas reclamaciones de daños ó compensaciones co-
mo procedentes de una simple violaeion del derecho 
pr ivado, y po r o t ra las que se complicaban con el 
derecho ó las leyes internacionales, cuestiones con-
cernientes á la bel igerancia, neu t ra l idad , &c., oca-
sionadas po r las guerras civiles en que ambas na-
ciones han estado envueltas. Qne no se pensó en 
someter á esta comision las cuestiones concernien-
t e s á la ú l t ima clase, puede suponerse a priori u l la-
mente probable; estas deber ían sor obje to de o t ras 
negociaciones dist intas, y ser t r a t adas ent re los go-
biernos de acuerdo con las promesas mutuas que 
cont iene el 21° a r t ícu lo del t r a t ado de Guada lupe 

Hidalgo. P e r o las que implican simples violaciones 
del derecho privado, son á mi juicio las que espe-
cialmente se han sometido á este a rb i t ra je . 

S i en estas observaciones he parec ido demasiado 
famil iar con este t r ibunal , ó discutido cuestiones 
que ya es taban resuel tas en o t ros casos, pido mil 
excusas, po rque residiendo léjos de aquí , no he po-
dido consul tar las o t ras decisiones de la comision. 
—John T. Doyle, abogado de los reclamantes. 

San Francisco, E n e r o 2 de 1872. 

Opinión del comisionado Manuel M. de Zamacona en 
el caso de Thadeus Amat, obispo de Monterey y Jo • 
sepli S. Alemany, arzobispo de San Francisco, con-
tra México.—NCm. 493. 

La cuestión que han promovido estos peticionarios 
tiene cierto aspecto de investigación histórica, porque 
es imposible que las personas versadas en la historia 
de la conquista de México, y que saben el sistema y 
los medios empleados por el gobierno de España para 
dar cima á aquella grande empresa, desconozcan el ca-
rácter nacional y estrictamente mexicano de los re-
cursos que los obispos de la Alta California reclaman, 
como si se tratase de un apéndice de aquella provin-
cia, trasmisible en virtud del tratado que la cedió al 
gobierno de los Estados-Unidos. Hay veces en que 
una denominación inexacta produce trascendentales er-
rores. Así ha sucedido con la frase empleada para 
designar los elementos con que los españoles llevaron 



diferencia esencial en la significación de los dos 
tes tos , el español ser ia el que debiera regir , po rque 
siendo el idioma de México, debe suponerse que la 
Convención t iene el sent ido que expresa el texto. 

P o r estas y otras razones, me parece que la pre-
sente reclamación, y por lo mismo toda reclama-
ción presen tada po r cualquier c iudadano de una 
de las repúbl icas contra la o t ra , pos ter ior al pr ime-
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Hidalgo. P e r o las que implican simples violaciones 
del derecho privado, son á mi juicio las que espe-
cialmente se han sometido á este a rb i t ra je . 
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es imposible que las personas versadas en la historia 
de la conquista de México, y que saben el sistema y 
los medios empleados por el gobierno de España para 
dar cima á aquella grande empresa, desconozcan el ca-
rácter nacional y estrictamente mexicano de los re-
cursos que los obispos de la Alta California reclaman, 
como si se tratase de un apéndice de aquella provin-
cia, trasmisible en virtud del tratado que la cedió al 
gobierno de los Estados-Unidos. Hay veces en que 
una denominación inexacta produce trascendentales er-
rores. Así ha sucedido con la frase empleada para 
designar los elementos con que los españoles llevaron 



á cabo la conquista de ciertas demarcaciones situadas 
al Noroeste do México. 

Con una impropiedad á que sirvo de explicación el 
espíritu de la época, se llamé á esos recursos el «Fon-
do piadoso de California,» y esto debo haber entrado 
por mucho en el error que la presente reclamación en-
traña, de creer que los elementos constitutivos de ese 
llamado fondo, no obstante su carácter nacional, sus 
muchas trasformaciones y su dilusion, por decirlo así, 
en el erario de México, pertenecen casi en su totalidad, 
como los obispos reclamantes lo pretenden, á la Igle-
sia catélica de la Alta-California. 

La conquista de aquel país y de la península que con 
el nombre de Baja-California conserva México toda-
vía, so emprendié por el gobierno español poniendo en 
juego los mismos resortes con que extendió sus con-
quistas en América. Los primeros actos de ocupacion 
y apoderamiento que ejecutaban los delegados del mo-
narca, solian tener la forma de un hecho material apo-
yado por las armas; pero posteriormente, y en especial 
por lo que respecta á México, irradiaban de aquel nú-
cleo en que se habia plantado la bandera española, ex-
pediciones en su apariencia do carácter religioso, que 
no venian á ser mas que un complemento do conquista 
poco costoso en dinero y sangre. Pasa en proverbio 
para los que han querido estudiar con cierto f ruto la 
conquista de Nueva-España, que la historia de ese im-
portante suceso no se encuentra sino en las crónicas de 
los conventos, y aun se señalan las diversas órdenes 
religiosas que respectiva y sucesivamente fueron con-
quistando las provincias de México. Para extender e[ 

poder del gobierno español á la extremidad del Nor-
oeste del país, se aplicó el mismo método, con la di-
ferencia solo de que BO dió un papel mas marcado y 
prominente á los religiosos encargados de hacer reduc-
ción. El uso de este término da lugar á una observa-
ción que no debo omitirse, y es que hasta en las locu-
ciones empleadas para expresar la obra de los misio-
neros en México, se refleja el aspecto en cierto modo 
político de su trabajo, y que él se encaminaba no mé-
nos á conquistar almas para la fé católica que BÚbdi-
tos para los monarcas de España. 

Los jesuítas tomaron á su cargo esta empresa por 
lo relativo á las Californias; su órden habia adquirido 
un gran desarrollo en las colonias españolas de Amé-
rica y representaba, no solo un gran poder social y 
religioso, sino url gran poder monetario. Las corpora-
ciones de-ese género reunieron en cierta época, no solo 
en México, sino en España misma, á las funciones de 
agentes del poder político, las de instituciones de ban-
co, y Be las ve distribuyendo los capitales que acumu-
laban merced á su grtfhde influjo sobre las conciencias 
no solo en la esfera de la industria sino aun en las del 
gobierno. El de España no se hallaba abundante de 
recursos cuando se trató de llevar á cabo la conquista 
de las Californias. Se habían hecho algunas tentativas 
con tal fin y sin éxito, por medio de expediciones na-
vales, y los vireyes de Nueva-España vieron una bue-
na coyuntura en el ofrecimiento de los padres jesuítas 
para continuar la obra, encargándose de arbitrar los 
recursos que ella demandaba. La aceptación do esta 
oferta es el punto de arranque á las misiones on la 



Baja-California, y la clave explicatoria con que pue-
de apreciarse el verdadero carácter que ellas hayan 
tenido. Aquí se tropieza con otro término capaz de 
inducir en error á Tos que no conozcan sino lo que se 
designa ordinariamente con el nombre de misiones y 
en especial las que organizan en este país algunas so-
ciedades religiosas é benéficas. Reflexionando sobre 
la misma historia que nos dan los reclamantes en cuan-
to á las misiones de la California, se tiene que reconocer 
que fueron instituciones de carácter anómalo y equí-
voco, y que predomina en ellas el aspecto civil, mili-
tar y político sobre el aspecto religioso. Mas adelante 
vendrá la vez de demostrarlo; de pronto baste decir 
que la solicitud de los padres jesuítas y sus arreglos 
para extender la influencia y los trabajos de su órden 
á California, fueron todos con el gobierno de México-
que llevaron implícita la condicion de hacer una con-
quista para la metrópoli española, y que, correspon-
diendo á este punto de partida los hechos y los medios 
prácticos, los religiosos de q u e ^ t r a t a se presentaron 
ea la Baja-California ménos como apóstoles que como 
delegados del gobierno, rodeados con las exteriorida-
des del poder político y militar é investidos con pre-
rogativas en materia de administración y de guerra 
que no podían entrar, ni por asomos, en el simple ca-
rácter de misioneros. 

Cumpliendo su oferta los jesuítas lograron impor-
tantes donaciones para la empresa que el gobierno 
vireinal habia puesto en sus manos, y el consentí, 
miento de este último administraron é invirtieron 108 

recursos de esa manera obtenidos. 

Así pasaron las cosas hasta que la Compañía de 
Jesús fué expulsa délos dominios españoles y extin-
guida posteriormente, marcándose en todo este perío-
do inicial de las misiones, como se verá mas adelante, 
dos circunstancias que importan mucho para la deci-
sión de este caso. 

Primera, las funciones de guerra, de política y de 
administración que desempeñaban los misioneros. Se-
gunda, su dependencia del gobierno español y de los 
aelegados que este mantenía en México con el nombre 
aevireyes. 

Expulsos los jesuítas, extinguidas mas adelante y 
ocupadas sus temporalidades, todo lo relativo á las 
misiones de California vino á manos del gobierno, no 
solo en razón de derecho, sino porque los hechos no 
permitían otra cosa. Solo el gobierno podía reempla-
zar á aquellos religiosos en la administración délos 
establecimientos que se habían fundado en California 
y en la de los recursos con que se expensaba su sub-
sistencia. Los reclamantes, que echando una ¿ i rada 
retrospectiva á los actos del poder civil respecto de 
las misiones en cuestión, censuran hechos muy anti-
guos que ni á ellos ni á nosotros toca calificar, se des-
entienden de que, independientemente del derecho, los 
intereses de la civilización y del órden exígian que el 
gobierno de México se subrogase en lugar de los je-
suítas extinguidos respecto délos establecimientos á 
que el caso se refiere. Así sucedió, y el gobierno colo-
nial de México, sin contradicción de nadie, sin recla-
mo por parte de la autoridad eclesiástica, entendió 
•orno supremo disponedor en lo relativo á las llamadas 

ir. 



misiones de Californias, encomendándolas á »tras ór-
denes de religiosos. Estos las tomaron á su cargo re-
conociendo, por medio de muchos actos, el mandato y 
la delegación por parte del poder civil. Debe adver-
tirse que en la conservación de las misiones, una vez 
fundadas, se habían confundido, si no en proporciones 
iguales, las donaciones privadas y los subsidios del go-
bierno, y que los gastos del ramo se consideraban ya 
como una carga del tesoro público. 

Cuando México conquistó su independencia conti-
nuaron las cosas sobre este pié, y el poder ejecutivo y 
el legislativo de la República siguieron arreglando sin 
contradicción todo lo referente á los establecimientos 
fundados en California. La posesion en que respecto 
de esta facultad estaba el gobierno de México, recibió 
hasta la consagración de decisiones judiciales, porque 
en litigios relativos á algunos de los mas importantes 
legados que á favor de las misiones se habían hecho, 
no solo se fijó el Ínteres que á ellas correspondía, sino 
que ée declaró que ese ínteres quedaba á la disposi-
ción del gobierno. (Véase el doc. núm. 86, pág. 6.) 

Muchas trasformaciones tuvo la administración del 
fondo en disputa, desde que terminó en México la guer-
ra de independencia hasta que se celebró, en 1848, el 
tratado de paz con los Estados-Unidos. Corporacio-
nes religiosas, empleados de nombramiento oficial, jun-
tas de carácter laico nombradas también por el gobier-
no, y por fin, el prelado episcopal de las Californias 
convertidas en obispado, tuvieron sucesivamente la ad-
ministracion del mencionado fondo; pero en todas las 
fases do esa administración se reconoció la supremacía 

y la autoridad superior del gobierno. La referencia 
que acaba de hacerse al obispado erigido en California 
en 1836, trae á la memoria del que suscribe una cir-
cunstancia muy conducente para la decisión de este 
caso. Como so verá mas adelante, desde que se em-
prendió la conquista de las Californias, cuando se acu-
muló el fondo de las misiones, cuando se modificó, en 
algunos casos, la administración de ellas, cuando se 
erigió el obispado y especialmente cuando tuvo lugar 
este último, se dejó entender muy claro, por los mi-
sioneros, por los donantes, por el gobierno y hasta por 
el obispo, al formular algunas quejas respecto del Fon-
do piadoso, que las misiones, su dotacion, su arreglo, su 
administración tenían entre otros objetos el escudar la 
posesión de las Californias, primero para la corona de 
España y luego para la República de México contra 
el peligro que progresivamente creaba la vecindad de 
los Estados-Unidos. Aunque de paso, conviene notar 
aquí, á reserva de dar mas desarrollo á esta observa-
r o n , el absurdo que habría en que conformo á las pre-
tensiones de estos reclamantes, despues de haber per-
dido México la Alta-California pasasen á una socie-
dad organizada posteriormente en el seno del país n u e 

conquistó aquella provincia los elementos que el go-
bierno mexicano empleaba cabalmente con el finóle 
precaver tal pérdida. Casi seria lo mismo que si la Pru-
sia obligase perpetuamente á la Francia á seguir cos-
teando en la Alsacia y la Lorena las fortificaciones 
que construyó allí en vano para defender aquellos de-
partamentos. Volviendo á la historia del fondo cuyos 
réditos se reclaman, despues que el gobierno de Méxi-



oo lo puso, pa ra su administración, en manos del obis-
po que él mismo babia creado, le re t i ré algo mas ta r -
de esta encomienda, y por fin se decreté l a incorpora-
ción del fondo en el erario nacional, disponiendo que 
una cantidad correspondiente al 6 por ciento anual de 
lo que importaban los valores incorporados, se siguiese 
aplicando anualmente á los objetos con que el repet ido 
fondo se babia formado. A lgunas do las fincas en que él 
consistía se ena jenaron á favor de part iculares en vir-
tud de esta providencia. Algo despues, cambiando el 
espíri tu del gobierno, y á consecuencia do una do las 
fluctuaciones que sufr ia enténces t an á menudo la po-
lítica mexicana, se mandé suspender la venta de aque-
llas propiedades y en t regar de nuevo al obispado de 
California las que aun no estuviesen enajenadas . Po-
cas debieron ser estas, porque, como se verá en el cur-
so de este escrito, de mucho tiempo atra's, y especial-
mente miént ras duró la prolongada lucha que sostuvo 
México p a r a conquistar su independencia , el l lamado 
Fondo piadoso do California habia resentido grandes y 
progresivos menoscabos. L a guer ra con los E s t a d o s -
Unidos sobrevino á poco de que se dictaron las medi-
das úl t imamente mencionadas. U n a par te de las Ca-
l i fornias fué ocupada por el gobierno americano aun 
ántes de que so celebrase el t r a tado de paz de Guada-
lupe. Por este t r a tado hizo México la cesión del ter-
ritorio de que realmente so habia desposeído. A c a b ó 
el obispado mexicano de las dos Californias, acabaron 
los objetos locales que el gobierno, y la Iglesia secun-
dándole, habían promovido en aquella pa r t e de la Re-
pública, y las cosas continuaron así despues de ajus-

tada la paz con los Es tados -Unidos . Ahora , una cor-
poración eclesiástica organizada nuevamente en la Al-
t a -Ca l i fo rn ia , en el seno de la nacionalidad n o r t e -
americana conformo á las leyes de uno de sus Estados, 
en suma, la asociación católica de la Al t a -Ca l i fo rn ia , 

encabezada y representada por sus obispos [algunos 
de ellos de creación reciente] pretenden que México 
les sat isfaga los réditos del llamado Fondo piadoso, 
avaluándolo antojadizamente y deduciendo solo una 
fracción insignificante por los derechos que en los ca-
tólicos do la Baja-Cal i fornia se reconocen. 

P a r a formular esta pretensión ante nosotros, se ha 
hecho en el memorial, cabeza del expediente, una adul-
teración de los sucesos, ó por mejor decir, de su carác-
ter, que no será intencional, pero que no puede ménos 
que reconocer cualquiera que haya leido la historia 
documentada de este negocio. E n el ocurso de estos 
reclamantes se nos describe el fondo cuyos réditos de-
mandan, como una fundación hecha con el fin preciso 
y exclusivo de dotar á la Iglesia católica de las Cali-
fornias, y se «alia todo lo que se refiere á los objetos 
civiles y políticos que mediaron al enviar las primeras 

™ 7 r f i " 6 r e U n Í e n d ° 1 0 3 r e c ™ r ^ a ex-
p e n s a , i a , Tra tándose del papel que tuvo el gobierno 
mexicano en la administración de esos r ecu r s t s . s e in-
vierte completamente la realidad de las cosos, porque 
se presenta á aquel gobierno como poseedor y adminis-
rador á nombre de la Iglesia, cuando lo contrario es 

una verdad que se refleja en cada una de las fases del 
negocio, sobre todo, t ras la expulsión de los padres je-



No fué el gobierno mexicano quien recibió de^ los 
fernandinos, de loa dominicos y del obispo García Die-
go los f jados en cuestión para conservarles y adminis-
trarlos, sino por el contrario, esas órdenes religiosas y 
ese prelado tomaron á cargo suyo la administración, 
como delegados del gobierno de México, el cual, en 
ciertos períodos, la puso en manos de corporaciones y 
funcionarios estrictamente civiles. Estableciendo esto 
falso precedente se describe la incorporaron del fon-
do en el erario nacional, según se decretó y ejecutó en 
el año de 42, como un acto atentario por cuya virtud 
el gobierno so subrogó autoritativa y arbitrariamente 
en lugar del obispado de California, y se calla todo lo 
relativo á los antecedentes en que se marca el Ínteres 
político y civil que se ligaba con las misiones, con su 
fondo dotal y con las miras del gobierno, de los donan-
tes y hasta de la Iglesia; miras que por cierto, ni si-
quiera se circunscribían á límites locales sino que aun 
se referían eventualmente, como despues se verá, á la 
conquista de provincias distantes de las Californias. 

Fácil es advertir cuántas rectificaciones requiere 
la inexacta historia que se hace de este negocio en el 
memorial del caso. Ella obliga á repetir que la empre-
sa délos primeros misioneros jesuítas en California fué 
mas del Gobierno que de la Iglesia; que las personas de 
quienes se recabaron donativos los dieron para estable-
cimientos fundados ya con el objeto principal y cono-
cido de continuar y consolidar las conquistas españolas 
por el Noroeste de México; que los fondos donados se 
encomendaron primitivamente á los jesuítas, con grande 
libertad de administración y aun eximiéndoles de rea-

dir cuentas; que expulsa y extinguida aquella órden, 
el gobierno español primero, y el de México despues, 
se subrogaron en su lugar, y la circunstancia de que 
hubieran delegado sus atribuciones durante cierto tiem-
po en los religiosos de San Fernando, en los de Santo 
Domingo ó en el obispo de California, ni quita á las 
instituciones ni á los intereses con ellas ligados lo que 
tienen do carácter nacional y civil, ni se tomó jamas 
en México por las órdenes religiosas ni por el obispo, 
como prueba de que ellas ó él posoyasen y administra-
sen por propio derecho. 

Se marca también en el memorial de los reclamantes 
cierta tendencia á apreciar, censurar y reclamar actos 
antiguos del gobierno español y del mexicano, desen-
tendiéndose de que, cualesquiera que hayan sido el ca-
rácter y trascendencia de eso3 actos, no pueden sor 
materia de reclamación, como que se refieren á época an-
terior al tratado de Guadalupe, por medio del cual Mé-
xico y los Estados-Unidos se hicieron condonacion re-
cíproca en materia de reclamaciones. Sean cuales fue-
ren las medidas en cuya virtud el gobierno de México 
vino á encontrarse colocado en la posicion que le die-
ron su ingerencia original para la organización de las 
misiones y su subrogación en lugar de los jesuítas, no 
es esta materia que puede ponerse ante nosotros en te-
la de juicio. El punto de partida lógico y legal para 
apreciar los derechos que pretenden deducir estos re-
clamantes, es el estado que las cosas guardaban cuan-
do se celebró el tratado do Guadalupe. Esa situación 
implicaba una facultad suprema y mas libre, en cuanto 
á lá administración é inversión de fondos, que la que 



habian ejercido los jesuítas. El gobierno mexicano dió 
siempre muestras de respetar la voluntad de los que le-
garon algunos valores para la reducción de los indíge-
nas en la parte occidental de México. Pero esto no 
quita que el expresado gobierno, colocado en el mismo 
lugar que los primeros misioneros, pudiera pretender, 
con el mismo derecho que ellos, estar exento, conforme 
á la voluntad de los mismos donantes, de dar cuentas 
á quien quiera que sea, sobre la adminstracion é in-
versión de las fondos á que este caso se contrae. 

La cuestión que suscitan los prelados reclamantes 
no es una cuestión de hechos; realmente convienen en 
la narración que el abogado de México ha hecho so-
bre la historia del negocio, y apelan á las mismas fuen-
tes que él para fijar los antecedentes del caso. Discre-
pan solo en ciertos-puntos secundarios, y en los cálcu-
los abultados y lisonjeros que hacen sobre la importan-
cia del fondo cuyos réditos reclaman. La materia cues-
tionable viene á ser la apreciación de hechos en que 
las dos partes interesadas están acordes; ó por mejor 
decir consiste en la filosofía de la historia que ambas 
relatan. 

En ella ve, y con razón, la parte de México, los an-
tecedentes de un negocio en que prevalece el carác-
ter político y civil, miéntras que los actuales obispos 
de California no ven en todo lo relativo á las misiones 
que mantuvieron allí el gobierno español y el de Mé-
xieo, mas que una obra esencial y exclusivamente re-
ligiosa, y un Ínteres de carácter local, ligado por me-
dio de un lazo indisoluble y perpetuo con los dignata-
rios de la Iglesia católica en aquellas comarcas. 

m • JSM 

Ahondando un poco mas las consideraciones que ar-
riba quedan apuntadas, se verá cuán inexacto es se-
mejante juicio, y cómo en la fundación, en la organi-
zación de recursos y en la administración de que se 
trata, hay mucho mas de carácter temporal que de ca-
rácter espiritual y religioso, mucho mas de nacional y 
mexicano que de Ínteres filantrópico ó local. 

Dos circunstancias han inducido en error á los obis-
pos reclamantes y debe tomarlas en cuenta quien no 
quiera hacer, como ellos, falsas apreciaciones. 

La una de ellas queda apuntada ya, y consiste en 
los medios religiosos de que el gobierno español se ser-
via para colonizar y extender sus dominios. Sin recor-
dar este hecho innegable se corre el riesgo de no con-
siderar la conquista y la colonizacion de la América 
española sino como una obra espiritual que en el poder 
político de los monarcas de España se eclipsaría tras la 
actividad y el celo apostólico de los misioneros. No es 
necesario repetir que en la época, y especialmente en 
los países de que aquí se trata, la predicación y la pro-
pagación de la fé católica se contaban ínter instrumen-
ta regni. 

Con esta circunstancia tiene relación la otra de que 
ee habló ántes, y es la especie de compenetración de que 
bajo el gobierno colonial de México, y aun mucho des-
pues de haberse hecho aquel país independiente, hubo 
allí entre la Iglesia y el Estado. 

Esto difícilmente se comprende por lo3 que profe-
san y practican la teoría religiosa que no reconoce 
mas que al Cristo por cabeza de la Iglesia; pero en 
ciertos países católicos y monárquicos del siglo X V I I I , 
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á mas de la cabeza visible representada en el Papa, 
babia cierta autoridad eclesiástica y espiritual en loa 
soberanos temporales, y al ejercicio de esta autoridad 
corresponden las prerogativas que los reyes españoles 
defendían con tanto celo y que el gobierno de México 
heredé y gozó por algún tiempo bajo el nombre de re-
galías. 

De los dos hechos que quedan asentados se despren-
den dos consecuencias importantes para este negocio. 

Que era muy fácil en aquella época, por la dua-
lidad de funciones que el poder civil desempeñaba, to-
mar como actos y como obras de carácter religioso mu-
cho de lo que se ejecutaba en ejercicio del poder polí-
tico y temporal. 

2? Que la Iglesia católica española y lo mismo la 
mexicana, tenían una índole nacional en cuya virtud, 
aun cuando aquí se demostrara que las misiones de Ca-
lifornias, su dotacion y su administración estaban den-
tro de la esfera de la Iglesia, no puede pretenderse, co-
mo lo hacen estos reclamantes, que la actual Iglesia ame-
ricana y católica de la Alta-California es la heredera 
y continuadora de la Iglesia católica mexicana. Esta 
idea habrá de desarrollarse mas adelante al demostrar 
que en las instituciones y en los recursos á que este 
caso se contrae, prevaleció no solo el Ínteres temporal 
sino el Ínteres nacional, 

Bueno será, sin embargo, dejar asentado desde aho-
ra, en comprobacion de lo que acaba de decirse, que 
cuando México fué mutilado por la separación de la 
Alta-California, regia allí aún ese sistema en cuya vir-
tud el primer magistrado de la nación era un funcio-

nario del órden religioso, que intervenía en el nombra* 
miento de los obispos, que ejercía una especie de veto 
respecto de las leyes eclesiásticas, y que, en suma, es-
taba de mil maneras incorporado á la administración 
de la sociedad católica. Habiendo sido esta en Méxi-
co esencialmente mexicana, tiene que reconocerse que 
al sufrir el poder político de aquel país el cercena-
miento y la contracción que experimentó por el trata-
do do Guadalupe, se debió verificar el mismo fenóme-
no con la Iglesia católica de México, y que ¡lo mismo 
que so retiró de California, de Nuevo-Méxieo y de Te-
xas el gobierno, se retiró la Iglesia católica de la Re-
pública, llevándose consigo sus elementos de vida y 
de desarrollo. Esto, que es lo natural, lo comprueban 
algunos hechos de que los mismos reclamantes nos dan 
pruebas, como es la reconstrucción que la Iglesia ca-
tólica ha tenido que sufrir en la Alta-California orga-
nizándose conforme á las leyes de los Estados-Unidos 
en materia de corporaciones. La que hoy existe allí 
con el nombre de Iglesia católica, no es la que funda-
ron los vireyes de México con el auxilio de la Compa-
ñía de Jesús. Así que, aun viendo en el Ínteres que 
en este caso se disputa una cosa propia de la Iglesia, 
no podia reclamarse por los católicos americanos de la 
Alta-California. 

Pero esto con doble motivo cuando, según se ha in-
dicado ántes, bajo el punto de vista histórico y bajo 
el filosófico, en lo relativo á las misiones de que aquí 
se habla, predominó el carácter político y temporal. 
Cuando ellas se proyectaron y comenzaron á fundar-
se, ni siquiera figuró el gobierno español con el mero 
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carácter de propagador de la fé q u e asumía en ciertos 
casos. En aquellos tiempos aun no se habia reconoci-
do que la máquina política no es un buen instrumento 
para la propagación de la verdad religiosa. Cabalmen-
te los derechos de España en el continente americano, 
basados sobre la bula de Alexandro VI , tenían por 
condicion la propaganda de la religion católica. Los 
actos de los monarcas españoles y de sus delegados en 
América parecen pues, á veces, encaminarse solo al 
indicado fin; pero en este asunto las cosas pasaron de 
otro modo y los vireyes, sin el menor embozo declara-
ron que aceptaban la cooperacion de los padres jesuí-
tas para ensanchar los dominios de la corona. No solo 
en el principio sino en la ejecución, se revelan los ras-
gos característicos de la empresa, y la trasformacion, 
por decirlo así, á que tuvieron que sujetarse los mi-
sioneros, convirtiéndose en magistrados civiles y jefes 
militares para ejecutar la obra á que el gobierno co-
lonial les habia autorizado. Cuando ya estaba en vía 
de ejecución, cuando existian en California algunos 
establecimientos cuyas relaciones, mucho mas estre-
chas con el virey y con el rey de España que con el 
arzobispo de México y con el Pontífice, no podían es-
capar á nadie, fué cuando se hicieron varias donacio-
nes con el fin de sostener esos establecimientos y otros 
de su especie, y en algún caso el donante explica de 
una manera inequívoca que era uno de sus deseos con-
tribuir á ensanchar los dominios de su soberano. De 
mil maneras puede demostrarse que las misiones á que 
este caso alude no constituian una corporacion ecle-
siástica y local, sino que derivaban del gobierno de 

México y tenian objetos relacionados con los intereses 
generales y con la autonomía del país. Verdad es que 
entre esos objetos se mezclaba el de la conversión de 
los indígenas al cristianismo; pero no es este el fin n i 
el Ínteres predominante ni exclusivo que resalta en los 
monumentos históricos. Se indicó ya que para fundar 
las misiones ocurrieron los padres jesuítas á solicitar 
la venia no de sus superiores en el órden eclesiástico, 
sino de la autoridad civil, y que esta concedió el per-
miso en la forma de un arreglo que fijó con mucha 
claridad la mira de ensanchar y consolidar los domi-
nios de España. 

Si los actuales católicos dg California se creen con 
acción á los recursos organizados con tal fin, podrian 
deducir acción del mismo modo contra las rentas de 
donde procedían ciertas erogaciones que el gobierno 
español y el de México hicieron para plantear, desar-
rollar y conservar el poder del gobierno y la adminis-
tración civil en las Californias.—(Véanse los anexos 
de la prueba de defensa marcados con los núms. 3, 
4 y 5). Hubo en los hechos originales que estos re-
clamantes relatan y alegan una empresa del poder 
temporal en que tomó por instrumento á los misione-
ros jesuítas. Léase el preámbulo de las autorizaciones 
y prevenciones que á ellos se dieron [documento núm. 
21] y se advertirá que la conquista de las Californias se 
habia intentado ya sin fruto por medios exclusivamen-
te políticos y militares, y que el arreglo entre el virey 
de México y la Compañía de Jesús fué la continuación 
de la misma tentativa cambiando de medio; al poder 
exclusivamente físico que habia fracasado, trató de 
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añadirse al ascendiente moral de los misioneros y los 
recursos pecuniarios de cuya.recoleccion se encargaron 
los jesuítas aprovechando su habilidad peculiar en esta 
materia. Los documentos que se han citado y en que 
se reflejan los preparativos, las previsiones, las reglas 
encaminadas al desarrollo del nuevo plan, indican bien 
claro que el ánimo de los que contribuyeron á conce-
birlo y ejecutarlo, se preocupaba ménos del objeto fi-
lantrópico y abstracto de convertir y civilizar bárba-
ros infieles, que del resultado mucho mas positivo y 
político de reducir á los indígenas de California incor-
porándolos con los demás subditos de España. Las 
autorizaciones dadas á los jesuítas se refieren todas á 
puntos de autoridad y de gobierno. 

Al examinar este punto debe leerse íntegro el docu-
cumento marcado con el núm. 21 en las pruebas de 
defensa. Contiene la autorización ó arreglo entre el 
vireinato de México y la Compañía de Jesús, para 
proseguir la conquista de las Californias que se había 
intentado y suspendido. Refiere el virey que la nece-
sidad de hacer gastos extraordinarios por una suble-
vación ocurrida en la colonia, impedia sacar recursos 
del tesoro real para la empresa, en la que yaróe habian 
gastado, sin fruto 225,000 pesos y acepta en tal vir-
tud la propuesta de que el gasto para la nueva tenta-
tiva de someter á los indígenas de California, se hicie-
se con los auxilios que varios particulares habian ofre-
cido. Poco mas abajo, y en cada línea del citado do-
cumento so da á entender que la obra en perspectiva 
no era mas que la continuación de la conquista ya in-
tentada. La licencia se referia «á entrar en la tierra 
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adentro; para la conquista y reducción de los infieles.» 
A los auxiliares de los misioneros se les contaba aquel 
servicio como hecho en guerra y como del mismo ca-
rácter que los que se habian prestado para las conquis-
tas ya ejecutadas. Contiene el documento la cláusula 
expresísima de que todo lo que se conquistara habia 
de ser en nombre de su Magestad. Tratániose de con-
quista y de operaciones de guerra, se incluye en la 
autorización la facultad de organizar y llevar soldados, 
de nombrar y remover jefes, y de expedir las órdenes 
necesarias «en el servicio de su Magestad.» Despues 
de proveer á los objetos de conquista, se atiende á la 
organización de la nueva colonia, y se autoriza á los 
religiosos «á nombrar en nombre de Su Magestad» au-
toridades que administraran justicia, á quienes los 
nuevos subditos conquistados prestaran obediencia. 
En todo esto se deja á salvo la aprobación del Sobe-
rano, y se presenta en perspectiva el estímulo de su 
agradecimiento, indicación elocuentísima de que se 
trataba de su servicio. 

Los actos de los misioneros, una vez llegados á las 
comarcas donde debia desarrollarse el nuevo plan de 
conquista, corresponden todos al carácter de una em-
presa política militar y de gobierno. Antes qué plan-
tar la cruz en el territorio de California, se cnarboló 
la bandera del rey de España, y todos los pasos poste-
riores se encaminaron mas bien que á organizar, con-
forme á las instrucciones dé los vireyes, el poder mili-
tar y civil de quelos jesuítas eran delegados, á tomar po-
sesión de la tierra en nombre del monarca, á fortificar 
los puntos ocupados, á atraer allí súbditos ántes que 
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»edfltos, á nombrar y establecer justicias y otros fun-
cionarios del órden civil y político. 

Sobre esto hay también monumentos históricos que 
figuran en la prueba de defensa. Es uno de ellos la 
carta narrativa que se copia en el doc. núm, 22. Se ve 
en ella la relación de una verdadera conquista. Em-
pleándose los términos propios del caso, se dan los mi-
sioneros el nombre de conquistadores y refiriendo ellos 
su buen suceso, declaran (pág. 17) que «toda aquella 
tierra habia quedado conquistada (no convertida) por 
unos cuantos españoles.» 

Casi es ocioso extenderse en la demostración de que 
la empresa encomendada á los misioneros de la Com-
pañía de Jesús y desempeñada por ellos, no fué sino 
un ensanche para las posesiones Je España en Améri-
ca. Aunque a l principio se estipulo que la obra se ex-
pensase con donaciones particulares, y que los conquis-
tadores no pudiesen librar contra el tesoro real sin 
previo consentimiento del Soberano, se hicieron gas-
tos por la hacienda pública y los vireyes mismos pres-
taron alguna vez auxilios de su propio peculio. Así es 
que en todo se ven confundidos los fines y los medios 
religiosos y temporales y prevaleciendo muy frecuen-
temente los segundos. La empresa no perdió eu carác-
ter original con el trascurso del tiempo. Acometida en 
1697, todavía 20 años después se recomendaba á los 
misioneros y á sus auxiliares armados que atendiesen 
«muy particularmente al adelantamiento de aque-
lla conquista» (doc. núm. 27, pág. 13). Con tal fin 
se recuerda (pág. 2), que los arreglos anteriores ha-
bían tenido por objeto «el descubrimiento de las pro-
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vincias de las Californias» y la conversión de loa in-
dios. 

Aquí se ve de nuevo el objeto político hermanado 
por no decir paliado con el celo religioso. Se habla 
también de este último en otros documentos, y real-
mente influyó al emprender la conquista de que se tra-
ta, porque lo exigían así los hábitos y los sentimien-
tos sinceros ó afectados de los monarcas españoles. 
Blasonando de ser delegados de Dios tenian que mos-
trar celo por encaminarlo las almas de sus súbditos. 
E ra propio de aquellos tiempos mezclar en todo la re-
ligión con la política. Esta alianza, que fué estrechí-
sima en las colonias españolas de América, se nota 
también en las de otro origen. Aun en las que sirvie-
ron de cuna á los Estados-Unidos pueden señalarse 
trabajos y objetos de carácter religioso en el seno de 
establecimientos que nada tenian que ver con la Igle-
sia y que no eran mas que derivación del poder civil. 

Algunas de las primeras disposiciones en esas colo-
nias tendían á expensar los gastos del culto; en otras 
se declaró como medida fundamental la inhabilidad po-
lítica de los que no pertenecían á alguna Iglesia. E n 
la carta original de Jacobo I para la colonia de Vir-
ginia se previno explícitamente que la religión se es-
tableciera conforme á las doctrinas y ritos de la Igle-
sia anglicana, y quo los emigrantes guardasen fideli-
dad al rey y á-su credo. Y á fé que á nadie ocurriría 
el absurdo, si en alguna de las vicisitudes humanas pa-
sase á otra nación una parte de los Estados-Unidos, 
de pretender que el territorio cercenado llevase por 
dotacion los recursos con que en una épooa lejana se 



echaron á la vez los cimientos de la institución políti-
ca y de la institución religiosa. 

Todos los documentos antiguos que se han acumula-
do en este expediente, proclaman, que primero el go-
bierno vireinal, y despues el gobierno republicano de 
México, figuraron como la autoridad suprema relati-
vamente á las misiones de Californias. No obstante de 
estar ellas encomendadas á religiosos y funcionarios 
eclesiásticos, el carácter de delegados civiles que estos 
tomaron desde el principio se continué despues, y se 
ve al gobierno reglamentándolo y dominándolo todo. 

E l soberano, el virey, el presidente de la República, 
los intereses de nacionalidad y de política, sacan siem-
pre la cabeza como influencia, como objeto, como fin 
principal. 

En todas las fase3 por donde las misiones pasaron 
se ve al gobierno obrando relativamente á ellas, como 
autoridad superior y en virtud de un derecho propio, 
que reconocieron los jesuitas, los fernandinos, los do-
minicos y hasta el obispo de California creado en cier-
to modo por el gobierno dé la República. Lo que pue-
de inducir en error es que en los primeros tiempos do 
la conquista, y por muchos años despues, el gobierno 
no tuvo en California' otros delegados que los misio-
neros. 

Hasta el 24 de Mayo de 1832 es cuando por prime-
ra vez se tropieza con una ley dictada para enviar co-
misionados civiles á California, quo pusiesen la admi-
nistración local en relación con las nuevas formas que 
habian tomado «1 gobierno y la administración general 
del país. 

Esto, sin embargo, no produjo un divorcio entre las 
dos órdenes de administración, y el gobierno civil con-
servó la autoridad superior y exclusiva que habia ta-
ñido en cuanto al Fondo de las misiones. Casi al mis-
mo tiempo de la ley arriba citada se expidió otra el 25 
de Mayo deLmismo año, promulgada por bando de 1" 
de Jamo, arreglando la forma para el arrendamiento 
de las fincas en que el citado Fondo consistía, y crean 
do una comision de tres personas que lo adminis-
trasen. 

El £9 de Noviembre del mismo año se ve al gobier-
no previniendo la enajenación de las casas ubicadas en 
la callo de Vergara y en el callejón de Betlemitas. A 
poco tiempo (el 23 de Enero de 1833) el mismo gobier-
no tuvo por conveniente revocar la providencia res-
pecto de la mencionada enajenación. El 2i del mis-
mo mes y año aprobó el reglamento interior de la jun-

c i a administrativa que habia creado. El 16 de Marzo 
del mismo año 1833, dictó nuevas disposiciones'sobre 
el arrendamiento de las fincas, y en todas esas leyes y 
muy especialmente en la que organizó la junta admi-
nistrativa, y en su reglamento, se marca que el gobier-
no obraba como la autoridad suprema en el negocio y 
que lo que se llamaba el Fondo de California no era 
ya mas que un fondo especial, que el mismo gobierno 
habia creado en el seno del erario público, pa'ra servir 
á determinados objetos. 

Y no hay motivo para considerar estos hechos y es-
tos actos con el carácter de una usurpación. Especial-
mente despues de expulsa y extinguida'la Compañía 
de Jesua, el gobierno de México tuvo que subrogarse 



en lugar de ella, y que seguir funcionando en el ne-
gocio con una plenitud de autoridad que los misio-
ñeros no pudieron tener nunca. No solo recogió el go-
bierno la facultad dada por los principales contribu-
yentes para el Fondo de California á los jesuítas, sobre 
administración é inversión de fondos, sin necesidad ae 
dar cuentas, sino que á esta facultad de origen priva-
do se unieron Jas inherentes al poder público, ya en 
virtud del dominio eminente, ya por el carácter de la 
institución, ya por el papel que respecto de ella había 
desempeñado siempre el gobierno temporal. 

Sobre el aspecto que tomó el negocio por la extin-
ción de los jesuítas, da mucha luz el cuaderno marca-
do con el núm. 2 5 , que contiene un i n f o r m e ministra-
do al rey de España sobre el particular. Allí se con-
firma hasta qué punto estaban entretejidos la admi-
nistración civil y el ínteres temporal con las misiones, 
así como que los misioneros habían sido los jefes de la 
fuerza conquistadora, y que su encomienda había te-
nido por principal objeto avanzar en la conquista de 
América «sin dejar indios por reducir d la espalda.» 

Todos los antecedentes que quedan referidos sirven 
para ilustrar este asunto; pero no .podrían en ningún 
caso, atendida su fecha, ser materia de reclamación 
por parte de los actuales católicos de California. La 
demanda que ellos presentan por medio de sus obis-
pos, arranca de las disposiciones que dictaron los po-
deres de México el año de 42, incorporando definiti-
vamente el M o de la cuestión en el tesoro público y 
constituyendo un rédito sobre úna de las rentas. Re-
cordando toda U historia del negocio, su aspecto oa-

racterístico no cambia en esta nueva faz que le dieron 
las indicadas disposiciones. Nada ha sido tan común 
en México y en otros países como dotar, constituyen-
do ciertos fondos y garantías especiales, algunas ins-
tituciones y objetos propios de la administración civil. 
Colegios, hospitales y otros establecimientos semejan-
tes han sido fundados y fomentados de esa manera. 
Hoy mismo existe en México un fondo especial incrus-
tado en las rentas de la Federación y destinado á pagar 
réditos por los capitales invertidos en el ferrocarril de 
Veracrüz. 

Por manera que las disposiciones legislativas quo 
los reclamantes toman como argumento fundamental 
y base de sus alegaciones, en nada quitan -al Fondo 
cuyos réditos reclaman, el carácter de un ínteres tem-
poral y nacional que no poJia trasmitirse á la. Iglesia 
americana de California cuando aquella provincia pasó 
á ser posesion de los Estados-Unidos. 

Hay dos períodos muy marcados y hasta cierto pun-
to diferentes en la historia de este negocio. Es el pri-
mero la época en que los religiosos jesuítas adminis-
traron el fondo Je las misiones, porque ellos disfruta-
ron de cierta independencia y libertad, limitada por la 
intervención que ejereia el gobierno. Pero despue3 que 
los jesuítas fueron expulsos y extinguidos, el gobierno 
es absolutamente todo en el negocio, y se percibe ya 
que 1a, ingerencia en -él, de algunos funcionarios écle-
siásticos, es obra toda de delegación. . 

Al crearse en Californias el obispado, recibió el re-
petido fondo de manos del gobierno, y no en virtud de 
un contrato bilateral, sino en consecuencia de un de-



creío que pudo revocarse y se revocó por el mismo po-
der que lo habia expedido. Las resistencias que para 
esto último opuso el obispo de California, y que ahora 
hacen valer como un argumento los obispos america-
nos de aquel país, eran muy naturales de parte de un 
funcionario que consideraba el fondo, llamado de las 
misiones, como la dotacion principal de su obispado 
y que, sacando esos recursos de su verdadero objeto, 
los invertía parcialmente, según se deja entrever, en 
las atenciones especiales del culto y de la Iglesia lo-
cal. Pero esas resistencias no tenian base de razón ni 
precedentes. 

A ningún prelado de la Iglesia mexicana le ocurrió 
protestar contra la acción del gobierno español cuan-
do recibió el Fondo de California de manos de los je-
suítas expulsos, y comenzó á administrarlo por medio de 
los oficiales de la corona. La delegación hecha á las 
corporaciones de dominicos y fernandinos se recibió 
por estos como un acto gracioso. El mismo gobierno 
republicano de México no oyó censuras ni protestas al 
establecer algunas de las formas civiles en que el re-
petido fondo se estavo administrando. Nadie dijo una 
palabra contra la ley de 25 d8 Mayo de 1832, por ejem-
plo, que crcó la junta administrativa. 

Todos esos actos-del poder civil no solo pasaron 
exentos de contradicción por parte de la autoridad 
eclesiástica, sino que fueron consentidos y aprobados 
por documentos y con hechos. Ni podia ser de otro 
modo: se indicó ya que hasta los mismos jueces que 
habian dirimido ciertos litigios provocados por los su-
cesores de los contribuyentes para el Fondo de Califor-

nia, declararon que este quedaba á disposición del go-
bierno, y hé aquí por qué se ven sus productos ingre-
sar como los otros de las rentas nacionales, y figurar 
los gastos de las misiones, confundidos con los de la 
administración civil de California, en los presupuestos 
pasivos de la República. 

Pero no solo presenta datos este expediente para 
sostener que el Ínteres á que se refiere la reclamación 
era cosa temporal, independiente de la Iglesia, sino que 
los hay tambisn abundantísimos para fundar que era 
un Ínteres nacional y mexicano, incapaz de trasmitirse 
á otra nacionalidad como apéndice de un territorio ce-
dido. Los decretos de 8 de Febrero de 1842 y de 24 de 
Octubre del mismo año, declararon nacionales los ob-
jetos del fondo y sujetos á la administración del go-
bierno como ántes lo habian estado. El autor de esta 
opinión se cree excusado de discutir el punto que to-
can muy fuera del lugar los reclamantes, llamando á 
juicio á los gobiernos que han hecho esas declaracio-
nes de nacionalización, porque en este caso lo que im-
porta es fijar el hecho, no el derecho. 

Si las declaraciones, promulgadas por el gobierno 
de México en 1842 fueron atentatorias, no puede ar-
ticularse por ellas queja alguna en los Estados-Uni-
dos después del tratado de Guadalupe, ni mucho mé-
nos ante esta comisión, cuyos poderes tienen por 
punto de partida cronológico, el 2 de Febrero de 1848. * 
Lo que en las circunstancias del caso importa saber es, 
que esas declaraciones existieron, y que de hecho y 
conforme al derecho mexicano, el Ínteres representado 
por lo que se llamó el Fondo piadoso de Californias, 



estaba incorporado é identificado con la nacionalidad 
de México. 

Estudiando imparcialmente la historia d8 este nego-
cio, se percibe que en los recursos á que se refiere es-
ta reclamación, habia no solo un carácter nacional en 
el sentido de tratarse de intereses y derechos, por de-
cirlo así mexicanos, sino un carácter general que no 
se circunscribía á la localidad limitada de Californias. 

El documento que figura en las pruebas de defensa 
bajo el número 9, y en el expediente con el número 
28 , después de comprobar (pág ina 7) como se indicó 
ya ántes, que las erogaciones del tesoro público y 
los contingentes de los particulares se confundieron 
en la conquista y la civilización de las Californias, 
comprueba también (páginas 24 y 25) que las misio-
nes con que realmente se planteó la-primera adminis-
tración civil de aquellas provincias, no se considera-
ban como una institución estrictamente local; que 
se les veia como un instrumento eventualmente apli-
cable á la conquista de Sonora, y que entrañaban mi-
ras de consolidar en aquellas regiones el poder espa-
ñol «no dejando á la espalda nación alguna de indios 
que no estuviese reducida y sujeta al real dominio.» 

En el informe citado j a arriba, y que se lee en el 
documento número 25 de este expediente, toman la 
expresión mas enérgica las miras de nacionalidad y de 
precaución contra el desmembramiento que México 
sufrió mas tarde; miras que se ligaban estrechamente 
con lo relativo á las misionen de Californias. Hablán-
dose allí sobre el origen y objeto del Fondo piadoso, 
se leen estas palabras despuei deplorar que no tu-
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viesen imitadores el patriotismo y la caridad de los 
que habían contribuido para formar el repetido fondo. 

«No hay quien se dedique á la solicitud de otros 
bienhechores, que como el marques de Villapuente, 
su mujer D? Gertrudis de la Peña, marquesa de las 
Torres de Rada, D. Juan Caballeros, D. Nicolás de 
Arriaga, el Exmo. Sr. D. Luis de Velasco, el padre je-

; suita Juan María de Luyando y la Exma. Sra. D? Ma-
| ría de Borja, establecieron el referido fondo con sus 

gruesa? limosnas, siendo ellos por consecuencia los 
verdaderos agentes de la propagación de la fé en la 
península de Californias, y de la extensión de los rea-
les dominios de S. M., impidiendo que sean ocupados 

: por potencias extranjeras, ó que á lo ménos, se acer-
\ quen demasiado, como lo intentan, á nuestras anti-
c u a s posesiones españolas.» 

Despues de establecido en México el régimen repu-
blicano, estuvieron desacordes á veces las miras de los 
partidos que so disputaron el poder, en cuanto á la 
enajenación de las fincas que constituían el tantas ve-
ces mencionado Fondo; pero se adunaban en la convic-
ción de que la obra de las misiones, ó por mejor de-
cir, de la conquista de California por medio de los mi-
sioneros, tendia, como al principal de sus fines, á la 
consolidacion de la nacionalidad mexicana en los Es-
tados del Occidente. Estos reclamantes han hecho alu-
sión á la Memoria del ministerio de justicia publicada 
en México en el año 1845. Allí en efecto, la adminis-
tración que sucedió á la del general Santa-Anr;a, der-
rocado por un levantamiento popular, censuraba las 
medidas de aquel presidente en lo relativo al Fondo 
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de California; pero ea ese mismo documento tienen un • 
nuevo comprobante los objetos nacionales y autonómi-
cas que hacían considerar ese Fondo como sagrado. 
Deploraba el ministro de justicia que so hubiese ro-
to en sus manos, por decirlo así, el instrumento con 
que el gobierno español había sabido construir una mu-
ralla ante la barbarie de los indios y la codicia de al-
gunos vecinos civilizados. Aquel funcionario, regis-
trando el hecho de que no habia ya misioneros que 
continuaran la obra de las antiguas órdeats religiosas, 
escribía estas palabras: 

«Es sensible al gobierao ao encoatrar ea nuestros 
claustros el eatusiasmo apostólico de sus aatiguos fun-
dadores; pero por desgracia es ua hecho palpable que 
por falta de misieaeros se haa ido acabaado las misio-
nes; según la Memoria del año pasado, seis colegios do 
propagaada hay ea la República con solo 87 sacerdo-
tes, que tienen á su cargo 36 misiones y sus respecti-
vos conventos, por lo que es claro que no pueden ser 
destinados ni á dos sacerdotes por local. Las Califor-
nias que han sido coasideradas como una margarita de 
inapreciable estima, mucho han sufrido por falta de 
ministros; se creyó que un obispo colocado ea aque-
llos territorios provideaciaria remedios sencillos que la 
distancia impide dictar desde México, «y seria un nue-
vo apoyo de la nacionalidad de la República, contra 
especulaciones políticas de gabinetes que se proponen 
medrar d costa de nuestra negligencia y desacie7'tos.» 

Hé aquí reveladas en pocas líneas las miras que ha-
bían presidido al tratarse de las misiones de Califor-
nia y al reunir é invertir los recursos que las dotaban. 

Cuando el gobierao de México dispuso «aajeaar las 
flacas ea que ese foado coasistia y cuyos valores y 
frutos iban año por año dismiauyeado, como se verá 
mas adelante; cuando refundió el repetido Fondo a i el 
tesoro nacional; cuando le asignó ua rédito garantiza-
do por una renta pública, no creyó servir ni sirvió en 
efecto, sino á objetos nacionales y políticos, con los cua-
les se combinaban en segundo término la civilización 
y la conversión de los indígenas. 

^ P é ' d i d a que México sufrió posteriormente al ser 
mutilado de una provincia que en pocos años ha llega-
do a ser uno de los Estados mas florecientes de la 
Union Americana, y q„ 0 acaba do salvar á los Esta-
dos-Unidos de una terrible crisis financiera, se presen-
tía muy de antemano, y la creación de un obispado allí, 
y la organización de los recursos que se pusieron en 
manos del obispo, no tuvieron otro fin que estrechar 
entre las Californias y México los lazos que la espada 
de una nación vecina habia de cortar dentro de poco 
Muy singular seria que esos recursos, creados, organi-
zados y bien ó mal administrados, para salvar la in-
tegridad de la República Mexicana, p a 9 a r a n á manos 
del pueblo que logró al fin cercenarla arrebatándole 
algunos de sus mas codiciables distritos. Pretender es-
to despues de que México ha sido privada de la A l t a -
California, equivale á pedir que un cuarto de siglo des-
pues de aquella pérdida, México rinda también al vence 
dor^una de las armas con que defendía su integridad. 

i ese espíritu nacional y patriótico que animó no-
toriamente al gobierno mexicano en los arreglos que 
hacen valer estos reclamaates, ao fué extraño á los 



particulares cuyas donaciones contribuyeron á formar 
el Fondo de California. Se dijo arriba que esos contin-
gentes vinieron ya que las misiones estaban organiza-
das bajo los auspicios de la licencia vireinal, y con 
miras cuyo carácter político no puede negarse sin des-_ 
mentir á la historia. Tomando en cuenta el espíritu 
de los tiempos y de la nación á que pertenecían los 
donantes, reflexionando en la posicion que ellos ocu-
paban, estudiando sus palabras en que se habla de las 
misiones fundadas en este reino, y en que se alude 
bajo diversas formas al servicio del soberano y al en-
sanche de sus dominios, se tiene que reconocer que no 
pudo estar en la mente de aquellos cuya liberalidad 
fomentó las primeras misiones en California, fundar 
un recurso de que se aprovechase una corporación 
eclesiástica formada dentro de la nacionalidad de los 
Estados-Unidos. De seguro que ni el marques de Vi-
llapuente, ni la marquesa de las Torres do Rada, ni 
el vircy Velasco pensaron jamas en una fundación ex-
traña á los objetos de nacionalidad, como por ejemplo, 
la3 que en los Estados-Unidos existen con el nombre 
de «Board offoreiga missions.» 

Ya se ha dicho ánte3, y es oportuno recordarlo 
aquí, qu3 estos obispos reclamantes y ia sociedad que 
representan, no son loa continuadores de la Iglesia me-
xicana establecida originalmente en California. Para 
la fundación de aquella Iglesia mexicana contribuye-
ron, como ya so ha explicado, el poder eclesiástico y 
civil. Esta e3 la realidad de I03 hechos, según los mo-
numentos históricos los relatan, y esto os por otra 
parte lo que correspondía á las relaciones que ligaban 

en aquel tiempo á la Iglesia católica y al , gobierno 
mexicano. No giraban la una.y la otra, como al pre-
sente, en esferas ¿in contacto; había algo de comuni-
caron recíproca entre los dos podere,, el uno servia 
a las miras del otro y la Iglesia pagaba k protección 
exclusiva á la religión católica, haciendo, en muchos 
casos, que la institución religiosa sirviese á los obje-
tos del poder temporal, como lo hemos visto con los 
primeros misioneros de California, en quienes se con-
funden los caracteres de sacerdotes y de magistrados; 
M mismo obispo enviado á Californias en 1836, tuvo 
algo de este doble carácter, no solo por la parte que 
en su nombramiento ó institución tomó el gobierno 
smo^ porque, como ha podido advertirse en la Memoria 
arriba citada-, llevó tácitamente la misión de fortale-
cer la nacionalidad mexicana en aquella extremidad 
de la República, y aun de influir en que mejorase una 
administración local á la que no alcanzaba desde Mé-
xico e1 brazo de la Federación. La Iglesia mexicr .a 
de Californias es de antigua fecha. La Iglesia católi-
ca que ahora existe allí data de 1850, como lo expli-
can los mismos reclamantes para acreditar la naciona-
lidad americana de la corporacion. 

Muchas otras consideraciones podrían allegarse á las 
que preceden; pero quizá con ampliarlas se debilita-
ría la evidencia que el autor de este escrito está per-
cibiendo tan clara como la luz, sobre que los promo-
vedores de esto expodiente vienen á pedir que México 
les rinda una cosa que ea propia y exclusivamente na-
cional y que ha debido llevarse consigo el gobierno 
mexicano al retiraras de la Alta-California. 



Los recamantes han procurado recoger las armas 
que una facción vencida abandonó de tiempo atras en 
México, y las esgrimen contra el gobierno de la Re-
pública quejándose de algunas metidas que dictó y 
llevó á cabo respecto del fondo de Californias. En las 
quejas indirectas sobre el particular se percibe el eco 
de las imputaciones que el partido reaccionario de Mé-
xico ha hecho á los liberales reformistas por ciertas 
leyes relativas á las propiedades que administró en 
otro tiempo el clero de aquel país. Se olvida que los 
pasos progresivos de México para desamortizar la ma-
sa inmensa de propiedad que el clero poseia, se han 
dado sobre las huellas que dejan otras muchas nacio-
nes en sus esfuerzos por emanciparse del despotismo 
teocrático; se olvida quo las reformas sobre la propie-
dad que amortizaban algunas corporaciones mexica-
nas han tenido por fruto consolidar la constitución del 
país, poniendo término á las revoluciones que encon-
traban ántes su arsenal en los cuarteles y su banque-
ro en la administración eclesiástica; pero se olvida so-
bre to lo que ni siquiera fué el gobierno republicano 
de México quien inició los actos de donde ha resulta-
do la situación que los obispos de California preten-
den subvertir; que fué el gobierno español quien ex-, 
pulsó á los jesuítas, quien ocupó sus temporalidades, 
incluso el Fon-lo de California que administraban, y 
quien comenzó á hacer uso dé la libre alininUtracion, 
que, por todas las razones ya explica las. siguió ejer-
ciendo despues el gobierno de la República. 

Todos estos antecedentes crearon la situación quo 
guardaban las cosas cuando la Alta-California pasó á 

mano3 de los Estados-Unidos en virtud del tratado de 
Guadalupe. Las dos naciones que hicieron primero la 
guerra y despues la paz, convinieron en no volver I03 
ojos á lo pasado para darse quejas recíprocas. La situa-
ción contra la cual reclaman los promoventas en este 
caso, es la misma que guardaba el negocio al firmarse el 
tratado de Guadalupe. A e3te acto precedieron largos 
y profundos debates entre los negociadores sobre la 
manera en que debia hacerse la amputación dolorosa 
que sufrió entónces México; sobre cuáles músculos y 
nervios deberian "cortarse y cuáles dejarse adheridos 
al cuerpo mutilado. Si se hubiera creido que algunas 
rentas, que algunas propiedades, debian pasar á los 
ciudadanos ó corporaciones de los nuevos territorios 
anexados á la Union americana, se habrían introduci-
do artículos sobre la materia , en el tratado de paz, ó 
se habrían siquiera formulado pretensiones sobre ese 
punto: y nada, absolutamente nada se dijo, ni se con-
vino sobre los fondos que habían administrado las cor-
poraciones religiosas establecidas en California, y que 
habían servido allí como dotacion del obispado. El es-
tado, pues, que guardaban las cosas en 1843, quedó 
consagrado definitivamente, y ninguna queja puedo 
dirigirse de parte del gobierno americano, ó de sus na-
cionales, á México, para reconstruir la situación en 
que estuvieron, por ejemplo, los jesuítas cuando admi-
nistraron el Fondo en disputa, ó la que guardaron los 
fernan<J¿nos, los dominicos y el obispo García Diego, 
cuando el gobierno de México les entregaba los pro-
ductos de las fincas. Al liquidar cuentas en 1848, Mé-
xico y loa Estados-Unidos, prometiéndose no buscar 



ya en lo pasado motivos de diferencias y reclamacio-
nes, el Fondo de Californias estaba ya diluido en las 
rentas nacionales de la República, y el gobierno de 
México solo habia estado decretando algunos subsidios 
en favor de los funcionarios eclesiásticos que le servian 
de auxiliares en aquella extremidad de la Federación 
para defenderla y conservarla. Esa situación se quie-
re alterar por los reclamantes y obligar ahora á Méxi-
co á que pague el tributo perpetuo de una renta á 
ciertas corporaciones norte-americanas. Semejante 
cosa solo se comprendería si se hubiera incluido en él 
tratado que puso fin á cuantas cuestiones podrian me-
diar entre México y los Estados-Unidos hasta la paz 
de Guadalupe. Despues de ella, la obligación que quie-
ren imponer á México los reclamantes solo podría 
constituirse por consentimiento común entre ios dos 
gobiernos; pero léjos de haberlo, el gobierno de Méxi-
co desconoce tal obligación y protesta contra la de-
manda que tiende á imponérsela. 

Lo que ese gobierno ha hecho en otro caso por un 
acto voluntario y consensual, quieren los obispos de 
California que lq haga aquí apremiado y compulso. 
Cuando pactó con el gobierno de España lo relativo al 
fondo de Filipinas, celebró una transacción en que la 
parte onerosa se contrabalanceaba con estipulaciones 
útiles relativas á reclamos que quedaron arreglados en 
virtud del convenio que se cita como precedente. ¿Qué 
hay da común entre esto y lo que los ob is^s recla-
mantes pretenden ahora? ¿Qué dan á México, qué I© 
ofrecen en cambio de esa especie de censo perpetuo 
que quieren asegurar á favor de sus Iglesias? 

Cuando entablen esta pretensión acompañándola de 
deferencias y renuncias como las que el gobierno es-
pañol tuvo cuando se arregló lo que se ha llamado des-
pues la Convención Padre Moran, tendrán derecho á 
citar este acto como precedente; y eso si cabe el argu-
mento de precedentes en lo que depende solo del jui-
cio y del albedrío de un gobierno. Son muchos los ras-
gos diferenciales entre los dos negocios que los recla-
mantes pretenden equiparar. Pero en cierto modo, el 
argumento se vuelve en contra suya, porque el hecho 
mismo de haberse arreglado lo relativo al fondo de Fi-
lipinas por medio de una Convención, prueba que fué 
necesario para ello él consentimiento del gobierno de 
México, y que los reclamantes han errado el camino, 
porque deberían, no presentarnos esta demanda, sino 
pedir á BU gobierno que iniciara cerca del de México 
una Convención semejante á la que negoció la España 
en el incidente alegado. El gobierno de los Estados-
Unidos juzgaría si le conviene dar semejante paso, y 
México, haciendo uso de su soberanía libérrima, diria 
si estaba dispuesta á admitir tal pretensión. 

Si la demanda de este caso es exhorbitante en el prin-
cipio filosófico sobre el cual se funda, no lo es ménos 
en los cálculos que hacen los reclamantes para fijar el 
ínteres demandado. Sobre este punto el primitivo me-
morial fué vago é indeciso; sus signatarios realmente 
confiesan allí que ignoraban lo que debían reclamar, é 
indirectamente daban á la Comision la encomienda no 
poco ardua de averiguarlo. . En el curso del negocio, 
según que se han ido acumulando datos y documentos, 
los reclamantes han fijado sus ideas, y ellas, por fin? 



aparecen traducidas en cifras en la pág. 31 del alega-
to impreso. Tómase allí por punto de partida la abser-
cion en el erario mexicano del Fondo de Californias en 
8 de Febrero de 1842, y la noticia que el obispo Gar-
cía Diego formó con tal ocasion sobre la importancia 
del citado fondo. No obstante que aquella noticia con-
tiene conjeturas ma3 bien que datos, y que deja per-
cibir el espíritu de aumentar el cargo del gobierno, loa 
reclamantes atribuyen á aquel documento una-exacti-
tud matemática. Calculando la renta que el fondo ya 
imbíbito en el tesoro mexicano debia producir y capi-
talizándola al 6 por ciento, sacan una cantidad de 
$ 577,583 33. A esto añaden las deudas envejecidas á 
favor del repetido Fondo, como si se tratase de una ac-
ción fácil de convertir en numerario á cualquier hora, y 
así elevan el capital á un millón seiscientos noventa y 
ocho mil, setecientos cuarenta y cinco pesos. Sobre esta 
suma cobran Ínteres desde el año de 1849, y en virtud 
de esta operacion fijan la responsabilidad del gobierno 
mexicano en dos millones ciento cuarenta mil ciento 
cuatro, pesos. Tienen tras esto la moderación de ceder 
una décima parte de la cantidad para las misiones de 
la Baja-California, y de esta manera se condensa en 
una cifra determinada la demanda. 

E n este cálculo, como ya se indicó, la base misma 
es flaca y fluctuante. Si se lee la instrucción del apo-
derado Ramirez á quien estos reclamantes atribuyen 
tanta infalibilidad como al Pontífice, se encontrará á 
cada paso que faltaban al autor de aquel trabajo datos 
documentales respecto de algunas partidas importantí-
simas. Pero ya que se da tanta fé á los informes de 

esa procedencia, no deberían haber olvidado los obis° 
pos peticionarios para no hacer cuentas tan alegres 
como falaces sobre las rentas del fondo de California, 
lo que el mismo Ramirez informaba al gobierno de 
México tres días ántes de expedirse la ley que incor-
poró el repetido fondo en el erario público. Este in-
forme se lee al pié de la página entre los últimos do-
cumentos que, copiados de nuevo, han traido los recla-
mantes á la Comision. Dice así: 

Exmo. Sr .—Forman el Fondo piadoso de Califor-
nias tres cuartas partes de la hacienda de «Ciénega del 
Pastor» y otras tres cuartas partes de setenta mil pe-
sos en que se vendieron en enfitéusis unas casas de la 
calle de Yergara para edificar el nuevo Coliseo. La 
hacienda de San Agustín de Amóles, y anexas en los 
departamentos de San Luis y Tamaulipas; y la de 
Ibarra en el de Guanajuato. Un capital de cuarenta 
mil pesos que reconoce la hacienda de Arroyozarco y 
otro de cuarenta y dos mil que está sobre la hacienda 
de Santa Lugarda y rancho anexo ubicada en San Juan 
de los Llanos. Una escritura de ciento sesenta y dos 
mil seiscientos diez y ocho pesos, tres reales, tres gra-
nos que se pusieron á réditos en el antiguo Consulado 
á un 5 por ciento de Ínteres anual y de lo que nada se 
ha cobrado hasta ahora; y en otras cantidades que en 
diferentes ocasiones se han tomado para la hacienda 
pública en calidad de reintegro. Las tres cuartas par-
tes de la hacienda de Ciénega están embargadas y man-
dado que se vendan por demanda judicial que contra el 
fondo ha seguido el Sr. D. José M* Jáuregui , y si la 
sentencia se lleva á efecto ta l como se ha dado, no al-



eanzará la finca embargada á cubrirla. Es responsable 
el fondo á otros créditos que no pudo cubrir por el 
préstamo que con su hipoteca negocié el supremo go-
bierno, porque casi todas sus entradas las destinaba á 
pagar el Ínteres del préstamo y que ahora, á costa de 
grandes afanes está abonando. Con lo expuesto creo 
contestar la nota de V. E. que acabo de recibir, repro-
duciéndole con tal motivo las protestas de mi conside-
ración y respeto.—Dios y libertad. México, Febrero 5 
de 1842.—Pedro Ramírez.—Exmo. Señor Ministro 
de Justicia é Instrucción pública.» 

Ya se verá por el anterior informe el triste estado 
que guardaba el Fondo de Californias al tiempo de re-
cibirlo en su seno el tesoro mexicano; que una gran 
parte de él consistía en créditos antiquísimos, repre-
sentados en México por un papel que casi no tenia 
cotización en la plaza, y que el autor del informe de-
clara que el fondo todo estaba al punto de ser absor-
bido por una sentencia judicial pronunciada á favor de 
uno de los acreedores. ^Nada extraño es que fuese tan 
desconsoladora la noticia arriba copiada, porque diez 
y siete años ántes de que ella se redactase, daba el 
ministro de hacienda' de México, en su Memoria pre-
sentada al Congreso el año de 1825, estos tristes datos 
sobre la misma materia: 

" C A L I F O R N I A S . " • 

Las misiones de ellas, establecidas para atraer á la 
fé á los indios que no la conocían, estuvieron á cargo 
de los jesuitaa. Aun subsistiendo estos, dejé el mar-

ques de Villapuente de la Peña, en Setiembre de 1726, 
bajo la protección del gobierno, seis haciendas con el 
destino de mantener aquellas. Cuando la extinción de 
losjesuitas, corrieron con las haciendas el administrador 
y contador de temporalidades: despues los religios >s de 
San Fernando y Santo Domingo, y en 1782 uno de los 
ministros dé las cajas de México. Hoy están bajo la res-
ponsabilidad de.un administrador. La hacienda nom-
brada de Ibarra, la de San Agustín ds los Amóles, la 
del Buey, la de la Baila, una parte de la Ciénega y 
otra en dos casas de la calle de Vergara de México, 
componen el total de fincas rústicas y urbanas del fon-
do de misiones de Californias. El producto de ellas es 
cortísimo: la insurrección en la época de 1810 causéá 
las-cinco primeras, daños de tal magnitud, que casi to-
caron en su ruina. La falta de reparos y de ganados 
las mantiene muy abatidas: sus rendimientos podrán 
ser en 1825, 12,150 pesos 5 reales." 

" S e cuentan ademas en favor de estas misiones . . . 
681,066 pesos, 7 reales, 9 granos, de capitales impues-
tos en Consolidacion, hacienda Nacional, Consulado y 
otros de que ningunos réditos se cobran." 

"Los sueldos de sus empleados ascienden á 3,300 
pesos, 4 reales. Los sínodos, viáticos y demás gastos 
indispensables de los religiosos misioneros, están calcu-
lados al presente en 19,250 pesos: el déficit será cré-
dito pasivo que ocupará su lugar cuando toque pa-
garlo." 

Aquí es el lugar de insistir en que no solo se exa-
gera mucho por los reclamantes la importancia del Fon-
do á cuyos réditos se creen accionistas, sino que quia-
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ren dividirlos como el león de la fábula, al dejar solo 
una décima parte para la Iglesia de la Baja-California. 

Si se ha de dar á los documentos que constituyen la 
historia de este negocio la interpretación literal y es-
tricta quo los obispos de la Alta-California pretenden, 
el fondo en cuestión tenia por objeto único y exclusi-
vo el mantenimiento de las misiones. 

Desde el principio el mayor número de ellas se fun-
dé en la Baja-California, por manera que, haciendo 
una división equitativa, y adoptando la misma juris-
prudencia y la iniáma historia de que los reclamantes 
se sirven, no vendría á corresponderles sino la parte 
mas pequeña en los réditos que demandan. (Véase el 
número de misiones fundadas respectivamente en las 
dos Californias y detallado en la noticia que obra á fo-
jas 15 del cuaderno núm. 25.) 

Como se dijo ya, el gobierno de México estuvo man-
teniendo esos establecimientos con recursos proceden-
tes así de las donaciones particulares como de las ren-
tas públicas. En los presupuestos sucesivos de la ad-
ministración federal se puede ver la conSrmacion do 
ello. Si despues de la paz de Guadalupe se ha estado 
verificando ó no lo mismo, si se han hecho é no eroga-
ciones para la civilización de los indígenas en la Ba-
ja-California é en los otros Estados de Occidente, es co-
sa que el que suscribe no se cree en la necesidad de 
demostrar aquí, ni el gobierno de México se ha creído 
sin duda en la obligación de probar, porque los que lo 
mueven ahora cuestión sobre la materia, no tienen pa-
ra ello derecho alguno. 

Así dabo haberlo pensado el gobierno de los Estadog-

Unidos cuando se abstuvo de formular esta reclama-
ción, excitado por los que ahora la entablan, en el año 
de 1859. 

Debe de haber repugnado al gobierno de Washing-
ton la exigencia á que trataba de empujársele, y he 
aquí por qué no quiso, como de él se pretendía, pedir 
una dotacion en dinero, pava la Iglesia católica de la 
Alta-California despues de haber privado á México de 
aquella rica provincia. 

A vece3 una hija es arrancada por la fuerza ó por la 
seducción, de la casa paterna, j el hecho se repara ó 
encubre con un matrimonio forzoso. E l marido ocur-
re despues á los jueces, para pedir una dote al padre 
ofendido y abandonado. 

A un paso semejante trataron de inducir al gobier-
no americano los obispos interesados en este negocio. 
Por no haberlo logrado, reproducen ante nosotros la 
misma pretension, y ella debe ser, sin vacilar, des-
echada. 

Tal es la opinion del que suscribe.—M. de ¡Sarna* 
eona. 

Número J¿93.—Thadeus Amat y otros, contra Méxi-
co.—Opinión del iSr. comisionado Wadszoorth. 

El Fondo piadoso de las Californias fué fundado 
por la caridad privada para la ayuda de las misiones 
cristianas de las Califorfiias Alta y Baja, en la propa-
gación del Evangelio, según la doctrina de la Iglesia 



católica romana, entre los habitantes salvajes de aque-
llas regiones. 

Los objetos que se proponían y señalaron los fun-
dadores fueron exclusivamente caritativos y religiosos, 
y no políticos. 

Dedicaron sus donaciones á la conversión de los gen-
tiles de dichos territorios para la gloria de Dios, co-
mo ellos la creian, y no para el engrandecimiento del 
Estado. Este se beneficiaría incidentalmente por las 
labores de las misiones, pero ciertamente no se tuvo 
presente esto por las celosas personas que deshereda-
ron á sus herederos en beneficio de los salvajes de las 
Californias. 

El*fondo nunca perteneció ni pertenece ahora al Es-
tado, y este, digámoslo en su honor, nunca lo preten-
dió así ó manifestó el propósito de apartarlo del obje-
to á que lo-dedicaron sus fundadores. 

Se expresó desde el principio con suficiente claridad, 
que el Fondo se invertiría en la ayuda de las misiones 

- de la Iglesia católica romana de las California» para 
la propagación de la fé católica entre sus habitantes, 
y que estaría bajo el exclusivo gobierno de los padres 
jesuítas. 

En consecuencia, el Fondo se manejó y administró 
continuamente por los jesuítas, como sus elegidos de-
positarios, hasta su expulsión de la Nueva-España. 
Cuando ocurrió esta, no quedó administrador alguno 
del Fondo, pero como la equidad nunca permite que 
un fideicomiso deje de llenar su objeto por falta de fi-
deicomisario, el soberano, que por una de las ficciones 

- útiles es considerado como la fuente de justicia y una 

especie de santuario recóndito de la equidad, se cons-
tituyó en el lugar de los fideicomisarios que habia ex-
tinguido hasta que proveyó al Fondo de administración 
mas apropiada, en'la cabeza de la Iglesia misionera de 
las Californias, quien era también el presidente de las 
misiones y obispo de la diócesis. Y cuando finalmente 
el gobierno mexicano volvió á tomar la- posesion del 
Fondo en" virtud del*decreto de 24 de Octubre de 1842, 
la tomó en concepto de fideicomisario, y según el de-
creto de 8 de Febrero de 1842, para llenar el objeto 
que se propuso el donante con la civilización y conver-
sión de los bárbaros de las Californias. 

En el decreto de 24 de Octubre de 1842 se declaró 
también que al reasumir el gobierno la administración 
intentaba cumplir fielmente los objetos señalados por 
los fundadores. 

En el último de esos decretos llama al Fondo «Fon-
do piadoso de las Californias,» y en ningún sentido 
puede decirse de él con propiedad que sea un fondo po-
lítico, á no ser que se intente afirmar llamándolo así, 
que en aquel tiempo el Estado consideraba que la 
propagación de la religión cristiana, bajo la dirección 
de la Iglesia, era un asunto nacional ó político. 

En consecuencia, me parece claro que según el de-
creto de Octubre de 1842, el Fondo debia seguirse apli-
cando á la ayuda de las labores de las misiones de la 
misma Iglesia de las Californias, y que las rentas anua-
les de ese Fondo debían invertirse por dicha Iglesia en 
los objetos que tenian las misiones de las Californias, 

• ó sea en la conversión de los gentiles. Este es el espí-
ritu de ios decretos del gobierno si los interpretarnos 



de un modo consistente con la rectitud y la buena fé: 
no tenemos de ninguna manera la_ libertad de interpre-
tarlos de otro modo. 

El Estado vino á ser, pues, un mero fideicomisario 
de los fondos que la caridad privada suministró para 
su aplicación á los trabajos de las misiones en un de-
terminado lugar y bajo la dirección inmediata de una 
organización religiosa determintda; y debería pagar 
puntualmente á esa organización religiosa, la renta 
anual, para que fuera invertida en el trabajo de con-
vertir á los gentiles de las dos Californias, pues creo 
que es evidente que aun están llenas de ellos y que su 
número, consideradas todas las circunstancias, ha au-
mentado, puesto que ademas de los indígenas y euro-
peos que viven allí, Asia ha contribuido con chinos 
gentiles—«heatben chinee.» 

Si el fondo estuviera en poder de un particular, los 
tribunales le obligarían á pagar los intereses á la Igle-
sia-, la que, si bien es verdad que se han abolido las 
misiones organizadas por los sacerdotes de ella—los 
jesuítas—aun trabaja en aquel campo para la conver-
sión de los salvajes. No puede hacerse otra cosa con 
el Fondo, si se ha de llenar el objeto de los fundado-
res, y esto se acerca tanto á la caridad antigua y es 
tan próximamente idéntico á ella, que no es necesario 
formar un nuevo proyecto para la administración de 
dicho Fondo. 

La cuestión versa, pues* sobre la cuantía de los pro-
ductos del fondo que ha de aplicarse á cada una de las 
Californias y sobre el monto total de esos productos. „ 

.En el alegato del agente de México se sostiene que 

la Alta-California perdió inconcusamente su ínteres en 
el fondo, por razón de la cesión de ese territorio á los 
Estados-Unidos; pero yo no puedo comprender cómo^ 
ese hecho puede alterar la aplicación que los funda-
dores del Fondo le señalaron. 

Si se hubiesen cedido ambas Californias á los Esta-
dos-Unidos ¿habrían los beneficiarios perdido todo el 
ínteres del Fondo, suministrado por el celo de personas -
privadas para la conversión de ellos? No se preten-

. dió así cuando España perdió las Californias ó cuan-
do las Islas Filipinas reclamaron una parte del Fondo, 
y no veo cómo la cesión pueda afectar en manera al-
guna al Fondo. Ella no afectó los derechos civiles, ni 
los productos de los patrimonios de los particulares, 
sea que los patrimonios dimanasen de un título legal ó 
de equidad. Un habitante de la Alta-California que 
hubiera tenido alguna propiedad ó ínteres en una pro-
piedad situada en México ó en un fondo establecido 
allí, conservaría despues de la cesión la mispia propie-
dad ó Ínteres que tenia ántes de ella. Es también un 
error sostener que la cesión disolvió las corporaciones 
creadas por las leyss del teritorio, sea que estas hayan 
sido unitarias ó colegiadas* públicas ó privadas, laicas 
ó eclesiásticas. . 

Tengo la firmo opinión de que cualquiera que fuese 
ántes de la cesión, el derecho óainteres de la Iglesia de la 
Alta-California en el Fondo, para la ayudade los tra-
bajos de sus .misiones, ese derecho é ínteres siguieron 
como ántes; no sufrieron alteración. 

Las Californias tenían derecho á que los beneficios 
de todo el Fondo se invirtieran por la Iglesia establo-



cida allí, ó sea al principio por los jesuítas y despues 
de su expulsión por I03 sacerdotes católicos ú otras 
personas de la misma religión, que la Iglesia designa-
ra y el Estado tolerara. 

Habiendo llegado á ser necesaria la división de las 
rentas y la separación de la parte que se ha de inver-
tir en cada una de las Californias*, ¿cómo ha de hacer-
se esa división? A mi juicio á cada una de las Cali-
fornias debe darse la mitad; no.veo que baya otro mo-
do de hacerse la división, ni hecho alguno que deman-
de otra distinta. Si miramos á la poblacion de cada 
uno de dichos territorios al tiempo de la cesión, no en-
contrarémos mucha desproporcion, y ademas no veo 
que porque se trate de un fondo de caridad que ha de 
invertirse en los trabajos de las misiones en dos distri-
tos distintos, cada uno de estos tenga ínteres en el 
mismo fondo en proporcion á sus habitantes. Al con-
trario, cuando se hizo necesario dividir el legado de D? 
Josefa Paula de Arguelles entre las misiones de Fili-
pinas y las de Nueva-España, los tribunales lo divi-
dieron en partes iguales sin tener en cuenta las res-
pectivas poblaciones. 

Adopto el informe de Pedro Ramírez á Ignacio Cu-
bas fecha 28 de Febrero de 1842, sobre la condieion 
del Fondo.—Anexó letra A., declaración de José Ma-
ría de Romo Jesús,—cuyo contenido es bastante cor-
recto y satisfactorio: 

Según él, el gobierno debiaen 
aquella fecha al Fondo la su 
ma de. . $ 1082078 

Dedúzcanse por un crédito 
malo . 7000 

Quedaba en la tesorería un 
balance de 1075078 

Deudas individuales al fondo.$ 118739 
Dedúzcanse por créditos ma-

los. 46617 72122 

Renta de la hacienda de Ibar-
ra 2000 

Idem de las casas números 11 
y 12 de la calle de Ver-
gara 2625 

Idem de tres haciendas, arren-
dadas al Sr. Belauzaran. . 12705 

17330 
Suma igual al 6 por ciento so-

bre un capital de. . . . 288833 

Total del Fondo. 1436038 
Se verá que no incluyo en la cuenta la hacienda de 

la Ciénega del Pastor, porque estaba encabezada y en 
poder del Sr. Jáuregui por una deuda de considera-
ción, y no hay prueba en el expediente de que el go-
bierno la hubiese recuperado, ó sacado provecho algu-
no de ella. 



Por el decreto de 24 de Octubre de 1842, se reco • 
noció que el tesoro nacional debía al Fondo piadoso 
de las Californias, el 6 por ciento anual sobre los pro-
ductos de las ventas y se empeñaron las rentas del 
tabaco para el pago. No se respetó el empeño, y las 
rentas del tabaco se destinaron á otras cosas; pero, sin 
embargo, existe una deuda reconocida del 8 por ciento 
sobre el capital del Fondo pagadera anualmente. La 
anualidad asciende á la suma de $86,161 98 es., y 
el primer vencimiento tuvo lugar en 24 de Octubre 
de 1848. 

Eso es lo que según mi modo.de ver, ba de conce-
derse á los reclamantes, con inclusión de la anualidad 
que se venció en 24 de Octubre de 1868. Lá próxima, 
cuyo vencimiento tuvo lugar despues de Febrero de 
1869, no puede ser materia de decisión de esta Co-
misión. 

Los vencimientos en 21 años forman un total de 
§1.809,401 58 C3., del que la mitad pertenece á los 
reclamantes para su inversión en la ayuda de los tra-
bajos de las misiones de la Iglesia de la Alta-Califor-
nia para conversión de los gentiles. 

Los beneficiarios de esa mitad del Fondo que están 
en la Alta-California, son ciudadanos de los Esta-
dos-Unidos por el tratado de cesión. Ellos no pueden 
recibir el beneficio del Fondo según la voluntad de los 
fundadores, sino por medio de los ministros de la Igle-
sia católica romana de la Alta-California, autorizada 
por la Iglesia de Roma para predicar, convertir y 
bautizar á los infieles de-esa tierra; pero como las cor-
poraciones unitarias de loa eclesiásticos católico-ro-

manos y los beneficiarios del Fondo residen allí, y to-
dos son ciudadanos de los Estados-Unidos en virtud 
del tratado de cesión y de la ley del país, y como los 
Estados-Unidos han comparecido ante esta Comision 
pidiendo reparación para y en favor de la Iglesia ca-
tólica romana del Estado de California y de sus mi-
nistros, legos y todas laa demás personas que perte-
necen ó puedan pertenecer á esa Iglesia, y todos los 
beneficiarios interesados en el fideicomiso, tenemos 
indudablemente ante nosotros á todas las personas 
interesadas en el Fondo. Y como la indemnización se 
hace á los Estados-Unidos, sobre esta nación pesará 
la responsabilidad de la propia inversión de la suma 
recibida, y sus tribunales de justicia no ocurrirán á 
nosotros para arreglar los derechos de los que recla-
man ó puedan reclamar dicha suma. 

No veo, pues, dificultad para fallar que se conceda á 
los Estados-Unidos la .cantidad que justamente se de-
ba por el gobierno de México desde la fecha del tra-
tado de cesión. 

Ciertamente que la justicia y la equidad claman á 
gritos porque el gobierno de México pague la renta 
anual del Fondo piadoso de las Californias á los mi-
nistros responsables de su fiel inversión en las Cali-
fornias, para la conversión de los habitantes de ellas, 
según la disposición délos piadosos fundadores, su-
puesto que empeñó su fé á ese efecto. 

El Fondo no es del gobierno de México y ni siquie-
ra un peso de él le pertenece. Es propiedad privada, 
religiosamente consagrada á la caridad cristiana por 
la piedad de los tiempos pasados, y está atrincherada 



contra las expoliaciones políticas por la sanción de la 
religión y por todas las obligaciones que la buena fe' 
impone. 

La magnitud de los trabajos de esta Comision no 
me da .tiempo para seguir discutiendo sobre este inte-
resante é importante caso, y tengo quo conformarme 
con la declaración de mi propósito de respetar la dis-
posición de las personas piadosas que bajo el amparo 
de las leyes vigentes entónces, destinaron sus bienes 
á los objetos que eran de su predilección. 

Mi decisión es que el gobierno de México pague al 
de los Estados-Unidos, en moneda de oro de estos y 
con Ínteres al 6 por ciento anual desde el 24 de Oc-
tubre de 1868 hasta que se concluyan los trabajos de 
la Comision,-la suma de novecientos cuatro mil sete-
cientos pesos, setenta y nueve centavos, y cien pesos 
por costas en beneficio de los reclamantes. 

Thadeus Amat'y otros, contra México.—Num. ¿93.— 
Alegato por la defensa ante el H. drbitro. 

El presente caso es de suma gravedad é importancia, 
tanto por las cuestiones que en él se versan como por 
la trascendencia que en lo futuro puede tener para Mé-
xico la decisión que en él recaiga. 

Seguro el que suscribe de que el árbitro ha de exa-
minar con su escrupulosidad acostumbrada, y aun, si 
cabe, con mayor empeño, todas las constancias del ex-
p e t a t e , no duda que dará al luminoso alegato de la 
defensa escrito por el Sr. Azpíroz, toda la atención que 
bajo cualquier aspecto que se examine el oaso, no debe 

rehusársele por quien haya de decidirlo concienzuda-
mente. (Es el documento núm. 45.) 

Excusado es que el agente de México haga al árbi, 
tro una especial recomendación para que se imponga 
detenidamente de la opinion del comisionado de Méxi-
co, pues, estando llamado á dirimir la discordancia de 
opiniones de los comisionados, seria casi una ofensa á 
su alta justificación suponer que no estudiara con par-
ticular Ínteres los fundamentos de tales opiniones. 

Tratadas ya todas las cuestiones del presente caso 
con la inteligencia y esmero que lo han sido en el alega-
to y dictámen mencionados, seria una vana presunción 
en el que suscribe'intentar siquiera decir algo nuevo y 
digno de figurar al lado de dichos trabajos. 

Pero sin tal pretensión y, por el contrario, solicitan-
do indulgencia por el ningún aliño de este escrito, va 
á procurar hacer en él quien tiene hoy la honra de re-
presentar al gobierno de México ante la comision, úni-
camente algunas ligeras observaciones y una exposición 
del punto de vista en que cree que debe ser considera-
do el caso, conforme á la Convención en cuya virtud 
se ha presentado. 

.:• , I-

Para fundar la opinion favorable á los reclamantes 
comienza el comisionado de los Estados-Unidos por 
sostener, ó mejor dicho, por. dar por probado, que el 
Fondo de misiones de las California^ tuvo siempre un 
objeto exclusivamente religioso y no político en senti-
do alguno. 
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Lo contrario está demostrado con irrefragables tes-

timonios históricos en él alegato del Sr. Azpíroz y en 
la opinion del Sr. Zamacona. 

Pero cualquiera que haya sido el carácter de dicho 
Fondo por la intención de los fundadores, reconoce el 
comisionado amoricano que desde la expulsión de los 
jesuítas, á quienes aquellos habían encomendado la in-
versión de los caudales de que se trata, el soberano asu-
mió, en virtud del dominio eminente, las facultades ne-
cesarias para llevar á ejecución el propósito de quie-
nes crearon el Fondo. 

Admite, pues, el Sr. Wadsworth no solo el hecho de 
que el obispo de California y ántes que él diversas cor-
poraciones religiosas y aun alguna laica intervinieron 
en el manejo é inversión del Fondo únicamente por co-
mision del gobierno nacional, sino también el pleno de-
recho del mismo gobierno para encargar de este ma-
nejo é inversión á quien le mereciera confianza, y á 
su juicio, fuese mas á propósito para llevar á cabo los 
fines de la institución. 

Parece, sin embargo, que el comisionado americano 
atribuye á la designación del obispo de California por 
aquel gobierno y para el expresado encargo un efec-
to permanente y la trasmisión de un derecho perfecto 
é irrevocable en el obispo y sus sucesores. 

Y como fundamento de tal creencia (que es también 
eMe los autores de la presente reclamación) cita el de-
creto de 24 de Octubre de 1842, que por lo "mismo de-
be tenerse á la vista corno una de las mas importantes 
piezas del expediente. 

Dice así: '<Que teniendo en consideración que el de-

creto de 8 de Febrero del presente año que dispuso 
volviera d continuar d cargo del supremo gobierno el 
cuidado y administración del Fondo piadoso de Cali-
fornias, como lo habia estado anteriormente, se dirige 
á que se logren con toda exactitud los benéficos y wa-
dónales objetos que se propuso la fundadora he 
tenido á bien decretar lo siguiente: 

«Art. 1. Las fincas urbanas y rústicas, los créditos 
activos, y demás bienes pertenecientes al Fondo pia-
doso de Californias quedan incorporados al erario na-
cional. 

«Art. 2. Se procederá por el ministerio de hacienda 
á la venta de las fincas y demás bienes pertenecientes 
al Fondo piadoso de las Californias por el capital que 
representen al 6 por ciento de sus productos anuales, 
y la hacienda pública reconocerá, al mismo rédito do 
6 por ciento, el total producido de estas enajenacio-
nes. 

«Art. 3. La renta del tabaco queda hipotecada es-
pecialmente al pago de los réditos correspondientes al 
capital del referido Fondo y la dirección del ramo en-
tregará las cantidades necesarias para cumplir los ob-
jetos á que está destinado el mismo Fondo sin deduc-
ción alguna por gastos de administración ni otro al-
guno.» 

Ya se ve que este decreto, base de la reclamación, 
declara nacionales los objetos á que estaba destinado 
el Fondo en cuestión. 

Se ve también que dejó incorporados en el erario na-
cional de México tales fondos; pero principalmente de-
be llamar la atención que para nada se menciona en 



parte alguna del mismo decreto ni al obispo ni á la 
Iglesia de California. 

¿Cómo es, pues,-que"en este decreto se pretende fun-
dar. él derecho alegado? 

¿Cómo de que el. gobierno de México se propusiera 
seguir destinando á sus benéficos y nacionales objetos 
los fondos qUe declaraba e6tar á su exclusivo cargo, 
puede deducirse que esos fondos habían de ser admi-
nistrados é invertidos perpetuamente por la Iglesia de 
Californias, cual lo sostiene el Sr. Wadsworth? 

Si hubiese dispuesto, explícita y terminantemente, 
que se entregaran al obispo de California las cantida-
des necesarias de los réditos que el mismo decreto des-
tinaba á lós objetos de la primitiva fundación, todavía 
seria mas que dudoso el título con que hubieran podido 
reclamar tales cantidades los sucesores del obispo des-
de el momento en que dejaron de ser de ínteres nacio-
nal para México los objetos en que se invirtieran esas 
cantidades en la Alta-California. 

A juicio del Sr. Wadsworth no solamente subsisten 
en la localidad que se acaba de mencionar las necesi-
dades á que fué destinado el Fondo de misiones por sus 
fundadores, sino que se han aumentado con la afluen-
cia de aventureros de todo el mundo y con la inmigra-
ción china. 

Duda el que suscribe de que el comisionado de los 
Estados-Unidos haya escrito este pensamiento, espe-
rando que se tomara á lo serio y mas bien se inclina á 
suponer que quiso el señor comisionado amenizar con 
un chiste la aridez de la materia que le ocupaba. 

¿Qué tiene de común con el objeto de proteger y ci-

vilizar á los aborígenes de este continente, convertir al 
catolicismo á'los chinos y á los descreídos emigrantes 
europeos que, como una avalancha, se precipitaron so-
bre la rica presa arrancarla de México y cuyos tesoros 
ofrecían mayor incentivo á la codicia que elementos de 
propaganda religiosa? 

Pero suponiendo que fuese hoy tan necesario como 
ántes de la anexión de la Alta-California á los Esta-
dos-Unidos, invertir en ella ciertas cantidades para 
la conversión de los infieles o paganos o protestantes, 
al catolisismo, ¿qué clase de obligación puede tener el 
gobierno mexicano de ministrar esas cantidades? ¿De 
ínteres nacional, como la que tiene todo soberano de 
satisfacer las necesidades públicas? Enténces y a no 
es de aquel gobierno sino del de los Estados-Unidos 
que se subrogó en todos, sus derechos y obligaciones 
respecto de la Alta-California, de quien pueden pedir 
los obispos el cumplimiento de tal obligación. ¿Es esta 
de un carácter privado, como lo pretende el Sr. Wads-
worth? ¿De dónde procede? 

Ya so ha visto que no del decreto de 24 de Octubre 
de 1842 en que no hay mención ni del obispo ni de la 
Iglesia de California. 

No de la voluntad délos que crearon el Fondo, por-
que ellos lo pusieron exclusivamente á cargo de los 
jesuítas y no al de quien quiera que se pudiese hallar 
á la cabeza de una Iglesia que ni siquiera existia en 
la época de la fundación. 

No, en fin, por los objetos á que fué destinado aquel 
Fondo, porque jamas los han llenado ni hay probabi-
lidad de que los llenen los reclamantes. 



Y sin embargo, para el Sr . Wadsworth es de un ca-
rácter tan privado la supuesta obligación del gobierno 
do México de ministrar á los obispos de California 
una gran parte de los réditos de dicho Fondo, que la 
compara á la de un individuo en cuyo poder se halla-
se este, y á quienes los tribunales ordinarios no po-
drían ménos que compeler al pago dé tales réditos. 

¿Péro lo harían en tal caso, sin que los demandan-
tes probaran su derecho á ellos, ó mejor dicho, su tí-
tulo de propiedad? Evidentemente no. 

Y ¿cuál es el título que presentan á este alto tri-
bunal los que demandan ante él al gobierno de Mé-
xico? 

Un decreto que ninguno les da (mas aún), que les 
retiró lo único que ántes habia tenido á bien aquel 
gobierno dar al dignatario eclesiástico de quien pre-
tenden derivar el derecho que deducen, á saber: la 
simple administración del Fondo de que se trata. 

Recuérdese que el decreto de 24 de Octubre de 
1842 comienza por reiterar lo dispuesto en el de 8 de 
Febrero del mismo año, por el cual se quitó al obispo 
de California el manejo de esefFondo declarándose que 
su administración é inversión quedaba á cargo del su-
premo gobierno nacional de México en el modo y tér-
minos que él dispusiera para llenar los objetos que se 
propusieron los donantes: la civilización y conv¿rsion 
de los bárbaros [no de los chinos ni de los europeos] 

Muy problemático seria que si los jesuítas hubieran 
continuado sin interrupción desempeñando el fideico-
miso de los fundadores del Fondo llamado dé misiones 
y que los bienes que lo formaron no hubiesen salido 

del poder de tales fideicomisarios, pudiera hoy la mis-
ma corporacion de jesuítas reclamar para beneficio de 
la Alta-California segregada de México los productos 
de uno3 bienes ubicados en territorio de aquella Re-
pública. 

Pero cuando hace un siglo que cesó el desempeño 
de tal fideicomiso por los jesuítas; cuando desde la 
expulsión de estos dé los dominios de España todas 
sus temporalidades se incorporaron á la réal hacienda; 
cuando por el mismo decreto en que se pretende fun-
dar esta reclamación dejaron de constituir un fondo 
especial los bienes destinados al objeto nacional de la 
civilización de los salvajes, para confundirse con los 
demás caudales públicos, cuyo manejo é inversión son 
del exclusivo resorte del soberano, y cuando, en una 
palabra, no hay en los obispos de la Alta-California 
ni la representación de los jesuítas,- de quienes no son 
sucesores, ni la delegación del gobierno de México 
que no pudo subsistir desde que careció el mismo go-
bierno de los medios de sobrevigilancia indispensables 
para la subsistencia de tal delegación é imposibles en 
un territorio sometido ya á extraño poder, apenas se 
concibe que dichos obispos hayan llegado á creerse 
con algún título para formular la pretensión que han 
traído á este tribunal. 

¿Cuándo comenzó para ellos el derecho que deducen? 
¿En el momento do regresarse la Alta-California de 

México? 
¿En el día en que se cangearon las ratificaciones del 

tratado en que aquella República cedió ese territorio 
á los Estados-Unidos? 



¿Quién representaba entonces el derecho en que 
pretenden ser sucesorés los obispos cujas mitras no 
existían aún? 

¿Era un individuo? ¿Era una corporación? ¿Era el 
pueblo todo de la Alta-California? 

Si lo primero, el individuo que poseia el pretendido 
derecho seguramente no era americano ni pudo empe-
zar á serlo hasta despues de trascurrido un año, con-
forme al artículo 8 del tratado de que se ha hecho 
mención, es decir, no ántes del 80 de Mayo de 1849. 

Si lo segundo, la corporacion perdió todos los dere-
chos que tuviera respecto á México y su gobierno, 
porque no solamente no se le reservaron en el trata-
do, sino que ni siquiera se hizo mención en el de cor-
poraciones, cuidándose, no mas, de garantizar los 
derechos de individuos privados, y aun esto solo en 
sus nuevas relaciones con los Estados-Unidos, no res-
pecto á sus derechos é intereses radicados en México. 

Por último, si se trata de derechos colectivos del 
pueblo de la Alta-California, los deberes correlativos 
á ellos pasaron sin excepción alguna al nuevo sobera-
no, al trasmitírsele, sin restricción, las prerogativas de 
la soberanía. 

Pero volvamos á la primera de estas tres suposicio-
nes, que parece ser la que sirve de base á la deman-
da: á saber, que fué un individuo el que, en virtud de 
su ministerio eclesiástico, poseia el derecho que se re-
clama. ¿El inmediato sucesor del obispo Diego, estaba 
realmente en posesion actual de percibir alguna parte 
de los réditos del Fondo de misiones en Mayo de 1848 
ó 1849? 

¿Habia estado recibiendo algunas cantidades por 
ese título por aquellos años? Ni siquiera se indica por 
los demandantes. 

¿Qné es, entónces, el pretendido derecho en que fue-
ron sucesores? Solo una esperanza vana, una ilusión 
desvanecida y acaso hasta ya olvidada. 

Sin que el decreto que retiró del obispo de Califor-
nia el encargo de administrar é invertir el Fondo de 
misiones dijera una sola palabra sobre que se minis-
traran al mismo obispo en lo .sucesivo las cantidades 
necesarias para los objetos de aquel exíinguido Fondo, 
pudo él creer que así seria, pero esto allá en el año ' 
de 1842. 

Pasaron tres años sin que tal creencia se realizara, 
y aprovechando el precitado obispo una preponderan-
cia accidental del partido de la Iglesia en el gobierno 
de México, obtuvo, en 1845, una promesa mas explí-
cita, aunque probablemente no ménos ilusoria. 

Tal promesa fué consignada en un decreto que ape-
nas han citado los reclamantes; pero de que el comi-
sionado de los Estados-Unidos no ha creido conve-
niente hacer mérito en su opinion. 

Es de fecha 3 de Abril de 1845 [posterior al que se 
toma por fundamento de la reclamación] y dice así: 

«Los créditos y demás bienes del Fondo piadoso de 
Californias que existan invendidos se devolverán in-
mediatamente al Rev. obispo de aquella mitra y suce-
sores, para los objetos de que habla el art. 6 de la ley 
de 29 de Setiembre de 1836, para que los administren 
é inviertan en sus objetos ú otros análogos, respetan-
do siempre la voluntad de los fundadores, sin perjui-



ció de lo que el Congreso resuelva acerca de los bienes 
que están enajenados.» 

En este decreto hay, como se ha dicho, una prome-
sa explícita al obispo de California, pero ¿cuál es? ¿Aca-
so la de que á él y sus sucesores se entregarían los 
réditos de que habla el decreto de 24 de Octubre de 
1842? No, ciertamente. 

Los decretos de Febrero y Octubre de 1842 habían 
separado de toda ingerencia en el manejo é inversión 
del Fondo demisiones al obispo de California, ejercien-
do para ello el poder público de México la misma li-
bertad con que ántes habia encomendado dicho mane-
jo al repetido obispo «Ilujus est tollere cujus est con-
dere.» 

El decreto de Abril de 45, obra del partido clerical, 
vino á conferir nuevamente al obispo de California la 
comision del gobierno 'de que tres años ántes habia si-
do privado; pero en este tiempo los fondos habían dis-
minuido, sin duda, considerablemente, y tanta debió 
ser su diminución al expedirse el decreto, que en él se 
mencionan primeramente los créditos, lo que hace en-
tender que constituían la mejor ó mas cuantiosa clase 
de los bienes existentes. Estos, los no vendidos en vir-
tud del decreto de Octubre de 1842, fueron los únicos 
mandados entregar inmediatamente al obispo de Ca-
lifornia y^sus sucesores. En cuanto á los vendidos, el 
Congreso se reservó determinar despues lo que tuviere 
á bien. 

Trascurrieron otros tres años desde la expedición 
de aquel decreto hasta el cange de ratificaciones del' 
tratado que segregó de México la Alta-California. 

¿Qué habia sido durante esos tres años de los restos 
del Fondo de misiones ? 

¿Recibió algo de ellos el obispo á quien debieron en-
tregarse inmediatamente despues de expedido el decre-
to que así lo ordenaba? 

Muy probablemente solo recibiría los réditos, que 
no podían tener sino un insignificante valor, siendo en 
su mayor parte títulos de la deuda pública. Lo demás 
[si es que habia algo mas que tales créditos] es muy 
verosímil que se consumiera en los gastos públicos de 
la guerra con los Estados-Unidos. 

Y si fué así, ¿qué mejor empleo pudo darse á los 
fondos destinados á la conquista política y religiosa 
de las Californias, que el defender el territorio adqui-
rido por medios en cuyo empleo fueron esos bienes tan 
útil elemento? 

Yáféques i en efecto echó mano el gobierno de Mé-
xico de los restos del Fondo de misiones para sostener la 
guerra contra los Estados-Unidos, á cuyo término per-
dió mas de la mitad del territorio nacional [inclusa la 
Alta-California), seria curioso que hoy se le hiciese 
pagar en beneficio de los Estados-Unidos y de una 
secta religiosa que tiende á predominar en ellos, no 
solamente lo que entónces tomara de dichos fondos, 
sino un tributo perpetúo como réditos del mayor va-
lor que alguna vez pudieron tener. 

Y no esménos curioso que esto se pretenda invocan-
do precisamente un decreto que declaró ser de ínteres 
verdaderamente nacional de México los objetos á que 
estaban destinados aquellos fondos. 

Con acento edificante refiere el patrono ele los obis-



pos (pág. 10 del alegato impreso) que la duquesa de 
Gandía, habiendo oido hablar á un anciano sirviente 
suyo que había sido soldado en California, de la este-
rilidad de ese país, de la miserable condicion de los in-
dios y de los sufrimientos y trabajos apostólicos de los 
misioneros consagrados al mejoramiento de aquella 
desgraciada raza, dispuso legar una parte de su fortu-
na para auxilio de las misiones; y en seguida pregun-
ta ¿cómo habia de pensar la piadosa donante que su 
legado tendría por final destino entrar al tesoro pú-
blico de México? 

El que suscriba contéstala pregunta con otra: ¿Pen-
saría la duquesa de Gandía que la región que iba á 
favorecer su munificencia dejaría de pertenecer á su 
patria? ¿Que aquel país cuya esterilidad y pobreza 
movia su caridad llegaría á ser uno de los mas ricos 
del mundo? ¿Que aquellos miserables indios de cuya 
situación se condolía, en vez de ganar con la prospe-
ridad de su suelo, serian arrojados de él por el nuevo 
soberano, y que aquellos santos misioneros cuyo apos-
tólico celo y heróica abnegación admiraba y se propo-
nía fomentar, babian de tornarse en altos dignatarios 
de una rica Iglesia? 

¿Y es cuando tanto han cambiado las cosas de como 
las conocieron los fundadores del Fondo de misiones 
cuando los obispos de California vienen á reclamar su 
participación (mas todavía), su propiedad en ellos? 

¿Y para qué? 
¿Yan por ventura á llenar los objetos de la funda-

ción? 
¿Yan á llevar á los infelices indios relegados á los 

confines del territorio que fué suyo, la luz del Evange-
lio y los auxilios de la caridad cristiana? 

Por lo ménos si se proponen hacerlo, ni será en be-
neficio de México, ni el gobierno de aquella República 
podría vigilar que se invirtieran en sus verdaderos ob-
jetos las cantidades recibidas por los obispos reclaman-
tes. 

Pero volvamos al punto de partida, 
Habíamos visto que en Abril de 1845 dispuso un de-

creto se entregaran inmediatamente al obispo de Cali-
fornia y sus sucesores los créditos y demás bienes no 
vendidos del Fondo de misiones, y excusado es dedi-
que al encargar el gobierno de México á dicho, obispo 
la administración de tales bienes, en lo que ménos pu-
do pensar fué en que llegarían á figurar como suceso-
res del obispo Diego, en cuyo nombramiento habia teni-
do la participación que le correspondía, unos extranjeros 
no sometidos al mismo gobierno ni nombrados con in-
tervención suya. 

Se entregaron ó no se entregaron inmediatamente 
al obispo Diego los créditos y bienes únicos cuya ad-
ministración é inversión le confiaba su gobierno. Co-
mo quiera que fuese, el decreto de 3 de Abril de 1845 
debió ejecutarse inmediatamente ó quedó sin ulterio-
res efectos. Murió despues el obispo Diego, y no se le 
dió sucesor, en la forma en que él habia sido nombra-
do, sobrevino la guerra entre México y los Estados-
Unidos, quo terminó por el tratado de 2 de Febrero 
de 1848: ni una palabra se dijo en él sobre corporacio-
nes y ménos sobre Iglesias, garantizando simplemente 
los Estados-Unidos á los individuos mexicanos que si-



guieran viviendo en él territorio conquistado por ellos 
el libre ejercicio de su culto y el seguro goce de sus 
propiedades existentes en el mismo territorio. 

La Iglesia católica déla Alta-California no quedó, 
pues, por el tratado de Guadalupe Hidalgo, con el ca-
rácter de corporacion reconocida por el nuevo sobera-
no ni con derechos reconocidos, no ya respecto al go-
bierno de la nación de que los miembros y pastores de 
esa Iglesia dejaban de depender, sino aun respecto de 
los bienes á que la misma Iglesia pudiera creerse con 
derechos dentro del territorio en que se hallaba esta-
blecida. 

Pasaron años y dicha Iglesia siguió siendo una aso-
ciación privada sin existencia legal en los Estados-Uni-
dos. El Papa, que era el único soberano con quien es-
taba en relaciones, tuvo á bien, por supuesto sin cono-
cimiento siquiera del gobierno de México, nombrar un 
nuevo obispo para la Alta-California, erigir en ella 
otro obispado, y luego un arzobispado y designar pa-
ra estas dignidades á ciudadanos naturalizados de los 
Estados-Unidos: esto3 cambios y aumento de personal 
habrían motivado por sí solos que. el gobierno de Mé-
xico no dejara en manos de quienes así habian sido 
nombrados, el cargo do confianza conferido en otro 
tiempo al obispo mexicano Diego. 

Entretanto si los nuevos dignatarios de la Iglesia 
de California no adquirieron de su antecesor inmedia-
to algunos bienes ó derechos por algún acto individual 
como cesión ó testamento, uno ú otro conforme á las 
leyes de los Estados-Unidos; por razón de oficio nin-
gún título legal pudieron hacer valer en los mismos 

Estados-Unidos miéntras no comenzaron á represen-
tar una asociación reconocida en el órden civil á vir-
tud de su formal incorporacion. 

Esta tuvo lugar en el año de 1854 (véanse los docu-
mentos núms. 3 y 10): de entonces en adelante data 
la existencia legal de la Iglesia católica de California 
en los Estados-Unidos: y solamente de cntónces en 
adelante pudo esa corporacion adquirir derechos y ha-
cerlos efectivos bajo la protección de las leyes y de las 
autoridades del país. 

Antes de la incorporación formal no tenia derechos 
colectivos dicha Iglesia, y sus miembros ó sus minis-
tros solo tenían aptitud legal para adquirir derechos 
individuales. ¿Cómo, pues, pudieron trasmitirse á los 
obispos reclamantes los derechos que haya tenido el 
obispo Diego en 1842? 

Parece que se pretendo atribuir este efecto á los cá-
nones de la Iglesia católica. 

Pero ¿cómo se puede sostener semejante absurdo? 
El derecho canónico solo produce efectos civiles den-

tro del territorio cuyo soberano se los da. Y ni los Es-
tados-Unidos al anexarse la Alta-California hicieron 
esta concesion ni otra alguna á la Iglesia católica de 
allí, ni México al desprenderse de su dominio sobre ese 
territorio pudo dejar vigente en él el derecho canónico. 

Supóngase, no obstante, que este derecho continuó 
en su mayor fuerza y vigor por propia virtud, á pesar 
del cambio do soberanía en la localidad de que se tra-
ta. ¿Hay en él alguna prescripción que obligue á un 
gobierno á depositar su confianza en prelados extran-
jeros para la administración é inversión de caudales in-



corporados en su tesoro y destinados áobjetos de Ínte-
res verdaderamente nacional? 

¿ Y si hay tal prescripción canónica habrá tribunal 
(no eclesiástico) que se preste á hacerla efectiva? 

El patrono de los obispos, que comprende no ser fa-
vorable á los intereses que defiende invocar por título la 
simple delegación del gobierno de México en favor del 
obispo Diego, quiere sostener qua los bienes de que so 
trata pertenecen por propio derecho á la Iglesia de la 
Alta-California, y que fué un atentado á la propiedad 
la incorporacion de esos bienes á la real hacienda cuan-
do fueron expulsos los jesuitas de los dominios de Es-
paña, hace un siglo, y otro atentado la segunda incor-
poracion do los mismos bienes en el tesoro público de 
México en 1S42; siendo de notar que precisamente es 
en los decretos de ese año en los que se funda la de-
manda. 

Con tal ocasion reprueba enérgicamente dicho pa-
trono, citando la autoridad de escritores católicos, el 
principio que considera como propiedad pública la des-
tinada al culto en los países en que este ha. sido uno 
solo, bajo-la -exclusiva preteccion del Estado. 

Seria ajeno de la cuestión que nos ocupa cuanto 
pudiera decirse sobre el indicado principio abstracto. 
Basta observar que no toca á este tribunal llamar á 
cuentas al gobierno de España ni al de México ni á 
otro alguno por la nacionalización de bienes eclesiás-
ticos. 

Lo que se cuestiona es simplemente si los obispos de 
California han tenido derecho á percibir réditos de 
unos bienes nacionalizados 6 incorporados al gobierno 

de México, sea que lo que fuesen con buen derecho ó 
sin él. 

Despues que la Iglesia católica de California hubo 
llenado el requisito de la incorporacion para tener 
existencia legal en los Estados-Unidos, uno de los mi-
nistros de esa Iglesia (el cura de Santa Clara) deman-
dó á un individuo privado por la posesion de un terre-
no conocido con el nombre de «Orchard« que ántes ha-
bia pertenecido á la misión de Santa Clara. 

Siguióse el juicio en todos sus trámites alegándose 
por una y otra parte cuanto pudiera esclarecer la cues-
tión suscitada sobre derechos de la Iglesia de Califor-
nia en los bienes que en tiempos anteriores formaron 
el Fondo de misiones. 

Se acompaña á este alegato una copia íntegra déla 
relación de ese juicio tomada de la obra «Report of ca-
ses argued and determined in the supreme court of the 
State of California, vol. YI , pag. 325 et pas. 

Al formular el magistrado Heyndelfelt la sentencia 
definitiva, se expresó en estos términos:» according to 
all the spanish and Mexican authorities (which have 
been well collated in the respondent argument) the 
missions were politicalEstablishments, and [in no man 
ner conected with the church. 

«The fact that monks and priests were at the head 
of these institutions prove nothing in favor of the 
claim of the church to universal ownership of the pro-
perty. 

The lands settled by them were not conveyed to any 



one neither to priest nor neophyte; hut remained t h j 
property of the Government. 

Our conclusion is that the plaintiff has no right to 
tho property in question and, therefore, the judge-
ment of the court bellow is affirmed.» 

Cuando esto han decidido los tribunales competen-
tes tratándose de una propiedad ubicada en los Esta-
dos-Unidos, ¿qué debe decirse de los pretendidos dere-
chos de la Iglebia de California contra el gobierno d3 
México por réditos del producto de bienes ubicados 
en México y que léjos de haber sido cedidos á aquella 
Iglesia fueron explícitamente declarados nacionales ? 

Seria una iniquidad monstruosa que miéntras á los 
de tentador es de propiedades ubicadas en los Estados-
Unidos y que ántes pertenecieron á las misiones, se les 
mantiene en una posesion á que no tienen título, ai 
gobierno de México se lo compeliera á pagar un tribu-
to perpetuo en favor do los obispos de California, so-
lamente porque alguna vez tuvo á bien encomendar á 
un prelado eclesiástico, bajo su- dependencia, la admi-
nistración é inversion de unos fondos que debian des-
tinarse á objetos de Ínteres nacional. 

La Convención de 4 do Julio do 1868 sometié al 
exámen y decision.de esto tribunal todas las reclama-
ciones de individuos, corporaciones y compañías que, 
teniendo la ciudadanía de los Estados-Unidos, hubie-

ran sufrido injurias en sus personas ó en su:; propie-
dades por autoridades mexicanas. 

Lo que hay, pues, que averiguar en cada oa3o es si 
alguna autoridad de la nación demandada ha hecho in-
jur ia á la parte demandante en su persona ó en su 
propiedad. 

La primera observación que en este respecto ocur-
re al examinar el presento caso, es que ni el gobierno 
de 'Méxic t ni autoridad alguna de aquel país ha teni-
do noticia siquiera de la existencia de los Sres. Ale-
many y Arnat ni de la corporacion que representan. 

Esta corporacion comenzó á existir legalmente en 
los Estados-Unidos, ó mas propiamente, en el Estado 
de California, el año de 1854, en que se cumplió con 
el requisito de la incorporacion. Desde entonces pu-
dieron los mencionados señores representar los dere-
chos é intereses civiles de sus respectivas Iglesias en 
los Estados-Unidos; pero ¿lo supo siquiera el gobier-
no de México? ¿Quién y cuándo le dió noticia do ello? 

Ni la menor indicación se encuentra sobre este par-
ticular en el expediente. 

¿Y no es verdaderamente anómalo que se llamen in-
juriadas por el gobierno de México unas personas de 
cuya existencia individual ó de cuyo carácter de re-
presentantes de una corporacion no tenia ni la menor 
noticia? 

En cuanto á que los reclamantes hayan sido perju-
dicados en sus propiedades por aquel gobierno, está 
demostrado ser enteramente falso, porque ni en el 
Fondo de misiones incorporado primero al tesoro de 
España y luego al de México como de propiedad na-



cional, ni los productos de ese Fondo cuya inversión 
quedó á cargo del gobierno desde la expulsión de los 
jesuítas de los dominios de España, han sido jamas 
propiedades de los obispos ni de la Iglesia de Cali-
fornia. 

Pero, sobre todo, cualquiera que sea el derecho que 
los reclamantes deduzcan sobro dicho Fondo ó sus ré-
ditos, nadie se atreverá á sostener que tal derecho es 
claro, evidente, incuestionable. • 

Pues bien, con solo que sea dudoso el repetido dere-
cho basta para que no se pueda reputar á los reclaman-
tes como injuriados por la omisión del gobierno de Mé-
xico en hacerlo efectivo sin la menor gestión ó solici-
tud de parte de los internados. 

Aun cuando no se tratara de una obligación mas 
que problemática, como lo es la que se pretende haber 
dejado de cumplir el gobierno de México, sino de una 
bien determinada y explícita, como la-procedente de 
un contrato, no se podría decir que se hubiese hecho 
injuria á los interesados en su cumplimiento sino cuan-
do estos demostraran haberlo solicitado diligentemente 
sin obtener éxito. Solo entonces habria que investigar 
si la resistencia del gobierno demandado constituía una 
injuria por ser injusta ó infundada. 

Dicen los reclamantes que en 1859 (bien tarde por 
cierto) presentaron su reclamación' al gobierno de los 
Estados-Unidos. 

Seria así; pero como este gobierno no dió curso á 
tal reclamación ni siquiera noticia de su existencia al 
gobierno de México, para él fué absolutamente lo mis-
mo que si no se hubiese hecho. 

¿Cuál es, pues, la injuria.de que se quejan lo3 recla-
mantes? 

¿Han pedido alguna vez al gobierno de México el re-
conocimiento del derecho que. pretenden tener á los ré-
ditos del Fondo de misiones? 

No solamente no lo han probado sino que ni siquie-
ra lo alegan. ¿Y cómo han podido esperar racional-
mente que no habiéndoles ocurrido á ellos mismos pro? 
mover cosa alguna sobre su.pretendido derecho, tal 
vez sin que hubiesen pensado que podrían tenerlo, el 
gobierno de México les hubiera comenzado á pagar 
puntualmente los réditos que ahora cobran desde el 
año de 1848? 

Tan exagerada pretensión no puede ménos que ser 
calificada de absurda. 

Supuesto el estado que guardaban los fondos d e c i -
siones en 1845; supuesto el cambio completo del modo 
de ser de la Alta-California producido por la guerra y 
el tratado que le dió término y, supuesto, en fin, que 
en virtud de este cambio ni eran ya de Ínteres nacional 
para México los objetos á que se destinaran dichos fon-
dos en la Alta-California, ni el gobierno de aquella 
República podia vigilar su inversión, es lo mas natural 
del mundo que ni pensara absolutamente el rnismo go-
bierno en que los ministros de la Iglesia católica de la 
Alta-California alegasen derechos á los repetidos 
fondos. 

¿Cómo, pues, ha de calificarse de injuria, por parte 
del gobierno de México el desconocimiento ó falta de 
cumplimiento de una obligación quo ni él sospechara 
tener, ni los interesados lo exigieron jamas? 



Si se t ra tara de un formal Compromiso contraído per 
el gobierno de México á favor de los reclamantes en 
términos incontrovertibles, todavía no seria equitativo 
atender á una queja de quienes ántes no hubiesen pro-
curado diligentemente el reconocimiento y ejecución 
de tal compromiso; ¿qué se deberá, pues, decir cuando 
por título de la demanda se alega un decreto en que 
no hay mención alguna de la entidad representada por 
los reclamantes; cuando esa entidad dejó de existir 
con las circunstancias que habia tenido en la época en 
que el gobierno de México le concedió no la propiedad 
sino la administración de los bienes cuyos réditos so 
exigen; circunstancias y condiciones determinantes do 
este encargo confidencial, como puede comprenderse 
con la lectura del decreto de 29 de Setiembre do 1836, 
y cuando, por último, el derecho alegado todo podrá 

. ser pero de seguro no claro, notorio é incuestionable? 
Seria necesario cambiar la significación de la pala-

bra injuria para declarar que ha habido de parte del 
gobierno de México algo que merezca este nombre en 
el presente caso. 

Por tanto, aun en el supuesto, absolutamente infun-
dado, de que los obispos de California pudieran dedu-
cir algún derecho á una parte de los réditos corres-
pondientes á los bienes del Fondo de misiones vendidos 
en virtud del decreto de 21 de Octubre de 1842, su de-
manda no es propia del conocimiento y decisión de es-
te tribunal, porque no se funda en injuria hecha á 
ciudadanos de los Estados-Unidos por el gobierno de 
México, ni desde el 2 de Febrero de 1848, en que la per-
sona de quien pretenden derivar su derecho no tenia la 

ciudadanía que hacen valer, ni desde 1854, en que co-
menzaron á tener representación legal, ni en tiempo al-
guno anterior al cange de ratificaciones de la Conven-
ción de 4 de Julio de 1868, porque no han acudido con 
su pretensión á aquel gobierno, como era indispensable 
lo hiciesen previamente para que so pudiera examinar 
la justicia de tal pretensión. 

Así, pues, aun sin tomar en consideración los fun-
damentos de ella, tiene que ser desechada la reclama-
ción. 

[Firmado].—Eleuterio Avila. 

Núm. 49o.—Los lievs. O. arzobispo y obispos de Ca-
lifornia, José >$. Alemany y otros, contra la Repú-
blica Mexicana. 

Ultima réplica. 

' No creo necesario seguir en todos sus detalles el in-
genioso y hábil argumento del abogado de la Repúbli-
ca Mexicana. Tra ta principalmente da establecer la 
proposicion de que las misiones de California fueron 
simples instituciones políticas, las que bajo el pretex-
to (ó bajo el nombre) de predicar el Evangelio á los in-
dios herejes del país, ocultaban el plan de una verda-
dera conquista civil. Para asentar esto es necesario 
ignorar el hecho de que bajo la monarquía española, 
como en cada uno de los Estados europeos que bro ta-
ron de las ruinas del imperio de Occidente, la Iglesia 
constituyó, bajo tal ó cual forma, uno de los grandes 
poderes del reino; que no reconocía dependencia algu-
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na de ia Corona, ni el monarca reclamaba ninguna au-
tor,dad sobre ella, excepto algunos derechos de inter-
vención en sus asuntos, que fueron concedidos por 
concordato con la Santa Sede. Ignorando de esto mo-
do el curso completo de la historia, es fácil para el há-
bil abogado, ver en la Iglesia una simple rama del go-
bierno civil, y en el clero, simples servidores de la 
corona. Sus orfanatorios, seminarios teológicos, cole-
gios, iglesias y misiones, vienen á ser, á juicio del abo-
gado, simples establecimientos políticos. De aquí ha 
ha pod,do inferir que un donativo ó legado para coone-
rar a los esfuerzos do los padres misioneros, fué 'en 

U I i a v s z ' Para contribuir á la conquista civil; 
que el dinero ó las tierras que se dieron á los misione-
ros para esto objeto, fueron simplemente donativos á la 
corona de España para objetos públicos, y llegaron á 
ser propiedad pública por el acto de la donacion; sien-
do por consiguiente aplicable, á discreción del monar-
ca (ó de la Repúbica despues de su independencia) á 
cualesquiera objetos públicos. Asienta también que ha 
sido aplicada á otros objetos públicos. Excuso seguir 
el argumento entre las muchas ideas confusas por las 
cuales se llega á esta conclusion extraordinaria, por-
que me parece tan completamente, en desacuerdo con 
la historia, que basta el simple relato de su conclusion 
para refutarlo suficientemente. El tribunal observará 
que ninguna, razón se ha seHalado que pudiera justifi-
car á México distraer la renta, del «Fondo piadoso» 
para el sostenimiento de las misiones á que la destina-
ron sus donadores, como igualmente no lo habría jus-
tificado al monarca español en caso semejante; y hada 

so indica para justificar tal procedimiento on nuestros 
dias, que no sea igualmente aplicable al período en que 
se hicieron las donaciones; por consiguiente el argu-
mento de D. Manuel Azpíroz ó prueba que las contri-
buciones que formaron el Fondo llegaron á ser propie-
dad nacional (sujeta al absoluto é ilimitado dominio 
del monarca, sobre cuya autoridad en asuntos nacio-
nales no existe restricción alguna) en el momento en 
que fueron hechas, ó nada prueba absolutamente. 

El Sr. Azpíroz sostiene la afirmativa de esta extraor-
dinaria proposicion. Refiriéndome á ella, advierto que 
es un resultado evidentemente inesperado para los con-
tribuyentes; ellos, en efecto, no supusieron cuando hi-
cieron sus donaciones que estaban contribuyendo con 
sus fondos para el tesoro de la corona, y apenas es 
concebible que cuando, el monarca español dió á la So-
ciedad de Jesús su augusta licencia para emprender y 
efectuar la conquista espiritual de las Californias, con 
la única condicion de respetar la supremacía civil de 
la corona de España y no comprometer en ningún gas-
to el real tesoro, quisiera decir que la autorizaba para 
solicitar limosnas de sus súbditos para su beneficio, ó 
para pedir de puerta en puerta en su nombre. De mo-
do que si el resultado que hoy reclama el agente de 
México provenia de donaciones hechas de esta manera, 
fué un resultado que no imaginaron ni intentaron nin-
guna de las partes en aquel tiempo. No lo fué cierta-
mente por los padres, pues que solicitaron auxilio pa-
ra contribuir á la conquista espiritual del país, esto es, 
á la conversión de los naturales á la fé católica. No 
por los donadores, porque movidos por la piedad y el 



Celo de la misma fé contribuyeron para este exclusivo 
objeto. Y no por la corona, porque ella favorecía á 
ambas partes—solicitantes y contribuyentes—alegan-
do los mismos motivos religiosos, y estipulando sola-
mente que su autoridad civil sobre el territorio conti-
nuaría siendo reconocida. Si entonces alguno hubiera 
llevado adelante la doctrina defendida en el alegato de 
D. Manuel Azpíroz, ¿no habría sido prontamente re-
probada y desechada por todas las partes? Y si entón-
ces ella no fué una verdad, ¿por qué serie d^ singula-
res acontecimientos ha llegado á serlo ahora? 

Aunque he desistido de seguir á mi ilustrado conten-
diente en los detalles de su argumentación, no será por 
demás llamar la ateneion hácia algunos de sus er-
rores. 

1. Una de las principales proposiciones es que las 
misiones de California se han juzgado como institu-
ciones políticas [establecimientos], porque fueron ayu-
dadas y mantenidas por la corona por motivos políti-
cos y para el cumplimiento de objetos políticos. Mu-
cha habilidad é ingenio se han gastado en apoyo de es-
ta proposicion. 

La respuesta á ella es, que confunde el carácter do 
la causa que impulsé al monarca- español á favor de las 
misiones, con el carácter de las mismas misiones. Indu-
dablemente fueron políticos los motivos del gobierno es-
pañol. Creo que lógicamente el gobierno, como tal, es in-
capaz de hacer algo sino por motivos políticos, pues él 
se entiende únicamente con los asuntos de la política 
general; y hay algo mas alto y mas noble que la política 
y las consideraciones del bienestar público, que se en-

cuentra fuera de su esfera de acción. Pero de que 
sean políticos los motivos que impulsan á los gobier-
nos á proteger alguna empresa particular, no se sigue 
que tenga tal carácter la misma empresa. Muchos de 
los principales Estados de la cristiandad^enviaron úl-
timante expediciones para observar el reciente tránsi-
to de Vénus. 

Procedieron á ello por motivos de política general, 
esto es, sus motivos fueron políticos; sin embargo las 
expediciones son científicas. Los gobiernos han sub-
vencionado frecuentamente corporaciones privadas con 
objeto de llevar á cabo empresas de las que, indirec-
tamente, se ha esperado el bien general; son notables: 
el cable telegráfico del Atlántico, los ferrocarriles del 
Pacífico y varias líneas de buques de vapor; tales em-
presas no por esto llegan á ser políticas ni dejan de 
ser comerciales. El gobierno al conceder su ayuda ó 
al reconocer legalmente tales corporaciones, estipula 
por esto ciertas ventajas que pide en compensación 
del favor que otorga, dejando intacto el carácter de 
las empresas. 

Esto es precisamente lo que aconteció en el caso de 
las misiones de California. Los jesuítas Kino [ó Kiihn] 
y Salvatierra se dirigieron á la corona solicitando per-
miso para emprender la conversión de los indios de 
California al cristianismo, por medio del estableci-
miento de misiones dentro do su territorio. La corona 
accedió con dos condiciones: Que su autoridad civil 
y títulos de dominio sobre el país serian reconocidos 
y respetados. 2a Que el tesoro real no erogaría nin-
gún gasto para atender á la empresa. 



Siendo estas condiciones aceptadas y lealmente cum-
plidas, el monarca posteriormente impartió á los mi-
sioneros su protección á fin de que extendieran sus 
medios de acción. Tal vez les facilitó una escolta de 
soldados, ó les ministró espontáneamente alguna suma 
de dinero, ropa, provisiones ó artículos de ornamento 
para las misiones. Indudablemente en todo esto Obra-
ba con miras políticas; pero sostener que las misiones 
por el heclio de aceptar tal ayuda llegaron á ser esta-
blecimientos políticos, me parece que es confundir el 
sentido de las palabras tanto como en alguno de los 
casos indicados. 

Supóngase que un cuerpo de eclesiásticos solicitara 
boy permiso del gobierno de la Gran Bretaña para ir 
al interior de alguna de sus remotas posesiones con 
objeto de procurar la conversión al cristianismo de los 
habitantes salvajes; supóngase que se ha concedido el 
permiso precisamente bajo las condiciones impuestas 
aquí, á saber: que la alianza civil de los habitantes á 
la corona británica seria reconocida, y que por ningún 
motivo se consideraría esta responsable por los gastos 
de la empresa; ¿se debería ó se podría alegar que los 
fondos colectados para ayudar á la empresa en las mi-
siones, llegaron por esta causa á convertirse en fondos 
públicos? ¿No seria negativa tal reclamación como con-
secuencia necesaria de la estipulación expresa de que 
el tesoro público no erogaría ninguna parte de los gas-
tos? Supóngase aún que resultando grandes ventajas 
públicas de Ios-establecimientos de las misiones, la co-
rona quisiese, despues de su instalación, conceder al-
gunos- fondos adicionales para ayudarlas y protegerlas 

de otros modos, do la propia manera y con la exten* 
sion con que lo hicieron los monarcas españoles en Ca-
lifornia; ¿cambiaría esto su carácter original, convir-
tióndolas en establecimientos políticos? Las respuestas 
que dieran á estos interrogatorios, tanto las inteligen-
cias ignorantes como las ilustradas, resuelve, como 
creo, la pretensión de que la3 misiones de los jesuítas 
en California, instituidas precisamente bajo estas cir-
cunstancias, se convirtieran por lo rabino en estable-
cimientos políticos. 

El hecho es, como lo atestigúala historia entera de 
la Ame'rica española, que-el principio de la coloniza-
ción y conquista españolas, fuá libertar á las razas 
nativas y convertirlas, al cristianismo, y últimamente 
elevarlas al status de verdadera ciudadanía. Los reyes 
de España, reclamando el título para sus vastas pose-
siones trasatlánticas con arreglo á la bula de Alejan-
dro YI, que les imponía el deber do convertir al cris-
tianismo á los naturales de los países conquistados, nó 
podían obrar de otra manera sino favoreciendo el celo 
por las misiones de varios cuerpos religiosos pertene-
cientes á la Iglesia que emprendió esta obra eminen-
temente caritativa. 

Estas diversas órdenes, dominicos, franciscanos y 
especialmente los jesuitas, acompañaron á las prime-
ras expediciones, y despues de una corta detención en 
cualquier punto, precedían generalmente á la última 
avanzada de los oficiales civiles y militares. Es un he-
cho sabido por todo estudiante de la historia de las 
colonias españolas, y que, estoy persuadido, ninguna 
persona que posea los conocimientos de D. Manuel 
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Azpíroz, podrá negar, que en dicha historia las pala-
bras reducción, conquista y entrad,a, que tan frecuen-
temente se expresan, tienen de ordinario una signifi-
cación religiosa mas bien qué secular. Siendo conver-
tidos al cristianismo y sometidos al reino de Cristo, 
los naturales llegaron necesariamente á ser súbditos 
obedientes del poder civil, y es un hecho notable que 
la conquista religiosa de la América española fué mu-
cho mas perfecta que la conquisté, civil. En lugar de 
expresar que los esfuerzos de los oficiales del gobier-
no fueron secundados por los misioneros (pár. lo) , se-
ria mas exacto decir que los esfuerzos do los misione-
ros fueron secundados por los oficiales de la corona. 

Pongo, pues, término con el Sr. Azpíroz, á la pro-
posicion de que las misiones fueron instituciones polí-
ticas, é insisto en que fueron instituciones religiosas, 
que por razones políticas favoreció y protegió el go-
bierno español. 

Ellas, como muchos de nuestros colegios públi-
cos, hospitales y orfanotorios fueron establecimien-
tos de caridad erigidos con fondos, part iculares, 
pero de eminente, y. reconocida util idad pública. Y 
repito que toda discusión sobre el status legal de 
estos ú otros establecimientos promovidos por la 
caridad pública, y los que el mundo debe á la pie-
dad de" la edad media, t iene que ser tota lmente im-
perfecta ó infundada con el que ignora el hecho de 
que la Iglesia, gran vehículo de toda car idad en 
aquellos dias, constituyó en todas las monarquías 
europeas, uno de los poderes del reino: que cada 
arzobispado, obispado, curato, cabildo, convento 

monasterio, colegio ú otro establecimiento religio-
so, era una corporacion y estaba constituida como 
tal con arreglo á la ley canónica y sin dependencia 
alguna de la corona: que todos los efectos ó propie-
dades dedicados ó destinados á usos piadosos, se 
entregaban necesariamente á algún cuerpo religio-
so y estaban á la vez bajo la jurisdicción de la auto-
r idad eclesiástica, respectiva. Si dichas donaciones 
eran de carácter parroquial , como para una iglesia 
parroquial , curato ó terrenos del mismo, general-
mente las depositaban el cura ó el pastor, si eran 
de una utilidad mas general, no por el acto de la 
donacion, y se confiaban á alguna orden ó cuerpo 
religiosos, - comunmente el juez eclesiástico do la 
diócesis tomaba posesion de ellas. Todos estos t í-
tulos estaban asegurados y las propiedades se apli-
caban á los usos particulares á que las destinaban 
los fundadores. 

L a historia muestra numerosos casos en los que 
la escasez del tesoro público, la rapacidad del mo-
narca ó las pasiones de un favorito, han conducido 
al despojo de los bienes de la caridad y de otras 
propiedades eclesiásticas; tales actos han sido en-
cubiertos bajo él pretexto de reformar los abusos, 

- ó bien se han excusado con la disculpa de grandes 
necesidades públicas. Los celosos ateístas de la re-
volución francesa fueron, á mi juicio, los .primeros 
que introdujeron la idea de que la propiedad desti-
nada á tales usos era propiedad pública, ó nacional; 
pero sus actos, al confiscarla y t ra tar la de este mo-
do, fueron condenados por la voz do toda la Euro-
pa, y reprobados de la manera mas enérgica por la 



misma Francia, tan pronto como empezó á l ibrarse 
del delirio revolucionario. Los part idarios, al es-
cribir lo que llaman historia, han buscado de va-
rios modos la excusa de tales actos; y los filósofos 
examinándolos algunas veces con indulgencia, han 
descubierto en sus remotas consecuencias beneficios 
públicos originados de errores individuales: pero 
yo no sé do ningún caso en que un tribunal indepen-
diente, constituido para administrar justicia, les 
haya jamas dado su sanción ni los haya considerado 
de otra manera sino como actos de un verdadero 
poder arbi t rar io sin justificación legal. 

Véanse: —Terret t contra Taylor, 9 Orancli's, . 
Rep . 42. 

Town of Pawlet vs. Clark, id. ib, 292. 
Gutiérrez Fernandez. Derecho civil español, I I , 

p. 41. 
Schlegel 's Lectores on Modera His tory . Lect . "VI 
Guizot. Civilization in Europe, Lect . V. 
I d . id. in France, Lect . X I I and X I I I . 
Prescott. Ferd. and Isab., Yol. 2, p. 172. 
Mendietta, Ilist. Eccl., Ind., p. 20. 
Allison's. History of Et iope , Chap. XXXY. 
I I . Otro error indicado con frecuencia y sostenido 

en el argumento que ahora contestamos, es, que las mi-
siones de California eran sostenidas por la aplicación 
de una parte de las rentas públicas do México, y que 
el término de dicha aplicación estaba naturalmente, á 
disorecion del gobierno. 

Si el hecho fué como se asienta, que los fondos pú-
blicos de México se destinaron al auxilio do las misio-

nes, seria inútil disputar el derecho de retirarlos á dis-
creción. Pero el hecho no es así. Los royes de Espa-
ña efectivamente en mas de una ocasion prometieron 
donaciones para ayudar á las misiones de California; 
y mas de una real cédula ordenó la contribución de 
fondos para ese objeto, pero nunca se obedecieron ni 
ejecutaron; queda,'pues, el hecho histórico de que, ni la 
corona de España durante ol gobierno de los vireyes, 
ni el gobierno mexicano despues de la independencia, 
contribuyeron jamas con alguna suma, ya para el au-
xilio de las misiones ó ya para el aumento del Fondo 
piadoso á que debieron su existencia. Al contrario, la 
corona española despues de la expulsión de los jesui-
tos y con el pretexto de necesidades urgentes, frecuen-
temente pedia préstamos del Fondo piadoso, pero siem-
pre con la promesa de reintregarlos. 

Ademas, si España ó México aplicaron alguna vez 
algunos fondos públicos á las misiones de California, 
no es do importancia en el asunto; pues nosotros nada 
reclamamos sobre el particular. Tan luego como el 
ilustrado consultor de la República Mexicana pueda 
señalar algunas contribuciones del gobierno para los 
Fondos piadosos, estamos dispuestos á abandonar toda 
reclamación sobre ellos. 

Los Fondos piadosos de las misiones de California, 
cuyo capital reclamamos aquí, provienen exclusiva-
mente de donaciones privadas. Tenemos en las pruebas, 
tomadas de los archivos de México, el testimonio de la 
cesión hecha por el marques de Villapuente y su espo-
sa á favor de los jesuítas; por este documento so cedie-
ron propiedades valuadas en mas de $100,000. Des« 



pues de esta, la contribución mas notable fué la de la 
duquesa de Gandía, á la que bace relación Clavijero 
en el tomo 2<?, pág. 140 de su Historia. E l autor re-
fiere allí que esta señora «habiendo oido la narración 
de un viejo doméstico, que habia servido como soldado 
en California, acerca de la esterilidad de aquel país» 
de la condicion miserable que allí guardaban los indios* 
de las penalidades y trabajos apostólicos de los misio-
neros, &c., resolvió que nada mas grato podia hacer á 
los ojos de Dios, que consagrar una parte de su rique-
za al auxilio de estas misiones; y por consiguiente or-
denó en su testamento que el capital separado para mi-
nistrar anualidades á sus sirvientes, conforme fueran 
terminando estas pensiones, se destinaría á las misio-
nes de California:» á lo cual añade dicho autor, que las 
sumas obtenidas para las misiones, procedentes de es-
te legado, ascendían en 1767 á $60,000, con todo lo 
demás que debia entrar á la terminación de las pensio-
nes restantes. 

Seguramente no se ha intentado alegar por parte de 
México que cada una de estas contribuciones particu-
lares nacidas del espíritu general eran propiedades de 
los fondos públicos. 

En el párrafo número ¿54 del argumento de D. Ma-
nuel Azpíroz se hace una alusión al aumento del Fon-
do, procedente del testamento de D* Josefa Paula de 
Arguelles, con motivo de las coatas del litigio, en aten-
ción á lo cual parece inferir (aunque tal vez no inter-
preto exactamente su opinion), algo favorable á la idea 
de una contribución hecha por la corona. Los hechos 
del caso no justifican, sin embargo, tal inferencia. Un 

exámen de los procedimientos judiciales en el mismo, 
nos dará la historia de la contribución indicada, que 
sustancialmente es como sigue; la cual extracto de una 
copia del decreto final que Se imprimió y publicó en la 
ciudad de México, y presumo que es el mismo que se 
halla en el alegato de D. Manuel Azpíroz, como anexo 
núm. 16, del cual solamente se me mostró un extrac-
to. (1) 

El 29 de Mayo de 1765, D? Josefa Paula de Argue-
lles, rica señora de Guadalajara, hizo su testamento, 
por el cual legaba $10,000 para un asilo de niños ex-
pósitos en Manila, una cuarta parte del resto de sus 
bienes al colegio de los jesuítas de Santo Tomás de 
Aquino, en Guadalajara, y las tres cuartas partes 
restantes á las misiones de China y Nueva-España. 
Murió como un año y medio despues, dejando un cau-
dal de cerca de seiscientos mil pesos. Los jesuítas, que 
en aquel tiempo eran víctimas de terribles persecucio-
nes en España y Portugal, renunciaron el legado he-
cho en su favor, y los herederos de la finada promovie-
ron una acción pidiendo se le declarase intestada en 
esta parte así como en todos los bienes, excepto el pe-
queño legado para el asilo de expósitos. 

La corona intervino en el juicio reclamando la par-
te legada á las misiones, y un D. Agustín de Mora 
presentó igualmente una reclamación por «Sustitución 

íl) Se encuentra en un folleto titulado: «Segundo cuaderno de 
interesantes documentos relativos á los bienes del Fondo piadoso 
de misiones para la conversión y civilización de las tribus bárba-
ras de las Californias.» México, imprenta de J. Mariano Lara; 
1815. 



vulgar,» fespecto de la cuarta parto testada á favor 
del colegio; pero no he podido descubrir hasta hoy, á 
nombre de qué institución ó en virtud de qué derecho 
reclamaba. 

Se recordará que en eso tiempo las dos misiones en 
Nueva-España y en las Filipinas, estaban dirigidas 
por I03 jesuítas, de modo que si su renuncia pudo afec-
tar el legado d favor de las misiones en contra de estas, 
el derecho que tenían les herederos o las tres cuartas 

•partes destinadas á las misiones, era tan perfecto co-
mo el que tenían á la otra cuarta parte dejada al cole-
gio. Despues de haber pasado el caso por los tribuna-
les inferiores, llegó por el recurso de apelación ante la 
Real Audiencia de Nueva-España, cuyo tribunal falló 
el 4 de Junio de 1783 desechando la reclamación de 
Mora por la «Sustitución vulgar» respecto de la cuar-
ta parte legada al colegio, y declaró la finada, intesta-
da en esa cuarta paite, á consecuencia de la renuncia 
de los jesuítas. En cuanto á las otras tres cuartas so re-
solvió, sin embargo, que las misiones se comprendieron 
en el testamento y se declaró en consecuencia, que di-
chas tres cuartas, se entregasen á la corona [1] para ser 
empleadas en la conversión de los infieles de este reino 
y de las Filipinas [por mitad cada uno], bajo las 
órdenes del rey, á quien corresponde hacerlo especial-
mente; y se dirija un informe á Su Magestad á fin de 
que se sirva determinar lo quo sea su voluntad sobera-
na con respecto á la dirección, arreglo y seguridad de 

[1] Este decreto se aprobó despues de IR expulsión y de la supre-
sión de los jesuítas, por consiguiente él depósito pasó necesaria-
mente á la corona, como parenspatrice. 

los fondos destinados de este modo á la obra piadosa 
de las misiones.» 

Este decreto simplemente concedía á la corona la 
facultad de designar las misiones á que especialmente 
debiera aplicarse el legado, con la única condicion de 
que una mitad se destinara al Asia y la otra á la, Amé-
rica. La corona ejerció su facultad de designar, orde-
nando que una mitad de las tres cuartas partes dividi-
das así, fuese agregada al Fondo piadoso de Califor-
nia, y la otra al Fondo de las misiones en las Islas Fi-
lipinas. El decreto fué llevado por apelación, ante el 
Consejo de Indias, en donde se hizo responsable al «fiscal 
defensor del Fondo piadoso de las misiones de Califor-
nia» y se confirmó definitivamente la sentencia. Entón-
eos ordenó la corona que se vendiese la propiedad y se 
colocara el importe, al cinco por ciento anual, en las me-
jores seguridades de bienes raices, «para invertir sus pro-
ductos en la subsistencia y aumento de dichas misiones.» 

Las sumas originadas de este testamento están enu-
meradas en la relación del tesoro contenida en la obra 
de Manuel Payno Bobre México y sus cuestiones finan-
cieras, las cuales anteriormente se han referido y com-
probado. En dicha relación están asentadas como cré-
ditos á favor de las misiones de Filipinas las tres oc. 
tavas partes [esto es, la mitad de las tres cuartas] de 
cada suma recibida en el tesoro; otras tres octavas per-
tenecían y estaban abonadas al «Foildo piadoso» de 
California, y la cuarta restante á los herederos de la 
finada, á quienes se reconoció, respecto de esta parte, 
su derecho á ella ab intestato [1]. 

[x] Se ha admitido que el dinero recibido para los herederos 
1¿ 



fu<5 un depósito que entró al tesoro como uno do sus ramos ágenos. 
El recibido para las misiones de Filipinas estaba en la misma ca-
tegoría, y á petición del rey de España, se pagaron intere?es a f ra 
nados al padre Moran, representando al presidente y principal 
autoridad eclesiástica de aquellas misiones, como la persona capaz 
para demandar y recibir dichas sumas. ;Cómo, pues, puede ser re-
chazada la demanda de los obispos de California por las tres octa-
vas parteB restantes?. Ubi codem e>tratio ibi idem jus.n 

Otros corolarios legales.se han indicado poj; estos procedimien-
tos también legales. ¿Pór qué fué aceptada la renuncia de los je -
suitas respecto de la cuar ta par to legada al Colegio, y no lo fué 
respeoto de la cantidad testada para los misiones? La respuesta es 
obvia; porque el primero era de la fundación y propiedad privada 
de los jesuítas, miéntras que las últimas pertenecían S. los bene-
factores, de quienes ellos no eran mas que alministradores, y cuyo 
derecho no podían ni renunciar ni perder. 
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Si pues se ha intentado reclamar esto en el pár . 34 

como una contribución de los fondos públicos para las 
misiones, evidentemente el reclamo carece de funda-
mento. Estas sumas fueron liberales donaciones de 
particulares; y fueron testadas á favor de las misiones. 
Los administradores, que á la fecha del testamento te-
man á su cargo las misiones y manejaban sus fondos, 
dejaron de existir ántes que el testamento se llevase á 
efecto, y en consecuencia «MÍ res magis valeat quan 
pereat» la corona entró, como administradora sustituta 
en lugar de los jesuítas quedando los bienes adminis-
trados conforme al legado de la testadora. 

Estas son las tres grandes donaciones que vinieron 
á formar el «Fondo piadoso;» ninguna parte de ellas, 
como verá el tribunal, vino de la . corona. Ninguna 
prueba se ha presentado, ni puede presentarse, como 
estoy persuadido, despues de un exámen escrupuloso, 

de quo el gobierno español ó el mexicano hayan con-
tribuido jamas, para este objeto, con un solo maravedí. 

I I I . Tampoco es cierto, hasta donde puedo investi-
gar, que el gobierno español <5 el mexicano reclamasen 
alguna vez el derecho, ó bien ejercieran la facultad, 
de invertir el Fondo piadoso en otros usos, fuera de 
aquellos á que fué destinado por sus fundadores. Si 
lo hicieron, debe haber sido por medio de alguna dispo-
sición pública que obre en lós archivos de México. 
¿Cuándo ocurrió el hecho? ¿Cuáles son sus circunstan-
cias exactas y dónde están sus pruebas? En vsrdad la 
corona de España y probablemente el gobierno de la 
República, pidieron préstamos del Fondo, en diferentes 
ocasiones, pero siempre con la promesa de devolverlos 
con intereses; y aun la última ley que se encuentra en 
la legislación mexicana sobre este asunto, el decreto 
de Santa-Anna de 24 de Octubre de 1842, únicamen-
te arreglaba un cambio en el carácter de los fondos, 
pero ordenaba o4ue los réditos se aplicaran religiosa-
mente á los objetos designados por. su fundador, cuya 
voluntad reconocía y respetaba. 

Como este hecho en sí mismo contesta ampliamente 
una gran parte del argumento de D. Manuel Azpíroz, 
se me excusará que inserte aquí in extenso los arts. 
4*?, 5? y 69 do la ley del Congreso mexicano de 19 de 
Setiembre de 1836, y los dos decretos de Santa-Anna 
de 1S42, que creo fueron las últimas disposiciones pú< 
blicas del gobierno do México, relativas al Fondo pia-
doso. Omito las-fórmulas de los decretos: 



LEY £ ü 1 9 DE SETIEMBRE EE 1 8 3 6 . 

4? Al electo se le acudirá del erario público con 
seis mil pesos anuales mientras el obispado no cuente 
con rentas suficientes. 

5? Durante, las mismas circunstancias se le auxilia-
rá del propio erario con t res mil pesos pa ra la ex-
pedición de las bulas y translación á su silla epis-
copal. 

6? Se pondrán á disposición del nuevo obispo, y 
de sus sucesores los bienes pertenecientes al Fondo 
Piadoso de Californias, para que los administren é in-
viertan, en sus objetos ú otros análogos, respetando siem-
pre la voluntad de los fundadores. 

DECRETO DE 8 DE FEBRERO DE 1 8 4 2 . 

Antonio López de Santa-Anua, etc. 

1? Se deroga el artículo 6? del decreto de 19 de 
Setiembre de 1836, en que se privó al gobierno de 
la administración del Fondo piadoso y se puso á dis-
posición del Eev. obispo, 

2? E n consecuencia volverá á estar á cargo del 
supremo gobierno nacional la administración ó in-
versión de los bienes, en el modo y términos que 
este disponga para llenar el objeto que se propuso 
el donante, con la civilización y conversión de los 
bárbaros. 

LEY DE 1 9 DE SETIEMBRE DE 1 8 3 6 . 

§ 4. The person elected such shall be aided f rom 
the public t reasury with the stipend of 6,000 dollars 
per year; while the revenue of the diocess shall be in-
sufficient. 

§ 5. During the same period, the publie t reasury 
will fur ther advance the sum of 3,000 dollars to de-
fray the espouse of expediting the bulls, and cost 
of translation to his diocess. 

6. The propert ies belonging to the Pious Fund 
of California are placed at the disposal of the new 
bishop and his sucessors, to be. administered by them 
and applied to their objects and its analogous, respecting 
allu-ays the icishcs of the founders. 

DECRET0 DE 8 DE F E B R E R 0 DE 1 8 4 2 . 

Antonio Lopez de Santa-Anna, die. 

1. Article VI 'of the decree of Setember 19 1836, 
which deprived the government of the administration 
of tho Pious Found, and put it under the control of 
the Bishop, is repealed. 

2. The administration and investment of the pro-
per ty (of the said fund) devolves again on the go-
vernment in such manner and on such terms as it may 
direct to fulfill the purposes proposed by the donor 

the civilization and conversion of the savages. 



DJSUKBTO DE 2 4 DE OCTUBRE DE 1 8 4 2 . 

Antonio López ele Santa-Anna, &c. 

sabed; Que teniendo en consideración que el decre-
to de 8 de F e b r e r o del presente año que dispuso 
volviera a cont inuar al cargo del supremo gobierno 
el cuidado y administración del Fondo piadoso do 
Californias, como lo bab ia es tado anter iormente , se 
dirige á que se logren con toda exact i tud los bené-
ficos y nacionales objetos que se p ropuso la funda-
dora, sin la menor pérdida de los bienes destinados al 
intento; y considerando asimismo, que esto solo pue-
de conseguirse capi ta l izando los p rop ios bienes ó 
imponiéndolos á rédi to , ba jo las debidas seguri-
dades, p a r a evitar así los gastos de adminis t ración 
y cualesquiera otros que puedan sobrevenir; usando 
de las facul tades que me concede la sépt ima de las 
Bases acordadas en Tacubaya y sancionadas po r la 
Nación, be tenido ó bien decre tar lo siguiente: -

Ar t . I o L a s fincas rús t icas y urbanas , los crédi tos 
activos y demás bienes per tenecientes al Fondo pia-
doso de Californias, quedan incorporados al erar io 
nacional. 

2'.' Se p rocederá po r el Minister io de Hacienda á 
la venta de las fincas y demaS bienes pertenecientes 
al Fondo piadoso de' 'Californias, por el capital que 
representen al G por ciento de sus p roduc tos anua-
les, y la hac ienda públ ica reconocerá al rédito del 
mismo 6 por ciento el to ta l producido de es tas ena-
jenaciones. 

DECRETO DE 2 4 DE OCTuiSKE RK 1 ^ 4 2 . 

Antonio Lopez de Santa-Anna, etc. 

Whereas , the decree of F e b r u a r y 8 of the prusem 
year , direct ing tha t the adminis t ra t ion and care of 
t he P i o u s Fund of the Californias should redevolve 
on and continue in the charge of t he government, 
as had previously been the case, was intended to 
fulfill most f a i th fu l ly the beneficent and nat ional 
objects designed by the foundress , without the slightest 
diminution of the properties destined to the end, and 
whereas, th is result can only be a t t a ined by capita-
lizing t he funds and placing them a t in teres t on 
p roper securi t ies so as to avoid the expenses of ad-
minis t ra t ion and the like, which may occur: Iu vir-
tue of the power conferred on me by the seventh 
art icle of t he Bases of Tacubaya, and sanctioned by 
the Nat ion, I have determined to decree as follows: 

1. T h e real estate, urban and rura l , the debits and 
credits,- and all o ther p rope r ty belonging to the 
Pious Fund of the Californias a re incorporated into 
the nat ional t reasury . 

2. The Minister of the Treasury will proceed to 
sale the real s t a te and o ther p r o p e r t y belonging to 
t he P ious Fund of t he Californias for the capi ta l 
represented by the i r annual p roduc t a t six pe r cent 
per annum and t he publ ic t reasury will acknowled-
ge an indebtednees of six pe r cent pe r annum on t he 
total proceeds of the sales. 



3" L a renta del tabaco queda hipotecada espe-
cialmente al pago de los réditos correspondientes al 
capital del refer idoFondo de Californias, y la direc-
ción del ramo entregará las cantidades necesarias 
para cumplir los objetos á que está destinado el 
mismo Fondo, sin deducción alguna por gastos de ad-
ministración, ni otro alguno. 

P o r tanto, &c. 

3, The revenue from tobacco is specially pledged 
for t he payment of the capital of the said fund of 
thé Colifornias, and department in charge thereof, 
•will pay over the sums necessary to carry on the 
obj ects to which said fund is destined without any 
deduction for costs whether of administration or 
otherwise. 

Wherefore, &c. 



Si Alguien encuentra en estos documentos que el 
gobierno mexicano b a j a invert ido el Fondo piadoso 
en otros obje tos dis t intos de aquellos á que lo des-
t inaron sus fundadores , ó alguna af irmación ó recla-
mación de un derecho p a r a hace r ta l inversión, .y o 
por el contrar io, encuentro el reconocimiento expre-
so de la inviolabil idad del Fondo, la impor tancia na-
cional de l lenar su obje to con toda exact i tud admi-
nis t rándolo con economía, y uua aserción (que nin-
gún jur is ta puede negar) del derecho y deber que 
t iene el gobierno, de p rocurar , po r los medios mas 
eficaces, el cumplimiento de estos impor tan tes ob-
j i t o s . 

P o r el a r t . 5o de la ley de 1836, el gobierno con-
fiere al obispo la adminis t ración del Fondo piadoso, 
que has ta entónces hab ia sido manejado po r sus em-
pleados: pero no hace ninguna al teración en losob--
je tos ó fines á que se destina, pues p a r a esto se re-
fiere á la voluntad de los fundadores . E l decreto do 
Feb re ro de 1812, pone do nuevo la dirección á car-
eo del gobierno, pe ro s iempre con la misma res t r ic -
ción. 

L a inversión y aplicación del Fonao quo el go-
bierno toma nuevamente á su cargo, es prec isamen-
t e lo qxie se confirió al obispo por la ley de 1836. 
Viene despues el decre to de Octubre de 1812, que 
manifiesta los inconvenientes do que los empleados 
públ icos adminis t ren tales bienes, compuesto (como 
se ve en el inventario hecho por Ramírez que so h a -
lla en las pruebas) de bienes raíces urbanos y r u r a -
les, bienes personales, h ipotecas , créditos contra el 
erario, etc.; y ordena la venta de los bienes, e n t r a n -

dó su p roduc to al tesoro público, y reconociondo la 
deuda dol to ta l al seis por ciento al año do ínteres , 
p a r a cuyo pago h ipoteca especialmente la renta del 
tabaco. 

Seguramente el reconocimiento de una deuda i m -
plica un. acreedor, y una h ipoteca un h ipotecar io . 
Es t e acreedor ó h ipotecar io fué en el caso la Ig le-
sia de California que entonces ya no tenia sencilla-
mente el carácter de misionera, sino que se ha l laba 
debidamente consti tuida con un obispo á la cabeza, 
y los pad re s de var ias misiones desempeñando los 
-curatos parroquia les , ad intérim, conforme á la ley 
de : ségularizacion de 1832. 

evi tar todo e r ror ó mala inteligencia re-
p i to aquí explíci tamente que yo no reclamo ni he 
reclamado Impropiedad del Fondo p a r a los obispos 
reclamantes. Tampoco fué nunca propiedad de su 
predecesor el obispo Diego. F u é desde el t iempo de 
su creación, un Fondo legado y consagrado po r sus 
fundadores p a r a el progreso y subsistencia de la 
Iglesia católica en California. Los p r imeros encar-
gados fueron los jesuí tas , y no podrá negarse que 
ellos conocian el carác ter de legado que tenían los 
bienes. L e sucedió la corona de España , la que en 
consecuencia y p a r a evitar una quiebra en los bie-
nes legados, se encargó de ellos ( justamente como 
en Ingla ter ra , donde la corona se encarga de los bie-
nes de tes tamentar ías cuando el tes tador muere sin 
de jar herederos) pero los tomó á su cargo cum one-
re, y reconociendo el legado como lo manifiestan las 
Pandectas Eispano-Mexicanas y o t ras autor idades . 
Vino despues la Repúbl ica de México, que sucedió 



á España eu sus derechos de soberanía, desde enton-
ces conservó y administró el legado como adminis-
tradora. Por la ley de 1836 entregó su administra-
ción al obispo, y volvió á encargarse de ella por la 
de Febrero de 1842. Durante todos estos caminos 
administradores, no hubo ninguno en bs objetos• á que-se 
aplicaban hs réditos, ni hubo algún pretexto ni se alego 
ningún derecho para hacerlo. La Iglesia de California 
—misionera durante su infancia como lo fueron to-
das las Iglesias, y despues debidamente organizada 
con el nombramiento de un o b i s p o - f u e la benefi-
ciada bajo todos aspectos, y ni España m México 
habían negado jamas tal hecho has ta que por a pr i -
mera vez fué cuestionado en este juicio por el ilus-
t rado y distinguido abogado que defiende á la Re-
pública de México. (1) 

V. Me parece también perfectamente claro que los 
obispos de aquella Iglesia son partes idóneas para re-
clamar, á nombre de sus congregaciones de fieles, el 
cumplimiento de la promesa de México de pagar inte-
reses sobre el capital recibido y esto independiente-
mente de su incorporacion y sucesión al obispo Diego. 

Ellos representan cabalmente el numeroso cuerpo 
de cristianos sobre quienes ejercen su jurisdicción es-
piritual, y por esta razón serian reclamantes compe-

m P u r a mayor i lustración de estas verdades [si se necesi ta] , y 
p a r a d e m o s t r a r que el testamento del m a r q u e s de Vil lapuente , 
como fundador del Fondo, se consideró es t r ic tamente obligatorio 
p a r a la corona de EspaBa, respecto de su admin.s t rac .on véase 
la «Historia genera l de rea l hacienda,» vol. VI, 8 2 ° ' 
par t icularmente los pá r r a fo s numerados 22, 25, 26 y ¿8. 

tentes, á nombre do todo el cuerpo, aun ante un tribu-
nal judicial en donde se observan rigurosamente las 
reglas de derecho. Los tribunales como el presente 
no están sujetos á tales reglas on la administración ju-
dicial, pero sus procedimientos se apoyan en la sólida 
base de la verdadera justicia. 
. Referencia; Equity Pleading, párrafos 9-1 and Seq: 
Am: State Papers, XVII . (Pub. land. vol. 2) p % 369; 
núm. 331, aparishioner on behalf of the Church—id. 
ib. pág. 431, núm. 475. Belo Hubbard, agent of the 
parishioners;. id, ib, No. 480 Id. XVII . [Pub. land. 3], 
pár. 259, núm. 433. Parish, of Iberville. 

Véase también Ferrett vs. Taylor, 9 Cranch, 42, y 
Town of Pawlet vs. Clark, supra> en apoyo de estos 
j otros principios asentados aquí. 

VI . En vista del expreso reconocimiento por Méxi-
co, en el decreto do Octubre de 1842, do mía deuda 
igual á los productos y valor de los bienes incorpora-
dos al tesoro, y de la promesa de pagar intereses sobre 
el total al seis por ciento, juzgo inútil señalar muchos 
puntos del argumento de D. Manuel' Azpíroz,.funda-
dos en asuntos muy anteriores á aquella fecha. Tales 
como la alegada incapacidad de la Compañía de Jesus 
para adquirir propiedades; la indicación de que sus 
bienes fueron confiscados al ser expulsados de los do-
minios d 3 España, y que el Fondo piadoso llegó á po-
der del monarca como temporalidad; que la validez de 
la constitución del Fondo piadoso requería la sanción 
del Papa; que algunas partes del Fondo, procedentes 
de legados destinados por loa donadores á las misiones 
en general, no eran en consecuencia, aplicables á las 



misiones de California en particular; y por lo mismo 
fueron impropiamente incorporadas al Fondo piadoso 
de California respecto de las cuestiones sobre que la 
Iglesia de California se habría quejado, si los fondos 
destinados para la propagación del Evangelio allí, hu-
bieran sido [cuando ya México ejercía su soberanía en 
el país] invertidos en misiones de otras partes de la 
República; sobre que si el Fondo piadoso habia per-
manecido impuesto en bienes raices hasta la fecha del 
tratado de Querétaro, se hubiera reclamado con buen 
éxito por la Iglesia de California, la cual por aquel 
tratado perdié su status de nacionalidad mexicana, y 
otras semejantes, creo que ninguna de ellas puede afec-
tar el fallo de esta reclamación. 

No se ha disputado que los jesuítas recibieron de 
hecho estas donaciones testamentarias paralos objetos 
piadosos designados por los fundadores, y ni la fuerza 
obligatoria del legado, ni el derecho y la obligación 
de administrarlo, fueron jamas cuestionados por Espa-
ña ó por México. 

L a legalidad de las adiciones hechas al Fondo, 
tampoco fué disputada en aquel t iempo, permane-
ciendo así desde entónces, y no se ha negado que 
se verificaron de hecho. La aquiescencia del gobier-
no y demás interesados, durante una larga serio de 
años, nos conduceá la presunción , juris et'de jure, 
de que todas estas cosas se hicieron recta y legal-
mente, como sin duda lo fueron. Ni aun se ha dis-
putado que la corona recibió el fondo á la expulsión 
de los jesuítas, y sucedió á estos bajo el mismo tí-
tulo, y con los mismos derechos y obligaciones con 

que anteriormente se les habia entregado, con arre-
glo á lo cual administró el legado hasta la época de 
independencia, en que México sucedió á España de 
la propia manera, y continuó la administración ba-
jo las mismas bases, hasta el año de 1836. Ningún 
poder durante este largo período de mas de cien 
años, promovió alguna de las cuestiones indicadas, 
y por esto creo con toda seguridad que no deben 
t ra tarse ahora por ser fuera de tiempo y lugar. 

En cuanto al punto relativo á que España ó Mé-
xico podían haber invertido el Fondo en otras mi-
siones, está contestado terminantemente con el he-
cho de que nunca lo hicieron ni alegaron el derecho 
de hacerlo. 

E l decreto do 24 de Octubre de 1842, fué en la 
práctica, la compra al gobierno de los bienes del 
Fondo al precio representado por sus intereses ca-
pitalizados al seis por ciento, con la promesa de 
pagar, por consiguiente, anualidades iguales á dicho 
ínteres. Con arreglo á este decreto se vendieron los 
bienes raíces del Fondo piadoso y quedaron con-
vertidos en propiedad personal, bajo la forma de 
un crédito contra el erario por los réditos anuales. 
Y como todo esto ocurrió algunos años antes de la 
cesión de California á los Estados-Unidos, parece 
inútil averiguar cuál habr ía sido el status de las 
par tes interesadas si el Fondo hubiera permanecido 
impuesto en bienes raíces has ta la fecha de aquel 
acontecimiento. 

VI I . Aquí es conveniente manifestar que temo 
haber originado alguna confusion entro mi i lustra-
do adversario y yo por el uso de algunas palabras , 



tales com> «trustee» (administrado?)- «cestui que 
trusts (el que confia á otro la administración de 
algo) «trust estáte» (bienes confiados para su admi-
nistración), y otras semejantes, las cuales proba-
blemente, carecen de un equivalente exacto en las 
lenguas española é inglesa. A fin de evitar esto, 
basta donde es posible, creo oportuno manifestar que 
he usado dichos términos únicamente en el sentido 
en que los han-empleado los escritores de derecho. 

YIEC. Una indicación que bajo diversas • formas 
se presenta en el argumento, es la de que, por la 
cesión do California hecha por México á los Es ta-
dos-Unidos, dejó de existir la Iglesia de California, -
y que el cuerpo eclesiástico que en la actualidad 
forma aquella Iglesia es una Iglesia nueva y dis-
tinta de la que existió allí ántes de la cesión. Come 
todo el que conozca la organización y disciplina de 
la Iglesia católica/debe saber muy bien que esto no 
puede ser en ningún sentido eclesiástico, es impo-
sible suponer que una persona que posee los. vastos 
conocimientos ó ilustración del distinguido autor 
de éste alegato, hubiera querido expresarlo en tal 
sentido; lo que quisó decir, según presumo, es que 
la Iglesia perdió su caráe-ter do corporacion civil 
conforme á la ley mexicana y volvió á adquirirlo 
bajo la ley americana; siendo el mismo cuerpo ecle-
siástico y lógicamente, pero formando una entidad 
legal diferente. Creo que esta objecion no presenta 
serios dificultades para la indemnización de los re-
clamantes. E s un error suponer que una corporacion 
cfíio existió conforme á la ley de México, se disol-
viera t desiucorporase al cambiar de bandera. 

Existen corporaciones en California, así como 
individuos que han dependido del gobierno militar 
de los Estados-Unidos (debiéndole una alianza tem-
poral) desde la época de la ocupacian del país por 
sus ejércitos. (U .L . vs.Bice, á Wheat. 24G). Duran-
te el período corrido entre el desembarco en Mon-
fcerey, en 7 ue Julio cte 18io, y la ratificación del 
t ra tado de Querétaro, el país estuvo bajo la depen-
dencia militar de los Estados-Unidos, y la alianza 
de sus habitantes á ellos, fué temporal y conforme 
á las leyes de la guerra. P o r el t ratado, la cesión de 
alianza fué completa y permanente. Los habitantes 
dejaron de ser ciudadanos de México y fueron súb-
ditos de los Estados-Unidos. Pero aunque se cam-
bió su status político, quedaron intactos completa-
mente sus derechos civiles; y por este cambio nin-
guna corporacion mexicana perdió su existencia, del 
mismo modo que ningún individuo su vida. Aun los 
cuerpos municipales, que tienen un carácter pura-
mente político, continuaron disfrutando sus dere-
chos y facultades de corporacion. Las ciudades de 
San Francisco, Los Angeles, San Diego, Monterey, 
San José, &c., sucedieron á los pueblos mexicanos 
dé los mismos nombres en todos los derechos y pro-
piedades de corporacion, y aunque despues fueron 
reincorporadas según los términos de la ley ameri-
cana, como lo han sido aquí los obispados, los tri-
bunales siempre han sostenido que son las mismas 
corporaciones que existían ántes del cambio de 
bandera. í l o han sufrido mas alteración en sus de-
rechos de propiedad como corporaciones por su 
oesionde México á los Estados-Unidos, sino la que 



sufrieron por su cesión anterior de España á Mé-
xico. 

IT. S. vs. Percheman, 7 Pe te rs 51. 
Townsend, vs. Greeley. 5. "Wallace. 326. Grisar 

AS. Me. Dowell, 6 id. 372. 
Act to incorpórate tlie city of San Francisco, 

Sta t . of California. 1850, p. 223. 
Act to incorpórate tlie City of San José, id. ib. 124. 
Santa Bárbara , id. ib. 172. 
H a r t vs. Burnet t , 15 Cal. 
Bep. 530, y otras varias leyes y resoluciones. 
IX . La doctrina relativa que ha sido aplicada 

por los tribunales de los Es tados-Unidos al t í tulo 
del gobierno sobre las t ierras en California, no tie-
ne aplicación en este caso como se ha indicado en 
los párrafos I I y 152 del alegato contrario. Fué ne-
cesario hacer valer que el t í tulo de los Es tados -
Unidos sobro los terrenos públicos en California, 
aunque adquirido por el t ratado, se relaciona con 
la época de la pr imera ocupacion (Julio 7 de 1846), 
pues de otro modo, México ó bien sus autoridades 
locales sin escrúpulo, habían podido por dos años 
despues de la conquista, pr ivar á los Es tados -Cui -
dos de todos sus frutos, enajenando el dominio pu-
blico. Pe ro seria monstruosa y completamente con-
t ra r ia á t o d o principio de derecho internacional, la 
aplicación do esta doctrina á cuestiones de alianza 
y nacionalidad. 

X. E l dilema sugerido por D. Manuel Azpíroa 
en los párrafos 151 á 153, se contesta fácilmente. 
L a obligación de pagar la anualidad prometida ha 
continuado. Ningún perjuicio se originé hasta que 

dejó de pagarse el primer abono par i icuiar ; se que-
dé debiendo un nuevo abono por cada año, y cada 
ialta de pago dió un nuevo derecho de reclamar No 
tenemos derecho á reclamar por todo lo que so 
A en cío y quedó sin pagarse ántes del t ratado do 
Guadalupe Hidalgo, porque hasta esa época no se 
cambiaba la nacionalidad de la Iglesia, y el daño 
(la fa l ta de pagos) no fué causado á ciudadanos de 
los Estados—Uuidos. Pero llegó á deberse un nuevo -
abono en Octubre 24 de 1849, y entonces fué de-
mandable por la pr imera vez. Se convirtió en deu-
da á favor de la Iglesia despues de que esta cambió 
enteramente su alianza y ciudadanía. Su fa l ta do 
pago fué por consiguiente, un perjuicio hecho á 
ciudadanos de los Es tados -Unidos el cual se causó 
con posterioridad al t ra tado de Guadalupe Hidal-
go. Lo mismo puede decirse de los demás abonos 
anuales que siguieron. 

XI . Creo que ya he contestado suficientemente 
en mi respuesta impresa al alegato de Mr. Cushing 
la aseveración de que nuestra reclamación no está 
comprendida en el t ra tado dé Querétaro. Aquel t ra-
tado solo excluyó las reclamaciones anteriores de 
ciudadanos americanos. Por consiguiente, compren-
diéndola en ese caso la presente reclamación apa-
recería en favor de tales ciudadanos, existiendo an-
tes do dicho t ra tado. Tan lejos del caso está esta 
reclamación que las^partes en cuyo nombre se hace 
únicamente por aquel t ra tado adquirieron su nacio-
nalidad americana, y ella está expresamente limi-
tada á las anualidades que se adeudan desde la ra-
tificación del mismo tratado. 



jasüXSsz^SB 
a M - M t a , y a c e p t a d * ^ 

por mi adversario. camoio * 
puesto simplemente.»» - n s — n 
constitución de . los * " P

a s u n t o i l 

f — * » -
como inútil Sino c o » seve-

viembro da 1844, por la cu?d ae liquidó el capital y 
se acordó su pago: 

1. Las solas fechas demuestran que la última me-
dida no podia haber sido una inducción para la pr i -
mera. 

2. P o r otra parte, la mitad ÍIq las sumas 'proce-
dentes del legado dé la Sra. Argüelles,' mencionado 
anteriormente, fue á aumentar el fondo de las islas 
Filipinas, y en igual proporción el Fondo Piadoso 
de California, ambos conforme al mismo decreto; 
por consiguiente el útimo tiene el mismo fundamei> 
to que el primero respecto de esta contribución, y 
por el pago al pr imero se reconoce una obligácion 
do pagar al otro. 

3. También las misiones de Fil ipinas fueron ins-
tituciones precisamente del mismo carácter que las 
de Californias; como no se descubrió por los pu-
blicistas mexicanos de aquella época, que dichas 
misiones eran simplemente establecimientos políti-
cos, difícilmente puede probarse en la actualidad. 

4. L o mismo puede decirse respectó de sú repre-
sentación. Las autoridades eclesiásticas fueron re-
conocidas como partes legítimas para recibir entón-
ces las sumas de dinero, y aun se hicieron partes en 
la negociación y en la Convención, en consecuencia, 
no.se les puede hoy negar justamente el mismo sta-
tus. 

Como es natural, muy ra ra vez ocurren Celsos co-
mo el presente y apénas pueden presentarse prece-
dentes exactamente análogos; pero me atrevo á creer 
que el caso de las islas Filipinas es tan parecido, 
ba jo todos jnpe^tos, al que se halla ante la comi-' 



sion, que justamente no puede distinguirse de aquel. 
Por ser conveniente, me refiero de nuevo a aquella 
Convención, cuyo texto se encuentra 
cion de tratados con las naciones extranjei a s o y e s 
decretos y órdenes que forman el derecho interna 
cional Mexicano,» México, 1*54, pág. olO 

X I I I . Podria presentarse un caso mas moderno 
y tal vez emplearse con mas ventaja para ilustrar 

l a James°SmitMon, subdito británico, legó á los Es-
tados-Unidos de América una suma considerable de 
dinero, «con el objeto de fundar en la ciudad ^ 
Washington una institución para desarrollar 5.pío 
pagar los conocimientos entre los hombres.» (1) 

Los Estados-Unidos aceptaron el legado y ieci-
bieron la suma, que fué enterada en el tesoro fede-
ral. Fué un fondo legado para su administración, 
que el gobierno de los Estados-Unidos estaba es-
trictamente obligado á aplicar á los octetos desig-
nados por el testador. Dicho gobierno para mayor 
seguridad de los fondos dispuso que estos se garan-
t i z a s e n con sus propias rentas, casi como lo hizo 

México con el Fondo piadoso. 
Despues se fundó el Insti tuto Smithsoniano, y se 

ha sostenido desde entónces con los réditos de aque-
llos fondos, aunque ayudado algunas veces, según 
entiendo,por donaciones del tesoro publico. Supon-
íase ahora que por los azares de la guerra, en algu-
na colision con una potencia extranjera la ciudad de 

(IV Véase su testamento en «1 8th am.ual I leporl cf lioavd of 
Regenta of «he Smithsoman Insti tuto, pág. 107. 1854. 

Washington dejara de ser territorio americano y se 
cediera á dicha potencia por medio de un tratado, 
¿el Inst i tuto Smithsoniano perderia las pensiones 
que procedian, así de la generosidad privada y de 
cuyo fondo los Estados-Unidos no eran sino admi-
nistradores, ó se terminaría la obligación de pagar-
las por anualidades ó semestres, según fuera debido? 
No evidentemente, y los rectores del Instituto, aun-
que una vez formaron una corporacion americana, 
habiéndose trasformado en extranjera, según los 
acontecimientos que se suponen,serian laspartes le-
gítimas para recibir dichas pensiones, mientras que 
el gobierno de que fueran subditos, las reclamaba 
por ellos. 

En tal caso puedo seguir adelante imaginando los 
mismos argumentos que se han empleado aquí por 
par te de México, ¿ saber: Que fué peculiar y ente-
ramente política la intervención del gobierno de los 
Estados-Unidos en el sistema de educación del país; 
que por medio de concesiones de terrenos y subven-
ciones pecuniarias se habia estimulado continua-
mente el establecimiento de escuelas públicas y de 
universidades en todo el país, que estas escuelas y 
universidades fueron por lo mismo parte del siste-
ma político del país, y en realidad establecimientos 
políticos, que el Insti tuto Smithsoniano fué en efec-
to la piedra angular do todo el sistema de educa-
ción en los Estados-Unidos, y que quedó ÍÍ la dis-
creción del gobierno la inversión en otros objetos 
públicos, del fondo destinado por la subsistencia de 
la institución y de otras escuelas. 

Pero todos {<# hombres sensatos encontrarían la 
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has ta saldar á su acreedor. ¿ e l F o n -

F1 caso suiniesto es en todo ¿enrejante al del I on 

l l S í fcoi d a l o s f l a m a n t e s . E n las Memonas -
«te q u e l i e m o s exhibido, s o 

S M P w \ los bienes y créditos activos entregados foimal 

Marzo de 1 8 t í será probablemente hasta esa feeha 
una ayuda eficaz .para ambas par tes (1). 

_ for tuna el gobierno ordenó a l poner cu prác-
t ica el decreto de 8 de Febrero de 1842, que la en-
trega y traspaso del Fondo por D. Pedro Ramírez 
(apoderado de becbo del obispo Diego) se hiciera 
con todas las formalidades y requisitos observados 
por España y México, en las negociaciones públicas. 
El Sr. Ramírez preparó y comunicó al ministro, en 
el curso de la correspondencia, (1) una instrucción cir-

sin giro» está, asentada la pa r t ida núm. 50. Fondopiidoso de Cali, 
fornias $323.27/, 51. Véase igualmente la Memoria fechada en J u -
nio 2 de 1844 en la que se halla esta par t ida semejante DÚm 46 
«Fondo piadoso de Californias $124,72601.» Ea «México y sus cues-
tiones financieras con la Iog la te r ra , la EspaSa y la Francia» por 
M. Paytio, que ¡s una relación oficial que hemos agregado 6. las 
pruebas , en la página 187 y siguientes, se da cuenta del Fondo 
de Filipinas y de la Convención española de 1844. En la pág. 1S8 
se hace un sumario histórico de los hechos que sas 'ancia lmenta 
son los mismos que contiene nuestro memorial. 

El autor aunque Se manifiesta muy dispuesto á censurar a', pa-
dre Moran y á todos los que. apoyaban sus reclamaciones, no ale-
ga la excusa de la Convención presentada por D, Manuel Azpíroz. 
El documento «B» anexo á. ese folleto contiene los recibos de los 
bienes de la Sra . Arguelles destinados ¿ las "misiones de Fi l ipinas 
que ascienden ¡í $306,000. de capital, sobre el cual .se reconoció y 
pagó un Ínteres de "mas de ciento por ciento. Incidentalmante se 
h a reconocido que una suma igual fhé recibida para las misiones 
do California, Estas tres cantidades, reconocidas oficialmente, su-
man $754,901, y como dejaron de clasificarse los grandes bienes 
del Fondo, es posible que dichas cantidades fuesen adicionales á 
los valores mencionados en el inventario de Ramiraz. Pero con-
vengo en que la prueba no es bastante clara p a r a admitirse, y que-
do conforme l imitándemc al inventario. 

(1) Esta correspondencia está contenida en el documento «A» con 
el testimonio del padre José María Romo de Jesús . También el 
arzobispo Alemany lia declarado que se encontró en los archivos 

la diócesis do California, cuando tomó posesión de ella en 18-50. 
24 



inventar io deta l lado do l o ^ y 
créditos del Fondo , y como nx entónces m c esiH B 
se alegaron fa l t a s en dicho documento, na se indicó 
a l g u n a r a z ó n p a r a s u p o n e r l a s , d e b e P — s e exac-
t o : c o m o sin d u d a lo es . L a c o n c l u s i o n d e s u 
m e n n o s d a l a s s u m a s s i g u i e n t e s : 

1 U n Ínteres anual de ren-
tas, &e., que suma $ 84,665, 
y representa , p o r consi-
guiente, el 6 por c i e n t o 
anual, un capital de. . $ 

2 Var ios crédi tos contra el 
tesoro público, especifica-
dos en el inventar io. . • 

3 Var ias deudas de par t icu-
lares , que ascienden á. . . 

Total . . . $ 
Ménos los créditos contra el 

Fondo 

Capi ta l to ta l del Fondo pia-
doso al t iempo de entregar-
se á México $ 

México se obligó á pagar el Í n t e r e s g ^ ^ p Q ^ ü o 
ma al 6 por ciento que asciende a $ 101,924 po r ano. 
Del 24 de Octubre de 1849 (fecha del p r imer inte-

E1 car&cler y l a i * . asi cómela 
que están unidas las hojas, me pcrmU.eron oMoner n P 
letra mas inteligible y en forma mas convenxente, acompa 
una traducción. 

577583 00 

1082078 00 

71464 00 

1731125 00 

32380 00 

1698745 00 

res anual que empezó tí deberse despues del t ra tado) 
has ta la misma fecha de 1870, en que quedó regis-
trado el memorial relativo, han t rascurr ido veintiún 
anos; en consecuencia, quedó debiendo has ta la úl-
t ima fecha mencionada, la cantidad de $ 2.140,404, 
la cual deberá dividirse entre la Al ta y la Ba ja -Ca-
l ifornia, en la proporcion que estime jus ta el tr ibu-
nal. E l contras te entre los dos países, es tan nota-
ble en poblacion y en el número de iglesias y cléri-
gos que sostienen, que creo no hay bases p a r a el 
cómputo que pudiera dar tí la Península una porcion 
considerable del Fondo ó de sus réditos. E n la de-
claración del arzobispo Alemany se manifiestan al-
gunos hechos sobre estos par t iculares . E n adición 
á ellos, me refiero á una obra int i tulada «De la colo-
nización de la Baja -California y decreto de 10 de Mar-
zo, 1857, por el ciudadano Ulises Urbano Lascepas 
(pr imer memorial)» México, 1859, que parece haber -
se arreglado po r orden ó pa ra uso del gobierno me-
xicano, y en el cual se da has ta esa focha (censo de 
1857) una poblacion de 10,000 blancos y 2,500 indio's. 
E s p robab le que no haya aumentado materialmente 
desde entonces; pero aun admit iendo que se haya 
duplicado, no habr ía una veinticinco-ava pa r t e de 
la poblacion de este Es tado . E n cuanto á las Igle-
sias y el clero la-diferencia es todavía mayor, como 
puede verse consultando la misma obra y el volú-
men de este año del Almanaque Católico de los Es -
tados-Unidos , ó cualquiera ot ra publicación que 
contenga datos estadíst icos de es ta ciase. 

Creo po r consiguiente que la proporc ion que dé 
el diez por ciento íí la B a j a y el noventa á la A l t a -



California, será equitat iva p a r a l a pr imera. Sin em-
™ ria tomarse por base el número de l a p o -
S o ^ U c a mas bien que el de la pobUcum en 
general: en ese easo ocho p o r uno sor t ^ 

h a b i e n t e satisfactoria p a r a t a * 
• b e s a d a s . - / » ; » T. Doyle, abogado de los recia 

mantés. 1 Q _ -
San Francisco, Enero de 18 lo . 

Tadeus Amat y otros contra Méxieo.-Mn. 403. 

Decisión del A r b i t r o . ' 

E s imposible al á rb i t ro discutir sobre los varios ^m^mm 
L r en su propio juicio, y según su c o n c e d a , con 

l ^ f á X ^ examinar es l a ciu-

d , d a n ¿ T l o P s reclamantes. Sobre él tf fcM»-

c i u d a d a n o s de los E ^ a d o s - U n i d o s el 30 de Mayo 

de 1848, fecba del cange de las ratificaciones del 
t ra tado de Guadalupe Hidalgo. Por el artículo V I I I 
de este t ra tado se convino en que los mexicanos re-
sidentes en los terr i tor ios cedidos por México á los 
Es tados-Unidos , que desearan retener su título y 
derechos de ciudadanos mexicanos, deberían hacer 
su elección dentro de un año contado desde la fecha 
del cauge do ratificaciones del t ratado; y que en 
cuanto á los que permanecieran en dichos terr i to-
rios después de que espirara el ano, sin haber de-
clarado su intención de conservar el carácter de me-
xicanos, se consideraría que habían elegido la ciu-
dadanía de los Estados-Unidos . No se ha demos-
t rado que la Iglesia católica romana de la A l t a -
California declarara la intención de retener la ciuda-
danía mexicana, y no se puede ménos que inferir 
que .ella eligió la ciudadanía de los Es tados-Unidos , 
luego que le fué posible hacerlo, y esto, á juicio del 
árbi t ro , tuvo lugar, cuando la Alta-California fué 
incorporada de hecho á los Estados-Unidos, al can-
gearse las ratificaciones del t ratado de Guadalupe 
Hidalgo. 

Respecto á las reclamaciones que pudieran haber-
se originado, ántes do esa fecha, los reclamantes no 
tendrían derecho á comparecer ante la comision es-
tablecida por la Convención de 4 de Ju l io de 1868; 
pero las reclamaciones de origen posterior, sí caen 
ba jo el conocimiento de la comision. 

L a reclamación que se presenta es por intereses 
sobre el llamado Fondo piadoso de las Californias. 
Si ántes do que se seperara la Alta-California de 
la República Mexicana, debían pagarse esos intere-



ses al I l u s t r ó m e D. Francisco García Diego, obis-
po de California, parece al árbitro que despues del 
30 de Mayo de 1848 y en la actualidad debe pagar-
se la parte que sea equitativamente proporcional á 
estos reclamantes, que son los sucesores directos de 
aquel obispo en cuanto á la Alta-California. 

E l Fondo piadoso de las Californias, se formo de 
donaciones hechas por varias personas particulares 
con el objeto de establecer, conservar y -mantener 
las misiones católico-romanas en Calitormas y (le 
convertir á la fé católica á los idólatras ele aquella 
región. Los donantes confiaron á la Compañía de 
Jesús la distribución de los productos de esas dona-
ciones. E s indudable que el objeto principal de los 
donantes fué el progreso de la religión católica ro-
mana. Las donaciones se hicieron por personas pri-
vadas para especiales y d e t e r m i n a d o s objetos, y na-
da tenían que les diera un carácter publico, político 
6 nacional. Se concedió en un tiempo permiso a los 
padres jesuítas Salvatierra y KÜhn para establecer 
misiones en California, que se encargaran de la con-
versión al cristianismo de los idólatras y para co-
lectar limosna con ese objeto; pero parece que no 
les ayudó el gobierno español con sumas considera-
bles, si alguna dedicó á ese fin, y ciertamente no con 
tanto como casi cualquier gobierno se k a W con-
siderado obligado á suministrar en benencio de una 
región cuyo dominio alegaba tener. E s fácil enten-
der que el gobierno español se aprovecho coa gusto 
de los sentimientos religiosos de sus subditos y vio 
con gran satisfacción que las donaciones de estos 
tribuirían poderosamente á la conquista política de 

las Californias; pero el obieto do los donantes fué 
solamente su conquista religiosa, aunque pudieran 
sentir también el orgullo que les inspirara el cono-
cimiento de que á la vez contribuían á la extensión 
de los dominios de España. Las limosnas que los 
padres jesuítas principiaron á colectar y las dona-
ciones hechas dospues por personas piadosas, no 
tuvieron, sin embargo uu carácter político ó nacio-
nal; se dirigian á la conquista religiosa de las Ca-
lifornias y eran donativos de personas privadas con 
ese objeto especial. 

^ Al expulsarse los jesuítas de los dominios espa-
ñoles y al abolirse la órden, sucesos que los donan-
tes del Fondo piadoso, no pudieron haber previsto, 
el gobierno español vino á ser naturalmente el de-
positario y custodio de ese Fondo, pero se hizo car-
go de él, reconociendo los derechos y obligaciones 
inherentes al mismo. 

Se confiaron las misiones á la orden de los fran-
ciscanos, y despues se dividieron entré esa orden y la 
dominicana; pero aunque el gobierno español admi-
nistraba el Fondo piadoso, sus productos se aplica-
ban al mantenimiento de las misiones de esas dos 
órdenes. 

México, al hacer su independencia, heredó la de-
positaría que había tenido el gobierno español, y 
continuó aplicando los productos del Fondo al man-
tenimiento de las misiones. En 1836 se creyó conve-
niente establecer un obispado que comprendiera las 
dos Californias, y el Congreso dió una ley al efecto, 
confiando al obispo que se nombrara, la administra-



clon é inversión del Fondo piadoso en conformidad 
con los deseos de sus fundadores. . 

E l 8 de Febrero de 1842, el presidente Santa 
A ^ a revocó la par te final de la ley de 1836 y asig-
n ó ^ ! gobierno ¿ex icano la administración e inver-
sión del Fondo; pero el decreto que expidió al efec-
H i s p o n i a ademas que se llevarla 

to de los donantes, la civilización y conveision de 
os s a r j e s . E l 24 de Octubre del mismo ano se pu-

bl c ó otro decreto por el mencionado p r e s i d e * * á 
efecto de que las fincas y otros bienes del Fondo 
piadoso se incorporaran á la hacienda ^nacional, y 
£ vendieran á determinados precios debiendo a 
hacienda reconocer l o , p r o d u c t o ^ 
tas al Ínteres de seis por ciento; y el preámbulo de 
ese decreto declara qué el gobierno asumía la cus-
todia y administración del F o n d o piadoso con el 
e x p i J o propósito de llevar á efecto los objetos que 
la fundadora—f oundreSs se había propuesto, r a 
el gobierno español, ni el mexicano pretendieron 
nunca que los productos del Fondo ^ fueran a pa-
rar & manos de las autoridades eclesiásticas de las 
Californias, ó que fueran aplicados á objetos distin-
tos de los que los donantes habían señalado. Des-
pués del decreto de 24 de Octubre de 1842 el go-
bierno mexicano reconoció el adeudo y la obligación 
en que se h a l l a b a d e remitir los productos del hon-
do al obispo de California, con el hecho do expedir 
órdenes en favor de este sobre la aduana de Guay-
mas Tal obligación está reconocida también por la 
lev del Congreso de 3 de Abril de 1845, en que se 
dispone la devolución al obispo de las Californias y 

á sus sucesores de todos los créditos y propiedades 
pertenecientes al Fondo piadoso, que no se hubie-
sen vendido para los efectos expresados en la'ley de 
29 de Setiembre de 1836, sin rperjuicio de lo que el 
Congreso pudiera resolver respecto de los bienes de 
que se hubiese dispuesto ya. 

Los créditos de que se hace mención en esa ley 
debian incluir seguramente la deuda del gobierno 
por el Ínteres pendiente del pago sebre el producto 
de los bienes vendidos, y cuyo producto habia sido 
incorporado á la hacienda nacional. E l árbi tro no 
encuentra ninguna otra disposición legislativa so-
bre la materia, posterior al decreto de 3 de Abril de 
1845. 

Es te era, pues, el estado de las leyes mexicanas, 
respecto al Fondo piadoso al tiempo de la cesión de 
la Alta-California á los Estados-Unidos, y en la 
opinion del árbi t ro es claro que las mencionadas 
leyes y decretos del gobierno mexicano, y la ley 
del Congreso de 1845, son otras tantas admisiones 
de que el gobierno mexicano estaba bajo la obliga-
ción de entregar al obispo de California y á sus su-
cesores, el ínteres sobre los productos de los bienes 
que pertenecían al Fondo piadoso y se hallaban al 
cuidado de la hacienda nacional, á fin de que el obi? 
po y sus sucesores pudieran llevar á efecto los de-
seos de los fundadores del Fondo. 

E l árbi tro ha expresado ya su opinion de que res-
pecto de la Alta-California, los reclamantes son los 
sucesores directos del obispo de California, cuya 
diócesis ántes del t ra tado de Guadalupe Hidalgo 
comprendía la Alta y la Baja-California; y por con-



siguiente ellos deben recibir una par te equitativa 
del Ínteres sobre los productos del F o n d o piadoso 
para invertirla en los objetos de su creación, cuya 
naturaleza tan decididamente religiosa, hace que las 
autoridades eclesiásticas sean las personas mas a 
propósito pa ra encargarse de la inversión do aque. 
Fondo. Los beneficiarios de esa pa r t e del Fondo son 
la Iglesia católica romana de la Alta-Oali lornia y 
los idólatras que deben convertirse, y todos los ha-
bitantes del Estado de California y aun todo el pue-
blo de los Estados-Unidos están interesados indi-
rectamente en la aplicación propia de la porción 
que debe confiarse á los reclamantes, á qmenes sx 
se consideran los objetos á que los fundadores ^ 

• naron sus donaciones, se ha trasmitido propiamen-
te el empleo del Fondo. 

Respecto á la proporcion del Ínteres que deoe pa-
garse & los reclamantes, el. árbitro es de ttimou que 
nada puede ser mas justo que dividir er.dos partes 
iguaks todo el interés devengado en 21 arios, y paga 
una á los reclamantes. Se ha alegado que la suma que 
8 e conceda debería ser en proporcion á os habitantes 
de la Alta y de la Baja-California. El árbitro no opi-
na así porque cree que según se aumenta la poblacion 
y la civilización, disminuye el número de c o n f -
í e s que haya de hacerse, y poca duda f 
q a e la Baja-California necesita d é l a benéfica ayuda 

. ¿el Fondo piadoso tanto ó mas en proporcion a la po-
blación, que la Alta-California. Parece que la d m -
sion igual del ínteres es la mas justa. 

Despues de un eximen cuidadoso de los datos que 

se han presentado respecto á la cuantía del Ínteres 
anual, el árbitro se ve precisado á adoptar el modo de 
ver del comisionado de los Estados-Unidos.. La suma 
que piden los reclamantes es mayor, y aun respecto 
de ella la defensa no ha demostrado sinoindirectaméii-
te que es exagerada. No hay duda de que eligobierno 
mexicano debe tener en su poder todas las cuentas y ' 
documentos relativos á la venta de las fincas pertene-
cientes al Fondo piadoso y á sus productos, y sin em-
bargo no se han presentado. La única inferencia qué 
puede formarse del silencio sobre la materia, es que la 
cuantía, de los productos recibidos por la hacienda, 
fué, á lo ménos, no menor que la que se reclama. 

Por consiguiente, la parte del interés anual que de-
be recaer en favor de la Iglesia católica romana de la 
Alta-California, es $48,080 99 es., y la suma total por 
21 años $904,700 79 es. 

Se ha insistido en que debería pagarse ínteres sobro 
cada anualidad desde la fecha respectiva de su venci-
miento, pero el árbitro no opina así. Verdad es que el 
arzobispo de San Francisco dice en su declaración que 
cuando estuvo en la ciudad de México en 1852 pidió 
el pago del Ínteres á los bienes del Fondo piadoso; que 
no recibiendo contestación á esa petición reiteró la 
misma, y que hasta mucho tiempo despues se le hizo 
saber oficialmente que el gobierno no podía acceder á 
dicha petición. Atendidos el carácter y la posicíon del 
arzobispo, no puede ponerse en duda la veracidad de 
su aserto; pero no hay prueba documental de esos he-
chos, y por consiguiente el árbitro supone que tanto 
Ja petición como su denegación fueron verbales. 
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No cree que tratándose de un asunto de tanta im-

portancia, la denegación verbal .del gobierno de hacer 
un pago, puede tomarse como determinación final so-
bre la matèria. La denegación puede haber sido el re-
sultado de la imposibilidad del gobierno de proporcio-
nar, al tiempo de la petición, los fondos necesarios, y 
no puede formarse juicio sobre el particular en la au-
sencia de algún documento sobre la materia. "El arbi-
t ro cree ademas, que teniendo en consideración los 

. contratiempos y dificultades por que han pasado Mé-
xico y sus gobiernos durante varios años pasados, no 
seria generoso ni aun justo castigar á ambos por la 
falta de pago del Ínteres sobre un capital de la natu-
raleza del Fondo piadoso, hasta el grado de insistir en 

' el pago de intereses sobre ese Ínteres. Por lo expuesto 
y en obsequio de la justicia y de la equidad, el àrbi-
tro cree que no debió demandarse segundo ínteres. 

En consecuencia, el àrbitro falla que se pague por 
el gobierno de México por razón de esta reclamación, 
la suma de novecientos cuatro mil setecientos pesos 
setenta y nueve centavos en oro mexicano ($904, .ÜU 
79 es.), sin Ínteres. 

Washington, Noviembre 11 de Ibt o. ^ 
Es traducción. Washington, Noviembre l o de ' 8 (0 . 

—["Firmado.]— J. Odrlos Mexía, secretario. 
Son copias. México, Marzo 21 de M&.-Juan de 

D. Arias. 
08-witoq 
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